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INTRODUCCIÓN

El Sistema de Responsabilidades de los Servidores Públicos es una

institución básica para la conformación y consolidación del sistema democrático

moderno, siendo en consecuencia, un sistema de equilibrio de poder entre la clase

detentante de la soberania , es decir, el pueblo y la clase gobernante .

Sin embargo y no obstante existir cuatro clases de responsabilidades por las

cuales pueden ser sancionados los funcionarios públicos (administrativa, civ il, penal y

política) es indudable que la responsabilidad derivada de las acciones u omisiones de

carácter delict ivo en que éstos incurren durante el ejercic io de sus funciones, es el tipo

de responsabilidad que a últimas fechas ha captado la atención de los estud iantes de

derecho, catedráticos y en general de la sociedad civil mexicana, máxime si éstos

funcionarios públicos gozan del privilegio denominado "fuero constitucional ", pues a

efecto de que el Poder Judicia l de la Federaci ón pueda calificar la acción u omisión

del funcionario determin ando la existencia del cuerpo del delito y la probable

responsab ilidad del inculpado y en consecuencia sancionar dichas conductas es

indispensable desahogar, previamente, un procedimiento ante la Cámara de Diputados

del Congreso de la Unión denominado JUICIO DE PROCEDENCIA.

El Juicio de Procedencia , en antaño denominado juic io de desafuero, es un

proceso de naturaleza puramente jurídico y no meramente administrati vo como

diversos tratad istas lo han definido, sin embargo, dicho proceso ha sido poco

analizado por los estudiosos del Derecho y consecue ntemente , poco regulado por el

poder constituido. Lo anterior evidentemente ha acontecido toda vez que la institución

del j uicio de procedencia ha sido pocas veces puesta en práctica por el Ministerio

Público, único órgano facultado materialmente para promover la solicitud de

procedencia, y en consecuencia por la propia Cámara de Diputados del Congres o de

la Unión.
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Evidentemente al hacer mención de la tram itac ión del "jui cio de desafuero"

nos tendremos que referir al juicio de procedencia seguido en contra del Jefe de

Gobierno de l Distrito Federal por el periodo 2000-200 6, Licenciado Andrés Manuel

López Obrad or, proceso que desd e luego cimbró las instituciones jurídicas y políticas

del país, poniendo en entredicho no únicamente la razón de ser y naturaleza de la

institución en estudio, sino que sesgó y tergi versó la aplicac ión exacta de la ley con el

revanchismo polít ico.

Derivado de lo anterior, el presente trabaj o académico tiene como objet ivo

primordial el proponer una figura jurídica que diera por concluido el debate existente

y dirigido a determi nar si el ju icio de procedencia es ut ilizado no como una

institución jurídica apegada a los principi os de legalidad y exacta aplicac ión de la ley,

sino como un instrumento polít ico en aras de eliminar al riva l polít ico.

En aten ción a Jo anterior esta parte sustentante propone la conformación del

denominado TRIBUNAL DE PROCEDENCIA, integrado por miembros del

Congreso de la Unión (Diputados y Senadore s) y del Poder Judicia l de la Federac ión,

cuerpo colegiado que desde luego prepondera la cola boración entre Poderes,

adecuándose a la nueva teoria de la División de Poderes, órgano a través del cual se

eliminaría el carácter político que envistió al proceso que se analiza durante la

tramitación del juici o citado en los párrafos que ante ceden , pues se eliminaría la

votación que redunda en determ inar si ha o no lugar a proceder penalmente en cont ra

de determinado serv idor público a través de la Cámara de Diputados erigida en Jurado

de Procedencia, evitando la votac ión por partido polít ico O línea partid ista.

Así, e l TRIBUNAL DE PROCEDENCIA seria la única autoridad

encargada de conocer, rad icar, es tudiar, anal izar, desahogar y resolver en definitiva si

ha o no lugar a proceder penalmente en contra de algún servidor público,

determinando y estudiando si existen los elementos que integran el cuerpo del delito y

la probable respon sabilidad del indiciado, s iendo un cuerpo colegiado integrado por

representantes del pueb lo, del pacto federa l y de los Ministro s de la Suprema Corte de

:I
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Justicia. institución jurídica que prepondera los principios de justicia, imparcialidad y

legalidad.

La propuesta que se formula a lo largo del presente trabajo académico es

producto de un análisis del tema que va de lo general a lo particular, es decir, se

utilizó el Método Analítico Deductivo a efecto de configurar la presente tesis,

basándonos primordialmente en una investigación de carácter documental.

En virtud del método utilizado para la conformación del presente trabajo de

tesis, en el primer capítulo nos dimos a la tarea de analizar los conceptos jurídicos

base para el entendimiento del lema, especificando que aún y a pesar de que el

artículo 13 constitucional prohibe que persona alguna tenga fuero o privilegio

especial, existen reconocidos por la doctrina juríd ica dos tipos de fuero, el fuero como

inmunidad y el fuero como requisito de procedibilidad, el primero de ellos se

encuentra materialmente contenido en el articulo 61 de la Carta Magna mexicana,

traduciéndose en que los miembros del Congreso son inviolables por las opiniones

que manifiesten en el desempeño de sus funciones, mientras que el requisito de

procedibilidad, es precisamente un filtro, es decir, si" la autorización de la Cámara de

Diputados ningún servidor público a que se refiere el articulo 111 constitucional,

podrá ser sujeto a la potestad j urisdiccional ordinaria, siendo éste tipo de fuero el que

nos interesa en nuestro estudio.

Ahora bien, en el capítulo 2, analizamos los antecedentes históricos de la

figura en estudio, concluyendo que la ingerencia española consolidó la actual figura

del juicio de procedencia, a través de los denominados juicios de residencia y visita

impuestos por la Corona Española, procesos que pretendían sancionar a los

Servidores de la Corona y que fueron agregados a la primera Constitución Política del

país, reconocida asi por los tratadistas aún a pesar de su inaplicabilidad , reconociendo

primordialmente que el fin de dichas figuras era sancionar única y exclusivamente la

traición a la Corona, delito que dio origen a la figura que se analiza .

IlJ
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Ya en el México independiente las Constituciones de 1824, 1836 Y 1857

igualmente regulaban un sistema de responsabilidad de los Altos Funcionarios de la

República, sin embargo el proceso no podía ser aplicable por falta de una

normatividad reglamentaria que regulará dicho sistema de responsabilidad, siendo

hasta el año de 1870 cuando se expidió la Ley de Responsabilidad de Altos

Funcionarios y que evidentemente fue un parte aguas en el régimen juridico del pa ís.

Sin embargo y a pesar de los esfuerzos por la aplicabilidad de la norma antes

precisada, la m isma se conservo únicamente co mo letra muerta, ello en virtud a la

inestabilidad política en que se encontraba inmersa la Nación.

Sin embargo, la Ley Federal de Responsabilidad de los Servidores Públicos

de 1982, emitida por el Licenciado Miguel de la Madrid Hurtado, fue la norma que

transformó el régimen de responsabilidades de los funcionarios públicos basada en la

obligación de prevenir y sancionar la inmoralidad social y la corrupción de los

integrantes de la clase gobernante.

Una vez analizados los antecedentes históricos del sistema de

responsabilidades de los servidores públicos y muy en especifico los antecedentes del

juicio de procedencia, se procedió analizar la forma en que se desahoga actualmente

el multicitado juicio, que es materia de nuestro tercer capítulo, encontrando como

principal inconveniente que al respecto únicamente el Licenciado Eduardo Andrade

S ánchez aborda el tema en su libro intitulado "EL DESAFUERO EN EL SISTEMA

CONSTITUCIONAL MEXICANO", estudiando las deficiencias en cuanto a la

conformación de la sección instructora, los términos y plazos para resolver, así como

los elementos a considerar para emitir el dictamen final que será resuelto o votado en

definitiva por la Cámara de Diputados erigida en Jurado de Procedencia, siendo en

definitiva la principal problemática la interpretación j urídica que representan las

lagunas jurídicas y contradicciones que tiene la Ley Federal de Responsabilidad de

los Servidores Públicos en relación a la Constitución Política de los Estados Unidos

Mexicanos .

IV
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Una vez teniend o pleno conocimiento de la forma en como se desahoga el

denominado juicio de procedencia en nuestro sistema constitucional mexicano asi

corno en ia Ley reglamentar ia del sistema de responsabilidades de funcionarios

públicos, analizamos las diferencias que existen con diversos Estados Nació n y en \05

particular con países de los denominados dc primer mundo como son Alemania,

Estados Unidos y Francia, así como con Chile, pais que ha cap tado la atención de los

estudiosos del jui cio de procedencia en virtud el j uicio de desafuero del que fuera

objeto Augusto Pinochet, situación que desde luego fue analizada en nuestro cuarto

capítulo.

Del anális is comparativo anterior concluimos que la mayor ía de los paises en

estudio se mantien e como constante y objetivo primord ial de un juicio equiparable al

de procedencia en nuestro país, el castigar el delito de TRAICIÓN A LA PATRIA

cometido por el Presidente de [a República, Diputados (miembros de la Dieta Federa l

en el caso de Alemania) y Senadores, funcionarios que en todas las legislaciones son

sancionados por ser considerados como funcionari os de primer nivel , sin embargo

colegimos que existe n diferencias en cuanto a las autoridades que conoc en del

procedim iento, encontrand o que en algunos paises intervienen en el desahogo de

dicho proced imiento las dos Cámaras, tanto la de Diputados como la de Senadores, o

encontramos que únicamente puede ser sancionado por sus iguales, es decir s i algún

diputado comete algún deli to, únicamente resolverá la procedencia sus iguales, mismo

supuesto acontece con los Senadores; asimismo el caso de la Repúbli ca de Francia es

muy especial pues es base para la conformac ión de la presente propuesta, pues es un

cuerpo colegiado confo rmado por integrantes del Poder Legis lativo y Judicial quienes

resolvcrian en definitiva si autorizan que algún funcionario público sea sancionado

por la jurisdicción común.

Asimismo, el anális is, estudio y debate sobre el denominado TRIBUNAL

CONSTITUCIONAL, influyó directamente en la presente propuesta académica, en

cuanto a la integración y en cuanto a las funciones de la figura propuesta, sin pasar

v
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inadvertido que a raíz de la reforma de 1995 en nuestro país, la Suprema Corte de

Justicia de la Nación tuvo las funciones de los Tribunales Constitucionales Europeos .

Finalmente y con base a los antecedentes históricos recientes, el quinto

capítulo exp lica nuestra propuesta de conformación del denominado TRIBUNAL DE

PROCEDENCIA, integrado por miemb ros de los Poderes Legislativo y Judicial ,

institución que tendría las funciones de la ahora denominada Sección Instructora

eliminando las funciones de votación y decisión de la Cámara de Diputados erigida en

Jurado de Procedencia, con el único objeto de eliminar el sesgo político que

ensombreci ó a la figura en estudio durante el ju icio de procedencia seguido en contra

de Andrés Manuel López Obrador, contribuyendo a la consolidación y buen

funcionamiento de la citada institución , pero ahora sí con naturaleza eminentemente

jurídica.

Es claro que las instituciones de un verdadero Estad o democrático deben de

evolucionar con forme lo hace la sociedad civil y en este caso en particular, el ju icio

de procedencia fue considerado como un instrumento de poder para condenar a un

adversario político, retomando la vieja usanza del terror a través del terror politico,

constriñendo el Estado de Derecho al Estado de barbarie, donde únicamente se busca

el poder por el poder mismo.

Así me queda perfectamente claro que el Trib unal propuesto será quizá un

nonato de la vida jurídica, una institución que si entrara al debate politico y

jurisdiccional, tendría más elementos en contra que a favor , sin embargo también se

reconoce que no es un disparate que esté muy alejad o de una consolidación j urídica y

materialmen te adecuada , porque aún a pesar de ser una propuesta firme basada en

instituciones adoptados por otros Estados Nación y con fundamentos legales y

doctrinarios de actualidad, también lo es que en defin itiva no es un trabajo total y

absolutamente concl uido.

VI
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CAPÍTULo 1.

MARCO CONCEPTUAL SOBRE EL JUICIO DE PROCEDENCIA

1.1. TEORÍA DE LA DIVISIÓN DE PODERES

La Teoría sobre la División de Poderes no es meramente una teoría doctrinaria

creada en un solo tiempo y lugar histórico, así como de carácter estático, sino al contrario

es una institución pol ítico-constitucional que se ha ido desarrollando a través de la Historia,

nutriéndose a través de realidades históricas de cada país.

A través del devenir histórico de la sociedad humana, los diferentes tratadistas han

visto al poder público como objetivo de estudio, creando instituciones para ejercer ese

poder, desde Aristóteles hasta Montesquíeu, predomina ese pensamiento, siendo éste último

el creador de la teoría moderna de la División de Poderes, creador del elemento que

diferenció a las teorias que le precedieron, es decir, crear un sistema de "pesos y

contrapesos".

Para explicar lo anterior basta con recordar que hasta antes de Locke y

Montesquieu, la teoría de División de Poderes era percibida única y exclusivamente como

una divisi ón de trabajo entre diferentes órganos o, por llamarlo de alguna forma,

"instituciones", es decir solamente se dividia el poder. A partir de Locke y principalmente

en Montesquieu se aprecia una limitacíón del poder a fin de impedir su abuso, pero veamos

como lo plasmaron los creadores de l. moderna Teoria de la División de Poderes:

Lockc, señala lo siguiente:

" ...para la fragilidad humana la tentación de abusar del Poder seria muy gJ1IDde, si
las mismas personas que tienen el poder de hacer las leyes tuvieran también el
poder de ejecutarlas; porque podrían dispensarse entonces de obedecer las leyes
que formula.n y acomodar la ley a su interésprivado, haciéndola y ejecutándola a
la vez, y. en consecuencia. llegar a tener un interés distinto del resto de la
comunidad. contrario a1 fin de la sociedad lo' del Estado...1

Montesquieu, refiere lo siguiente;

1 Locke, en Tena Ramírez Felipe. Derecho eorrs!ilucional ."fexicano p. 212.
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"Para que no pueda abusarse del poder. es preciso que, pordisposición mismade
las cosas, el poder detenga al poder .n z

La teoría de la divisi6n de poderes es un complcmento a las garantías individuales,

pues si el Estado limita su poder en instituciones , es sinónimo de garant ías de libertad

individual, veamos:

"Cuando se concentran el poder legislativo y el poder ejecutivo en la nusma
persona o en el mismo cuerpo de magistrados DO hay libertad...; no hay tampoco
libertad si el poda judicial no está separado del poder legis lativo y del ejecetivo.,.;
todo se habrá perdido si el mismo cuerpo de notables. o de aristócrat.as., o del
pueblo. ejerce esos tres poderes.?'

Recordemos que para Locke, en su memorable "Ensayo sobre el gobierno civil",

tres cran los Poderes: el legislativo, que dicta las normas generales; el ejecutivo, quc las

realiza mediante la ejecución, y el federativo, que es el encargado de los asuntos exterioree

y de la seguridad . Siendo los dos últimos poderes, exclusivos para el rey y el primero para

el "rey en parlamento", tal y como lo señala la tradición inglesa.

Para el francés Montesquieu, resultaba de gran importancia lo relacionado con la

impartici6n de justicia y con los jueces, situaci6n que había sido omitida por el inglés

Locke, ello toda vez que aquél consideraba la aplicación de la ley como un elemento

fundamental para la búsqueda del equilibrio entre poderes a efecto de obtener un verdadero

Estado-Nación consolidado, por lo que en el "Espíritu de las Leyes" hace referencia al

poder judicial de la siguiente forma:

"...Ia aplicación rigurosa y científica del derecho penal y del derecho pri vado,
constituYe un dominio absolutamente distinto. una función del Estado
naturalmente determinada porotras leyes.?"

Como lo podemos apreciar , Montcsquieu innova el contenido del "Ensayo sobre el

gobierno civil", pues distingue con toda precisión la función ejecutiva de la función

jurisdiccional, aspecto que Locke fundía en las funciones del poder ejecutivo .

Z Montesqu ieu, en Jdem.
, Ibídem, p. 2 13.
' lbidem, p. 2 15.

2
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Así con dicha distinción se conform ó la actual división tripartita del poder, a efecto

de impedir el abuso del mismo, situación que ha venido encontrando oposición pues

diversos tratadistas señalan que el poder no se puede dividir puesto que es, derivado de la

soberanía del pueblo, uno solo, que lo único quc se puede dividir son las funciones,

situación que más adelante se controvertirá.

Cabe señalar, que debido a que todas las teorías están sujetas a impugnaciones, la

del francés Montesquieu fue interpretada cÍe diversas maneras por sus sucesores e inclusive

tachada de ineficaz, pues en la época que plasmó su teoría en "El espíritu de las leyes", no

era aplicable dicho sistema en Inglaterra, donde se sostenía que el francés incurrió en el

error de sustentar una separación rígida de los tres poderes, puramente mecánica y no

orgánica. Inclusive surgieron teorías de diversos estudiosos que pretendían indagar sobre el

verdadero pensar de Montesquieu, en el sentido de responder sobre qué poder debía estar

sobre los restantes dos, a efecto de comprobar lo anterior veamos algunas ídeas:

Kant, apegado a la teoría pura de Montesquieu señala que "los tres poderes del

Estado están coordinados entre si...; cada uno de ellos es el complemento necesario de los

otros dos...; se unen el uno al otro para dar a cada quien lo que es debido.,,5

Rousseau fue mucho más extremista al afirmar que el poder legislativo está por

encima del poder ejecutivo, porque éste no es más quc el ministro del legislador, es decir es

un elemento intermediario entre el poder legislativo y los súbditos.

Para el alemán Jellineck, la doctrina de Montesquieu "establece poderes separados,

iguales entre sí, que se hacen mutuamente contrapeso y que, aunque es verdad que tienen

puntos de contacto, son esencialmente independientes los unos de los otros... ni examina la

cuestión general de la unidad del Estado y de las relaciones dc los diferentes Poderes del

Estado con esa unídad",?

'Citado por lbidcm, p. 217.
, Citado por ldem.

3
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Duguit refiere a su compatriota señalando: "Teóricamente, esta separación absoluta

de poderes no se concibe. El ejercicio dc una función cualquiera del Estado se traduce

siempre en una orden dada o en una convención concluida, es decir, en un acto de voluntad

o una manifestación de su personalidad. Implica, pues, el concurso de todos los órganos

que constituyen la persona dcl Estado."'

El italiano Groppali considera que "esta concepción puramente estática deb ia estar

en contraposición con la dinámica de la vida estatal, que es movimiento, acción, espiritu de

iniciativa frente a las situaciones nuevas que se determinan en el tiempo y por las que el

gobierno, una vez que han sido fijados sus poderes legislativamente, debe tener autonomía

dc iniciativa y libertad de acción en los límites del derecho."'

Pero sin duda alguna la cita que merece especial atención es la de Marcel De la

Digne de ViJIeneuve, quien con precisión cn su libro "El fin del principio de separación

Poderes" nos da a entender el sistema de pesos y contrapesos que en su momento señaló

Montesquicu:

UNo separación de Poderes estatales. sino unidad de poder en el Estado...
Diferenciación y especialización de funciones sin duda... Pero al mismo tiempo
coordinación de funciones, sin tesis de servicios, asegurada por la unidad del oficio
estatal supremo, que armon iza sus mcvimientos.; Esto es lo que expresaba
Augusto Comte, en una fónnuIa espléndida, cuando tmerpretando el pensamiento
del sabio Aristóteles. que veía como rasga característico de toda organización
colectiva 'la separación de los oficios y la combinación de los esfuerzos" definía al
gobiernocomo la reacción necesaria del conjuntosobrepartes." ,

Concepto e interpretación sublime del pensamiento del creador de la moderna teoría

de la división de poderes, pues mezcla elementos fundam entales para la conformación de

un verdadero Estado de Derecho que busc a cl bien común de la sociedad o de los

gobernados, a través de una división de funciones que en determinado momento y situación

se transforma en una coordinación de funciones, es decir, el todo no es nada sin sus partes,

parafraseando al Estado no es nada sin un sistema de pesos y contrapesos de los poderes

que conforman al mismo.

, Citado por Idcm.
'Citado en Ibidem, p. 2t8.
• Citado en Idern.
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1.2. CONCEPTOS JURÍDICOS PREVIOS

1.2.1. EL FUERO

La palabra FUERO proviene del latín forum, que significa "recinto sin edificar,

plaza pública, vida pública y judicial; por extensión, así se le denomina al sitio donde se

administra justicia, al local del tribunal". 10

Para el maestro Burgoa Orihuela existen dos tipos de fuero en nuestro régimen

constitucional, clases que obviamente tienen diversas consecuencias juridicas y diferente

ámbito de aplicación.

El Maestro precisa el fuero C011l0 inmunidad y como fuero de no procesabilidad; el

primero de ellos se encuentra en dos artículos específicos de la Carta Magna, tal es el caso

del numeral 61 que refiere que los miembros del Congreso de la Unión "son inviolables

por las opiniones que manifiesten en el desempeño de sus cargos y jamás podrán ser

reconvenidos por ellas ", así como también, el artículo 108 que precisa que el "Presidente

de la República, durante el tiempo de su encargo, sólo podrá ser acusado por traición a la

patria y delitos graves del orden común", en el primer caso, es obvia dicha inmunidad, ya

que un sistema de división de poderes es imprescindible dicha garantía o inmunidad para no

ser objeto de prosecución política o penal por parte de algún miembro de otro poder

llámese judicial, ejecutivo o inclusive del propio Congreso, lo anterior a efecto de llevar a

cabo las funciones que por mandato constitucional tienen conferidas dichos congresistas, no

obstante lo anterior, el maestro cita un ejemplo al hacer mención de dicha clase de fuero en

el siguiente sentido "si las opiniones que emita un diputado O senador en el desempeño de

su cargo configuran la incitación a algún hecho ' delictivo ' común u oficial o si su

externacion implica en sí misma un delito de cualquier otro orden. opera la inmunidad

mencionada en el sentido de que el opinante permanece inviolable, no puede ser

re Diccionario Juridico .Me:xicano~ ? Ed., México, POrTÚa e Instituto de InvestigacionesJurídicas. UNAM.
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reconvenido y menos aún.no se lefonnula cargo alguno..n , es por ello, y creo que con

justa razón, el Maestro Burgoa cita a Tena Ramírez, coincidiendo en que dicho fuero,

quizá, es un acto de irresponsabilidad absolnta.

Por el otro lado, el titular del Ejecutivo Federal única y exclusivamente , será

sancionado por traición a la patria y delitos del orden común, presupuesto juridico que es

limitativo y que por ende, excluye de ser sancionado por la comisión de delitos del orden

federal, es claro, además, que al especificar el ordenamiento constitucional que durante el

tiempo de su encargo, ello no implica que, una vez concluido su sexenio, no pueda ser

acusado ante el Ministerio Público a efecto de que éste investigue si existen o no elementos

para fincar responsabilidad, claro tomando en consideraci ón los plazos especificados para

que opere la prescripción de la acción penal, por lo anterior, es que el maestro se refiere a

este articulo como incitador a una Irresponsabilidad relativa, por parte del Titular del

Ejecutivo.

Finalmente el Maestro Burgoa señala que el fuero de no procesabilidad, es

precisamente eso, que mientras la Cámara de Diputados no resuelva sobre la existencia del

delito, la probable responsabilidad de imputado y la subsistencia del fuero constitucional

del mismo, el imputado no puede quedar sujeto a la potestad jurisdiccional ordinaria, es

decir no pueden ser juzgados por el Juez PCIllIl de la causa.

En un maravilloso juego de palabras Tena Ramírez aeepta que la figura del fuero es

creada para proteger la función pública y no a la personas, es decir el fuero protege al

Estado, a la función del Estado y no a quien ejerce dicha función, diferenciando

perfectamente los conceptos de impunidad e inmunidad, palabras que el propio autor

expresa de la siguiente forma:

"De este modo el sistema que nos proponemos estudiar no erige la impunidad de
Jos funcionarios, sino sólo su inmunidad durante el tiempo de su encargo .ul2

1I Burgoa Orihuela, Ignacio. Derecho Constitucional Mexicono p 560.
11 TenaRamirez. Felipe. DerechoConstitucional Mexicano p. SS9
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El hecho de considerar al fuero como inmunidad y no como impunidad, sintetiza el

objeto del fuero constitucional como el privilegio a favor de la función de los amagos del

poder y de la fuerza.

1.2.2. JUICIO, PROCESO Y PROCEDIMIENTO

La teoria del proceso, tiene por objeto el estudio de un conjunto de materias

indispensables, no sólo para conocer su contenido, sino también, para justificar el por qué

de la regulación jurídica por parte del legislador.

Los aspectos que deben abarcar, tienen gran repercusión en la materia

procedimental y sólo a través de un estudio teórico del proceso se puede entender la

esencia, objeto y fines, por ello es necesario tener claros los conceptos antes citados para

concluir y definir la naturaleza jurídica del juicio de procedencia.

Procedimiento, proceso y juicio, son conceptos, frecuentemente confundidos, en su

connotación jurídica real, y no es raro observar que, tanto en la legislación como en el uso

general del idioma. se les otorgue una sinonimia que, fatalmente, conduce a errores.

Comúnmente, se habla del procedimiento más adecuado para llevar a cabo alguna

cosa, o sea, de los actos sucesivos, enlazados unos a otros, que es necesario realizar para el

logro de un fID especifico .

El término proceso deriva de procederé, cuya traducción es "caminar adelante", por

ende podemos concluir que el procedimiento puede señalar o ser la forma. el método, de

cuya aplicación al objeto, dependerá la mutación de un estudio a otro (proceso).

Finalmente, el juicio, es la etapa procedimental, en la cual mediante un enlace

conceptual se determina, desde un punto de vista adecuado, el objcto del proceso.

7
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Asimismo , aún en la época contemporánea siguen existiendo divergencias en los

diferentes conceptos que los tratadistas han elaborado, no obstante algunos de los más

completos son los siguientes:

Tomás Jofre, define el procedimiento penal , como "una serie de actos solemnes,

mediante los cuales el juez natural, observando formas establecidas por la ley, conoce el

delito y de sus autores, a fin de que la pena se aplique a los culpables''.l '

Juan José Gonzálcz Bustemante, expone, "El procedimiento penal está constituido

por un conjunto de actuac iones sucesivamente inintenumpidas y reguladas por las normas

del Derecho Procesal Penal, que se inicia desde que la autoridad tiene conocimiento de que

se ha cometido un delito y procede a investigarlo y termina con el fallo que pronuncia el

tribunal." 14

Por lo quc hace al concepto de proceso, los diversos tratadistas han señalado lo

siguiente:

Jiménez Asenjo, define al proceso como "el desarrollo que evolutiva y

resolutivamente ha de seguir la actividad judicial, para lograr una sentencia" IS

Para Eugenio Florián el proceso "es el conjunto de actividades y formas, mediante

las cuales los órganos competentes preestablecidos por la ley, observando ciertos requisitos,

proveen juzgando a la aplicación de la ley penal en cada caso concreto, para definir la

relaciónjuridico-penal concreta y eventualmente, las relaciones secundarias conexas". 16

Para los tratadistas en Derecho Civil, existen las siguientes acepciones:

l' Tomás Jofre , 01 Colín Sánchez Guillermo , Deredrº f\{M ea "o eh Procmimi l!1ltos Pena/t.'; p.69.
14 Gcnzález Bustamante, Juan José, en ídem.
15 Jiménez Ascnio, en ídem.
:, Florián Eugenio,en ibidem, p. 70
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El procedimiento es una sucesión de actos y hechos que tienen una triple

vinculación entre sí, cronológica, en cuanto a tales actos se verifican progresivamente

durante detennínado tiempo; lógica en razón de que se relacionan entre si como

presupuesto y consecuencias, y tcleológicas, pues se analiza en razón del fin que persiguen.
17

Por su parte el Maestro Rafael de Pina, define el procedimiento como el conjunto de

formalidades o trámites a que está sujeta la realización de los actos juridicos civiles,

procesales, administrativos y legislativos. IS

Una vez que hemos visto las difcrentes acepciones de los diferentes tratadistas

citados, podemos dar una acepción general, misma que seria del tenor siguiente:

"E) procedimiento es el conjunto de actos, formas y formalidades legales que se
observan por las partes en una relación de carácter juridicaen materia sustantiva.
susceptible de: generar una relación de carácter juridica adjetiva que, en su
momento, definaa la anterior, y porendese aplique la ley al caso concreto."

AsI finalmente se puede concluir que el procedimiento es la forma, el método

empleado para que se realice el proceso, por ende el procedimiento es el todo y el proceso

es una parte de ese todo, yel proceso incluye el juicio.

1.2.3. RESPONSABIUDAD

El concepto responsabilidad proviene de "respondere " que significa, "ínter alia ",

que significa prometer, merecer, pagar. AsI "responsalis" significa: "el que responde". En

un sentido más restringido "responsum" (responsable) significa "el obligado a responder

dealgo o alguien'?"

En la actualidad la palabra responsabilidad en el ámbito juridico se entiende como

merecimiento. reacción, respuesta, tal y como lo entendió Hans Kelsen, un individuo es

responsable cuando, de acuerdo con el orden juridico es susceptible de ser sancionado. En .

17 OvalIe Favcla José. Duecho Procesal Civil. p. 29
I1 De Pina, Rafael.DlcdONnrio de Derecho. Ed. Pomía
\., Diccionario Jwídico Mexicano. Op.Cit.
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este supuesto la responsabilidad presupone la existencia de un deber, pero dichos conceptos

no son confundibles, porque la responsabilidad señala quien debe responder del

cumplimiento o incumplimiento de tal obligación mientras que el deber es la conducta, que

de acuerdo con un orden jurídico, se debe hacer u omitir; así la responsabilidad surge

cuando se viola o transgrede el deber.

Una vez que tenemos el concepto real de RESPONSABILIDAD, y entendiéndolo

como la consecuencia que resulta de la violación de un deber por parte de determinado

individuo. traslademos dicho concepto al tema que nos interesa, es decir a los tipos de

responsabilidad de los servidores públicos en nuestro sistema constitucional.

Pues bien el Título N de nuestra Constitución Política se denomina "De las

responsabilidades de los servidores públicos" . en cl cual se especifica con claridad los

tipos de responsabilidad en que puede incurrir un servidor público, especificando el ámbito

material de procedencia de dicho capitulo. del cual se desprenden las siguientes

responsabilidades:

A) RESPONSABILIDAD POLÍTICA.- Dicha responsabilidad se actualiza

cuando determinados funcionarios públicos (especificados en el artículo 110

constitucional). cometen actos u omisiones que redunden en perjuicio de los intereses

públicos fundamentales y de su buen despacho. De dicha responsabilidad es lógico

preguntamos, cuándo el servidor público comete actos u omisiones que redunden en

perjuicio de los intereses fundamentales y de su buen gobierno, el artículo 7" de la Ley

Federal de Responsabilidad de los Servidores Públicos nos aclara esa duda al señalar:

"Artículo JO... Redundan en perjuicio de los intereses públicos fundamentales y de su buen
despacha:

1. El ataqu e a las instituciones democráticas ;
II. El ataque a la forma de gobierno republicano, representativo.

federal:
IIl. Las vi o laciones graves y sistemáticas a las garantías

individuales o sociales;
IV. El ataque a la libertad de sufragio ;
V. Lausurpación de atribuciones:
Vl Cualquier infracción a la Constitución o a las leyes federales

cuando cause perjui cios graves a la Federació n. a uno o varios

10
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Estados de Ja misma o a la sociedad. o motive algúntrastorno
en el funcionamientononna1 de las msrituciones;

VII. Las omisiones de carácter grave en los t érminos de la fracción
anterior;

VIII . Las violaciones sistemáticas o graves a los planes. programas
y presupuestos de la administración publica federal o del
Distrito Federal y a las leyes que determinan el manejo de los
recursos económicos federal y del Distrito Federal."

B) RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA.- Se presenta para los sujetos a

que se refiere el artículo 108 constitucional en su primer párrafo, por la comisión de actos u

omisiones que afecten valores fundamentales del buen servicio público y quc el mismo

texto constitucional enumera: legalidad, honradez. lealtad, imparcialidad y eficiencia

El artículo 2 de la Ley Federal de Responsabilidad de los Servidores Públicos nos

envía al artículo 108 constitucional que en sus párrafos primero y tercero enumera los

servidores públicos a quienes se enjuiciará conforme al procedimiento administrativo,

cuando incurren en alguna de las hipótesis contenidas en el artículo 47 de esta ley al que

luego nos referiremos; tales servidores son:

L Los representantes de elección popular;

II. Los miembros de los Poderes Judiciales Federal y Judicial del Distrito

Federal.

lll. Funcionarios y empleados y en general toda persona que desempeñe un

empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en la Administración

Pública Federal o en el Distrito Federal, y

IV. Los Gobernadores de los Estados, los Diputados a las legislaturas locales y

los magistrados de los Tribunales de Justicia locales.

Es preciso señalar que los servidores públicos, citados en el último numeral serán

responsables cuando incurran en violaciones a la Constitución y a las leyes federales y por

el manejo indebido de fondos y recursos federales.

C) RESPONSABILIDAD PENAL.- Se da en términos del Código Penal y leyes

penales especiales, por la comisión de delitos. Es preciso aclarar que en nuestro actual
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sistema penal Yconstitucional, cualquier delito puede dar lugar a la persecución penal de

los servidores públicos, pero volvemos a un sistema elitista, perdón un sistema que protege

1.. función pública, pues hay funcionarios que pueden ser consignados ante cualquier

juzgado penal como cualquier ciudadano, y existen los funcionarios de "primera linea"

señalados en el articulo 111 de la Constitución quienes, previo a ser juzgados en un proceso

penal, es necesario ser previamente desaforado.

Debido al sistema dc responsabilidad penal descrito parece ser que la Constitución

establece un sistema juridico procesal para exigir responsabilidades a ciertos funcionarios

públicos, es decir, no se trata única y exclusivamente de un requisito de procedibilidad o de

una inmunidad lisa y llana, sino de un verdadero proccdimicnto jurisdiccional compuesta

por una serie de normas y procesos, cuya competencia es determinada y exclusiva para la

Cámara de Diputados a efecto de desahogar el juicio de procedencia.

D) RESPONSABILIDAD CIVIL.- Dentro del Título IV de la Constitución, y en

específico en el articulo 109 que hace referencia a los tipos de responsabilidad en los que

puede incurrir un servidor público, no hace mención al tipo de responsabilidad a que ahora

me refiero, no nbstante que el articulo 111 en su párrafo octavo, hace una mención vaga al

respecto, haciendo referencia a que dicha responsabilidad puede generarse a cargo de

cualquier servidor público, y deberá exigirse mediante demanda.

La responsabilidad civil de los servidnres públicos sólo se genera respecto de los

particulares, por los daños que aquellos ocasionen en ejercicio de las funciones públicas, y

debe ser demandada conforme a las normas de carácter civil; por lo tanto para que una

responsabilidad pueda ser denominada civil, independientemente de su contenido

resarcitorio, es necesario que se produzca entre particulares y se regule y demande por las

leyes civiles, ya que de lo contrario estaríamos frente a responsabilidades penales o

administrativas, según la naturaleza de uno de los sujetos y de la legislación que la

establezca.
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La legislación actual sobre Responsabilidad de [os Servidores Públicos señala en su

artículo 77 bis:

"Articulo 77 bis. Cuando en el procedim iento administrativo disciplinariose haya
determinado fa responsabilidad del servidor público y que la falta. administrat iva
haya causado daños y perjuicios a particu lares, éstos podrán acudir a las
dependencias, entidades o a la Secretaria de ContIa1oria y Desarrollo
Administrativo, para que ellas directamente reconozcan Ia responsabilidad de
indemnizar la reparación del daño en cantidad liqu ida y en consecuencia ordenar el
pago correspondiente. sin necesidad de que los particulares acudan a la instanc ia
judicial o cualquier otra,

El Estado podrá repetir de Jos servid ores públicos el pago de la indemn ización
hecha a (os particulares.:"

De lo anterior se concluye que la responsabilidad del Estado, por actos de sus

funcionarios públicos, es solidaria en tratándose de actos ilícitos dolosos, y una

responsabilidad subsidiaria en los demás casos, lo anterior se fortalece con el artículo 1927

del Código Civil Federal que señala:

"Artículo 1927. El Estado tiene obligación de responder del pago de los daños y
perj uicios causado! por sus servidores públicos con mo tivo del ejercicio de las
atribuciones que les estén encomendadas. Esta responsabilidad será solidaria
tratándose de actos ilícitos dolosos , y subsidiaria C1 105 demás casos, en los que
sólo podrá hacerse efecti va en centra del Estado cuando el servidor público
diT«:lamen1e responsable no tenga bienes o los que tenga no sean suficientes para
responder de los daños y perjuicios causados por sus servidores públicos: '

A efecto de corroborar lo anterior , creernos necesario fundamentar lo antes

expresado a través de diversa tesis jurisprudencial, misma que es de carácter confirmativa a

lo aludido, pues de la misma se desprend en los cuatro tipos de responsabilidad en que

incurren los servidores públicos, mismas que son de carácter administrativo, civil, penal y

político, y de las cuales cada una de ellas tienen instituidos órganos, procedimientos y

sanciones pan! fincar responsabilidades y llegar a una verdad jurídica,

Novena Época
Instancia: Pleno
Fuente: Semanario Judicialde la Federación y su Gaceta
Tomo: m, Abril de 1996
Tesis: P. LXI96
Página: 128

RESPONSABILIDADES DE SERVIDORES PUBLlCOS. SUS
MODALIDADES DE ACUERDO CON EL TfI1JLO CUARTO
CONSTITUCIONAL. De acuerdo con lo dispuesto pnr los artículos 108 al 114
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de la Constitución Federal. el sistema de responsabilidades de los servidores
PÚblicos se confonna porcuatro vrertientes: A).- La responsabilida.d política pan
ciertascategorías de servidorespúblicos de alto rango, por 13 comisión de actos u
omisiones que redunden en perjuicio de Jos intereses públicos fundamentales o de
su buen despacho; B).· La responsabilidad penal paralos servidores públic os que
incurran en delito ; C) .- la responsabilidad administrativa. para los que falten a
la legalidad. honradez, lealtad. imparcialidad y eficiencia en la función pública, y
0).- La responsablUdad civil para los servidores públicos que con su actuación
ilícita causen daños patrimoniales. Por 10 demás, el sistema descansa en un
principio de auton omí a, confonne al cual para cada tipo de responsabilidad se
instituyen órganos, procedimientos. supuestos y sanciones propias. aunque algunas
de éstas coincidandesde el punto de vista material, como ocurre tratándose de las
sanciones eeonémiees aplicables tanto 4 la responsabilidad politica. :l 111
administrativa O penal. así como la inhabili tación prevista para las dos primeras,
de modo que UD servidor público puede ser s ujeto de varias respcnsahilld ad es
y, por lo mismo, susceptible de ser sancionado en diferentes vías y con
di~tlntas lI:anclonu .

Amparo en revi sión 237194. Federico Vera Copea y otro. 23 de octubre de 1995.
Unanimidad de once votos. Pon ente : Juan Di az Romero . Secretaria: Adriana
Campuzano de Ortiz .

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el quince de abril en curso,
aprobó, con el número lX11996 , la tesis que anteced e; y determinó que la votación
es idónea para integrar tesis de jurisprudenci a. México, Distrito Federal. a quince
de abril de mi! no vec ientos noventa y seis.

1.2.4. SERVIDOR PÚBLICO

El Doctor Luis Humberto Delgadillo Guti érrez sostiene que en el lenguaje común

ha sido reiterado el confundir o utilizar la denominada funci ónpública como sinónimo o a

efecto de hacer referencia a las relaciones juridicas entre el Estado y SIIS trabajadores,

situación que es CITÓnea pues la función pública, única y exclusivamente se concretiza a la

manifestación del poder estatal y no a las relaciones j urídicas que existen entre el ente

estatal y sus trabajadores.

Aclarado lo anterior y toda vez que el presente trabajo académico 10 es de carácter

constitucional, es preciso realizar una búsqueda en nuestra Carta Magna vigente sobre

dicha acepción, por lo que encontramos en el artículo 108 de la Constitución Política de los

Estados Unidos Mexicanos, lo siguiente:

"ARTÍCULO lOS. Para los efectos de las responsabilidades a que alude esto
Titulo se reputarán como servidores públicos a los representantes de elección
popular, a los miembros del Poder Judicial Federal y del Poder Judicial del Distrito
Federal , los funcio narios y empleados. y. en general, a toda persona que

14
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desempeñe empleo. cargo o comisión de cualquier naturaleza en la Administración
Pública Federal o ca el Distrito Federal, así como a los servidores del Instituto
Federal Electoral...~

Del artículo constitucional anterior, podemos concluir que cl Servidor Público es

toda persona que presta sus servicios al Estado .

No obstante la conclus ión anterior el Maestro Luis H. Delgadillo, plantea . un

problema de fondo al .preguntarse ¿quién es o quienes son los trabajadores del Estado",

dicha cuestión derivada de un conflicto de carácter legal y doctrinario y que plantea de la

siguiente forma:

"En es te contexto. el primer problema que se plantea es la delimitación de quiénes
son los trabajadores del Estado, ya que la doctrina y la legislació n utilizan
indistintamente los términos trabajador. empleado, funcionario y servidores
públicos . independientemente de que en el uso común también se denomine
burócratas a quienes trabajan parael gobiemo.- 1O

De lo anterior es indispensable señalar la situación que tiene un individuo frente al

Estado, siendo primeramente un estado de sujeción originario pues el individuo al estar

dentro de un Estado se encuentra sujeto a las normas j urídicas que éste emita; asimismo

cuando ese individuo es un servidor público tiene una sujec ión especial, aparte de la

originaria, derivada de su vinculación con los órganos que tienen asignado el ejercicio del

poder. Concluyendo finalmente que toda persona que realic e un empleo en el sector público

O en la Administración Pública, tiene una condición originaria como gobernado, un régimen

especial laboral y un régimen como servidor público.

Generalmente en el ámbito Doctrinario se apunta que derivado del otorgamiento del

cargo y su protesta de posesión, su adhesión al Estado es una expresión del poder público,

pues ya no únicamente lo vincula su voluntad a formar parte del Estado-Nación, sino lo

vincula el hecho de formar parle del Estado como individuo de decisión con pleno ejercicio

del poder público, quedando sujeto a derechos y obligaciones propias de sus ejercicio como

funcionario público.

,. Delgadillo Guiiérrez, Luís Humbeno. E/emenJos de DuedJo Administrativo . Primer Curso, p. 176
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El Doctor Oelgadillo, precisa que los elementos que distinguen a los trabajadores

del Estado de los que no lo son, son precisamente cuatro a saber: la incorporación, la

regulación de la relación, la retribución y el sometimiento al Derecho Administrativo,

elementos con los cuales responde a la inc ógnita formulada por él mismo, Yque los explica

de la siguiente forma :

B) INCORPORAC1ÓN.- Es el acto por el cual la persona física es asimilada al

órgano público, es decir, el individuo pasa a formar parte del Estado, de tal

fonna que los actos del individuo le son atribuibles al propio Estado.

C) REGULARIDAD DE LA RELACIÓN.- Es decir que los servidores

públicos se incorporan al servicio público con una idea de permanencia.

O) RETRIBUCIÓN.- Es caracteristica del Servidor Público que sus

percepciones estén incluidas en el Presupuesto de Egresos.

E) SOMETIMIENTO AL DERECHO ADMINISTRATIVO.-

Independientemente de la regulación en el aspecto laboral, la actividad que

realiza el servidor público es materia del Derecho Administrativo.

Con las cuatro características anteriores, y propias del empleado al servicio del

Estado, nos da una perspectiva amplia sobre las diferencias que estriban entre el Servidor

Público y el Empleado Público, diferencia que cn esencia deriva del elemento de

representación y mando, aspectos distintivos que el Doctor Luis H. OelgadiI1o toma y nos

brinda con precisión la acepción más acertada del SERVIDOR PÚBLICO, en los

siguientes términos:

.....el funcionariopúblico es aqueJ que ocupa un gradoen la estructura orgánicay
que asume funcionesde representación, iniciativa, decisión y mando; mientras que
el empleadoes la persona que prestasus servicios a la Administración Públicasin
facultades de representación , decisión y mando.?"

" Ibidem, pp. 179-180.
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1.2.5. DIFERENCIA ENTRE JUICIO POLÍTICO Y JUICIO DE PROCEDENCIA

El objeto del presente apartado es precisamente diferenciar entre el juicio político y

el juicio de procedencia, dos instituciones de carácter constitucional y que generalmente

son confundidas. incluso en el propio debate político y académico llevado a cabo en

diversas mesas redondas y en las propias Universidades.

Primeramente analicemos el juicio político, mismo que a efecto de una amplia

comprensión de éste es necesario iniciar con su concepto, y tomamos como base el definido

por el Licenciado Alberto del Castillo del Valle. quien expresa lo siguiente:

"El juicio político es un proceso, por ser una concatenación de actos que van
encaminados a resolver una controversia. Dicha controversia consiste en
determinar si un servidor público incurrió en actos u omisiones que originaron
perjuicios o que afectaron los interesespúblicos fundamentales y el buendespacho
de) cargo, com isión o empleo que detentaba ese individuo, para que en su caso, se
determine cuai es la sanción porimponérsele...12

Una vez señalado el concepto del Juicio Político, es razonable obtener diversas

características generales sobre el desahogo de dicho proceso, basándonos e.xclusivamente

en el articulo 110 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, del cual

podemos señalar las siguientes características:

l. FUNCIONARIOS CüNlRA QUIENES PROCEDE . Dicho proceso es única y

exclusivamente es en contra de los "altos funcionarios públicos" que señala el

articulo 110, asi como a los gobernadores de los Estados, diputados locales y

Magistrados de los Tribunales Superiores de las entidades federativas, así como al

Gobernador del Banco de México.

2. SANCIONES APLICABLES. El juicio politico culmina con una sentencia en que

se pueden imponer como sanciones la destitución del servidor público y su

inhabilitación, para desempeñar funciones, empleos o cargos de cualquier

naturaleza en el servicio público .

" Del Castillo del Valle . Alberto. Bosquejo sobre responsabilidad oficial p.27.
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3. PROCEDENCIA DEL JUICIO POLÍTICO . El juicio político, única y

exclusivamente procede por los actos u omisiones que redunden en perjuicio de los

intereses públicos fundamentales o de su buen despacho y de los que sean

responsables los funcionarios señalados en el inciso L, anterior. El artículo 7° dc la

Ley Federal de responsabilidad de los Servidores Públicos. define cuales son los

actos u omisiones que redundan en perjuicio de los intereses públicos o de su buen

despacho. (VER inciso A) del punto 1.2.3., del presente capítulo.)

4. DESAHOGO DEL JUICIO POLÍTICO. En cuanto al procedimiento del juicio

político, las dos Cámaras del poder legislativo intervienen en el desahogo del

mismo; la Cámara de Diputados se erige en órgano acusador ante la Cámara de

Senadores, previa declaración de la mayoría absoluta dcl mnnero de sus miembros

presentes en la sesión respectiva. Una vez instaurada la acusación por la Cámara de

Diputados, el Senado se erige en órgano de sentencia, pudiendo aplicar las

sanciones ya mencionadas, previa resolución de las dos terceras partes de los

Senadores que concurran a la sesión correspondiente.

5. DERECHOS DEL SERVIDOR PÚBLICO. El funcionario presuntamente

responsable, de conformidad con el artículo 14 constitucional, tiene la facultad de

defenderse de la acusación aportando pruebas a su favor.

6. LEGISLACIÓN APLICABLE. El proceso se encuentra regulado por la Ley Federal

de Responsabilidad de los Servidores Públicos.

7. INATACABILIDAD. Lasdeclaraciones y las resoluciones de ambas Cámaras en lo

que al juicio político hace, son inatacables, sin que contra ellas procesada recurso o

amparo alguno.
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Una vez puntualizadas las características del juicio político, es necesario definir al

juicio de procedencia y así poder, de la misma forma, puntualizar los elementos distintivos

del denominado juicio de desafuero.

El Licenciado Alberto del Castillo del Valle, define con precisión el juicio de

procedencia, y lo expresa de la siguiente manera:

"El juicio de desafuero o, a partir de 1982, procedimiento para declarar la
procedencia, es la instancia procesal que se sigue ante la Cámara de Diputados.
merced al cual se analiza si el servidor público contra quien se ha iniciado el
procedimiento y que goza de inmunidad procesal, es probable responsable de la
comisión de un delito, para retirarle ese privilegio y someterlo 3 la jurisdicción y
competencia deljuez que ha de juzgarlo. a fin de que se le imponga la pena que en
Derechocorresponda porla conductadelictiva en que incurrió.n23

Una vez señalado el concepto del Juicio de Procedencia, es razonable obtener

diversas características generales sobre el desahogo de dicho proceso, basándonos

exclusivamente en el articulo 111 de la Constitución Politica de los Estados Unidos

Mexicanos, del cual podemos señalar las siguientes características:

l. FUNCIONARIOS CONTRA QUIENES PROCEDE. Dicho proceso es única y

exclusivamente es en contra de los funcionarios a que hace referencia el articulo

111 de la Carta Magna Federal, caso especial es el del Presidente de la República,

quien solamente por delitos graves del orden común o por traición a la patria puede

ser sometido a dicho procedimiento.

2. SANCIONES APLICABLES. Los efectos del juicio de procedencia consisten en

que el funcionario desaforado quede a disposición de las autoridades competentes

para que éstas actúen conforme a la ley y en la separación de su eocargo mientras

dure el proceso penal correspondiente y si en éste se dicta sentencia absolutoria el

inculpado podrá reasumir su función, pero si es condenatoria, independientemente

de la pena que se imponga, no se le concederá la gracia del indulto si el delito se

perpetró durante el ejercicio de su encargo.

aa Ibídem, p. 45.
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3. PROCEDENCIA DEL JUICIO DE PROCEDENCIA. El juicio de procedencia,

procede cuando alguno de los servidores públicos a que hace referencia el artículo

11I constitucional, en ejercicio de sus funciones, comete alguna conducta tipificada

en el Código Penal Federal.

4. DESAHOGO DEL JUICIO DE PROCEDENCIA. En cuanto al procedimiento del

juicio de procedencia, la única Cámara actuante lo será la Cámara de Diputados a

través de diversas Comisiones conformadas por los propios Diputados, el Ministerio

Público (quien generalmente es el que promueve el presente procedimiento)

RATmCA SU DENUNCIA, la Sección Instructora, autoridad encargada para el

desahogo del juicio de desafuero, emitirá un proyecto de resolución donde se

determinará si ha o no lugar a quitar el fuero al servidor público presunto culpable,

y mismo que será votado por el pleno de la Cámara de Diputados en la sesión

correspondiente en que se haya erigido como jurado de procedencia.

5. DERECHOS DEL SERVIDOR PÚBUCO. El funcionario presuntamente

responsable, de conformidad con el artículo 14 constitucional, tiene la facultad de

defenderse de la acusación aportando pruebas a su favor.

6. LEGISLACIÓN APLICABLE. El proceso se encuentra regulado por la Ley Federal

de Responsabilidad de los Servidores Públicos.

7. INATACABILIDAD. Las declaraciones y las resoluciones de la Cámara son

inatacables, sin quc contra ellas procesada recurso o amparo alguno.

Como lo podrán apreciar las diferencias son visibles a través del esquema anterior,

del cual, a grandes rasgos podemos concluir que por lo que hace a servidores públicos a

quienes le son aplicables dichos procesos varia, mención especifica lo merece que el

Presidente de la República no puede seguírscle en su contra un juicio polltico y por lo que

hace al juicio dc procedencia, únicamente por delitos graves del orden común y/o por

traición a la patria.
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Asimismo las conductas que originan el inicio del proceso son diferentes, para el

caso del juicio político procederá por alguna de las causas que cita el articulo 7 de la Ley

Federal de Responsabilidad de los Servidores Públicos, es decir, por conductas que

redunden en perjuicio de los intereses públicos fundamentales y de su buen despacho;

mientras que da lugar a promover juicio de procedencia cuando un servidor público, EN

EJERCICIO DE SUS FUNCIONES, cometa algún delito previsto en la legislación penal

correspondiente.

Finalmente las autoridades que conocerán de los respectivos procedimientos son por

un lado la Cámara de Diputados, erigida como órgano acusador, y la Cámara de Senadores,

erigida como órgano de sentencia, en el caso del juicio politico; mientras que en el caso del

juicio de procedencia la Cámara de Diputados será el único órgano que conozca y resuelva

de la denuncia entablada por el Ministerio Público, a través de una autoridad denominada

Sección Instructora (conformada por 4 Diputados) quien desahogará el proceso hasta emitir

un proyecto de resolución que será votada por el pleno de la Cámara de Diputados.

Estas son las tres diferencias fundamentales entre los procesos que se estudian, sin

eliminar las diferencias que en cuanto a procedimiento tienen el uno con el otro. Pero tiene

especial importancia es estudio de las causas que dan origen a los tipos de juicios que se

estudian en el presente apartado, pues como ya lo vimos el juicio de procedencia tiene su

origen en la realización de un delito, mientras que el juicio político deriva de alguna de las

conductas a que se refiere el articulo 7 de la Ley Federal de Responsabilidad de los

Servidores Públicos (en lo subsecuente LFRSP), redacción, ésta última que es muy

ambigua pero a la vez amplia, pues no determina con precisión los actos por los cuales

puede iniciar el juicio político, el político Eduardo Andradc Sánchez, hace referencia a

dicho problema de la siguiente forma:

"La redacción constitucional relativa a los motivos que puede originar un juicio
politico es muy amplia. Muchas conductas u omisiones pueden redundar en
perjuicio d. los intereses públicos o del buen despacho de los mismos y no
necesariamentetienen que ser delictivas, incluso podrfan no ser ilícitas; pensemos.
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por qemplo. en la impuntualidad reitera da o la falta de cumplimientu en l. agenda
de unfuncionario...-24

De dicha cita se comprueba que la procedencia de juicio político puede quedar al

libre albedrio de la Cámara de Diputados, pues por decirlo de alguna forma no se encuentra

tipificada la conducta que daría lugar dicho proceso , pues inclusive al revisar la propia

LFRSP, especificamente su artículo 7", nos encontramos con diversas contradicciones

como la siguiente:

"El Congreso de la Unión valorará la existenc ia y gravedad de tos actos u
omisiones a que se -refiere este artículo . Cuando aquéllos tengan carácter
deJictuoso se formulará la declaración de procedencia a la que alude la presente ley
y se estará a lo dispuesto por la legislaciónpenal: '

De tal articulo es claro que el legislador consideró quc las causas que dan origen al

juicio de procedencia pueden constituir o no infracciones penales, a lo cual uno puede

pensar si legalmente el Congreso tiene facultades para considerar que existen dichos

presupuestos penales cuando se trate de conductas que no configuren una ilicitud, es decir

que no violan un texto legal. Por lo tanto podemos concluir diciendo que la ILICITUD

DEBERÍA DE SER UN ELEMENTO SINE QUA NON PARA INICIAR EL JUICIO

POLtnCO, pues de lo contrario la procedencia de dicho juicio estarla sujeto a rencillas

políticas y a momentos históricos de la élitc que estuviese en el poder, como acertadamente

lo señala el doctor Eduardo Andrade Sánchcz:

"En un Estado de Derecho configurado como regimen presidencial en el que los:
poderes Ejecutivo y Legislativo tienen un origen electoral propio y los secretarios
de Estado no son miembro s de un gabinete ni ministros respcn sebles ante el
parlamento, la mis elemental seguridad juríd ica y el respeto al sistemade gobierno
que nos hemos dado requerirán que se tenga que comprobar forzosamente una
violación a la ley, sea o no de carácter pena!paraque pueda iniciarse unjuicio
político.'.::$

Como vemos es un elemento importante, mismo que merecería un estudio aparte y

completo, entre el juicio dc procedencia y el polltico y sus diferencias entre sí, pero que

señala la inmensa necesidad de legislar O aclarar el vacío jurídico que al respecto be

considerado.

~: Andrade Sánchez Eduardo. El desgfyem en elriW:mg consljtucimral mexica no p.26
Ibidem, p . 28.
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1.2.6. DELITO.

El delito es una acción u omisión típica, antijurídica, culpable y punible. Asi es

como los tratadistas en la materia definen al delito, pero obviamente para concluir en dicho

concepto, existieron diversas teorías que dieron pie al mismo, dichas teorías encuentran eco

en tres diferentes corrientes que son: el causalismo natural (Guillermo Saver); el causalismo

valorativo (Edmundo Mezger) y el Finalismo.26

A efecto de determinar cual es la teoría más acertada al respecto veamos los

siguientes esquema:

ESQUEMA No.l. (CAUSALISMO NATURAL)

ASPECTOS POSITIVOS DEL DELITO

1. Actividad

2. Tipicidad

3. Antijuricidad

4. Imputabilidad

5. Culpabilidad (dolo malo y culpa)

6. Condiciona1idad

7. Punibilidad

ASPECTOS NEGATIVOS DEL DELITO

1. Falta de acción

2. Ausencia de tipo

3. Causas de justificación

4. Causas de inimputabilidad

5. Causas de inculpabilidad

6. Falta de condición objetiva

7. Excusas absolutorias

Este esquema y por ende dicha corriente causal tiene las siguientes críticas:

1. No es actividad, sino que debería ser acción.

2. A lo largo del esquema no se nombra en ningún momento la omisión, que es una de

las clasificaciones del tipo, es decir el delito deríva deuna acción o de una omisión.

u La infonnacióndel presente inciso fue: obtenida del cursode Derecho Penal1, impartida porel Licenciado
Femaodo Labardiol. profesor de la FES-ACATLAN.
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3. La imputabilidad no forma parte de la culpabilidad sino que es un presupuesto de la

antijuricidad, es decir, dichos elementos son completamente independientes el uno

del otro.

-1-. La culpabilidad es psicológica, es decir, simplemente se hace consistir en la relación

de la mente con el hecho externo que se realiza y esa relación puede ser a nivel dolo

e anivel culpa.

5. El dolo se conoce como malo por incluir la conciencia de la antijuricidad,

consecuentemente los elementos del dolo malo son:

a . Conocer los elementos del tipo objetivo

b. Querer o aceptar la realización de esos elementos

c. Conciencia de la antijuricidad

6. La punibilidad no es ni puede ser elemento de la estructura del delito, sino que es

consecuencia de la integración de todos los elementos del delito, por esta razón a los

elementos del delito se les conoce como presupuestos de la punibilidad.

ESQUEMA No. 2. (CAUSALlSMO VALORATIVO)

Antijuricidad

Tipo

»<.
Faltas de causas
De justificación

Acción Omisión

Imputabilidad Dolo malo y culpa Exigibilidad
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ESQUEMA No. 3 (FINALISMO)

Antijuricidad

Omisión

!

Tipo

»<.
Acción

!

Faltas de causas
De justificación

Dolo bueno
y culpa

Dolo bueno
y culpa

Imputabilidad Conciencia potencial
La antijuricidad .

Exigibilidad

Como se puede apreciar, los esquema del denominado causalismo valorativo y de la

corriente finalista, son muy similares, pero existen dos diferencias fundamentales, mismas

que son las siguientes:

l . El Finalismo traslada el dolo al tipo y no lo mantiene en la culpabilidad, elemento

trascendente para la nueva teoría del delito .

2. El finalismo incorpora un elemento nuevo en la culpabilidad que es la Conciencia

Potencial de la Antijuricidad.

A efecto de explicar la importancia de dichos elementos introducidos por la teoría

finalista, es necesario , a efecto de comprender la primera gran aportación, hacer mención

de los tipos de dolo y de culpa .
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El dolo tiene dos vertientes que son:

1. DOLO DIRECTO. Obra dolosamente el que, conociendo los elementos del tipo

penal quiere la realización del hecho descrito por la ley.

2. DOLO EVENTUAL. Obra dolosamente el que previniendo como posible el

resultado típico, acepta la realización del hecho descrito por la ley.

Asimismo la culpa tiene dos subespecies :

1. CULPA SIN REPRESENTACIÓN. Obra culposamente el que produce el

resultado típico que no previo siendo previsible, en virtud de la violación a un deber

de cuidado que dcbía y podía observar según circunstancias y condiciones

personales .

2. CULPA CON REPRESENTACIÓN. Obra culposarnente el que produce el

resultado típico, que previo confiando en que no se produciría.

Para caracterizar unitariamente las dos formas de dolo se emplea la idea de que el

dolo es "saber y querer", lo que significa conocimiento de los elementos del tipo objeti vo y

voluntad de realización de todos estos elemento s. El conocer o saber es un elemento de

naruraleza intelectual y el querer o aceptar es un elemento de naturaleza volitiva.

En el caso del dolo directo basta con que el autor piense que controla el resultado ,

para que exista esta forma de dolo, el dolo directo establece nuestro Código Penal ,

comprende lo que algunos juristas alemanes y españoles denominan dolo directo de primer

grado y dolo directo de segundo grado. Este úlúmo se considera como dolo directo de

consecuencia necesaria (Ejem, El autor coloca una bomba en el auto para que muera un

diplomático, pero no quiere que mueran los acompañantes que tendrán que morir

necesariamente.)
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A efecto de entender de mejor manera lo que es el dolo eventual, es necesario

conocer la segunda estructura de Frank:

"Si el autor se dice: sea de una forma o u otra, pase esto o 10 otro, yo actúo en todo
caso, entonces su culpabilidad es dolosa.'e -

En síntesis el título de dolo eventual, es poner en mi pensamiento un resultado

probable. Ponemos rápidamente un ejemplo, que cita Claus Roxín en su libro:

'~A YB quieren robar a X. le colocan un cinturón al cuello paraque mediante U11

estrangulamiento no total, pierdael conocimiento. Como no logran ponerlo fuera
de combate lo golpean con un saco de arena que se rompe. y por elto retoman la
idea inicial, le co locan el cinturón en el cuello y cada quien jala de cada punta,
como pierde el conocimiento entonces se apoderan de sus pertenencias.
finalmente para cerciorarse si está vivo lo pretenden reanimar. pero esta
muerto."2S

Esto es un caso en que los autores convienen que es un dolo eventual porque los

ladrones se representaron la muerte de la víctima con el cinturón y a pesar de ello, cuando

falló el saco de arena retomaron la idea inicial. Es el caso limite entre el dolo eventual y la

culpa con representación, sin embargo se trata de dolo eventual porque los ladrones tenían

muy claro que la víctima podía morir, por eso renunciaron al cinturón al inicio, pero al

volver al proyecto original calcularon la probabilidad de la muerte , por lo que previnieron

el resultado típico y aceptaron su realización .

La culpa sin representación se realiza por quien no advíerte la realización del tipo, o

sea, en la culpa inconsciente el autor no se representa el resultado, por ello se llama culpa

inconsciente o sin representación.

En este caso no existe relación psicológica alguna entre la mente del autor y el

hecho que realiza en su mundo exterior. Esta forma de culpa no la puede explicar la

concepción psicológica de la culpabilidad del causalismo natural, pues en la culpa

inconsciente no hay relación psicológica entre el pensamiento del autor el hecho que realiza

en el mundo externo. La culpabilidad es normativa, en el causalismo vaJorativo se llama

n Claus Roxin, Derecho Penal Tomo 1, p. 105
" Ibídem. p. 107.
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norma original y en el fmalismo se le llama culpabilidad normativa, concepciones de

culpabilidad que explican la culpa inconsciente y se encuentra en la exigibilidad,

En la culpa consciente y a efecto de que quede excluida el dolo eventual, el autor

tiene que modificar la acción inicial, a efecto de que ese confiar en que no se produzca el

resultado sea efectivo en el mundo externo del autor.

El segundo elemento dc importancia es la CONCIENCIA POTENCIAL DE LA

ANTIJURICIDAD, que consiste en que el autor al momento de realizar la acción típica y

antijurídica, conozca que exista una ley que se lo prohíbe y sepa también que no esta

justificada su conducta, o sea, no está amparado por una causa de justificación.

La conciencia de antijuñcidad es potencial porque el autor si no la tiene al momento

de realizar la acción, sin embargo, la pudo tener en tal momento.

En el causaJismo natural y el vaJorativo, la conciencia potencial de la antijuricidad

tiene que ser actual, porque tal conciencia cs elemento del dolo y al momento de realizar la

acción típica y antijurídica para que el dolo opera la conciencia de antijuñcidad tiene que

estar presente.

Con el concepto anterior queda debidamente especificado el cuerpo del delito y

cómo es quc se conforma la responsabilidad del inculpado, conceptos que deben de quedar

perfectamente entendibles a efecto de comprender los elementos que, obligatoriamente, la

Sección Instructora, debe estudiar a efecto de determinar si ha o no lugar a proceder

penalmente en contra del servidor público en su calidad de probable responsable, tal y

corno lo analizaremos en el tercer capítulo de la presente obra.

1.3. NATURALEZA DEL FUERO CONSTITUCIONAL

De los conceptos y diferencias que hemos precisado anteriormente podemos

concluir que en nuestro sistema constitucional existe una figura jurídica denomina
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"FUERO". del cual se deriva la existencia de un régimen j urídico que es aplicable única y

exclusivamente a ciertos servidores públicos de los denominados de "alto rango", pero

queda en el aire una cuestión de vital importancia como 10es ¿C\llÜ es el verdadero objetivo

del fuero? , como ya lo hemos señalado, el maestro BURGOA precisa la existencia de dos

tipos de fuero, el primero como un sistema de inmunidad y el segundo como un requisito de

procedibilidad, asimismo precisamos los diversos conceptos de dicha palabra y

encontramos una connotación múltiple, por lo que de conformidad a los doctrinarios del

derecho, específicamente TENA RAMÍREZ y BURGOA. podernos aludir al fuero

constitucional en tres diversas manifestaciones:

ID. La imposibilidad de proceder penalmente contra determinados servidores

públicos de alta jerarquía sin agotar previamentc un proc edimiento para privarlos dc dicho

fuero.

20
• La irresponsabilidad jurídica dc los legisladores en cuanto a las consecuencias

derivadas de las manifestación de sus opiniones en el desempeño de su cargo.

3D
• Los supuestos espec íficos y la forma de enjuiciamiento en caso de que se acuse

penalmente al presidente de la República.

No obstante lo anterior el objetivo primordial del presente trabajo académico 10 es el

reestructurar el concepto teórico del fuero constitucional, para poder replantear el concepto

genérico. es decir tratar de fusionar los diferentes conceptos aportados por los diversos

tratadistas en materia constitucional y proponer uno solo que pueda satisfacer las

expectativas de una comunidad universitaria interesada en el tema . Es necesario aclarar que

dicho objeti vo resulta complicado, pues existe una seria contradicción entre lo sostenido

por la Suprema Corte de Justicia de la Nación a través de Jurisprudencia emitida por ésla y

lo sostenido por los tratadistas constitucionales. pues el Tribunal Superior de nuestro País

argumenta que el FUERO es W1 privilegio que se confiere a los "funcionari os", es decir a la

persona y no a la función como acertadamente lo han plasmado los constitucionalistas

mexicanos, para muestra de ello, transcribimos la siguiente Jurisprudencia:
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Materia( s) :Penal. Constitucional
Novena Epoca
Instanci a: Pleno
FUente: Semanario Judi cial de la Federaci ón y su Gaceta
Tomo: Ill , Junio de 1996
Tesis : PJJ. 37/96
Página: 388

CONTROVERSIAS CONSTITUCIONALES. FUERO. CONCEPTO DE. El
fuero es, seg ún su génests, UD privilegio que se eon ñere a determinados
servidores públlros para salvaguardarlos de even tuales acusaciones sin
fundamento, así como para mantener el equilibrio entre los Poderes del
Est ado. dentro de regímenes democráti cos . No es 10 que en la teoria del delito se
llame excluyente de responsabilidad. que impediría en todo caso que la figura
delictiva nega re a consti tuirse, sino UD impedimento legal para que quien goce
de esa prerrogativa no quede sometido a la potestad jurisdiccional. Por tal
razón, la circunstancia de que un servidor público esté provisto de inmunidad no
impo sibilita que se lleve a cabo la averiguación previa correspon diente a fin de
determinar si la conducta que se le imputa constituye o no algún delito. La
inmunidad de que están investidos los servidores públicos aludidos está en relación
directa con el ejercicio de la acción penal ante las autoridades jurisdiccionales
competentes. quienes tienen la obligación de respetarla. no a la facultad-deber que
tiene la institución del Ministerio Publico Federal para investigar hechos
probablemente criminosos.

Controversia constitucional 1J/95. Roberto Madrazc Pintado . Pedro Jiménez Le6n
y Andrés Madrigal Sánchez, en su carácter de Gobernador, Presidente del
Congreso y Procurador General de Justicia del Estado de Tabasco,
respectivamente, contra el Presidente de Jos Estados Unidos Mexicanos y el
Procurador General de la República. 26 de marzo de 1996. Unanimidad de once
votos. Ponente; Presidente José Vicente Aguinaco Alemán . Secretario: Jesús
Casanubias Ortega .

En los ténninos de los artículos 177 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la
Federación y 43 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones 1 y 1I del Articulo 105
de la Constitución Polí tica de los Estados Unidos Mexican os, esta tesis es
obligatoria para las Salas, Tribunales Unitarios y Colegiados de Circuito. Juzgados
de Distrito. tribunales militares. agrarios y judiciales del orden común de los
Estados y del Distrito Federal. y administrativos y del trabajo , sean éstos federales
o locales.

De confonnidad con el artículo 44 de la Ley Rcglamentari a de las Fmcciones I y Il
del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la
ejecutoria se publicó íntegramente en el volumen correspondiente a mayo del año
en curso del Semanario Judici al de la Federación.

El Tribunal Pleno. en su sesió n privad a celebrada el once de junio en curso.
aprobó. con el numero 37/] 996, la tesis de jurisprudenci a que antecede. México.
Distrito Federal, a once de junio de mil novecientos noventa y seis.

Nota: Véase la eje cutoria publicada en el Sem anario Judici al de la Federación y su
Gaceta, Tomo m. mayo de 1996, página 362.
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A pesar de las contradicciones anteriores, podemos concluir diciendo que en nuestro

sistema constitucional mexicano el juicio de desafuero o juicio de procedencia es el

conjunto de nonnas por virtud del cual se establece la jurisdicclón y los

procedimientos aplicables para exigir responsabilidades a servidores públicos a cuyo

cargo se encuentran funciones de alto nivel que deben ser rodeados de protecciones

especiales.

Con el concepto anterior se abarcan todas y cada una de las acepciones que han

realizado los diferentes tratadistas, pues incluye el fuero como inmunidad (referente a las

expresiones emitidas por los legisladores); a la inmunidad relativa (la que disfruta el

Presidente de la República sobre ciertas acusaciones de naturaleza penal durante su

encargo); y como requisito de procedibilidad .

1.4. RAZONES DEL FUERO CONSTITUCIONAL

Hemos analizado el concepto de fuero y las causales para la procedencia del juicio

que dejará sin efectos dicho privilegio, pero cuál es la razón de ser del fuero constitucional ,

porque el poder constituyente decidió crear una figura con dichas características, pues

parece que el fuero es un concepto elitista que diferencia entre servidores públicos de

primero y segundo nivel.

Todas estas cuestiones son dificiles de responder, no obstante que los diversos

tratadistas han tratado de dar respuestas a éstas y a más cuestiones en sus diferentes libros

de derecho constitucional, por ejemplo veamos lo que señala al respecto Enrique Quiroz

Acosta:

UEl fuero constitucional existe, porque se parte la tesis de Que los altos
funcionarios de la nación, están sometidos a una fuerte presión y escrutinio por
partede las diferentesfuerzas políticas cuyas actividades pudieran llegara lesionar
la actuaciÓD de los altos funcionarios respecti vos. En virtud de ello es que se ha
establecido la citada preteccién, bajo la tesis de que nUs que proteger a los
servidorespú blicos, lo que se protege realmente es la función que desempeñan los
alias funcionarios. lo cual significa que en términos absolutos no se trata de un
privilegio por ocuparel cargo sino se trata de unamedia paraprotegerla función
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de quien desarrolla el cargo de los que se establece en el artículo 111
constitucional paratalefeeto.oo2S'

Finalmente Sánchez Bringas señala con respecto al fuero :

"La inmunidad es la protección que las normas jurí dicas ofrecen al desempeño de
ciertos cargos públicos que revisten especial importancia, con el objeto de que sus
titulares no puedan ser sometidos a la acción de la justicia de manera inmediata
para evitar que Se perturben esas funciones; también Se le conoc e como fuero.
Entiéndase que no se trata de privile gio s personales ya que estos se encuentran
prohibidos por los artículos 12 y 13 constitucio nales que consagran Jos derechos
de igualdad, en consecuencia, con la inmunidad material no se protege al indivi due
sino la funciónque desempeña...10

Pues bien, se desprende , de las opini ones de los tratadistas anteriores , que el fuero

no privilegia al individuo, sino a la función que desempeña dentro del Estado mexicano ,

acto que evidentemente es lógico pues en un régimen democrático, donde existe igualdad

de poderes, la función pública es precisamente eso, actuar en beneficio de la sociedad y no

en beneficio personal, por lo que el individuo esta obligado a velar y fomentar las

facultades que legalmente le son atribuidas, por lo que al encontramos inmersos en el

mundo del deber ser, la función siempre esta en pro del pueblo, de la sociedad, función que

obviamente dcbc ser protegida por los medíos jurisdiccionales competentes.

Obviamente el objetivo de todo Estado lo es el beneficio de sus miembros, actividad

que se van a encargar de materializar los servidores públicos, de lo cual se desprende que

las funciones que le son atribuidas obviamente emanan de una norma legal , en la cual

también se deben contemplar las Sanciones en caso de incumplimiento a aquéllas, es decir,

encontramos un sistema de legalidad y de responsabilidad, elementos objetivos de la

democracia y de aplicabilidad de la ley, pues al violentar una norma juridica,

inmediatamente se traduce en una consecuencia, es decir una responsabilidad.

Por lo anterior, toda vez que estamos inmersos en un Estado de Derecho, es

razonable la aplicabilidad de un sistema de responsabilidades, tal y como lo señala el

maestro BURGOA:

2!>Quiroz Acosta., Enrique. Lecciones de Derec ho Consti tucional . Segundo Curso, p. 584
re Sánchez Bringas, Enrique. Derecho u mstitucional.• p. 699.
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"El onlen de derecho de un Estado no solamente debe proveer a los gobernados de
mediosjuridicospara impugnar la actuación arbitraria e ilegal de las autoridades.
sino establecer también un sistema de responsabilidades para las personas en
quienes l. ley deposita el ejercicio dcl poder p úblico?"

Finalmente, la razón de ser del fuero constitucional se traduce precisamente en

que cada órgano estatal debe tener su propia esfera de facultades )' atribuciones,

mismas que serán realizadas por personas físicas que deben actuar de una forma

responsable, de ahí que seria absurdo e ilógico que el Estado determine la norma de

conducta a que deben de sujetarse los gobernados en la convivencia diaria dentro del

Estado, así como la consecuencia jurídica a la que se verian sujetos en caso de transgresión

a dicho supuesto jurídico, y no se precisen los mismos supuestos jurídicos en caso de

incumplimiento por parte de los servidores públicos.

n Burgoa. Op. Cit., p. 555.
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CAPÍTULO 2.

ANTECEDENTES mSTÓRICOS DEL JUICIO DE PROCEDENCIA

EN MÉXICO.

Al hablar del denominado Juicio de Procedencia, evidentemente es necesario

remitimos al régimen de responsabilidades de los servidores públicos, régimen de

importante trascendencia en nuestro sistema constitucional, régimen que inclusive el

maestro Burgoa Orihuela, ha señalado como el cuarto elemento para la conformación de un

verdadero sistema Democrático .

Nosotros consideramos que dicho régimen legal, es la base fundamental de

cualquier Estado de Derecho, pues con ello se confirma, una vez más, que todos somos

iguales ante la ley, es decir que todos y cada uno de los ciudadanos que conformamos el

país estamos sujetos a un conjunto de nnrmas y que por tanto snmos snjetos de derechos y

de obligaciones , por lo que dicha regulación normativa, frena evidentemente las facultades

y en su caso los excesos de las propias autoridades .

Inclusive, los propios doctrinarios en materia constitucional, concluyen que los

elementos indispensables para la conformación de un Estado de Derecho, son:

a).- Respeto a los derechos subjetivos públicos;

b).- Cumplimiento de las obligaciones quc le asisten al servidor público, y

e).- Respeto al patrimonio económico y moral de los gobernados.

Es decir, con lo anterior, se confirma una vez más el carácter de cimiento edificador,

que el sistema de responsabilidad de los servidores públicos representa para la

conformación del Estado de Derecho. lo anterior toda vez que para conformar éste, es

necesario no únicamente garantizar y proteger las garantías individuales de los gobernados,

sino también, el regular las facultades de la clase gobernante y someterlas a un sistema
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legal, mediante el cual responderán en caso de algún exceso. Al respecto veamos lo que

representa para el Doctor Juventino V. Castro y Castro , el Estado de Derecho :

"Un Estado de Derecho, tiene dos caminos a seguir: o atacar a la autoridad
causante de (a vio laci ón o bien a tacar el acto violatorio para anularlo, para hacerle
perder su supuesta validez, aunque sea aeto proveniente de la autoridad , No es que
se afirme: que estas soluciones se contrapongan y se anulen cuando se opte por una
de ellas. sino simplemente que hay dos vertientes a ahondar e instrumentar
evidentemente...32

Una vez precisada la trascendencia del régimen del sistema de responsabilidad de

los servidores públicos en nuestro sistema constitucional mexicano, tanto en el aspecto

doctrinario como en el aspecto personal , avoquémonos al tema principal del presente

capítulo, por lo que es preciso señalar que al hablar de antecedentes históricos de las

responsabilidades de los servidores públicos, es necesario señalar como antecedente

primario LOS JUICIOS DE RESIDENCIA Y VISITA instaurados por España en la

época colonial y que tenía dos objetivos primordiales como son:

a) Cesar los actos violatorios, e

b) Investigar las conductas ilegales de Jos servidores de la Corona

Las sanciones a que se hacian acreedores los servidores de la Corona, que resultasen

culpables, era el resarcimiento pecuniario, la inhabilitación perpetua, el destierro e inclusive

la pena de muerte.

A efecto de demostrar el nexo histórico de dichas figuras, con el actual sistema de

responsabilidades, analicemos en que consistían dichas instituciones y cual fue el motivo

por el cual nacieron a la vida jurídica.

Diversos autores coinciden en que el proceso de residencia nació en España en

1501, bajo el reinado de Isabel la Católica, lo anterior toda vez que ésta nombró a Nicolás

de Ovando gobernador de las Indias y dio ordenes precisas de investigar las gestiones

""Revista Mexicana de Justicia", No. 3, Volumen V,julio septiembre de 1987, tNACIPE, México, p.77.
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realizadas por el antecesor de éste último, Francisco Bobadilla, dando con ello inicio la

regulación de dicho procedimiento. Inclusive, dicho proceso estuvo regulado en la

Recopilación de Leyes de Indias, ordenada por la Real Cédula expedida por Carlos Il, el 18

de mayo de 1680.

En la Nueva España, tuvo lugar el primer proceso de residencia en contra,

precisamente, de Hcrnán Cortés, por mentiras formuladas por los enemigos del

conquistador y que Joseph Scharman, señala con precisión:

"Tresaltos comisarios fueron designados, uno tras otro. peroninguno de ellos hizo
cosa alguna. El primero Luis Ponce de León, llegó el 2 de julio de 1526, pero
murió el 20 del mismo mes. a causa de cierta epidemia que mató a otras 30
personas que venían en la misma flota. Los enemigos de Cortés propalaron el
rumorde que éste había envenenado a Ponce de León, con queso y arsénico. En su
[estamento Pcnce de León nombró a Marcos Aguilar como sucesor suyo, pero éste
esa tuberculoso y murióello de marzo de 1527. Tambiéneste nombróun sucesor,
en la personade Estrada, quiense limitó a seguir a Cortés hastaque abandonara la
ciudadde México. y se retirase a su palaciode Coyoacán:·JJ

Como era lógico, el rey Carlos V, dio trámite a dicha RESIDENCIA, suspendió,

como medida provisional, los poderes de gobierno de Cortés y posteriormente los revoco

definitivamente, creando por ende la llamada primera audiencia gobernativa, y al frecaso de

esta dio paso a la figura del virrey.

A través del tiempo la figura de la residencia se fue perfeccionando hasta crear, si se

puede llamar de alguna manera, una verdadera institución de responsabilidad a los

servidores de la Corona, con fundamento y caraeteristieas que el maestro Morales-Paulín,

señala con precisión:

1.- El carácter universal o ilimitado de las ca.usas de responsabilidad, aguisa de
ejemplo. generaban cargos "les agravios a los naturales de la Nueva España, tratando
mal a sus personas llevándoles sus haciendas injustamente."

2.- El carácter de publicidad que obligaba a dirundir el inicio del juicio a troves de
pregón, con el fin de que se presentaran todas aquellas acusaciones a que haya lugar;

3.· El carácter de generalidad, pues la residencia obligaba y eran sus sujetos todas las
autoridades.sin importarsu jerarquía, formade nombramientoo fuero;

4.- El carácterinquisitivo a pedimento de parte. y

" Citado por MORALES PAULIN, Carlos A. Ju.,/ida CanslilUcional p. 80
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5.- El carácter de restitución del o de los derechosviolados"

Inclusive como podemos ver, dicha figura tiene mucha similitud con el actual juicio

de procedencia, pues un elemento fundamental lo era el quitar el fuero y después juzgar al

antes servidor de la Corona. Inclusive dicha similitud la precisa, José Maria 01S Capdequí,

. 1emitir sus conclusiones con respecto a dicho proceso de residencia:

"á} No se evitaron - cos a menos que impos ible- las extra limitaciones. pero no
prevaleció la impunidad para los desman es realizados; b) Se acogieron con
facilidad toda clase de denuncias y quejas, Jo mismo las que prevenían de los
propios 'Particulares perjudicados, que las presentadas por algun os funcionarios
contrasus inmediatos superiores; e) No se estimó necesario que el desafuero
den unciado encuad rase preeísamenre dentro de las fig uras de delito
entonces conocid as; la simple negligencia y aun el mero error DO

disculpable, acarrearen sandones más o menos proporcionales con las
infracciones cometidas; d) Nadie, por elevado que fuera su pues to, pudo
considerarse libre de una ceden punitiva negada desde España; lo mismo se
castigó a simples Regidores y Alcaldes Ordinarios, que a Oficiales de la Real
Hacienda, Gobemadore y Oidores de las Audiencias, Presidentes y Virreyes
sin excluir 3 las autoridades eclesiásticas; e) Se impusieron amonestaciones y
represion es públicas, multas en cuantia mayo r o menor, suspensiones de empIco
y sueldo, reintegres a la Real Hacienda de cant idades indebidamente percibidas
O satisfechas indebidamente, etc... todo ello sin perjuicio de las penas que
pudieran corresponder en casos de gravedad mayor. y f) Todo este rigor punitivo
se manifestó, sin embargo, de manera mas acusada, en la defensa de los
intereses del Fisco que en la protecc ión poUtica de los súbdi tosn

•
lS

De las conclusiones formuladas por José Maria 01S Capdequí , es fácil saber que en

el Proceso de Residencia, aún no estaban precisados o establecidos en la ley los delitos por

los cuales los servidores de la Corona podrían estar sujetos a un desafuero, es decir se

observaba una laguna jurídica en ese aspecto, pues únicamente se podía proceder en contra

del servidor por negligencia o por meros errores.

El otro antecedente inmediato sobre responsabilidad de los servidores públicos, lo

es la llamada VISITA , mismo que contrario a lo la RESIDENCIA, era de carácter secreto y

abarcaba a todos los funcionarios de una regi ón o dc una provincia, es decir, no se le

notificaba al servidor de la Corona los cargos que hab ían presentado en su contra, quien la

habia formulado , y Jo más grave, ni siquiera le informaban estos datos después de dictada la

" Ibídem, p. 82.
l' Ibidem, p. 83.
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sentencia condenatoria. La resolución la aplicaba el Consejo de Indias, y no el Visitador,

que era la persona encargada de formular el sumario que deberia de remitirse sellado y

lacrado a aquél.

Los antecedentes señalan que el Consejo de Indias no estaba sujeto al proceso de

Residencia, pero sí lo estaba al de Visita, acto que en alguna ocasión realizó el Rey Carlos

V, encontrando culpables a diversos servidores de la Corona, entre ellos a una tal Doctor

Beltrán, por haber emitido cartas de recomeodaci6n a un pariente suyo en Perú, y por haber

recibido algunas dádivas, siendo la sanción respectiva la obvia separación del cargo y una

multa respectiva.

Al analizar las dos figuras antes señaladas, es decir la RESIDENCIA y la VISITA,

podemos señalar diversas diferencias entre tales instituciones, y que son las siguientes:

A}. La visita estaba menos reglamentada por lo cual podía practicarse en cualquier

momento.

B}. En la visita existían dos autoridades que participaban en el desahogo del

procedimiento, por un lado tenernos al visitador, es decir quien realizaba la etapa de

instrucci6n, y por la otra el Consejo de Indias, quien se erigía en cuerpo de sentencia.

C). La visita se aplicaba a servidores de la Corona específicos.

Estas dos instituciones sancionadoras de los servidores de la Corona, RESIDENCIA

y VISITA, son el claro ejemplo de que no importa la naturaleza de la función, ni el tipo de

oombramiento que dé origen al trabajo público, pues toda sanción disciplinaria debe estar

apoyada en la ley, frente a lo cual no pueden caber distinguidos por las calidades del

servicio que se preste.
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2.1. LA CONSTITUCIÓN DE APATZINGÁN DE 1814

Pues bien el juicio de restitución, del cual hablamos brevemente en la introdncción

del presente capítulo , tuvo mucha ingerencia en la Constitución de 1814 que tenía un

sistema de responsabilidades para funcionarios públicos en específico, tal es el caso de los

Diputados, tal y como lo encontramos en los artículos 224 al 231 de dicho ordenamiento

jurídico, dicho capítulo XIX, llamado de las funciones del tribunal de residencia,

contemplaba la conformac ión de dicho tribunal, un TRIBUNAL DE RESIDENCIA,

quien debía de conocer de las causas criminales pertenecientes a los individuos del

Congreso, a los del Supremo Gobierno y a las del Supremo Tribunal de Justicia .

En dicho capítulo, se señalan los tiempo legales en que el Tribunal de residencia

deberá desahogar el procedimiento y resolver en conciencia, precisamente es el artículo 225

que señala que después de constituido el Tribunal de residencia, éste durante un término de

treinta días, recibirá todas las acusaciones en contra de servidores, y concluido dícho plazo

tendrá, según el artículo 226, tres meses para emitir su resolución , y en caso de ser omiso,

el probable responsahle será absuelto; sin embargo dicho plazo podrá ampliarse un mes

más en caso de que se hubiese promovido recurso de suplicación, en los términos que

estableciese la norma reglamentaria, norma que por cierto nunca fue creada.

"Artículo 225. Dentro del término perentorio de un mes. después de erigido el
tribunal, se admitirán las acusaciones a que haya lugar contra les respectivos
funcionarios, y pasado este tiempo no se oirá ninguna, antes bien se darán aquéllos
por absueltos, y se disolverá 'inmediatamente el Tribunal, a no ser que haya
pendiente otra causa de su inspección .

ArticuJo 226. Estos juicios de residencia deberán concluirse dentro de tres meses:
y no concluyéndose en este término , se darán por absueltos los 'acusados;
exceptuándose las causas en que se admita recurso de suplicación, conforme al
reglamento de la materia, que se dictará por separado; pues entonces se prorrogará
a un mes más aquel ténnin o.·· J6

Como ya lo habíamos venido señalando, dicho capítulo XIX de la Constitución de

1814, tiene semejanzas con el proceso de desafuero , pues el Tribunal de Residencia

J6 RABASA, EMILIO O. Lo Evolución Constitucional de México Instituto de Investigaciones luridicas de la
UNAM.CD.
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desahogaba el procedimiento por la realización de delitos por parte de los servidores, tan es

el caso que el artículo 227, señalaba como delitos perseguibles los indicados por el artículo

59, así como también por lo que toca al artículo 166, exclusivamente a los individuos del

Supremo Gobierno.

Para tener una mejnr perspectiva sobre los delitos perseguibles por el Tribunal de

residencia, es necesario transcribir el artículo 59 de la Constitución de Apatzingan de 1814,

artículo que también es el antecedente inmediato de lo que actualmente conocernos como el

fuero como inmunidad, concepto del cual el maestro Burgoa es precursor y hemos

puntualizado con anterioridad:

"Artleule 59. Serán inviolables por sus opiniones y en ningún tiempo ni caso podrá
hacérseles cargo de ellas; pero se sujetarán al Juicio de Residenciapor la parteque les
Coca en la administración pública, y además podrán ser acusados durante el tiempo
de su diputaci6n, y en la forma que previene este reglamento por los delitos de
buella y por los de apo!tasfa, y por los del E,t2do, señab.damente por 105 de
InencJend~ concudón y dilapidación de los caod.alcs púhliros."']7

Asimismo, el artículo precisa que los miembros del Supremo Gobierno. también

podfan ser sometidos a la jurisdicción del Tribunal de residencia, si incurrian en la falta

contemplada en el artículo 166 de la Carta Magna, cuyo contenido lo es:

IIArticulo 166. Arrestar a ningún ciudadano eo ningún caso más de cuarenta y
ocho horas. dentrode cuyo ténnino deberá remitirel detenido al tribunal competente
con lo que se hubiereactuado...JS

Del contenido de los artIculos anteriores, podemos concluir diciendo que los delitos

por Jos cuales los servidores o funcionarios públicos podian ser acusados ante el Tribunal

de residencia lo era por seis delitos:

a) Herejia

b) Apostasía

e) Ineficiencia

d) Concusión

e) Dilapidación de los caudales públicos, y

11 ldem ,
lB Idem
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i) Porque los miembros del Supremo Gobierno, mantengan por más de cuarenta y

ocho horas arrestado a un ciudadano, sin que éste haya sido remitido al tribunal

competente para resolver su situación jurídica.

De igual forma, como en la actualidad, el articulo 228 de la Carta de Morelos,

contemplaba la intervención de dos autoridades para fincar responsabilidad a un servidor

público, pues dicho artículo precisa que el Supremo Congreso recibirá las acusaciones y el

mismo declarará si ha o no lugar a la formación de la causa, como podemos ver dicha

facultad es equivalente a las contempladas por la ley para el Ministerio Público y para la

Sección Instructora, pues el primero conforma la acusación al considerar la probable

comisión de un delito y la segunda recibe y estudia la procedencia de la "causa" .

En segundo término, si el Supremo Congreso determina que ba lugar a la formación

de la causa, manda suspender al acusado y remite el expediente al Tribunal de residencia

quien desahogará el proceso y emitirá sentencia, facultades que hoy en dia las tiene la

Sección Instructora y la Cámara de Diputados. Es preciso notar que en proceso de estudio,

y en especifico en la Constitución Politica que nos ocupa, se aplica como medida

preventiva la suspensión del puesto al acusado, por el simple hecho de que el Supremo

Congreso haya considerado la procedencia de la conformación de la causa, situación que en

la actualidad es diferente, pues la suspensión es como consecuencia de la resolución, de la

Cámara de Diputados, de desaforar al servidor público acusado.

"Artículo 228. En las causas que menciona el articulo anterior se harán las
acusaciones ante el Supremo Congreso, O el mismo Congreso las promoverá de
ofi cio y actuará todo lo conve niente, para declarar si ha o no lugar a la
formaci ón de causa; y declarando que ha lugar, mandarásuspenderal acusado,y
remi tirá el expediente al Tribunal de resi dencia, quien prevía esta declaración, y
no de otro modo, formará la causa, la sustanciará y sentenciará definitivamente
con arreglo a las leyes ." 39

Sin embargo los Diputados podrían ser juzgados por sus iguales por la realización

acciones típicas, antijuridicas y culpables, misma que sería resucita en definitiva por el

Tribunal de residencia, es decir, dicho procedimiento se asemejaba más al actual juicio

J9 Idem
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político, el cual pasa por dos instancias, la Cámara dc Diputados como órgano acusador, y

la Cámara de Senadores como órgano dictaminador.

Finalmente, la publi cidad de la resolución dictada por el Tribunal de residencia es

importante en todo proceso, por ello el artículo 229 señalaba que la resolución de éste, seria

enviada al Supremo Gobierno, para que éste la publ ique y ejecute. Así , terminada la larca

que le fue encomendada el Tribunal de residencia desaparecía una vez resueltas las causas o

concluido el plazo de cuatro meses para emitir sentencia, lo anterior según el articulo 23 l.

Artícu lo 229. Las sentencias pronunciadas por el Tribunal de residenc ia se
remitirán al Supremo Gobierno para que las publique y haga ejecutar por medio
del jefe o tribunal a quien corresponda, y el proceso original se pasará al Congreso.
en cuya secretaria quedara. archivado,

Arl ículo 231. Se disolverá el Tribunal de residencia luego que haya sentenciado
las causas que motiven su instalación. y las que sobrevinieren mientras existan, O

en pasando el término que fijaren las leyes, según la naturaleza de los negocios ..&O

2.2. LA CONST ITUCIÓN FEDE RAL DE 1824

La Constitución, primera del México Independiente, fue pionera al establecer que

una ley específica reglamentaria la responsabilidad de los servidores públicos, tal y como

quedó estipulado en el arti culo 164, en los sigu ientes términos:

"todas las leyes y decretos que crea conducentes. a fin de que se haga efectiva la
responsabilidad de los que quebranten es ta Cons titución o el acta constitutiva, ... ,

Esta Carta Magna sentó la base para nuestra actua l Constitución Política, siendo la

primera Constitución del México Independiente, sin embargo derivado de la vida politica

confli ctiva que imperaba en ese momento histórico, muchos de sus articulos quedaron

como letra muerta, y en específico ese articulo 164, pues no fue sino hasta el año de 1870,

cuando se promulga la primera Ley sobre la llamada responsabilidad oficial, es decir, como

4° ldem
.. Mcrales-Paul ín, Op. CiL, p. 88.
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consecuencia de la Constitución Politica de 1857, y no de la que se estudia en el presente

punto.

Es importante señalar que nuestra primer Carta Magna del México Independiente

tuvo una gran influencia de la Constitución norteamericana, y en especifico a lo que hace a!

denominado impeachmeut" inglés (ver capilulo IV de esta obra). Asi, en el artículo 38

Constitucional, el Constituyente otorgó la facultad materialmente jurisdiccional del

Congreso para conocer de los procesos accionados en contra de los funcionarios de primer

orden, facultando a cualquiera de las Cámaras para erigirse en gran jurado para conocer

sobre imputaciones hechas en contra de:

l. Al presidente de la Federación por incurrir en cualquiera de los siguientes

delitos: traición contra la independencia naeinna!, o la forma establecida de

gobierno, y por cohecho o soborno, cometidos durante el tiempo de su empleo;

así como por actos dirigidos manifiestamente a impedir que se hagan las

elecciones de presidente, senadores o diputados, o a que éstos se presenten a

servir sus destinos en las épocas señaladas en esta Constitución, o a impedir a

las cámaras el uso de cualquiera de las facultades que les atribuye la misma.

11. A los miembros de la Suprema Corte y a los Secretarios de despacho, por

cualquier delito cometido durante el tiempo de su encargo, y

IlI. A los Gobernadores de los Estados, por infracciones cometidas a la Constitución

y leyes federales, por inobservancia a las instrucciones del ejecutivo federal que

no sean manifiestamente contrarias a la constitución y leyes generales de l¡¡

Unión, y también por la promulgación de leyes o decretos de las autoridades

locales cuyo contenido sea contrario a la Constitución o a sus leyes secundarias.

4.2 El impeachment es una figura que nació ~ la vidajuridica inglesa en el siglo XII )" XIn. cuyo objetivo
primordial consistíaen castigar laTRAICION en que incurrían los servidores de la Corona.
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No obstante lo anterior, dicha responsabilidad se asemeja a lo que hasta antes de la

reforma de 1982, se denominaba juicio por delitos oficiales, y que es conocido como el

juicio político, es decir con la participación de ambas Cámaras, la de Diputados y la de

Senadores, erigiéndose cualquiera de las dos en GRAN JURADO, no obstante existia

artículo expreso que señalaba cuando correspondía exclusivamente a la Cámara de

Diputados erigirse en tal jurado, articulo que inclusive se aprecia el enorme impacto de la

constitución norteamericana, en la recientemente expedida por el Constituyente mexicano:

Artículo 39. La cámara de representantes hará exclusivamente de gran jurado.
cuando el presidente o sus ministros sean acusados por acres en que hayan
iotervenido el senado o el consejo de gobierno en razón de sus atribuciones.
Esta misma cámara servirá del mismo modo de gran jurado en los casos de
acusación contra el vicepresidente, por cualesquiera de litos cometidos durante el
tiempo de su destino. "

Como vemos la Cámara de Diputados (representantes), se erigirá gran jurado, en los

siguientes cuatro supuestos:

a) El presidente sea acusado por actos en que haya intervenido el senado.

b) El presidente sea acusado por actos en que haya intervenido el consejo de

gobierno (Comisión Permanente)

e) Los ministros sean acusados por actos cn que haya intervenido el senado.

d) Los ministros sean acusados por actos en que haya intervenido el consejo de

gobierno (Comisión Permanente)

Con ello se confirma de nueva cuenta, que para acusar a un funcionario público de

primer nivel, el procedimiento pasa por ambas Cámaras, una para ser acusadora y la otra

será dictaminadora, y el objetivo de la resolución del gran jurado era poner a disposición

del Tribunal correspondiente al servidor público respectivo; dicho Tribunal competente Jo

" Rebasa, Op, Cito SIP.
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era la Suprema Corte de Justicia, lo anterior se fundamenta cn el artículo 137, fracción V,

que señala:

Articulo 137. Lasatribuciones de la Corte Suprema de Justicia son las siguientes:

V. Conocer:

Primero. De las causas que se muevan al presidente y vicepresidente según los
artículos 38 'f 39, previa la declaración del articulo 40.

Segundo. De las causas criminales de los diputados y senadores indicadas en el
articulo 43, previala declaración de que habla el artículo 44.

Tercero. De las de los gobernadores de los Estados en Jos casos de que habla e l
articulo 38 en su parte tercera.previa la declaración prevenida en el artículo 40.

Cuarto. De las de los secretarios del despacho según los articulas 38 y 40.

Quinto. De los negocios civiles y criminaJes de los enviados diplomáticos y
cónsules de la República.

Sexto . De las causas de almirantazgo, presas de mar y tierra. y contrabandos; de
los crímenes cometidos en altamar; de las ofensas contra la nación de los Estados
Unidos Mexicanos; de los empleados de hacienda y justicia de la federaci6n; y de
las infracciones de la Constitución y leyes generales, según se prevengapor ley. .w

Como se puede apreciar de la simple lectura dcl articulo 137, en su fracción V, la

Corte Suprema de Justicia conocerá de los procesos o causas formuladas en contra del

Presidente y Vicepresidente; de las causas criminales de los diputados y senadores; de las

de los gobernadores de los Estados; de los Secretarios de Estado, así corno de las

formuladas en contra de diplomáticos y cónsules de la República, es decir ellos son los

servidores públicos de alto rango a quienes primeramente se les tenía que desaforar para

posteriormente ser juzgado por la Corte Suprema de Justicia, tribunal competente para el

desahogo del procedimiento antes pormenorizado.

Sobre los delitos en que incurrieran los diputados y senadores , la carta Magna

señalaba que los legisladores no podían ser enjuiciados por sus pares , por lo que se

determinó que si era acusado algún diputado, sería la Cámara de Scnadores quien se

erigiera en Gran Jurado, y si un senador fuese el procesado la Cámara de Diputados se

erigiría en órgano de sentencia , y que los legisladores sólo podrían ser acusados ante sus

.a.a Idem.
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respectivas cámaras, tanto a lo largo de su ejercicio como dentro de los dos meses

siguientes a la conclusión de su encargo.

Artículo 43. En Las causas criminales que se inten taren contra los senadores o
diputados. desde el día de su elección hastados meses después de haber cumpl ido
su encargo. no podrán ser aquéllos acusados sino ante la C2,m:u:¡ de éstos , ni
éstos sino ante la de senadores, constitu)'éndose cada Cámara a su ,,'U en gran
jurado, para declarar si ha o DO lugar a la formación de causa. .U

Como es sabido a toda conduc ta contraria a derecho, corresponde una sanción, por

10que en caso de que el Gran Jurado determinase que ha lugar a la formación de una causa,

por voto de fas dos tercios de sus miembros presentes, procedía la suspensión de su encargo

y la consignación ante la Corte Suprema de Justicia.

t\ rticulo 40. La Cámara ante la que se hubiere hecho la acusación de tos
individuos de que hablan los dos articules anteriores, se erigirá en gran jurado, y si
declarare por el voto de los dos terciosde sus miembros presentes haber lugar a la
formación de causa, quedará el acusado suspenso de su enc.argo, y puesto a
disposicIón dellribunal competente. 4'

Finalmente, toda resoluc ión emitida debe ser cumplimentada, por lo que para

garantizar el cumplimiento de las resolucione s quc emitan las Cámaras erigidas en jurado,

el artículo 46 establecía la facultad de cada cuerpo legislativo para librar todas las órdenes

necesarias con el ñn de alcanzar el acatamiento de sus dec isiones . Ese mismo artículo

obligaba al Presidente a ejecutar díchas resoluciones sin poder hacer observaciones a éstas:

Artículo 46. Cada Cámara y también las juntas de que habla el articulo 36, podrán
librar las órdenesque crean convenientes. para que tengan efecto sus resoluciones
tomadas a virtud de las funciones que a cada una comete la Constitución en los
art icules 35. 36, 39, 40, 44 Y45; Yel pres idente de los Estados Unidos las deberá
hacer-ejec utar. si n poder hacer observaciones sobre ellas_'41

El actual concepto de fuero como inmunidad. estuvo siempre presente en todas y

cada una de las Cartas Magnas emitidas en nuestro país, y desde luego la Constitución

Política Mexicana de 1824, no es la excepci ón, pues lo regulaba en el articulo 42:

..~ ldem.
4 6 Idem.
"7 Idem
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Articulo 42. Los diputados Y senadores serán invi olables por sus opiniones
manifestadas en el desempeño de su encargo. y jamáspodrán ser reconvenidos por
ellas. "

La Constitución Política de México de 1824, no únicamente fue pionera al ordenar

que el Congreso de la Unión estaba obligado a emitir las normas reglamentarias respectivas

para la correcta aplicación de la Carta Magna. sino que también fue la primera en

determinar las responsabilidades administrativas y penales de los servidores públicos, las

causas penales )'a lo hcmos estudiado; la responsabilidad administrativa como sabemos

tiene como consecuencia la suspensión provisional, una multa ylo disminución del salario,

en nuestra Carta Magna que corresponde nuestro estudio en el presente apartado, se observa

el naeimiento de dicha responsabilidad en el artículo 110, fracción xx, donde se señala que

el Presidente de la República podía suspender del empleo a algún funcionario hasta por tres

meses, e inclusive privar del sueldo a la mitad:

Articulo 110. Lasatribuciones del presidente son las que siguen:

xx. Suspenderde sus empleos hasta por tres meses. y privar aun de la mitad de
sus sueldos por el mismo tiempo, a los empleados de la federación. infractores de
sus órdenes y decretos; y en los casos que crea deberse formar causa a tales
empleados. pasan!los antecedentes de lamateria al tribunal respectivo. 4?

La Carta Magna de 1824. la primera del México Independiente, fue pionera en

diversos aspectos, entre ellos determinar la competencia del Congreso de la Unión para

desaforar a un servidor público, y la facultad de la Corte Suprema de Justicia para conocer

de la causa formulada por el Gran Jurado , determinado por primera vez las cuatro

responsabilidades de servidores: penal , civil, administrativa y política.

2.3. BASES Y LEYES CONSTITUCIONALES DE 1836

La Constitución Política Mexicana de 1836, mejor conocida como Siete Leyes

Constitucionales de 1836, es un aporte importante para la viciaconstitucional mexicana, es

el puente normativo entre las Constituciones de 1824 y 1857, por un aporte trascendental

como lo es el denominado Supremo Poder Conservador, base fundamental para la

.¡ Idem.
-19Idem .
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conformación del presente trabajo académico y que en su momento precisaremos los

motivos para ello.

Entrando en la materia que nos ocupa, es decir, la responsabilidad de los servidores

públicos, después dc un minucioso estudio del régimen normativo que nos ocupa,

encontramos en la LEY PRIMERA, cuyo título es " derechos y obligaciones de los

mexicanos y habitantes de la República" , establece en su artículo 11, fracción IV, lo

siguiente:

Articul o 11. Los derechos de:ciudadan o se pierden total men te:

I. En los casos en que se pierde la cualidad de mex icano.
11. Por sente ncia judici al que impon ga pena infamante.
1II. Por quiebra fraudulenta calificada.
[Y. Por ser deudor r aUficado en 13. administ ración y ma nejo de cualquiera
de los fondos púbUcos .
V. Por ser vago . mal entretenido. o no tener industria o modo honesto de vivir.
Vl. Por imposibilitarse para el desem peño de las obligaciones de ciudadano por
la profesión del estado religioso. so

De la lectura del presente artículo, yen específico del análisis de la fracción IV, es

fácil percatarnos que para el Constituyente de 1836 resultaba de vital importancia la

HONRADEZ de todo servidor público, dentro de su campo laboral, tan es así que si un

servidor público desviaba fondos públicos pcrdia sus derechos como ciudadanos , sufriendo

con ello una capitis deminutio. Como podemos percatamos la primera consecuencia,

cuando el funcionario público configura un delito, es perder los derechos que como

ciudadano tiene derecho.

El correcto desarrollo en los procedimientos electorales en el reciente México

Independiente, era un problema que fue regulado por el Constituyente de 1836, es decir,

buscaban la "transparencia en el proceso de elección" y de corroborar que los funcionarios

públicos, encargados para regular y vigilar el legal desarrollo del proceso de elección,

omitian su obligación , era procedente el fincarniento 'de responsabilidad, lo anterior se

corrobora de la lectura del artículo 3, fracción V, de la LEY SEGUNDA, cuyo titulo fue

"Organización de un Supremo Poder Conservador".

so Idem
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Artíeulo 3. Tanto las elecciones bienales ordinarias. como las extraordinarias
ulteriores, se harán de lamanera siguiente:

IV. Verificada la elección a pluralidad absoluta de votos , remltldn las
juntas, en pliego eer-rtado y certtñeado, por el eerree inmediato siguient~ la
acta de elección a la secretaria de la cimara de diputados.

v. La omisión de la eteeetén el día prefijado y la de envío de 13 acta de ella
que prescribe el párrafo anterior, será caso de responsabilidad ?ran. l::as
Juntas departamentales, según 10que prevenga la ley ea 12. materia. I

De lo anteriormente trascrito podemos concluir que a los funcionarios que

conformaban las denominadas JUNTAS DEPARTAMENTALES se les fincaría

responsabilidad por la omisión en la celebración de las elecciones el día fijado para ello, así

como el no envio del acta correspondiente a la secretaria de la Cámara de Diputados . No

obstante lo anterior, si bien es cierto, constitucionalmente estuvo regulado el sistema de

responsabilidades para los miembros de la clase gobernante, la forma o el proceso mediante

el cual se llevaria a cabo y ante que autoridad, es decir la expedición de la ley secundaria no

se llevó a cabo sino hasta 1870, como se explicó en el numeral anterior, por lo que

práctícamente fue letra muerta.

La Segunda Ley, es el apartado mediante el cual el poder Constituyente crea un

cuarto poder con facultades extraordinarios llamado SUPREMO PODER

CONSERVADOR, cuya función principal lo fue el "conservar" el orden legal entre 105

poderes tradicíonales. Esta creación eonstitucional podia anular actos ilegales e inclusive

desaparecer al Poder responsable de la violación constitucional, sin embargo, en cuanto a

responsabilidades, es de especial atención, la fracción IV, del artículo 12 de dicha Segunda

Ley:

Articulo 12. las atribuciones de este supremopoder. son las siguientes:

IV. Declarar, por excitación del congreso general. la incapacidad física Q

moral del presidente de la República, cuando le sobrevenga. S1

Es claro, el Supremo Poder Conservador, tenía la facultad de declarar incapaz al

Presidente de la República, cuando éste le sobrevenía alguna incapae idad moral, es claro

H Jdem
" Idem,
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que el Constituyente se refiere a ésta, como falta de honradez o por transgredir su esfera de

facultades, lo que obviamente resulta una sanción al titular de la primera magistratura del

país.

Sin embargo dicho artículo se encuentra directamente vinculado con el artículo 13,

de la CUARTA LEY, cuyo contenido es el siguiente:

Artículo 13. Cuando al Presidente le sobrevenga incapacidad física o moral, la
exci tación de que habla el párrafo enano, articule 12, de la segunda ley
con stitucional. deberá ser votada por las dos terceras partes de los individuos
presentes de la Cámara de Diputados, y confirmada por la mayoría absoluta de
los individuos que deben componer la del Senado . n

Es decir, el Supremo Poder Conservador, aplicaría la sanción al Presidente de la

República, previa votación de la Cámara de Diputados y ratificación de la Cámara de

Senadores.

Siguiendo con nuestro estudio, encontramos que la TERCERA LEY, titulada "Del

poder legislativo, de sus miembros y de cuanto dice relación a la formación de las leyes",

precisa, en los artículos 47, 48, 49 Y50, los delitos por los cuales los fimcionarios de primer

nivel, podrán ser juzgados por la Cámara dc Diputados , con el único objetivo de desaforar

al probable responsable.

El artículo 47, seiialaba el fuero y requisito de procedenc ia o desafuero de

determinados funcionarios, así, el artículo prohibía todo proceso penal en contra del

Presidente de la Repúb lica por la presunta comisión de dclitos comunes, dicha protección

iniciaba a partir del dia dc su nombramiento hasta un año después de terminado su encargo.

Por lo que hace a Diputados y Senadores estos no podían ser sujetos a proceso penal desde

el dia en que iniciaran su gestión hasta dos meses posteriores de concluida ésta. Los

ministros de la Corte, consejeros, Gobernadores de departamentos y Secretarios de

despacho, sólo podrán ser acusados ante la Cámara de Diputados. Al regular los delitos

comunes en que incurrían los servidores públicos, es antecedente del actual juicio de

procedencia. Situación que merece especial mención es que los diputados no podrán ser

S) tdem.
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desaforados por sus pares, es decir, por los miembros de la Cámara de Diputados, sino por

la Cámara de Senadores.

Articulo 47 . En los delitos comunes. no se podrá intentar acusación criminal contra
el Presidente de la República, desde el día de su nombramiento hasta un año
después de terminada su presidencia, ni contra los senadores, desde el día de su
elección hasta que pasendos meses de terminar su encargo, ni contra los ministros
de la alta Corte de Justicia y la marcial, secretarios del despacho, consejeros y
gobernadores de los departamentos, sino ante la cámara de diputados. Si el
acusado fuere diputado, en el tiempo de diputación y dos meses después. o el
Congresoestuviere en receso, se harála acusación anteel Senado.u

El articulo 48, indícaba el fuero del Presidente de la República por la comisión de

delitos oficiales durante el tiempo que fijaba el artículo 47, pero el resto de los funcionarios

serian acusados, primeramente y como órgano instructor, ante la Cámara de Diputados, y

ésta llevaría al Senado dicho expediente, quien resolverla en definitiva las sanciones a que

se harían acreedores los servidores públicos acusados, que podía ser destitución y/o

inhabilitación, es decir, dícho artículo regulaba lo que hoy conocemos como JUICIO

POLÍTICO.

Artículo 48 . En los delitos oficiales del Presidente de la Repúbli ca, en el mismo
tiempo que fija el articulo anterior, de los secretarios del despacho. magistrados de
la alta Corte de Justicia y de la marcial, consejeros, gobernadores de los
departamentos y juntas departamentales, por infracción del articulo 3, parte quinta
de la segunda Ley Constitucional. del 3 de la cuarta y del 15 de la sexta en sus tres
primeras partes. In cámara de diputados, ante quien debe hacerse la acusación.
declararási hao no lugar a ésta; en caso de ser la declaración afirmativa, nombrará
dos de sus miembros para sostener la acusación en el senado. Este, instruido el
proceso, y oidos los acusadores y defensores. fallará. sin que puedaimponeratril
pena que la de destitución del cargo o empleo que obtiene el acusado. o de
inhabilitación perpetua o temporal para obtenerotro alguno; pero si del proceso
resulta ser, ajuicio del mismo senado, acreedor a mayores penas. pasará el proceso
al tribunal respectivoparaque obren según las leyes,))

Es decir, se consideraban delitos oficiales, y los cuales daban lugar al proceso

biinstancial, los siguientes tres:

~.c Idem.
5S Idcm.
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a) La no celebración de elecciones o el no envío del acta resultado de los comicios.

(Ley Segunda, artículo 3, fracción V)

b) La no elección del elector por parte de las juntas departamentales. (Ley Curta,

artículos 2 Y3)

el El imponer contribuciones ilegales o destinarlas a objetos diferentes a los

establecidos por la ley; promover el levantamiento de la fuerza armada y excederse

de las facultades que les son expresamente atribuidas.

Como ya hemos estudiado, según el artículo 47, el titular de la primera magistratura

del país podía ser desaforado, situación contraria a lo establecido en la legislación vigente

sobre la materia. No obstante el procedimiento cn el fondo es el mismo, si la Cámara de

Diputados considera que existen elementos para desaforar a un servidor público, se procede

a poner a disposición de la autoridad competente al probable responsable. Situaci ón

especial, lo es el hecho de que de proceder el desafuero contra el Presidente de la

República, la afirmación que emita la Cámara de Diputados, deberia ser confirmada por la

Cámara de Senadores, sin embargo dicha norma no establece el supuesto jurídico en el que

ésta última no 10 confirme.

Artículo 49. En los delitos comunes, hecha la acusación, declarará la Cámara
respectiva si ha o no lugara la fonnaciónde causa; en caso de ser la declaración
afirmativa, se pondrá el reo a disposición del tribunal competente para ser
juzgado.

La resoluciónafirmativa sólo necesitarála confinnacián de la otra Cámara, en el
C8SQ de ser acusado el Presidente de la Repúbl ica. S6

Finalmentc el artículo 50, establecía las sanciones que serían aplicables tanto en el

caso de que el servidor público incurra en la comisión de delitos oficiales (juicio político) o

delitos comunes (desafuero), para ambos supuestos, la consecuencia era la misma, la

suspensión del acusado en sus funciones, así como la perdida de derechos como ciudadano.

Articulo 50. La declaración afirmativa, asf en los delitos oficiales como en los
comunes. suspende al acusado en el ejercicio de sus funciones y derechos de
ciudadano.

" Idem
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Iodos los demás requisitos de estos jurados y prevenciones relativas al
acusador, al acusado y al modo de proceder, las especificará el reglamento del
Congreso.51

Por su parte, la CUARTA LEY, cuyo apartado se denominó "Organización del

Supremo Poder Ejecutivo", otorgó al tirular de la Presidencia de la República la facuhad de

sancionar a los funcionarios públicos designados por éste, principalmente de los Ministros

designados para lo que hoy conocemos como Secretarias de Estado, sanciones que puede ir

desde la suspensión de su cargo hasta la disminución, a la mitad, del salario percib ido por el

servidor público transgresor de los decretos del presidente. Asimismo, se deja al Presidente

de la República la facultad, amplísima, de determinar si la falta cometida por el servidor

acusado es motivo para iniciar una causa en su contra, ante la autoridad competente, que en

este caso es la Corte Suprema de Justicia.

Artículo 17. Son atribuciones del President e de la República:

XXIn. Suspender de sus empleos, hastapor tres meses, y pri var aunde la mitad
de sus sueldos, por el mismo tiempo, a los empleados de su nombramiento,
rneactores de sus órdenes y decret os, y, en el caso que crea cebersetes formar
causa,pasará los antecedentes al tribunal respectivo,"

Por su parte el articulo 19 precisaba la responsabilidad de los Secretarios de

Despacho por autorizar con su refrendo todo acto conculcatorio del orden legal

Artículo 19. Todo acto, contrario al articulo precedente, es nulo, y hace
responsable al secretario del despacho que lo autorice."

Las Siete Leyes de 1836, quizá en tono repetiti vo, reiteran la responsabilidad de los

Ministros designados por el Presidente de la Repúbl ica, como ya señalamos en el artículo

17, fracción XXIJI, de la CUARTA LEY, señala las sanciones que el titular del ej ecutivo

puede aplicar a los empleados de su nombramiento, por desacato a sus órdenes y decretos,

a efecto de resaltar lo anterior, el articulo 32, reitera la responsabilidad de los Ministros al

refrendar las decisiones presidenciales:

Artículo 32. Cada Ministro será responsable de la falta de cumplimiento a las
leyes que deban tenerlo por su Ministerio. y de los actos del Presidente, que
autorice con su finna y sean contrarios a las leyes, singularmente las
constitucionales.

51 Idem
Sl 1dem
59Idem
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La responsabilidad de los Ministros no se podrá hacer efectiva sino al el modo y
t érminos que previene la tercera ley constitucional. 60

Desde luego que los miembros de la Corte Suprema de Justicia también incurrían en

responsabilidad, y eran acusados en los mismos términos y condiciones que señalaban las

leyes segunda y tercera de la norma constitucional de estudio, asi lo señalaba la QUINTA

LEY denominada "Del Podcr Judicial de l. República Mexicana", especlficamente en su

articulo 9:

Articulo 9. Los indivi duos de la Corte Suprem a de Justicia, no podrán Sc:T

juzgados en sus negocios civiles y en sus causas criminales. sino del modo y por
ei tribun al establecido en la segunda y tercera ley consti tucional. 6t

La Corte Suprema de Justicia, en relación a las causas penales promovidas , ya sean

derivadas de delitos comunes u oficiales, tenía las siguientes facultades, establecidas en el

artículo 12, lo curioso es que miembros del Cuarto Poder que tiene la facultad de

desaparecer a los tres poderes base, son sujetos de proceso ante la Corte Suprema de

Justicia:

Articulo 12. Las atribuciones de la Corte Suprema de Justicia son:

1. Conocer de los negocios civiles y de las cau sas criminales que se muevan
contra los miembros del supremo poder conserv ador, en los términos y con
los requisitos prevenidos en el articulo 18 de la segunda ley constitucional.

11. Conocer de las causes criminales promovidas contra el Presidente de la
República, diputado s }' senadores, Secretarios del despacho, consejeros y
gobernadores de 105 departameuros, bajo los requisitos establec idos en la
tercera ley constitucional.

111. Conocer, desde la primera instancia, de los negocios civil es que tuvie ren
como actores o como reos el Presiden te de la República y los Secretarios del
despach o, y en los que fueren demandad os los diputados, senadores y
consejeros.

VII. Conocer de las causas de r esp onsabilid ad de los maglsrrades de lo§:
tribunales super iores de los departamentos.

X, Conocer de las causas criminales que deban formarse contra los
subalternos inmediatos de la misma Corte Suprema, por [altas, excesos o
abusos cometidos en el seevíere de sus destfnos.6Z

6G ldcm
61 ldem
61 ldem
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Como se puede apreciar, la Corte Suprema de Justicia, es el órgano jurisdiccional

competente para conocer de las causas de responsabilidad en que incurrlan los magistrados

de los tribunales superiores de los departamentos, asi como, conocer de las causas penales

promovidas contra los denominados "funcionarios de primer orden", incluyendo al propio

Presidente de la República, previo trámite consignado en las Leyes Segunda y Tercera de la

Constitución de 1836, mismos que ya ban sido estudiados en el presente trabajo académico.

Asimismo, es preciso señalar que correspondía a los Tribunales Superiores de los

Departamentos, de acuerdo al articulo 22, fracción 11, el conocer de las responsabilidades

administrativas, civiles y penales cn que incurrieran los jueces inferiores o de primera

instancia dentro del territorio respectivo, asimismo, conocerán de los procedimientos

instaurados en contra de los subalternos y dependientes del Tribunal, por faltas, abusos o

excesos producidos dentro del desempeño de la función pública.

Articulo 22. Las atribuciones de esto s tribunales son las que siguen:

11. Conocer en primera y segunda instancia de las causas criminalescomunes, de
las de responsabi lidad y de 10$ negocios civiles en que fueren demandados los
jueces inferiores de su territorio. En las mismas instancias , de las que deban
formarse contra los sub alternos y dependientes inmediatos de) tribun2.l, por
f:altas, abusos o excesos cometidos en el Hrvicio de SU5 destinos; y en tercera
instancia de los negocios que se promuevan o causas que se formen en iguales
casos, en los departamentos cuya capi tal esté más inmediata. 6J

Además, el articulo 31, señalaba expresamente que los fiscales y miembros de la

Cone Suprema, serán servidores inamovibles de su cargo, excepción a 10 anterior, cuando

incurran en las responsabilidades que hemos estudiado, y contenidas en las Leyes Segunda

y Terceras.

Artículo 31. los miembros y fisca les de la Corte Suprema serin pespetuos en
estos cargos. y no po drán ser ni suspensos ni removidos. sino con arreglo a las
prevenciones contenidasen 13 segunda y tercera ley constitucionales. 64

Mcnción especial, merecen los artículos 36, 37 Y38, pues cada uno de ellos finca y

hace responsables a los jueces ante quien haya radicado una demanda civil o una causa del

orden penal, señalando, el primero de los artículos, señalaba la procedencia de la acción

6 3 Idern
" Tdem

55

Neevia docConverter 5.1



popular cuando los magistrados O jueces incurrieran en los delitos de COHECHO,

SOBORNO O BATERÍA; por su parte, el articulo 37, finca responsabilidad al juez que no

haya seguido las normas procedirnentales de lodo proceso, anulando el proceso seguido

civil seguido ante él, situación similar ocurría en el ámbito penal.

Articulo 36. Toda prevaricación, por cohecho , soborno o baratería, produce
acción popular contra los magistrados yjueces que la cometieren.

Articulo 37. Toda falta de observancia. en los trámites esenciales que arreglan
un proceso. produce su nulidad en lo civi l, y hará también personalmente
responsables a los jueces. Una ley fijará los trámites que, como esenciales. no
puedenomitirse en ningúnjuicio.

Articulo 38. En las causas criminales, su falta de observancia es motivo de
responsabilidad contra los jueces que la cometieren. 6 §

A nivel estatal, el titular del ejecutivo, al igual que el ejecutivo federal, gozaba de la

facultad de remover a los funcionaras designados por él mediante el tiempo de su mandato,

previ a la acusación y dictamen realizado por la junta departamental, e inclusive, podía

suspender a sus colaboradores y disminuirles el salario, así lo señalaba el artículo 7,

fracciones V y VII, de la SEXTA LEY de 1836, titulado "División del territorio de la

República y gobierno interior de sus pueblos"

Articulo 7. Toca a los gobernadores:

V. Nombrar los prefectos , aprobar el nombramiento de los subprefectos del
departamento, confirmar el de los jueces de paz y remover a cualquiera de estos
funcionarios. oído previamente el dictamende lajunta departamental, en cuanto
a laremoción.

VII. Suspender hasta por tres meses. y privaraun de la mitaddel sueldo por el
mismo tiempo, a los empleados del deparumento .M

El artículo 14, fracción X, de la propia SEXTA LEY, señala un caso muy especial,

pues señala la facultad de las juntas departamentales, para solicitar al Supremo Poder

Conservador que declare en que momento o circunstancia el Presidente se encuentra en la

necesidad de renovar todas las carteras de la administración por el bien del País.

Artículo 14. Toca a las juntas departame ntales:

6S ldem
" Idem
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X. Excitar al supremo poder conservador para que declare cuándo está el
Presidente: de la República en el caso de renovar todo el Ministerio porbien de
la Nación.61

Finalmente, y como muestra del objetivo que deseaba obtener el Constituyente de la

época, el último artículo de la SÉPTIMA LEY, denominado ''Variaciones de las leyes

constitucionales", deseando exaltar los principios generales del derecho, precisaba que los

funcionarios públicos, al rendir su protesta, no únicamente se allegaba derechos , sino la

obligación de hacer guardar las leyes constitucionales y en caso contrario, seria responsable

de las infracciones que cometiese.

Articulo 6. Todo funcionario público, al tomarposesión. prest ará juramento de
guardar y hacer guardar. según le corresponda. las leyes constírucionales , y será
responsable por las infracciones que co meta o no impida."

Como se puede concluir las SIETE LEYES CONSTITUCIONALES DEL AÑo DE

1836, tienen un sistema de responsab ilidades para servidores públicos muy bien

estructurados, previniendo las causales y las sanciones o penas en caso de proceder la

responsabilidad fincada, no obstante ello, derivado de la situación histórico político de la

época, dicha normatividad fue letra muerta, inclusive para su plena vigencia era necesario

la expedición de una norma reglamentaria del tema, misma que fue expedida hasta 1870,

pero sin lugar a dudas la Constitución que estudiamos es realmente avanzada para la época

en que fue expedida, dejando bases firmespara la conformación de un verdadero sistema de

responsabil idad que a la postre seria emitido por el Congreso de la Unión.

2.4. LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA REPÚBLICA MEXICANA DE 1857

Primeramente es necesario aclarar que la Constitución Política de la República

Mexicana de 1857 es la primera Constitución mexicana que destina el capítulo IV de dicho

ordenamiento normativo a las responsabilidades de los servidores públicos, comprendiendo

los articulos 103 al 108.

67 1dem
6l Idem.
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La Carta Magna que nos ocupa tuvo, como ya lo vimos, mucha ingerencia del

llamado impeachment inglés. el constituyente acertadamente traducía el impeachment como

juicio político, pero en los debates de la sesión del 31 de octubre de 1856, dicho concepto

se diluyó y únicamente se tradujo como "responsabilidad", pero ciertamente existió una

evolución en el capítulo de responsabilidades, al respecto, misma que dio el paso fmal en la

reforma del año de 1874, pero veamos las aportaciones y mejoras que sufrió la Carta

Magna:

El artículo 103 precisaba originalmente las causas de la responsabilidad de los

"funcionarios públicos", de esta forma los Diputados; "individuos" de la Suprema Corte de

Justicia y los Secretarios de despacho serían responsables por la comisión de delitos tanto

del orden común como por delitos, faltas y omisiones ocasionadas en razón de su función o

cargo. Los gobernadores de los Estados serían responsables por la violación de la

Constitución y Leyes Federal. Por último el Presidente de la República durante su ejercicio

sólo podia ser acusado por loa delitos de traición a la patria, violación expresa de la

Constitución, ataque a la libertad electoral y delitos graves del orden común.

Articulo J03. Los diputados al congreso de la Unión. los individuos de 13
SupremaCorte de: Justicia y Jos Secretariosdel Despacho son responsablespor
los delitos comunes que cometan durante el tiempo de su encargo. y por los
delitos, faltas ú omisiones en que incurran en el ejercicio de ese mismo encargo.
Los gobernadores de los Estados lo son igualmente por la infracción de la
Constitucióny leyes federales. Lo es tambiénel Presidentede la República; pero
dunmte el tiempo de su encargo solo podrá ser acusado por los delitos de
traición a la patria, violación expresa de la Constitución, ataque :J. la libertad
electoral y delitos graves del ordencomún.,g

El artículo 104 señalaba la facultad del Congreso para declarar la presunta

responsabilidad del funcionario por delitos comunes, dicha facultad se ejercería mediante

votación declarando la procedencia por mayoría absoluta de votos presentes, y traería corno

consecuencia la separación del cargo y poner a disposición de los tribunales al infractor.

Artículo 104. Si el delito fuere común, el Congreso, erigido en gran jurado,
declarará. a mayoria absoluta de votos. si ha o no lugar a proceder contra el
acusado. En caso negativo. no habrá lugar a ningún procedimiento ulterior. En el

69 Idem
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afi rmativo, el acusado queda. por el mismo hecho . separado de su encargo y
sujeto a la acción de los tribun ales comuna. ,&

El artículo 105 establec ía el procedimiento a seguir por incurrir en algún delito

oficia!. esgrimiendo que la Cámara de Diputados actuaria como órgano de instrucción y la

Suprema Corte asumiria su función como órgano de sentencia.

Articulo 105. De los delitos oficiales conocerán: el Congreso como jurado de
acusación, y la Suprema Cortede Justicia como jurado de sentencia.

El jurado de acusación tendrá por obje to declarar. a mayoría absoluta de votos.
si el acusado es o no culpable. Si la declaración fuere absolutoria, el funcionario
continuará en el ejercicio de su encargo. Si fuere condenatoria, quedará
inmediatamente separado de dicho encargo, y será puesto a disposición de la
Suprema Corte de Justicia. Esta, en tribunal pleno, y erigida en jurado de
sentencia. con audiencia del reo, del fiscal del acusador, si 10 hubiere . proceded
a aplicar, a mayoría absoluta de votos, la pena que la ley designe. 71

El artículo 106 prohibía el otorgamiento del indulto, cuando el responsable hubiese

sido condenado por la comisión de algún delito oficia!.

Artículo 106. Pronunciada una sentencia de~nsabilidad por delitos oficiales,
no puede concederse al reo la gracia de indulto. 2

El artículo 107 establecía la prescripción a intentar por la comisión de un deli to

oficial, término que surgía después de un año de haber abandonado el cargo.

Artí culo 107. La responsab ilidad por delitos y faltas o ficiales so lo podrá exi~irse

durante el periodo en que el funcionario ejerza su encargo y un año después. ]

Es de vital importancia la reform a del 13 de noviembre de 1874, donde se realizaron

varias modificaciones al texto constitucional original, de entre las cuales las más relevantes

son las siguientes:

En el artículo 103 se agrega a los Senadores como sujetos de responsabilidad, en los

mismos términos que los diputados; asimismo se agrega una fracción al art ículo 103, donde

se establece como requ isito previo para proceder penalmente en contra de los altos

funcionario s públicos, el "desafuero" del presunto implicado.

70 Jdem
71 Idem
12 Idem
1) ldem
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El articulo 103 de la Constitución quedará en estos términos;

Los senadores. los dipu tados. los individuos de la Suprema Corte de Justici a y
los secretarios del despacho. son responsables por los delitos comunes que
comentan durante el tiempo de su encargo, y por los delitos . faltas u omisiones
en que incurran en el ejercicio de ese mismo encargo. Los Gobernadores de los
Estados )0 son igualmente por infracción de la Constitución r leyes federales.
Lo es también el Presidente de la República; pero durante el tiempo de SU
encargo sólo podrá ser acusado PQr delitos de traición a. la patria, violación
expresa de la Constit ución, ataque a la libertad electoral)" delitos graves de l
orden común.

Se agregará al articulo anterior. 103 de te Con stitución, 10siguiente:

No gozan de fuero constitucional los altos funcionarios de la Federación, por
delitos oficiales . faltas u omisiones en que incurran en el desem peño algún
empleo, cargo o comisión pública que hayan acep tado durante el pe riodo en qu e
conforme a la ley se disfruta de aquel fuero . Lo mismo sucederá con respecto a
los delitos comunes que comentan duran te el desempeño de dicho empleo. cargo
o comisión. Para que la causa. pueda iniciars e cuando el alto funcionario haya
vuelto a ejercer sus funciones propias, deberá procederse con arreglo a 10
dispuesto en el artículo )04 de la Constitudón.'4

En el artículo 104, se determin é que la facultad de votar para declarar la presunta

responsabilidad correspondía a la Cámara de representantes, entiéndase Cámara de

Diputados, y no así al Congreso.

104.- Si el delito fuere común . la Cámara de representantes, erigida en gran
jurado, declarará, a mayoría absoluta de votos, si ha o no Jugar a proceder contra
el acusa do. En caso nega tivo no habrá lugar a ningún procedimiento ulterior, En
el afirmat ivo el acusado queda . por el mismo hecho, separado de su encargo y
sujeto a la acción de los tribuna les comunes. "

En el artículo 105, se sustituyó a la Suprema Corte por la Cámara de Senadores

como órgano de resolución.

105.- De los delitos oficiales conocerán: La Cámara de diputados como jurado
de acusación, y la de senadores como Jurado de sentencia,

El jurado de acusación tendrá por objeto declarar, a mayoría absoluta de votos,
si el acusado es o no cu lpable. Si la declaración fuere -absolutoria. el funcionario
continuará en el ejercicio de su encargo . Si fuere condenatoria, quedará
inmedi atamente separado de dicho encargo. si será puesta a disposición de la
Cámara de senad ores . Esta , erigida en jurado de sentencia y con audiencia de l

141dem
15 ldem
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reo y del acusador, si lo hubiere. procederá a aplicar, a mayoría absoluta de
votos, la pena que la ley designe".1'

Como se podrá apreciar, es precisamente en la reforma constitucional del 13 de

noviembre de 1874, cuando constitucionalmente se dispone como requisito indispensable

para someter a un "alto funcionario" a un proceso penal, se declare o se prive a dicho

funcionario del denominado fuero constitucional, requisito que hasta la [echa se mantiene y

del cual es objeto el presente trabajo académico.

2.4.1. LEY DE RESPONSABD...IDAD DE ALTOS FUNCIONARIOS DE 1870.

Como ya lo habíamos comentado, la Ley de Responsabilidad de altos fimcionarios

de 1870, es el primer ordenamiento reglamentario derivado de la Constitución Política,

pues el constituyente de 1824 determinó que el Congreso emitirla una ley reglamentaria de

responsabilidades, obligación que jamas fue cumplida por los Congresistas de la época.

La ley reglamentaria en comento solucionaba el conflicto jurídico, pues no se sabia

con toda precisión cuales era los delitos oficiales, por lo que dicha norma tipificó en su

artículo 1°dichos delitos y que son:

"El ataque a las instituciones democráticas; a la forma de gobierno republicano.
representativo y federal; el ataque a la libertad del sufragio; la usurpación de
atribuciones; la violación de garantías; cualquier infracción grave a la consñtcción y/o
leyes federales .'?"

Como lo veremos más adelante, los delitos federales del siglo XIX se mantienen

vigentes en la legislación de responsabilidades actual, pero ahora como causales de

responsabilidad política, contempladas en la LFRSP, específicamente en su numcral 7°.

Una aspecto importantlsimo de la Ley de Rcsponsabilidades de Altos Funcionarios,

fue que contemplaba en su artículo 9° la posibilidad de que un alto funcionario fuera

acusado tanto de un delito oficial como de uno común, previéndose que en este caso, seria

76 Idem
n Morales-Pauhn, Op. CiL p. 97
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puesto a disposición del juez competente para que de oficio o a petición de parte se le

sometiera a procedimiento judicial.

El Código penal de 1870, establecía Jos delitos en los que podía incurrir el alto

funcionario. los cuales son:

"anticipación o prolongación de funciones públicas; ejercicio de las tareas que no
competen a un funcionario: cohecho; peculado; concusiones y delitos en materia
penal y civil , señalaba además dentro del capítulo de deli tos contra la seguridad
pública. la evasión de presos...711

El papel y el objetivo que desempeñaba la Cámara de Diputados en el sistema legal

de responsabilidades se encontraba detallado en el artículo 10 de la ley en comento, pues

dicho numeral argumentaba que la decisión del gran jurado de la Cámara de Diputados

debía determinar dos cuestiones fundamentales como lo son la instrucción por delitos

oficiales y la declaración de desafuero a fin de que se ejerza la acción penal por delitos

comunes .

Establec ía que era acción popular la denuncia de los delitos oficiales.

2.4.2. LEY DE RES PONSABILIDADES DE FUNCIONARIOS DE 1896

Esta segunda ley reglamentaria en materia de responsabilidades tuvo diversas

analogías con la norma de 1870, mismas que el maestro Carrillo Flores señala con

precisión:

a) Se refierensolo a los altos funcionari os de la Federación y a los gobernadores y
diputados locales cuando (éstos) violen la constitución o las leyes federales.

b) La condena por delito oficial 110 impide la acusaciónposteriorsi el fimcionario
con iUS actos u omisiones hacometido undelito común.

e) La responsabilidad por el delito oficial solamente puede exigirse durante el
tiempo en que el fimcionario esté en ejercicio de su encargo y durante el año
posterior.

d) No puede otorgarseal condenado pordelito oficial la graciadel indulto.79

" Ibidem, pág. 98.
79 ldem.
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Además el maestro Morales-Paul ín deterrnína algunas innovaciones , coincidencias y

retrocesos dc la norma de 1896 en relación con la de 1970, y que son los siguientes:

a) Se denominaba "al tos funcionarios federales", a los Diputados, Senadores,
"Magistrados" de la SupremaCorte de Justicia y Secretarios de despacho.

b) El Presidente de la República durante el tiempo de su encargo, sólo podria ser
acusado por delitos de traición a la patria, violación expresa a la Constitución.
ataque a la libertad electoral y delitos graves del orden com ún.

e) Los Gobernadores de los Estados eran definidos como "agentes de la
Pederacién", por lo que eran responsables de las vio laciones a la Constitución y
leyes Federales.

d) La Ley señalaba que Jos diputados y senadores suplentes no gozarian de fuero
en tanto no relevaron del cargo al diputado y senadc r prop ieterio .

e} La normano especificó o tipificó los delitos oficiales, por lo que se tenia que
remitir al Código Penal de 1872 Ycon poste rioridad al de 1929.80

2.5. CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS DE

1917.

Carlos A. Morales-Paulín, señala que los principios que agregó el constituyente de

1917 al régimen dc responsabil idades fueron:

A).- Se elevó a nivel constitucional , la prescripción legal que establece que la negativa del

desafuero del funcionario no prejuzga sobre su inocencia, por lo que el procedimiento penal

instaurado en su contra se seguiría una vez terminada su función pública. (Art . 109) .

Artículo 109. Si el delito fuere común, la Cámara de Diputados, erigida en Gran
Jurado, declarará por mayoría absoluta de votos del número total de miembros
que la formen , si ha o no lugara proceder contra el acusado.

En caso negativo. no habrá lugar a ningún procedimiento ulterior; pero tal
declaración no seráobstáculo paraque la acusación continúesu curso,cuando el
acusado hayadejadode tenerfuero, pues la resolución de la Cámara no prejuzga
absolutamente los fundamentos de la acusación.

En caso afirm ativo, el acusado queda. por el mismo hecho, separado de su
encargo y sujeto desde luego a la acción de los tribunales comunes. a menos que

" lbidem , p. 100.
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se trate del Presidente de l. República; pues en tal caso, sólo habrá lugar a
acusarlo anlc la Cámara de Senadores, como si se tratare de undelitooficial"

B).- Se especificó que tratándose dc delitos o faltas oficiales no se reconocía fuero alguno.

(Art. 110.)

Articule 110. No gozan de fuero constitucional las altos ñmcionarios de la
Federación. por los delitos oficiales. faltas u omisiones en que incurran en el
desempeño de algún empleo, cargo o comis ión pública que hayan aceptado
durante el período en que confonne a la ley se disfrute de fuero. Lo mismo
sucederá respecto a los delitos comunes que cometan durante el desempeño de
dicho empleo, cargo o comisión. Para que la causa puedainiciarsecuando el alto
funcionario haya vuelto a e-jercer sus funciones propias. deberá procederse con
arreglo a lo dispuesto en el artículo anterior.JI

C).- Se asentó que en caso de delitos oficiales la Cámara de diputados ya no sería órgano

instructor, sino acusador.

D).- Se estableció que se requería del voto de las dos terceras partes del Senado para

declarar la culpabilidad por delitos o faltas oficiales de los altos funcionaríos . (Artículo

111).

E).- Se elevó a nivel constitucional la pena de destitución e inhabilitación por la comisión

de delitos oficiales. (Art . 111).

F).- Se cspecificó que cuando la conducta sancionada como delito oficial estuviere

tipificada en la lcy penal común, se le podrían aplicar ésta al funcionarío responsable, es

decir que la aplicación de una pena no le exime al responsable de OlTOs procedimientos y

castigos por la misma conducta. (Art. 111)

G).- Se consagró constitucionalmente la inatacabilidad de las resoluciones de desafuero y

sentencias por delitos oficiales. Esta disposición desencadenaría posteriormente' una causal

de improcedencia del juicio de amparo. (Art. 111).

11 Rabasa. Op. Cil., SIP
"Idem
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H).- Se elevó a la Constitución la acción popular para denunciar ante la Cámara de

Diputados los delitos comunes y oficiales en que incurrieran los altos funcionarios de la

Federación.

1).- Se estableció el deber del Congreso de la Unión dc expedir a la mayor brevedad, una

Ley de Responsabilidad de todos los funcionarios y empleados de la Federación y del

Distrito y Territorios Federales, "determinando como delitos o faltas oficiales todos los

actos y omisiones que puedan redundar en perjuicio de los intereses públicos y del buen

despacho, aun cuando hasta la fecha no hayan tenido carácter delictuoso."

J).- Para juzgar los delitos o faltas no reservados al Congreso. se estableció la existencia de

un jurado popular. (An. 111).

Articulo 111. De los delitos oficia les conocerá el Senado, erigido en Gran
Jurado; pero no podrá abrir la averiguación correspon diente, sin previa
acusación de la Cámara de Diputados.

Si la Cámara de Senadores declarase. por mayoría de las dos terceras partesdel
total de sus miembros. después de oir al acusado y de practicar las diligencias
que estime convenientes. que éste es culpable. quedará privado de su puesto. por
vrirtud de tal declaración o inhabi litado para obtener otro, por el tiempo que
determinarela ley.

Cuando el mismo hecho tuviere señaladaotrapena en la ley, el acusado quedará
a disposición de las autoridades comu nes . para que lo juzguen y castiguen con
arreglo a e lla.

En los casos de este artículo y en los del anterior, las resoluciones del Gran
Jurado y la declaración, en su caso, de la Cámara de Diputados, son inatacables.

Se concede acción popular para denunciar ante la Cámara de Diputados, los
delitos co munes u oficiales de los altos funcionarios de la Federación.y cuando
la Cámara mencionada declare que ha lugar a acusar ante el Senado, nombrará
una comisión de su seno, para que sostenga ante aquel la acusación de que se
trate .

El Congreso de la Unión expedirá, a la mayor brevedad. una ley sobre
responsabilidad de todos los funcionari os y empleados de la Federación.
detenninando como faltas oficiales todos los actos u omisi ones que puedan
redundar en perju icio de los intereses públicos y del buen despacho, aunque
hasta la fecha no hayan tenido carácter delictuoso. Estos del itos serán siempre
juzgados por un Jurado Popular, en los términos que para los delitos de imprenta
establece el artículo 20.u

" Idem
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El constituyente de 1917, redujo los delitos y/o faltas por las que el Presidente de la

República podría ser acusado y sometido a un procedimiento legislativo materialmente

jurisdiccional. pues en dicha Carta Magna se estipulaba que el titular del ejecutivo Federal

únicamente podría ser acusado por traición a la patria y delitos graves del orden común,

eliminando los demás supuestos juridicos señalados en la anterior Carta Suprema.

La Historia nos demuestra que el cuarto capitulo de la Constitución Política fue

utilizado y manipulado para cobrar revancha política y para acabar con los competidores

políticos, ello debido a las reformas realizadas al artículo 111 constitucional y que tuvieron

como fmalidad dar un poder amplísimo al Ejecutivo para acabar con los rivales y opositores

en el Congreso. pues el 20 de agosto de 1928. se le concedió al Ejecutivo Federal la

facultad de destituir con acuerdo del Congreso. por mala conducta a los funcionarios

judiciales.

Posteriormente, pasada la época del llamado Maxímato, se le otorgó a los

funcionarios judiciales que pudieran ser destituidos la "garantía de audiencia", pues por

reforma del 21 de septiembre de 1948 se agregó al artículo 111, un párrafo que disponía:

"El Presidente de la República, antes de pedir a las Cámaras la destitución de
algún funcionario judicial. Dirá éste, en lo privado, a efecto de poder apreciar en
conciencia la justificación de tal solicibJd~

Finalmente la reforma del 8 de octubre de 1974, retiró los términos de "territorios",

con motivo de la erección de Baja California Sur y Quintana Roo como Estados.

2.5.1. LEY DE RESPONSABILIDADES DE LOS FUNCIONARIOS Y EMPLEADOS

DE LA FEDERACIÓN, DEL DISTRITO Y TERRITORIOS FE DERALES DE 1940

Como ya lo hemos advertido a lo largo del presente capítulo, el sistema de

responsabilidades de los servidores públicos fue un elemento de vital importancia para el

constituyente de 1917 ya que como se podrá advertir del artículo 16 transitorio de dicho

.. MoralesPaulin, Op. Cit. p. 102.

66

Neevia docConverter 5.1



ordenamiento jurídico se ordenó expedir una ley de responsab ilidades durante el primer

periodo ordinario de sesiones del Congreso, es decir, a partir del 10 de septiembre del año

1917, ordenamiento que desde luego fue violentado por el poder constituido, pues no fue

sino hasta el 21 de febrero de 1940, cuando se dio cumplimiento al artículo transitorio antes

citado.

Es claro que debido a los movimientos post revolucionarios y a la forma popular

como se erigió ésta, tuvo gran influencia en la forma de redacción de la ley en comento,

puesto que en la propia exposición de motivos se establecía que de no emitirla, la única

forma en que el pueblo, al no tener los elementos y procedimientos legales necesarios,

podría eliminar a los funcionarios que no cumplieran con su trabajo, sería a través de la

rebeldía, tal y como se expresa a continuación:

"La actuación criminal de los malos funci onarios, cuando queda indefinidamente
impune , además de constituir un pernicioso ejemplo, puede conducir al pueblo a la
rebeldía como único medio para libertarse de ellos, o bien, puede llevarlo a la
abyección como resultado de un sometimiento impotente. signo indudable de
decadencia; o bien procede un estado latentede inconfonnidad y rencor.que hace
ver al gobierno no como la entidad superior ins tituida para su beneficio, respetabl e
y orientadora, que habrá de conducirlo al bienestar y al progreso, sino como lD1

poda despótico y concupiscenteque solo 10oprimey 10explota." as

Entre los aspectos más importantes de dicha Ley de Responsabilidades de los

Funcionarios y Empleados de la Federación, del Distrito Federal y Territorios Federales de

1940 (en lo subsiguiente LRFEFDFfF de 1940), podemos enumerar los siguientes puntos :

a) El artículo 2 señalaba que se consideraba altos funcionarios al Presidente de la

República; Senadores ; Diputados Federales; Ministros de la Suprema Corte;

Secretarios de Estado ; Jefes de Departamento Autónomo; Procurador General de la

República; Gobernadores y Diputados Locales.

b) En sus articulos 10 y 11 señalaba que todos los funcionarios elegidos popularmente

gozarían de fuero.

" Ibídem , p. 103.
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e] Dicha ley, en su artículo 14, señalaba que hipótesis encuadraban en diversos tipos

penales como son: el ataque a las instituciones democráticas; el ataque a la forma de

gobierno republicano, representativo y federal; el ataque a la libertad de sufragio; la

usurpación de atribuciones; la violación de garantias individuales; cualquier

infracción a la Constitución o a las leyes federales, cuando causen perjuicios graves

a la federación o a uno o varios Estados de la misma, o motiven algún lranstorno en

el funcionamiento normal de las instituciones y las omisiones de carácter grave.

d) Es necesario precisar que la sanción por la actualización de alguno de los supuestos

juridicos anteriores era la destitución y/o inhabilitación para desempeñar una

función pública, inhabilitación que no podía ser menor de cinco ni mayor de diez

años, dispuesto por la Carta Magna de 1917.

No obstante lo anterior, la norma reglamentaria rnultieitada agudizó una enorme

confusión, pues no se precisaba exactamente lo que se consideraria delito oficial, delito

común y falta oficial, pues por un lado, en el artículo 14 señalaba las causales de delitos

oficiales cometidos por lo altos funcionarios, yen el artículo 18 hacía mención a delitos y

faltas oficiales de los demás funcionarios y empleados de la Federación.

Para el Maestro Morales-Paul ín, la ley de 1940 fue pionera al desarrollar los

siguientes procedimientos:

1.- Del hoyjuicio politice, ayer proceso por delitos oficiales .

2.- Del hoy requisito de procedencia. ayerdesafuero paraserjuzgado por delitos
comunes

3.- De los hoy juicios penales y procesos disciplinarios, ayer procesos por
delitos y faltas oficiales.

4._ Del a~T proceso en contra de los funcionarios judiciales, reglamentario del
último párrafo del articulo 111 constitucional. y

5.- Del ayer proc eso por enriquecimiento inexplicable desarrollado
automáticamaJte.86

'" Ibidem. p. 105.
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Los analistas constitucionales han señalado que la norma de responsabilidades de

los funcionarios y empleados de la federación de 1940, tuvo un punto desafortunado

consistente en el establecinúento del jurado popular para juzgar los delitos y faltas no

cometidas por los altos funcionarios. Los doctrinarios señalan que dicha figura es

desafortunada por el hecho de que abre la puerta a la impunidad y no a la plena aplicación

del derecho vigente, pues la acción punitiva estaria pendiente de la voluntad del jurado sin

estar basado en la legalidad.

Por lo que hace al hoy denominado juicio político y juicio de procedencia, la norma

reglamentaria no realizó innovación alguna, limitándose únicamente a reiterar el contenido

de los artículos 109, 110 Y 111, de la Constirución Política de 1917, asi al tratarse de los

delitos oficiales cometidos por los altos funcionarios, correspondería a la Cámara de

Diputados actuar corno órgano de acusación y la Cámara de Senadores como órgano de

sentencia. En el caso del juicio de procedencia, la Cámara de Diputados será quien declare

éste.

Finalmente podemos agregar que la ley reglamentaria que estamos analizando, es la

primera del siglo xx, pero lejos de innovar en cuanto a su contenido, es una fiel repetición

del Capítulo IV de la Constirución Política de 1917, y dicha reglamentación fue única y

exclusivamente letra muerta, pues jamás fue aplicable durante su vigencia.

2.5.2. LEY DE RESPONSABILIDADES DE LOS FUNCIONARIOS Y EMPLEADOS

DE LA FEDERACiÓN Y DE LOS ALTOS FUNCIONARIOS DE LOS ESTADOS

DE 1980.

La ley reglamentaria de la cual nos proponemos analizar someramente en el

presente numeral fue publicada en el Diario Oficial de la Federación el cuatro de enero del

año mil novecientos ochenta. Es necesario apuntar que las razones que motivaron que

cuarenta años después de publicada la LEY DE RESPONSABILIDADES DE LOS

FUNCIONARIOS Y EMPLEADOS DE LA FEDERACIÓN, DEL DlSTRITO Y

TERRITORIOS FEDERALES DE 1940, es el hecho dc aclarar pormenorizadamcnte la
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diferencia que existe entre la tipificación de los delitos oficiales, los delitos comunes y las

faltas oficiales, que como ya señalamos en el numeral anterior su acepción fue sombria y

por ende daba lugar a lagunas juridicas, mismas que fueron aclaradas por los legisladores ,

incluso, en la propia exposición de motivos:

"La igualdad ante la ky es un imperativo para la realización de los justicia {sic}.
Con este propósito desaparece la tipificación, el distingo establecido por el
ordenamiento en vigor. entre los delitos de: los altos funcionarios de la
Federación y los cometidos por los demás funcionarios y empleados de la
Federación, del Distrito y TerritoriosFederales, paracomprenderbajo un mismo
rubro a todos Jos sujetos responsables.?"

Inclusive el propio maestro Antonio Carrillo Flores, en su libro titulado "Estudios

de derecho administrativo y constitucional", señala la característica fundamental de la

norma que ahora estudiamos :

"Por fin ya no hay duda en el derecho mexicano acerca de que los hechos u
omisiones que para todos los funcionarios federales, y muy especialmente para
los altos funcionarios (...) son delitos oficiales, no son los consignados en los
códigos penales.sino todosaquellosque dañan el interés público."ss

Como en cualquier normatividad y toda vez que ésta esta sujeta a interpretaciones

diversas, algunos doctrinarios constitucionalistas consideraban que la Ley de

Responsabilidades de los Funcionarios y Empleados de la Federación y Altos Funcionarios

de los Estados de 1980 (en lo subsiguiente LRFEFAFE de 1980), subsanaba las omisiones

de la Ley de Responsabilidades de los Funcionarios y Empleados de la Federación, del

Distrito Federal y Territorios Federales de 1940, y algunos otros consideraban que lejos de

subsanar provocaba confusiones mayores, para entender esto último, veamos el contenido

de algunos articulos:

"Artículo 1°. Los funcionarios y empleados de la Federación y del Distrito
Federal. son responsables de los delitos comunes y de los delitos y faltes
oficiales que cometan durante su encargo y con motivo del mismo, en los
ténninos de la ley."

"Artículo 3°. Son delitos oficiales los actos u omisiones de los runcionarios o
empleados de la Federación o del Distrito Federa). cometidos durante su
encargo o con motivo del mismo que redunden en perjuicio de los intereses
públicos y del buen despechc.?"

87 Cárdenas. Raúl.Responsabilidad áe los Servidore'i PúblicQs~ p. 18.
ss Carrilloflores. Antonio. Estudios de derecho Adminislralivo v CQnstiludona/. p_ 155.
19 ArroyoHerrera. Juan Francisco. Régimen Juridico del SetvidQr público p. 15.
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Del contenido de los dos artículos anteriores el doctrinario Raúl Cárdenas señala

que inclusive se puede seguir un juicio polltico en contra de un jefe de departamento o

inclusive en contra de un conductor de camión de basura, pues la normatividad aplicable no

señalaba con toda precisión a que funcionarios públicos se les aplicaria dicho proceso,

inclusive, el articulo que contemplaba el supuesto jurídico consistente en resolver la

cuestión de qué actos redundan en perjuicio de los intereses públicos o del buen despacho,

dejaba abierta una gran posibilidad de hipótesis:

"Artículo 4°. Redundan en perjuicio de los intereses públicos y del buen
despacho:

T. El ataque a las ínsntucicnes democráticas;
ti. El ataque a la forma de gobierno republicano, representativo y

federal;
{ii. El ataqu e a la libertad del sufragi o ;
iv. Lausurpación d atribuciones;
v , Cualquier infracción a la Constituci6n o a las leyes federa les,

cuando causaran perjuicios graves a la Federación o a uno o van os
Estados de la misma, o motivaran algún transtomo en el
funcionamiento normal de las instituciones.

Y1. Las omisiones de carácter grave. en los términos del numeral
anterior.

V1l. Por las violaciones sistemáticas a las garantías individuales y
soc iales .

viii , En general los demás actos u omisiones en perjuicio de los
intereses públicos y del buen despacho, siempre que no tuvieran el
carácter delictuoso conforme a otra disposic ión legal que los
definieracomo delitos comunes,'?

Como se puede apreciar de la correcta interpretación de los artículos 3 y 4 de la Ley

de Responsabilidades de los Funcionarios y Empleados de la Federación y de los Altos

Funcionarios de los Estado de 1980, asentó corno causales de responsabilidad de los

empleados públicos en general, las causales que en la Ley de Responsabilidades de los

Funcionarios y Empleados de la Federación, del Distrito Federal y Territorios Federales de

1940, se reservaban los delitos oficiales los cometidos por altos funcionarios, pues son

éstos quienes única y exclusivamente pueden atentar contra las instituciones democráticas o

a la forma de gobierno. Situación que fue corregida por la Ley de responsabilidades de

1982.

sn Morales Pa ulin, Op , Cit. , p. 102.
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Al principio del presente nwneral dijimos que la ley reglamentaria en estudio había

definido con toda claridad las diferencias entre delito oficial, delito común y falta oficial, al

respecto de ésta ultima analicemos el contenido del artículo 4.

"Articulo 4 . Aquellas infracciones en que incurren los funcionarios o empleados
durante su encargo o con motivo del mismo. que afecten de manera leve los
intereses públicos y del buen despa cho , y no trasciendan al funcionamiento de
las instituciones y del gobierno.'?"

Como se aprecia el citado artículo 14 de la Ley de Responsabílídades de los

Funcionarios y Empleados de la Federación y de los Altos Funcionarios de los Estado de

1980, es el primer antecedente de las causales de responsabilidad admini strativa planteadas

en la Ley de Responsabilidades de 1982, y que cn sintesis consiste en dirigirse con

honradez, lealtad e imparcialidad:

"Artículo 47. Todo servidor públi co tendrá las siguientes obligaciones par.!
salvaguardar la legalidad. honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que
deben ser observadasen el desempeño de su emp leo, cargo O comisión. y cuyo
incumplimiento dará lugaral procedimiento y a las sanciones que correspondan.
sin perjuicio de sus derechos laborales, así como de las normas especificas que
al respecto rijan en el serviciode las fuerzas armadas.'o91

Las sanciones por incurrir en alguna falta oficial seria la amonestación, cuando el

servidor goce de fuero y la suspensión del cargo dc uno a seis meses o la inhabilitación

hasta por un afio en el caso del resto de los funcionarios . Mientras que en la ley

reglamentaria de 1982, las sanciones por incurrir en falta administrativa son:

"Articulo 53. Las sanciones porfalta administrativa consistirán en.

Apercibimiento privado o público;
Amonesta.ción privada o pública;

• Suspensión;
Des titución del puesto;
Sanción económica, e
Inhabilitación temporal para desempeñarempleos. cargos o comisiones
en el servicio público: .4

Así, para concluir. veamos lo que señala Carlo s A. Morales Paulín, en relación a los

órganos y procesos que se ñala la ley de 1982:

91 [dan .
" lbidem, p. 105
" Ibídem, p. 106
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1.- Por la comisión de delitos oficiales por parte de los altos funcionarios con
mero. tocada a la Cámara de Diputados actuarcomo órganos de acusación y a la
Cámarade Senadoresactuar como órgano de sentencia;

2 .~ Por la comisión de delitos ofi ciales por parte de los funcionarios y empleados
sin fuero, tocarla aljuez penaldel distrito competente realizar la fcrmulación de
conclusiones. y a un jurado popular determinar la sentencia;

3.- Por 10 que hace al desafu ero de los altos funcionari os por la comisión de
delitos comW1CS, corresponderla a la Diputación el declarar tal desafuero;

4.- Por Jo que hace a la destitución de los funcionarios judiciales. la Ley del 80
conservó la fórmulaestablecida en la. norma de 1 940~ y

5.- Por lo que hace a la figura del enriquecimiento inexplicable. la Ley de 1980
reitero lo previsto en la norma del 40, en el sentido de que para proceder a la
confiscación de bienes de los altos funcionarios . se debía obtener del Senado un
fallo que decretara1aprocedenciade la medida.94

Como señalamos en un principio, la norma de estudio tuvo algunos defectos, como

ya estudiamos, que hizo evidentes Carlos Morales-P aulín:

1.- Al abrogar a través de un transitorio los delitos comunes tipificados en el
artículo 18 de la Ley de 1940. se produj o la extinción del delito , al tenor de 10
dispuesto por el artículo 57 del Código Penal, con lo cual quedaron en libertad
aquellas personas juzgadas o procesadas bajo la ley del 40. y

2.- La integración de los jurados de acuerdo a lo indicado por la norma del 80,
fue lenta y compleja."

2.S.3. LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDAD DE LOS SERVIDORES

PÚBLICOS DE 1982.

Cuando el Licenciado Miguel de la Madrid Hurtado asumió el cargo de Presidenle

de la República en 1982, en medío de un caos político, económico y social, donde se

hablaba de niveles de corrupción intratables. donde se parafraseaba el lema de campaña del

Licenciado López Portillo; "La solución somos todos", por la frase no muy alejada de la

realidad "La corrupc ión somos todos", tomó la decisión de enviar al Congreso de la Unión

UDJI iniciativa de reforma al Título IV de la Constitución vigente , donde en la exposición de

motivos expresaba:

... Ibídem, p. lOS
" Ibidem, p. 109.
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"La libertad individual para pensar y hacer es cuestión de cada quien. No
corresponde al Estado tutelar la moralidad personal que la inspira. Pero el
Estado tiene la obligación ineludible de prevenir y sancionar la inmoralidad
social. la corrupción. Ella afecta los derechos de otros. de la sociedad. y los
interesesnacionales. Y en el México de nuestros dles , nuestro pueblo exige con
urgencia una renovaci ón moralde la sociedad que ataquede raiz los daños de la
corrupción en el bienestarde su conví...encía social.·M

El objetivo de la norma reglamentaría de 1982 tenía como objetivo el hacer, no

únicamente en el papel, la obligación de todo servidor público a realizar su trabajo con

eficiencia, honradez y legalidad y en caso de incumplimiento que éste sea castigado con

todo el peso de la ley.

La nueva ley reglamentaría de 1982 obligaba al Congreso de la Unión y a las

legislaturas de los Estados que conforman la Federación a elaborar las leyes y/o reformas

respectivas a efecto de que los funcionarios públicos sean sancionados por las faltas

administrativas, politicas o penales en que incurran durante el ejercicio de sus funciones.

Esta ley pone definitivamente fin a la controversia que existia entre las acepciones de

delitos oficiales, delitos comunes y faltas oficiales, señalando que corresponde a la

legislación penal vigente determinar las sanciones y procedimientos para aplicarlas por

cualquier delito cometido por funcionarios públicos.

La ley reglamentaria se denomina "LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDAD DE

LOS SERVIDORES púBUCOS", que amplia el ámbito de responsabilidad de los

servidores públicos que laboren en la Administración Pública ya sea Federal , local o

municipal; además elimina la tcnninologia anglosajona de la euallos legisladores tomaron

como base para elaborar la ley que nos ocupa. es decir, eliminan el concepto de "GRAN

JURADO", y denominan a la Cámara de Diputados como "Jurado de Acusación" y a la

Cámara de Senadores como "Jurado de Sentencia", ello, obviamente en el juicio político .

Al haeer referencia a las responsabilidades penales en que incurren los servidores

públicos, la Ley Federal de Responsabilidad de los Servidores Públicos de 1982, señala en

su exposición de motivos, el objetivo que pretende la ley al desear eliminar lo siguiente:

" Ibidem, p. 110.
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"Las prerrogativas de los servidores públicos frente al resto de la población para
ser procesados penalmente por los delitos en que incurran manteniendo
solamenteel procedimiento previode procedencia ante la Cámarade Diputados
paraaquellos casos en los que el mismo debe prevenir que la acción penal no se
dcfonne utilizándose con fines polític os.

Dos principios fundamentales para la sanción de los delitos en que incurran los
servidores públicos con motivo de su empleo, cargo o comisión. El primero es
que: las sanciones penales necesariamente deberángraduarse de acuerdo con los
beneficios obtenidos. daños o perjuicios causados por su conducta ilícita.
independientemente de los demáselementos que puedan incurrir en la comisión
del delito y los cuales debe evaluar el arbitro judicial. Junto con ello, propone
establecer que la sanción económica por los frutos mal habidos de la conducta
ilícita de Jos servidores públicosse hastade tres tantos del mismo:.91

Con ello el legislador tenía como propósito el no mezclar el aspecto legal con el

aspecto netamente polít ico, es decir que el fuero no se utilice como medio de impunidad

frente a delitos cometidos por éstos. O sea, que los funcionarios públicos que gocen del

denominado fuero constitucional no utilicen a éste como un escudo, pues si bien es cierto el

fuero coostituye un sistema de inmunidad para la función pública, ello no impide que el

funcionario publico se escude detrás de dicha figura jurídica y realice su función lejos de

los principios de honradez, legalidad e imparcialidad.

El procedimiento para fincar responsabilidad administrativa a determinado servidor

público, deriva como lo señalamos en el punto anterior, de las denominadas faltas oficiales

que se tipificaron en la ley de 1980. La respoosabilidad administrativa establece una vía

más expedita para prevenir y sancionar la corrupc ión pública sin que la sanci ón sea la

privación de la libertad.

Finalmente el concepto de prescripción tuvo que ser determinado por la ley

reglamentaría, pues estableció que era necesario ampliar el término de prescripción para los

delitos cometidos por servidores con fuero por un año más al que señala la ley penal y que

desde luego la prescripción se interrumpe en tanto goce de fuero.

Asimismo el juicio de político únicamente se podía promover durante el tiempo que

el servidor estuviese en funciones, o hasta un año después de concluido su encargo.

"Ibidem, p. 112.

75

Neevia docConverter 5.1



Obviamente al expedirse la nueva Ley Federal de Responsabilidades de los

Servidores Públicos de 1982, previarneote se tuvieron que realizar diversas reformas

constitucionales a los artículos 22, 74, 76, 127 y 134, consistentes en:

l . El artículo 22 autoriza la confiscación de bienes a Jos servidores públicos que hayan

incurrido en cl delito de enriquecimiento ilícito.

2. El artículo 74, fracción V, señaló la facultad de la Cámara de Diputados para

conocer dcl procedimiento de declaración de procedencia, asi corno actuar como

órgano de acusación en el proceso político.

3. El artículo 76, fracción VII, faculta al Senado a actuar como órgano de sentencia en

los juicios políticos.

4. El articulo 127 estableció el derecho a una remuneración adecuada e irrenunciable

de los servidores públicos, de conformidad al Presupuesto de egresos de la

Federación.

5. El artículo 134 precisó que el manejo de recursos públicos se sujetaria a los

principios de eficiencia, eficacia y honradez.
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CAPITULO 3.
DERECHO POSITIVO VIGENTE EN EL JUICIO DE

PROCEDENCIA.

3.1. CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS úNIDoS MEXICANOS

3.1.1. SUJETOS CON FUERO CONSTITUCIONAL

En t érminos del artículo 111, de la Constitución Política dc los Estados Unidos

Mexicanos, los sujetos que gozan del privilegio del fuero constitucional, son los siguientes:

a) Los Diputados del Congreso de la Unión;

b) Los Senadores de la Rep ública;

e) Los Ministros que integran la Suprema Corte de Justicia de la Nación;

d) Los Magistrados de la Sala Superior del Tribunal Electoral;

e) Los Consejeros de la Judicatura Federal;

f) Los Secretarios de Estado;

g) Los Jefes de Departamento Administrativo;

h) Los Diputados de la Asamblea del Distrito Federal;

i) El Jefe de Gobierno del Distrito Federal;

j) El Procurador General de la República;

k) El Procurador General de Justicia del Distrito Federal;

1) El Consejo Presidente del Instituto Federal Electornl; y,

m) Los Consejeros Electorales del Consejo General dellnstituto Federal Electoral .

n) EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA.

No obstante la especificación que realiza el artículo 111 constitucional, la propia

Carta Magna en diversos articulos y diversas nonnatividades, determinan diversos

funcionarios públicos que gozan del privilegio que impide ejercitar la acción penal en

contra de otros funcionarios públicos, por delitos en que hayan incurrido durante el

ejercicio de su función, tales servidores son:
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a) Magistrados de Circuito y Jueces de Distrito (Ley Orgánica del Poder

Judicial de la Federación).

b) Magistrados de las Salas Regionales del Tribunal Electoral (Ley Orgánica

del Poder Judicial de la Federación).

e) Presidente' y visitadores Generales de la Comisión Nacional de Derechos

Humanos (Ley de la Comisión Nacional de Derechos Humanos.

d) Diputados locales (Constitución de cada entidad federativa, en

concordancia con la Carta Magna)

Al respecto del juicio de procedencia entablado en contra del Presidente de los

Estados Unidos Mexicanos, el Licenciado Alberto del Castillo del Valle, precisa:

"Un caso especial, es el del Presidente de la República, quien también goza del
fuero constitucional y solamente por delitos graves del orden común o por
traición a la patria en guerra extranjera,puede sersometidoajuicio de desafuero
ante el Senado de la República (art, 111, Const.), habiendo un error
constitucional al limitar la procedencia de esta vía solamente por delitos grdVes
del orden común (como lo es el homicidio). dejando fuera los delitos graves
federales (como el caso del narcotráfico, por ejemplo):'"

Como es claro, la Constitución Política, al ser el instrumento legal de mayor

jerarquia en nuestro sistema legal, debe ésta señalar con precisión todos y cada uno de los

servidores públicos que gozan del beneficio del fuero constitucional y no permitir que otras

leyes orgánicas hagan lo propio.

3.1.2. AUTORIDADES COMPETENTES PARA CONOCER DEL JUICIO DE

PROCEDENCIA.

La solicitud respectiva de desafuero, será presentada ante la Cámara de Diputados, órgano

competente para conocer de dicho procedimiento y resolverlo en única instancia, como lo

.. Del Castillodel valle, Alberto. Bosquejo sobre Responsabilidad Oficial, p. 47.
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señalan los artículos 74, fraccíón V, y 111, ambos de la Constitución Política del país,

cuyos textos son los siguientes:

"Articulo 74. Son facultades exclusivas de la Cámara de Diputados:

V. Declarar si ha o no lugar a proceder penalmente centra los servidores
PÚblicos que hubieran incurrido en delito en los términos del articulo 11 1 de esta
Constitución."

"Articulo 111. Para proceder penalmente centra los Diputados y Senadores al
Congreso de la Unión , los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación, los Magistrados de la Sala Superior del Tribunal Electoral, los
Consejeros de la Judicatura Federal, los Secretarios de Despacho. los Jefes de
Departamento Administrativo, Jos Diputados de la Asamblea del Distrito
Federal, el Jefe de Gobierno del Distrito Federal, el Procurador General de la
República, el Procurador General de Justicia del Distrito Federal, el Consejo
Presidente del Instituto Federal Electoral; y los Consejeros Electorales del
Consejo General del Instituto Federal Electoral, por la comisión de delitos
durante el tiempo de su encargo, la Cámara de Diputados declarará por mayoría
absoluta de sus miembros presentes en sesión, si ha o no lugar a proceda' contra
el inculpado,"

La Cámara de Diputados, según la Constitución Política de los Estados Unidos

Mexicanos, es la encargada de tramitar el procedinúento para la declaración de procedencia

en contra del servidor público en su calidad de probable responsable y que haya gozado de

fuero y haya cometido un delito ,

No obstante lo anterior, cuando el procedimiento de desa fuero se ejecuta cn contra

del Presidente de la República, por la comisión de un delito grave del fuero común o por

traición a la patria , la Cámara de Senadores será quien desarrolle el procedimiento

respectivo, ello con fundamento en el articulo 111, cuarto párrafo, de la Constitución

Política:

"Por 10 que toca al Presidente de la República, sólo habrá lugar ante acusarlo
ante la Cámara de Senadores en los términos del artículo 1l O,En este supuesto.
la Cámara de Senadoresresolverá con base en la legislación penal aplicable,"

Solamente en el caso señalado en el cuarto párrafo del articulo 110 consti tucional,

alude a la intervención del Senado, es decir que ante este se desarrollara el juicio penal, por

ello es que la Cámara de Diputados acude a acusar al ciudadano presidente ante el Senado,

procediendo éste a juzgar a dicho servidor público, conforme a la legislac ión penal

aplicable.
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Fuera del supuesto antes invocado y brevemente analizado, la CÁMARA DE

DIPUTADOS, es la Úl'I'lCA AUTORIDAD que interviene en el desahogo del

denominado juicio de procedencia, el cual tiene como objetivo determinar si ha o no lugar a

quitar el fuero al probable responsable en su cal idad de funcionario público, sin

pronunciarse sobre la responsabilidad penal del inculpado, y en consecuencia dejar

intocadas las facultades legales del Ministerio Público y las autoridades jurisdiccionales

para que, en ejercicio de sus funciones, realicen las actuaciones que consideren pertinentes,

a fin de determinar la culpabilidad del probable responsable.

La Constitución Política no hace alusión alguna a la denominada SECCIÓN

INSTRUCTORA, ni tampoco al JURADO DE PROCEDENCIA. figuras juridicas que

única y exclusivamente se encuentran contempladas en la LEY FEDERAL DE

RESPONSABILIDAD DE LOS SERVIDORES PÚBUCAS, normatividad que a

continuación analizaremos.

3.2. LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDAD DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS

En el capitulo anterior analizamos la razón de ser de la expedición de la nueva Ley

Federal de Responsabilidad de los Servidores Públicos, del año de 1982, que tenía como

objetivo el poner un freno a la conducta de los servidores públicos, estableciendo reglas a

las que se deberian de someter o de lo contrario responderian a la omisión o delito en que

incurriesen, según la norrnatividad aplicable.

En el año de 1997 la norma reglamentaria sufre algunas reformas procedimentales

sobre el tema que nos ocupa, mismas que analizaremos pormenorizadamente a efecto de

desmembrar el proceso real, que como ya hemos precisado aún es muy ambiguo.

Sin embargo y a efecto de demostrar que el tema de estudio ha sido poco analizado

por los tratadistas, el presente capítulo se conformó a través del estudio y análisis del libro
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del Doctor en Ciencia Política y Licenciado cn Derecho, Eduardo Andrade Sánchez, con su

libro intitulado "El desafuero cn el sistema constitucional mexicano", libro que desde luego

realiza un análisis jurídico profundo sobre el desah ogo del juicio de procedencia en

México, sin ningún sesgo político .

3.2.1. SUJETOS CON FUERO CONSTITUCIONAL

La LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDAD DE LOS SERVIDORES

PÚBLICOS, en su CAPÍTULo IJI, titulado PROCEDIMIENTO PARA LA

DECLARACIÓN DE PROCEDENCIA, regula la forma, plazos y términos ante quien se

desahogara el proc eso de desafuero, y en especifico en el primer párrafo del artículo 25 de

dicha Ley Reglamentaria se especifican los servidores públicos que gozan de fuero y que en

consecuencia son sujetos de aplicación del denominado juicio de procedencia:

"ARTICULO 25. Cuando se presente denuncia o qucreJta por particulares o
requeri miento del Ministerio Público cumplidos los requis itos proced imentales
respec tivos para el ejercicio de la acción penal. a fin de que pueda procederse
penahnente en contra de algunos de los servidores públicos a qu e se refi ere e)
primer p:irr:lfo del art iculo 111 de la Constitutión Ge ne ral de la Rep úbl lea, se
actuará, en lo pertinente, de acuerdo con el procedimiento previsto en el capitulo
anterior en materia de Juicio Político an te la Cámara de Diputados. En este caso, la
sección Instructora practicará todas las diligencias conducentes a establecer la
existencia del delito y la probable responsabi lidad del imputado, así como la
subs istencia del fuero constitucional cuya remoci ón se solicita. Concluida esta
averiguación. la sección dictaminará si ha lugar a proceder penalmente contra el
inculpado,"

Es decir, la ley reglamentaria remite al artí culo 111 constitucional por lo que en

obviedad de repeticiones inútiles, se tiene por reproducido lo expuesto por esta parte

sustentante en el numeral 3.1.1., del pres ente capítulo, como si a la letra estuviese inserto.

3.2.2. AUTORIDADES COMPETENTES PARA CONOCER DEL JUICIO DE

PROCEDENCIA.

En la Constitución Política vigente, y en específico en el Capitulo IV de la misma,

se señalan como autoridad única para conocer, analizar y resolver el denominado juicio de

desafuero, a la Cámara de Diputados, sin hacer mención de la Sección Instructora.
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Por lo que hace a la Cámara de Diputados, el artículo III constitucional establece

que dicha Cámara declarará por mayoria absoluta de sus miembros presentes en sesión, si

ha o no lugar a proceder contra el inculpado, asimismo la fracción V del artículo 74 señala:

ARTICULO 74. Son facultades exclusivas de la Cámara de Diputados:

V. Declarar si ha o no lugar a proceder penalmente contra los servidores públicos que
hubiesenincurrido en delito en los términos del artículo 111 de esta Constitución.

Desde el punto de vista de diversos autores, dicha fracción es incorrecta. pues ya se

está dando por sentado que el servidor público incurrió en una conducta típica, antijurídica

y culposa, por lo que la escritura debió ser:

V. Declarar si hao no lugara proceder penalmente contra los servidorespublicas a
quienes se hubiese imputado la comisión de un delito en los términos del
artículo 111 de esta Constituci6n .

Como el lector se podrá percatar la Cámara de Diputados es la autoridad máxima en

el proceso de desafuero, ya que es la encargada de determinar si procede o no el quitar el

fuero y por ende se ponga a disposición de los tribunales competentes a efecto de

substanciar el proceso penal respectivo.

La segunda autoridad competente, lo es la SECCIÓN INSTRUCTORA, no obstante

que se encuentra integrada (como lo veremos más adelante) por Diputados Federales, es un

órgano dotado de facultades exclusivas dictadas por la propia Ley Federal de

responsabilidades de los Servidores Públicos, y que emite actos autónomos y coercibles,

acto que lógicamente lo puede tener únicamente una autoridad, tal y como se ha establecido

por nuestros máximos Tribunales Federales al emitir un concepto jurisprudencial de

AUTORIDAD, y mismo que se encuentra estipulado en el artículo ¡ 1 de la ley de Amparo,

que al respecto señala:

"ARTÍCULO 11. Es auloridad responsable la que dicta. promulga, publi ca, ordena.
ejecuta o trata de ejecutar la Ley o el acto reclamado."

Así se puede concluir que la Sección Instructora es una autoridad diferente a la

Cámara de Diputados con faeultades y atríbucíones diferentes, ya que si bien es cierto,
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dicha autoridad sólo se encarga de la instrucción del procedimiento con base en la cual se

elabora un dictamen, que concluye con una propuesta para declarar que procede o no el

desaforar al servidor público, propuesta que obviamente será votada por la Cámara de

Diputados.

Se refuerza el criterio de que la Sección Instructora es una AUTORIDAD que tiene

facultadesjurisdiccionales, ello en virtud a las siguientes consideraciones:

A) El articulo 33 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores

Públicos establece:

"La Sección respectiva practicará las diligencias que no requieran la presencia del
denunciado. encomendando al juez de distrito que corresponda las que deban practicarse
dentro de su respectiva jurisdicción y fuera del lugar de residencia de las Cámaras...Etjuez
de distrito practicará las diligencias que le encomiende la Sección respectiva. con estricta
sujeción a las determinaciones que aquella le comunique."

Oc dicho artículo se desprende que la Sección Instructora encomendará al

Juez de Distrito, autoridad Federal, la realización de diversas diligencias, y

que dicha autoridad jurisdiccional practicará las diligencias con estricta

sujeción a lo que señale la Sección Instructora, es decir, esta última

autoridad es una autoridad de carácter jurisdiccional porque sólo quien tiene

facultades para ello puede ordenarle a otra autoridad que desarrolle una

diligencia, es decir, es prácticamente un exhorto lo que se realiza.

B) El artículo 36 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores

Públicos establece:

"ARTiCULO 36. Tantoel inculpado como el denunciante o querellante podrán solicitarde
las oficinas o establecimientos públicos las copias certificadas de documentos que
pretendan ofrecercomo pruebas ante la sección respectiva o ante las Cámaras,

Lasautoridades estarán obligadas a expedir dichascopiascertificadas...y si no lo hicierenla
sección, o las Cámaras...señalarán un plazo razonable pan que las expida, bajo el
apercibimiento de imponerle una multa...··

La imposición de una multa, obviamente es una facultad de una autoridad.

acto que le es impuesto tanto a la Sección Instructora como a la propia
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Cámara, lo que demuestra de nueva cuenta que la Sección Instructora es una

autoridad, a mayor ahondamiento el artículo 37 de la propia LFRSP faculta

a la Sección Instructora de imponer multas a diversas autoridades a quienes

se les haya solicitado documentos o expedientes originales, y no hayan

cumplido con tal petición.

C) El artículo 25 de la LFRSP establece que la Sección Instructora puede

ordenar la realización de cateos o inspecciones dentro de las diligencias que

deba desahogar, mismas acciones que pueden ser desahogadas por el juez

de distrito, en auxilio de las funciones de aquella.

D) Las comisiones ordinarias de la Cámara de Diputados, por medio de su

presidente y de conformidad al artículo 89 del Reglamento para el Gobierno

Interior del Congreso General, pueden pedir información a cualquier

archivo u oficina dc la Nación, en caso de que esta incumpla dícha solicitud,

las comis iones interpondrán queja ante el Presidente dc la Repúbli ca;

mientras quc la Sección Instructora tiene plenas facultades coactivas para

solicitar la información requerida

3.2.2.1. LA COMISIÓN JURISDICCIONAL

Para poder entender cómo se conforma la SECCiÓN INSTRUCTORA, es preciso

hacer referencia a la constitución de la COMISIÓN JURISDICCIONAL, misma que se

encuentra establecida en el artículo 40 de la Ley Orgánica del Congreso General de los

Estados Unidos Mexicanos, quc establece en su párrafo quinto:

"La Comisión Jurisdiccionalse integrará porun mínimode 12 diputados y un máximo
de 16. a efecto de que entre ellos se designen a los que habrán de conformar, cuando
así se requiera. la SECCIÓN INSTRUcrORA encargada de las funciones a que se
refiere la Ley Reglamentaria del título cuarto de la Constitución en materia de
responsabilidades de los servidores público s."

Obviamente la ley reglamentaria es la Ley Federal de Responsabilidad de los

Servidores Públicos, y de dicho articulado se concluye que la funci ón de la Comisión
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Jurisdiccional es la de constituir la Sección Instructora. Asimismo es preciso señalar que en

dicha ley orgánica no existe ninguna otra mención acerca del sistema de responsabilidades

que nos aqueja .

Ahora veamos que es lo que la LFRSP establece para la constitución de la Sección

Instructora, para ello nos remitimos al artículo 11 de dicho ordenamiento legal:

"Articulo 11. Al proponer la Gran Comisión de cadauna de: las Cámaras del Congreso
de la Unión. 1aconstitución de comisiones para el despachode los asun tos, propondJi
la integración de una Comisión para sustanciar los procedimientos consignados en la
presente ley y en los térmi nos de La Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos.

Aprobada la propuesta a que hace referencia el párrafo anterior, por cada Cámara se
designaran de cada una de las comis iones. cuatro integrantes para que formen la
sección instructora..··

El artículo antes transcrito hace mención a la denominada GRAN COMISIÓN,

órgano que actualmente no se encuentra en la Ley Orgánica del Congreso, pues desapareció

por acuerdo parlamentario tomado en el año 1999 durante la LVll Legislatura de la Cámara

de Diputados. Es preciso agregar que la Gran Comisión era el órgano de gobierno de las

Cámaras.

Así haciendo un análísis de la Ley Orgánica del Congreso encontramos que las

facultades del órgano de gobierno, es decir de la otrora GRAN COMISIÓN, fueron

distribuidas entre la J UNTA DE COORDINACIÓN POÚTlCA, LA MESA

DIRECTIVA Y LA CONFERENCIA PARA LA DIRECCIÓN Y PROGRAMACIÓN

DE LOS TRABAJOS LEGISLATIVOS. Ahora para poder señalar con precisión a qué

órgano de gobierno le correspondc proponer la constitución de las comisiones, respuesta

que encontramos en el artículo 34 de la Ley Orgánica del Congreso donde hayamos que es

facultad de la JUNTA DE COORDINACIÓN POLÍTICA "proponer al pleno la

integración de las comisiones, con el señalamiento de la conformación de sus respectivas

mesas direct ivas ... n

Así debemos precisar que en el articulo 11 de la LFRSP debe leerse Junta de

Coordinación Politica, en lugar de la Gran Comisión, Junta que desde luego debe de
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proponer la integración de la COMISIÓN JURISDICCIONAL, que estará conformada por

un número indeterminado de miembros de entre 12 y 16 diputados, la cual tiene como

función, que de su seno salgan los cuatro miembros que integrarán la SECCIÓN

INSTRUCTORA.

3.2.2.2. INTEGRACiÓN DE LA SECCiÓN INSTRUCTORA.

Como ya lo establecimos, los cuatro Diputados que conformen la Sección

Instructora, deben ser miembros de la Comisi ón Jurisdiccional, propuestos por la Junta de

Coordinación Política y que son aprobadas por el pleno. Pero surge la pregunta ¿cómo se

elegirán, de entre 12 a 16 Diputados, los cuatro miembros que integrarán la Sección

Instructora, el artículo 40 de la Ley Orgánica del Congreso únicamente señala "entre ellos

se designen", es decir los miembros de la Comisión Jurisdiccional se determinarán los

integrantes de la multicitada Sección.

Para dar una respuesta al cuestionamiento antes indicado, existen tres posibles

soluciones:

A) Que la frase "entre ellos se designen ", significa que los propios miembros de la

Comisión Jurisdiccional se designen entre ellos mismos.

B) Que la Cámara de Diputados, a propuesta de la propia Junta de Coordinación

Política, designe a los miembros que integren la Sección Instructora.

C) Quc la propia Comisión Jurisdiccional proponga, de entre SUS miembros, al pleno

de la Cámara de Diputados, los miembros que conformen la Secci ón Instructora.

Las tres posibilidades anteriores se han dado a lo largo de la historia legislativa en

nuestro país, veamos los siguientes antecedentes:
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1.- En la LII Legislatura, la Gran Comisión propuso a los diputados que integrarían

la Comisión Jurisdiccional, en periodo extraordinario de fecha 12 de julio de 1983, la

propuesta fue aprobada e inmediatamente después se recogió la votación de los miembros

de la Cámara para designar a los miembros de la Sección Instructora.

2.- En la LVn Legislatura, la Comisión de Régimen Interno y Concertación Política,

Órgano que sustituyó las facultades de la Gran Comisión, por lo que tuvo la facultad de

proponer la integración de las facultades , entre ellas, la de Jurisdicción.

Fue en 1998 cuando se aprobó el "ACUERDO PARLAMENTARIO RELATIVO A

LA COMISIÓN DE JURISDICCIÓN Y A LA SECCIÓN INSTRUCTORA DE LA H.

CÁMARA DE DIPUTADOS" el cual establecía en su artículo ID, lo siguiente :

"El presente acuerdo complementa las disposiciones de la Ley Orgánica del Congreso
General de Jos Estados Unidos Mexicanos y el Reglamen to para el Gobierno interior
del CongresoGeneral de los EstadosUnidos Mexicanos. así como de la Ley Federalde
Responsabilidades de los Servidores Públicos referente a la sustanciación de los
procedimientosde responsabilidades de los servidores públicosque competena esta H.
Cámara. de Diputados,"

El articulo 2· de dicho ordenamiento establecía que la Comisión de Jurisdicción se

integrarla por 30 miembros, catorce del PRI. siete del PRD, siete del PAN, un diputado del

PT y un diputado del PVEM

El acuerdo antes citado, otorgaba las siguientes facultades a la Comisión de

Jurisdicción :

a) Conocer y dirimir las controversias que surjan en la Seccíón Instructora, y

b) Recabar informes periódicos de la actuación de la Sección Instructora .

El articulo 5· establecía que la sección instructora se integraría buscando una

participación plural de los grupos parlamentarios que integran la H. Cámara de Diputados .

Asimismo el artículo 6· establecía que era necesario que la Sección lnstructora emitiera una

resolución por unanimidad, de lo contrario, la controversia debía ser dirimida por la

Comisión de Jurisdicción.
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Con posterioridad a la pub licación del multicitado acuerdo en el Diario Oficial de la

Federación. la propi a Comi sión de Régimen Interno y Concertac ión Polít ica, dirigió a la

presidencia de la Mesa Directiva los nombres de los 30 integran tes de la Comisión de

Jurisdicción y de los 4 miembros de la Sección Instructora.

3.- En la LVIII Legislatura fue la Jun ta de Coordinación Política la que hizo la

propuesta al pleno para integrar la Sección Instru ctora, dicha propuesta fue impugnada por

el PRI Y el PVEM argwnentando que dicho órgano legisla tivo carec ía de facultades para

proponer a los miembros de la sección instructora

La Junta de Coordinación Política, argumentó que lema esa facult ad de conformidad

con el inciso a) del articulo 34 de la Ley Orgánica del Congreso, artículo que señala:

"impulsar la confonnación de acuerdos relacionados con el contenido de las
propuestas. inic iativas o minutas que requiera de su votación en el pleno a fin de
agilizar el trabaje legislativo."

Dicho articulo no establec e expresamente la fac ultad de propone r a los miembros de

la Sección Instructora, ya que el inciso anterior , presupone propuestas hechas por otros

órganos de la cámara y que serán votados en el pleno de la misma, ya que su facultad es

impulsar los acuerdos de carácter político entre los distintos grupos parlamentarios.

Otra posibilidad es fundamentar su propuesta en el inciso c) del propio articulo 34

de la Ley Orgánica del Congreso:

"preponer al pleno la integración de las comisiones, con el señalamiento de la
conformación de sus respectivas mesas directivas ."

Esta facultad se reduce única y exclu sivamente a la conformación de la Comisión

Jurisdiccional, tal y como ya lo hcmos espec ificado en incisos anteriores.

Así podemos concluir que m la Junta de Coordinación Política ni la Comisión

Jurisdiccional tienen facul tades expresas para designar a los miembros que integrará n la

Sección Instructora

88

Neevia docConverter 5.1



~.' Así finalmente se concluye que la Comisión Jurisdiccional es quien designará,

como cuerpo colegiado, una propuesta de los Diputados que conformen la Sección

Instructora, quienes deberán ser ratificados por el pleno de la Cámara de Diputados, ello

con fundamento en el artículo 39 de la Ley Orgánica del Congreso que señala:

"las comisiones son órganos constituidos por el pleno. que a través de la elaboración de
dictámenes, informes, opiniones o resoluciones contribuyen a que la Cámara cumpla
sus atribuciones consdmciceales y legales:'

Así toda vez que la Comisión Jurisdiccional es un órgano, obviamente debe de tener

una función en específico, función que se traduce en designar a los miembros que integren

la Sección Instructora.

Finalmente es necesario apuntar que la votación para elegir a las personas que

integren la sección instructora, en el seno de la Cámara de Diputados, será por cédula, de

conformidad al artículo J53 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso:

"las votaciones para elegirpersonas, se harán cédulas, que entregarán al Presidentede
l. Cámara, Yéste las depositará. sin leerlas. en una ánfora que al efecto se colocara en
la mesa."

3.2.2.2.1. MOMENTO DE INTEGRACIÓN DE LA SECCIÓN INSTRUCTORA

Como hemos señalado en capítulos anteriores la verdadera función de la secci ón

ins tructora, es la de ejercitar y/o substanciar un procedimiento de carácter jurisdiccional, es

decir se erige como un verdadero Tribunal, y de confonnidad al artículo 14 los Tribunales

que juzguen a un ciudadan o deben estar previamente establecidos:

"Nadie podrá ser privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades, posesiones o
derechos, sino mediantejuicio seguido ante los tribunales previamenteestablecidos. en
el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las leyes
expedidas con anterioridad al hecho.'>

La lógica, y más aún la garantía constitucional antes aludida, señalan que la sección

instructora debe estar erigida antes de la realización del hecho generador, pero l. hlltoria

nos indica lo co ntrario. ello en virtud de lo poco clara que es la legislación de

responsabilidades, ya que el art ículo 11 de la LFRSP no determina un plazo fijo :
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"Articulo Il. Al proponer la Gran Comisión de cada una de las Cámaras del
Congreso de la Unión, la constitución de comisiones para el despacho de los
asuntos, propondrá la integración de una Comisión para sustanciar los
procedimientos consignados en la presente ley y en los términos de fa Ley
Orgánica del Congreso General dc los Estados Unidos Mexicanos.

Aprobada la propuesta a que hace referencia el párrafo anterior por cada Cámara
se designarán de cada una de las comisiones. cuatro integrantes paraque fonnen la
sección tnstructera en la Cámara de Diputados y la de enjuiciamiento en la de
Senadores."

De conformidad a dicho artículo, y al interpretar la frase «aprobada la propuesta",

hace creer que una vez que la propuesta de la Junta de Coordinación Política sea aprobada

por el pleno, se conformará la sección instructora, más aún si del artículo 65 del

Reglamento para el Gobierno interior del Congreso, señala:

ULa elección de las comisiones debe hacerse en la primera sesión que verifiquen
las cámaras después de la apertura del período de ses iones de su primer año de
ejercicio"

Como lo hemos visto a lo largo de nuestro aprendizaje de la carrera de Derecho, la

norma es susceptible de interpretación, por lo que creemos que de conformidad a dicho

nwneral, la sección instructora debe erigirse en el mes de septiembre, ya que es el inicio de

la sesión ordinaria de la Cámara de Diputados.

No obstante encontramos una contraposición a dicha interpretación, pues del

artículo 40, ya analizado, de la Ley Orgánica del Congreso, que seilala:

"La Comisión Jurisdiccional se integrará poT un mínimo de 12 diputados y un
máximo de 16, a efecto de que entre ellos se designen a los que habrán de
conformar, cuando asi se requiera, la SECCIÓN INSTRUCTORA encargada de
las funcion es a que se refiere la Ley Reglamentaria del título cuarto de la
Constitución en materia de responsabilidades de los servidores públicos."

La expresión cuando así se requiera hace pensar que la Sección Instructora

únicamente se constituirá cuando tenga que asignar las tareas que la ley de

responsabilidades le encomienda.

De los dos criterios anteriores existen diversas controversias, ya que la expedición

de la Ley Orgánica del Congreso es posterior a la Ley de Responsabilidades de 1982, y

90

Neevia docConverter 5.1



todo hace pensar, de acuerdo a los pnncipros generales del derecho, que una norma

posterior deroga a una anterior, de conformidad al artículo 9" del Código Civil Federal que

señala:

"Artículo ~. La ley sólo queda abrogada o derogada por otra posterior que asi lo
declare expresamente o que contenga disposiciones total o parcialmente incompatibles
con la ley anterior."

De lo anter ior se puede concluir que el articulo 40 de la Ley Orgánica del Congreso ,

imperaría sobre la norma de 1982, de conformidad con el principio general antes invocado.

No obstante lo anterior es necesario reflexionar que de acuerdo a otro principio

general consistente en que la norma específica impera sobre la norma general, es lógico que

imperaria la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos sobre la Ley

Orgánica del Congreso , hecho que es lógico de conformidad a lo expuesto y que va acorde

al articulo 14 Constitucional.

3.2.2.3. ELEMENTOS A COMPROBARSE EN LA DECLARACIÓN DE

PROCEDENCIA

Si como los principales tratadistas del derecho nacional han determinado en el

sentido de que el juicio de procedencia es esencialmente un requisito de procedibilidad

seguido ante la Cámara de Diputados, obviamente resulta válido preguntarnos qué razón de

ser tiene dicho juicio de procedencia, qué es lo que la Sección Instructora, y posteriormente

la Cámara de Diputados, debe comprobar en la secuela del procedimiento. A efecto de

poder responder dichos cuestionamientos es necesario, previamente, analizar cl articulo 25

de la Ley Federal de Responsabilidad de los Servidores Públicos, el cual en la parte final

del primer párrafo del artículo antes señalado cita textualmente:

W • • .Ia sección instructora practicara todas las diligen cias conducentes a establecer la
existencia del delito y la probabl e responsab ilidad del imputado , así eomo la
subsistencia del fuero constitucional cuya remoción se solicita.;"

Desde mi partícular punto de vista, el orden en que se encuentra redactado dicho

artículo es impreciso, ya que la tarea primordial de la Sección Instructora, es determinar la
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subsistencia del fuero, ya que es un elemento de previo y especial pronunciamiento, es

decir es una especie de incidente, ya que es esencial que se cumplan las siguientes

hipótesis, para posteriormente establecer la existencia del delito y la probable

responsabilidad del imputado:

a) Que la persona a quien se le imputa la comisión de una conducta típica, antij urídica

y culpable, goce de fuero constitucional.

b) Verificar que el presunto culpable continúa en el desempeño de sus funciones;

c) Que no se ha separado del cargo por alguna razón;

d) Que no ha concluido el periodo durante el cual debe desempeñarlo,

e) Inclusive, que el presunto culpable, siga con vida.

Como ya lo señalamos anteriormente, una vez que se hayan comprobado los puntos

antes enumerados, la Sección Instructora debe comprobar los dos extremos siguientes a que

hace referencia el artículo 25 de la LFRSP, obviamente para que la Sección Instructora

pueda comprobar los elementos consistentes en la existencia del delito y la probable

responsabilidad del imputado, no se basará en apreciaciones subjetivas o de carácter

político, sino una actuación de carácter técnico, es decir valorando elementos de orden

penal, es decir tener conocimiento de los elementos que constituyen el delito, y que la

conducta del presunto culpable baya recaído en la hipótesis de cuya realización dependen

las consecuencias de derecho.

Para Andrade Sánchez, la diferencia entre un juicio de procedencia y un juicio penal

es cl siguiente:

"La diferencia con un juicio penal es que en este último debe quedar probada la
responsabilidad para poder condenar, y en el juicio de procedencia basta con que la
Sección Instructora estime que es probable dicha responsabihdad, sin prejuzgar de la
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cuipabilidad, pero sí considerando que dicha culpabilidad puede darse en razón de la
probable responsabüidad.v'"

Por ello esta correcta la redacción del artículo 25 de la LFRSP al señalar que el

desarrollo del juic io de procedencia esta tendiente a verificar la existencia del delito y

posteriormente de la probable responsabilidad del servidor publico, lógicamente la Sección

Instructora, debe emitir WI3 resolución, la cual debe contener los elementos de toda

sentencia. es decir debe contener un resultando, considerando y puntos resolutivos,

ebviamente los considerandos deben estar motivados en los hechos que dieron origen al

procedinúento y fundados con un criterio juridico penal, para determinar si ha o no lugar a

proceder penalmente contra el inculpado.

Obviamente , como ya lo establecimos, la resolución no debe basarse en meras

apreciaciones subjetivas carentes de todo valor probatorio o en revanchismos de carácter

político, sino que la ley exige que se determinen elementos de naturaleza penal para poder

proceder contra el imputado.

3.2.3. EL PAPEL QUE JUEGA EL MINISTERIO PÚBLICO EN EL JUICIO DE

PROCEDENCIA

Alguno autores señalan que el Ministerio Público, de hecho, es el único que puede

iniciar el juic io de procedencia, previo a reunir los requisitos procedimentales para ello;

algunos otros estudiosos del derecho nos señalan que en algunas ocasiones la Sección

Instructora funge como Ministerio Público, pero para saber el marco juridico en la LFRSP

y por ende poder confrontar ambas posiciones es necesario entrar al estudio del articulo 25

de la Ley Federal que rige la materia de responsabilidades y con ello comprender la función

e importancia del Ministerio Público en el juicio de procedencia:

"Art. 25. Cuando se presente denuncia o querella por particulares o
requerimiento del Ministerio Público cumplidos los 'requisitos proced imentales
respectivos para el ejercicio de la acción penal, a fin de que puedaprocederse
penalrnente en contra de algunos de los servidores públicos a que se refiere el
primer párrafo del artículo 111 de fa Constitución ....•

99 ANDRAD E Sáncbez, Eduardo. El desafuero en el sistema cOnslilucional mexicano. P. 140.
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Pues bien, como vemos dicho artículo señala la posibilidad de que una persona, a

través de una denuncia o querella pueda ejercitar, directamente ante la Cámara de

Diputados, un juicio de procedencia contra algún servidor público, es precisamente que a

partír de dicho artículado, se interpreta que la Cámara de Diputados puede ejercer actos de

averiguación, es decir, [unja como Ministerio Público, única y exclusivamente cuando un

particular promueva directamente una acusación ante la Cámara de Diputados, acto que en

la práctica es poco viable ya que en la realidad, al acontecer dicho supuesto, la Cámara

desecha dicho procedimiento o bien, lo turna ante la autoridad investigadora, es decir, ante

el Ministerio Público, para que éste realice el procedimiento pertinente.

Es necesario que el lector tome en consideración que el citado artículo no señala quc

la interposición de una denuncia o querella sea exclusiva de ciudadanos, sino que cualquier

persona Jo pucde realizar, acto que desde luego concuerda exactamente con el artículo 8

Constitucional que señala quc única y exclusivamente los ciudadanos tienen cl derecho de

petición en materia política, es decir, derecho a promover juicio político, no así en el juicio

de procedencia.

Pcro por un momento detengámonos a analizar la posibilidad de que la Cámara de

Diputados sustituyera las funciones de investigación del Ministerio Público, única y

exclusivamente cuando una persona promueva una denuncia o querella ante aquélla,

obviamente la Sección Instructora realizaria dicha función investigadora para determinar si

ha O no lugar a proceder penalmente contra el servidor público, obviamente, de acuerdo a la

constitución y en virtud de que el Ministerio Público (en lo subsecuente MP) es a quien le

corresponde el ejercicio de la acción penal frente al juez, la sección instructora tendria que

remitir el expediente al Ministerio Público, quien tendria quc corroborar el contenido de la

averiguación previa realizada por la autoridad Instructora, y aqui nos podemos encontrar

dos vertientes:

Al Si el MP determina que no procede ejercitar la acción penal, existiría una

declaración de procedencia que no conduce al ejercicio de la acción penal, y como

vimos el objeto de la declaración de procedencia es poner al inculpado a disposición
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de la autoridad jurisdiccional, y en este caso se pondria a disposición del MP, quien

podria o no ratificar la averiguación previa real izada por la Sección Instructora.

B) Existe la posibilidad de que el MP, al cons iderar que de la averiguación previa

realizada por la Sección Instructora carece de datos para contin uarla, decida

reservarse, es decir , congelar la averiguación sin cerrarla definitivamente, el

servidor público se encontraría en un estado de incertidumbre ya que j urídicamcnte

no se sabria si puede o no regresar a sus [uncion es .

No obstante lo que señala la letra de la ley, en la práctica, únicamente se da trámite

a los requerimientos del Ministerio Público, en virtud de que éste, perito en la materia (por

llamarlo de algún modo ), emite un juicio técnico-procesal al integrar la averiguación

previa e inclusive en la secuela del juicio de procedencia dicho Órgano ofrecerá pruebas de

cargo, reconociendo desde luego el monopolio que tiene el Ministerio Público para ejercitar

la acción penal , o sea la sección Instructora, únicamente actúa en base a un pliego de

consignac ión en el cual se establezcan las condiciones de existencia del delito y la probable

responsabilidad del imputado.

Con el análisis anterior, se quedaría en letra muerta. lo señalado líneas arriba, es

decir que los particulares pueden iniciar un jui cio de procedencia contra un servidor

público, más aún si el articulo 9 de la LFRSP señala que una denuncia debe estar basada en

documen tos y elementos probatorios, y quién más que el Ministerio Público para reunir

dichos elementos:

"la denuncia deberá estar apoyada en pruebas documentales o elementos probatorios
suficientes para estab lecer la existenc ia de la infracción y estar en condiciones de
presumir la responsabilidad del denunciado."

Por lo anteriormente expuesto y fundado podemos concluir que la naturaleza del

acto por el cual da pie al inicio del trámite de declaración de procedencia, es siempre por un

acto de Ministerio Público, o como lo señala la ley, a través de un requerimi ento, mismo

que se traduce en un pliego de consignación a travé s del cual dicho Órgano Administrativo
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ejercita la acción penal ante el juez, es decir SIN PLIEGO DE CONSIGNACIÓN ~O SE

FUNDAMENTA LA ACUSACIÓN RESPECTIVA.

3.2.4. DESARROLLO DEL JUICIO DE PROCEDENCIA

Tal y como lo hemos venido estudiando, el objetivo único del juicio de procedencia

es separar al funcionario del cargo público que estaba desempeñando al momento de ser

objeto de una investigación por ser considerado como presunto culpable de la comisión de

un delito, ello nos da pie a concluir que exclusivamente durante el lapso de tiempo en que

esta desempeñando su función pública, el servidor puede ser objeto del llamado juicio de

procedencia.

Ahora bien, una vez que ha sido promovida la denuncia o querella o el

requerimiento del Ministerio Público, dicha promoción debe ser ratificada de conformidad

con el articulo 25 de la Ley Federal de Responsabilidad de los Servidores Públicos (en lo

subsiguiente LFRSP ) en relación al artículo 12 dc la propia Ley, toda vez que el escrito

debe ser presentado ante la Secretaría General de la Cámarade Diputados (ello en virtud de

que la LFRSP no fue actualizada al reformarse la Ley Orgánica del Congreso General de

Jos Estados Unidos Mexicanos (en Jo concwrente LOCGEUM), donde se sustituyó la

Oficialía Mayor por la Secretaria General) y ratificada dentro de los tres días naturales

siguientes . Una vez realizada dicha ratificación se turna a la Sección Instructora de la

Cámara.

Pero una vez más nos encontramos con el problema de la interpretación juridica de

la norma y ello conlleva a la materialización del supuesto juridico, pues el artículo 13 de la

LFRSP señala:

"Dentro de los tres días naturalessiguientesa la rati ficaci ón de la denuncia. la sección
infonnará al denunciado sobre la materiade la denuncia, haciéndole saber su garantía
de defensa y que deberá,a su elección, comparecer o informar por escrito. dentro de los
siete días naturalessiguientes a la notificación....

Desde nuestro particular punto de vista, creemos que dicho artículado no puede ser

seguido al pie de la letra, ya que como vimos anteriormente, después de la ratific ación de la
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denuncia ante la: Secretaria General de la Cámara de Diputados, de conformidad con el

artículo 12 de la ley de la materia, dicha denuncia se remítea la Subcomisión de Examen

Previo, y cuando esta concluye su examen pasará -a la Sección Instructora, por ID que
1 .J ¡ , ' , . . .. . . .

obviamente creernos .que.la.Sccci ón Instructora no puede tener conocimiento dentro de los

trcJ días. naturales sigu¡'""tes y mucho menos puede info~r de sus derechos al probable

responsable.

Pero podemos pensar que dicho tiempo se podría cumplir si es la Secretaría General

la que directamente pasa a la Sección Instructora la denuncia o querella, aunque a lo largo

de la historia parlamentaria de nuestro país, aún realizando dicho procedimiento no se ha

podido cwnplir con los tiempos marcados por la propia ley, inclusive Andrade Sánchez

ejemplifica dicha cuestión:

"En la práctica ha resultado que independientemente de que la Secretaría General trate
de cumplir con el tiempo previsto para remitir las constancias de la autoridad
competente, puede suceder, y asf ocurrió durante 13 LVIII Legislatura, que tal
obligación sea de imposible cumplimientopara dicha Secretaria; por ejemplo. por no
haberseconstituidola Sección Instructoraen 2001 y 2002 la Secretaria General remitió
los autos a la Comisión Jurisdiccional . a la que consideraba responsable de integrar la
Sección Instructora, de modo que no se cumpliócon este punto del procedimiento" olGO

Dicha situación, por ser una violación al procedimiento, pues no se está cwnpliendo

con los requ isitos señalados en la Ley de la materia que daria lugar a la impugnaciones por

parte de los probables responsables por haberles violado sus derechos, es por ello que

diversos autores creen que dicho precepto señalado en el numeral antes indicado debe de

considerarse a partir de que exista la posibilidad de hacer dicha remisión.

Ya que hacemos referencia a los plazos y lénninos señalados en el artículo 13 de la

LFRSP, es válido hacemos la pregunta de a partir de cuándo empiezan a computarse los

plazos señalados en la ley de responsabilidades, el artículo 19 de dicho ordenamiento

señala:

"Articulo 19. La sección instructora deberá practicar todas las diligencias y fonnular
sus conclusiones hasta entregarlas a los secretarios de la Cámara, conforme a los
articulos anteriores, dentro del plazo de sesenta dias naturales, contado desde ti día

100 Ibídem, p . 153.
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sie;uie nte 3 13 feeha en que se le baya turnado la denun cia, a no ser que por cause
razonable y fundada se encuentre impedida para hacer lo..."

De la lectura de dicho articulo podemos concluir que existe un estado de

incertidumbre o una laguna jurídica ya que del contenido del artículo 13, segundo párrafo, y

del 19, no se señala con claridad el momento procesal en que empiezan a correr los plazos

fijados por la propia LFRSP, según el primer artículo, como ya vimos, señala que durante

los tres días siguientes a la ratificación de la denuncia, la Sección Instructora debe informar

al probable responsable sobre la materia de la denuncia; por el otro lado el articulo 19

señala que los plazos inician a partir del día siguiente a la fecha en que se haya turnado la

denuncia a la Sección Instructora.

De lo anterior se concluye que la ratificación y turnar la denuncia son dos actos,

obviamente diferentes y que se realizan ante Secciones y/o Autoridades diversas, por lo que

hace lógico pensar que para que empiecen a correr los plazos y/o términos es necesario que

la autoridad que conozca del asunto, es decir, la Sección Instructora, tenga en su poder la

denuncia y/o querella, y a su vez emita una especie de AUTO DE RADI CACIÓN para así

poder saber el punto de origen para el computo de los plazos, pero el problema existente es

que la LFRSP no hace referencia a dicho auto de radicaci ón, pero como recordaremos de

conformidad al articulo 45 de la ley de la materia, señala que en las cuestiones relativas al

procedimiento no Señaladas en la Ley Federal de Responsabilidad de los Servidores

Públicos, se aplicará supletoriamente el Código Federal de Procedimientos Penales, por [o

que este ordenamiento adjetivo federal prevé dicha figura en su articulo 142 y que señala:

ARTiCULO ]·U.- T ratáu dcse de consi:n:aciones si n det enido, d trib uQaI
ante el cual se ejerc ite la acción penal radicarA el asunto dentro del término
de dos días, salvo lo previsto en el párrafo tercero. abri endo expediente en el
que resolverá lo que legalmente corresponda y practicará sin demora
alfuna todas las diligencias que pro m uevan l:u partes.

El juez ordenará o negará la aprehensión, reaprehensión, comparecencia o cateo
solicitadosporel Ministerio Público dentro de los diez días contados a partir del
día en que se hayaacordado la radicación.

Tratándose de los delitos que el artículo 194 señala como graves. la radicación
se hará de inmediato y el juez ordenará o negará la aprehensión o cateo
solicitadospor el Ministerio Público. dentro de las veinticuatro horascontadas a
partir del momentoen que se haya acordado la radicación.
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Si dentro de los plazos antes indicadosel juez no dicta auto de radicación u no
resuelve sobre los pedimentos de aprehensión. reaprehensión, comparecencia o
cateo. el MinisterioPúblico podrá ocurriren queja ante el Tribunal Unitario de
Circuitoque corresponda.

Si el juez niega la aprehensi ón, reaprehensién, comparecencia o cateo, por
considerar que no están reunidos los requisitos de los artículos 16 de la
Constitución Política de los EstadosUnidos Mexicanos y 195 de este Código. se
regresará el expediente al MinisterioPúblico para el tramite correspondiente.

Diversos catedráticos han señalado la importancia del auto de radicación emitido

por la sección instructora como inicio del cómputo de plazos, ello ya que en cualquier dia

se podría promover una denuncia y/o querella ante la Secretaria General de la Cámara de

Diputados, inclusive en dias en que no estuviesen sesionando y toda vez que la ratificación

es ante la propia Secretaria General, ésta podría enviar a la Sección Instructora el

expediente, pero nos encontrarnos con otro problema que señala el artículo 19 segundo

párrafo, los plazos únicamente se computan cuando este sesionando la Cámara:

"Losplazos a que se refiere este articulo se entienden comprendidos dentrodel periodo
ordinario de sesiones de la Cámara o bien dentro del siguiente ordinario o
extraordinario que seconvoque."

Es decir. nos encontramos con el obstáculo de que los plazos corren únicamente del

1" de septiembre al 15 de diciembre o del 1° de febrero al 30 de abril, en sus periodos

ordinarios de la Cámaras, de conformidad a los artículo 65 y 66 de la CPEUM; asimismo,

como ya 10 advertimos en lineas anteriores, si dentro de esos periodos o en las sesiones

extraordinarias, no se encuentra constituida la Sección Instructora, dichos plazos no podrán

correr debido a que nadie está obligado a lo imposible.

Ahora bien, una vez que hemos señalado la importancia del auto de radicación por

parte de la Sección Instructora, es necesario saber el plazo que tiene el inculpado para dar

contestacíón a la denuncia, es decir para que señale lo que a su derecho corresponda, para

lo cual nos avocamos al artículo 13 de la LFRSP, que señala:

"Dentro de Jos tres días naturales siguientesa la ratificación de la denuncia. la sección
infonnará al denunciado sobre la materia de la denuncia, haciéndole sabersu garantía
de defen sa y que deberá, a su elección, comparecer o informar por escrito, dentro de'
los siete días naturales si:uieotes a la notificacióo."
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Pues bien, el artículo señala que el inculpado cuenta con 7 días naturales siguientes

a la notificación persona! que se le realice a efecto dc conocer la denuñcia, también es

cierto que dicho plazo puede ampliarse en virtud del volumen del expediente, aunque si

bien es cierto que ello no se encuentra textualmente estipulado en la ley, también los es que

el artículo 45 de la LFRSP, antes trascrito, señala la supletoriedad del Código de

Procedimientos Penales Federal, y éste en su articulas 291 y 296 señalan:

ArtícuJo 291.- Cerrada la imtrucdón, se manllará poner la causa ... la ~isUl del
Ministerio Público. por diez días, para que formule conclusiones por escrito. Si el
expediente excediere de doscientas fojas, por cada cien de: exceso o fracdóD, se
aumentará un día al plazo señalado, sin que nunca sea mayor de tninta días
hábiles.
Transcurrido el plazo a que se refiere el párrafo anterior sin que el Ministerio Público
haya presentado conclusiones, el juez deberá informar, mediante notificación personal
al Procurador General de la República acerca de esta omisión . para que dicha autoridad
formule u ordene la formulación de las conclus iones pertinentes. en un plazo de diez
días hábiles, contados desde la fecha en que se le haya notificado la omisión, sin
perjuicio de que se apliquen las sanciones que corresponden; pero, si el expediente
excediere de dosci entas fojas , por cada cien de exceso o fracción se aumentará W1 día
en el plazo señalado. sin que nunca sea mayor de treinta días hábiles.
Si tranSCWTCD los plazos a que alude el párrafo anterior, sin que se fonnulen las
conchisiones, el juez tendrá por fonnuladas conclusiones de DO acusación y el
procesado será puesto en inmediata libertad y se sobreseerá el proceso.

Artículo 296.~ Las conclusfones aeusatertas, ya sean formuladas por el Agente o
por el Procurador, en su caso, se b.llr:i.n conocer al acusado y a su defensor
dAndoles vista de todo el proceso, a fin de que, en UD término Igual al que p,;¡rs el
MJDlsterfo Público señala el artíc:ulo 291, ront~teD el escrito de aeusaclén }'
formulell, a su vez.l~ conclusiones que crean precedentes.
Cuando los acusados fueren vanos. el ténnino sera común pan. todos.
Si las conclusiones acusatorias definitivas se refieren a delito cuya punibilidad no
señale pena de prisión o la señale alternativa con otra na privativa de libertad, el juez
pondrá en inmediata libertad al acusado, advirtiéndoJe que queda sujeto al proceso para
SU continuación hasta la sentencia ejecutoria.

Finalmente es necesario aclarar que el artículo 19 de la LFRSP no se debe de seguir

a! pie de la letra para el desahogo del juicio de procedencia, ya que existe artículo expreso

que regula el desafuero y el plazo para rendir el dictamen pertinente:

"Articulo 25 . Cuando se presente denuncia o querella por particulares o requerimiento
del Ministerio Público cumplidos los requisitos procedimentales respectivos para el
ejercicio de la accíón penal, a fm de que pueda procederse penalmente en contra de
algunos de los servidores públicos a que se refiere el primer pámlfo del articulo 111 de
la Constitución...

Pata los efectos del primer párrafo de éste articulo, la sección deberé rendir su
dictamen en un plazo de sesenta días hábiles, salvo que fuese necesario disponer de
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más tiempo a criterio de la sección. En este caso se observarán las normas acerca de
ampliación de plazos para la recepción de pruebas en el procedimiento referente al
juicio político. ,.

Es decir, existe una diferencia substancial entre el juicio político y el j uicio de

procedencia, ya que en el primero la sección Instructora dispone de 60 dias naturales para

emitir su dictamen, mientras que en el segundo dispone de 60 dias hábiles .

Así cl artículo 19 y el 25, ambos de la LFRSP , establece diferencias claras entre el

juicio político y el de procedencia, mismas que son las siguientes:

a) En el juicio político (JP), la sección instructor" solicita a la Cámara que se amplíe el

plazo para perfeccionar la instrucción; en el juicio de procedencia o desafuero (ID)

la propia Sección Instructora, como autoridad competente, decide por si, si es

necesario ampliar el plazo para perfeec ionar la instrucción; y

b) En el JP, la Cámara única y exclusivamente puede ampliar el periodo para la

instrucción hasta en 15 dias naturales lógicamente; en el ID no existe un término

específico, sino que es el estrictamente necesario para la conclusión del

procedimiento.

Finalmente es preciso señalar que tanto en el juicio de procedencia como en el

político los plazos se cuentan en periodos ordinarios de sesiones y en los extraordinarios,

específicamente convocados para el efecto de desahogar los procedimientos señalados, es

decir, el último párrafo del articulo 19 es aplicable para el desahogo de ambos procesos.

3.2.4.1. PERIODO PROBATORIO

El periodo probatorio es la parte medular del juicio de procedencia, ya que de los

medios que las partes hagan llegar a la autoridad dictaminadora dependerá la procedencia o

improcedencia de quitar el fuero al servidor público, para ello es necesario analizar el

articulo 14 de la LFRSP:
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"Articulo 14. La sección instructora abrirá un periodo de prueba de treinta días
naturales dentrodel cual recibirá las pruebas que ofrezcan el denunciante y el servicor
público. así como las que la propia sección estime necesarias.

Si al conclu ir el plazo señalado no hubiese sido posible recibir las pruebas ofrecidas
oportunamente. o es preciso anegarseotras, la sección instructora podrá ampliarlo en la
medidaque resulteestrictamente necesaria,"

En virtud de que la LFRSP no señala expresamente el término para ofrecer pruebas,

es que dicho artículo es aplicable para el proceso de desafuero, así el inculpado al momento

de comparecer ante la sección instructora y/o contestar por escrito (de conformidad con el

articulo 13 LFRSP) puede ofrecer pruebas, no obstante que es obligación de la Sección

Instructora emitir un acuerdo donde se les haga saber tanto al inculpado como al Ministerio

Público que está abierta la etapa probatoria; lo trascendente de dicho artículo es que deja al

arbitrio de la Sección Instructora determinar el plazo por el cual se podrán ofrecer pruebas,

no obstante que dicho plazo debe ser parte de los 30 dias naturales que señala el artículo

antes referido, inclusive siguiendo el principio de "donde la ley no distingue no debemos .

distinguir", se debe entender que, inclusive, dentro de los 30 dias naturales se deben

desahogar las pruebas, es decir se puede concluir que en el lapso de tiempo señalado en el

artículo 14 de la LFRSP se debe señalar UD periodo para que las partes ofrezcan pruebas y

el resto servirá para el desahogo de las mismas.

Finalmente el Senador Andrade Sánchez, señala la importancia del periodo

probatorio dentro del juicio de procedencia:

"Durante el periodo probatorio la Sección Instructora debe realizar dos tareas
importantes: una" la calificación de la pertmencia de las pruebas y, otra, la valoración
de ellas:~Jo :

En relación a lo que señala el Senador Andrade Sánchez, el artículo 14 de la LFRSP

precisa que es facultad, única y exclusiva, de la Sección Instructora calificar la pertinencia

de las pruebas ofrecidas por las partes, es decir que la autoridad competente debe

determinar si las pruebas ofrecidas son idóneas para veríñcar los hechos que las partes

sostienen o alegan, el autor, inclusive hace referencia a la ignorancia que a nuestros días se

tiene del desahogo del juicio de procedencia pues en el caso de los dirigentes del sindicato

101 Ibídem, p. 163
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dc PEMEX quc conoció la LVIII Legislatura, la Instructora desech é diversas pruebas,

veamos el por qué en letras del propio Senador Andrade Sánchez:

"Este punto también dio lugar a una situación controvertida en el Seno de la Sección
Instructora de la LVID Legislatura. En el multicilado caso de los dirigentes del
sindicato de PEMEX. la Sección Instructora. por decisión tomada con el voto de la
mayoría de sus miembros. desechó pruebas que si resultaban pertinentes.

La instructora consideró que ciertas pruebas eran muy dificiles de desahogar o ~dian

llevar mucho tiempo. lo cual jurídicamente no es 10 que tienen que determinar..: ' 02

La pertinencia de las pruebas implica la idoneidad de las mismas, asimismo, el

Código Federal de Procedimientos Penales establece las reglas para la admisión de las

mismas, elJo en el artículo 206, del Código Adjetivo antes referido:

"Artículo 206 . Se admitirá como prueba en los términos del articulo 20 fracción
y de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. todo aque llo
que se ofrezca como tal. siempre que pueda ser conducente, y no vaya contra el
derecho. a juicio del ju ez o tribunal. Cuando la autoridad judicial lo estime
necesario,podrá poralgún otromedio de pruebaestablecersu autenticidad"

De conformidad COD el articulo antes transcrito, se aceptará como prueba todo lo

conducente, siempre y cuando no vaya contra el derecho a juicio del j uez; hecho que desde

luego tendría que haber valorado la Secci ón Instructora, pues esta debió haber desechado

las pruebas con fundamento en normatividad aplicable y no solamente hacerlo por el hecho

de que para su desahogo seria un lapso de tiempo largo o que serían muy difíciles para su

desahogo.

El autor y Doctor en Ciencia Política '03 antes citado precisó que las pruebas

desechadas por la instructora lo fueron docwnentales (por DO ofrecer copias certificadas) y

testimoniales, con el argumento de ser difíciles para su desahogo, hecho que

definitivamente es ajeno e ilegal a todas luces por no encontrarse debidamente fundada la

resolución tomada por la autoridad instructora.

Las pruebas SOD UD elemento trascendental- para un proceso jurisdiccional,

administrativo O del trabajo, pues en base a elJas el juzgador podrá formar su criterio para

'" Ibidem, p. 164o., Ibidem, p. 165

103

Neevia docConverter 5.1



en su caso resolver conforme a derecho, es decir con las pruebas el juzgador se allega de la

verdad histórica de los hechos, hecho que la instructora omitió en definitiva, con el

argwnento, en el caso de las docwnentales, de que no eran admitidas por no haberse

ofrecido en copias certificadas, acto que además viola el articulo 36 de la Ley Federal de

Responsabilidad de los Servidores Públicos:

Articulo 36.~ Tanto el inculpado como el denunciante o querellante podrán
solicitar de las ofici nas: o establecimientos públicos las copias certificadas de
documentos que pretendan ofrecer como prueba ante la Sección respectiva o
ante lasCámaras.

Las au tori dades estarán oblig adas a exp ed ir dichas copias certlflcad as, sin
demora, ). si no lo hicieren (a sección, o las Cámaras a instancia del
Interesado, señalará a la autoridad em lsa un plazo razonable para que las
exp ida, bajo apercibimiento de imponérsele una multa de diez a cien veces el
salario mínimo vigente en el Distrito Federal sanción que se hará efectiva si la
autoridad no las expidiere. Si resultasefalso que el interesado hubiese solicitado
las constancias. la multase hará efectiva en su contra."

De dicho articulo se pueden derivar dos hipótesis:

al Es <>bligación de la Sección Instructora solicitar, a diversas autoridades, las copias

certificadas que hayan sido solicitadas por el inculpado y la autoridad haya sido

omisa en tramitar dicha solicitud. Inclusive el propio articulo faculta a la instructora

a imponer multa en caso de no emitir las copias solicitadas.

b) En caso de no ser obligación de la Sección Instructora la solicitud de copias

certificadas, a diversas autoridades, tuvo que haber dado un término al inculpado

para obtener las mismas, pues de lo contrario se estaría transgrediendo la garantía de

seguridad j uridica.

De lo anterior podernos concluir, que de conformidad con el articulo 49 de la

LFRSP, la Sección Instructora debe seguir lo estipulado por el Código Federal de

Procedimiento Penales, cn cuanto a la apreciación de pruebas, con lo cual la instructora

violentó también dicho articulo:

"Artículo 45. En todas las cuestiones relativas al procedimiento no previstas en
esta ley, así como en la apreciación de las pruebas, se observarán las
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disposiciones del Código Federal de Procedimi entos Penales. Asimismo. se
atenderán, en lo conduc ente, las del Código Penal.'

Veamos el punto de vista del Licenciado Andrade S ánchez:

"La valoración de las pruebas está regida por el Código Federal de
Procedimientos Penates en sus artículos del 279 al 290, y a esas reglas debe
atenerse la Sección Instructora, sin que le sea dado desechar las pruebas o dejar
de valorar las apartándose de los propios contenidos en Jos mencionados
preceptos. pues a ello la obliga el artículo 45 de la LfRSP: ·l~

En el caso del diputado federal Bonifacio Castillo Cruz, la sección Instructora de la

LVIII Legislatura, desechó las periciales ofrecidas por el diputado, pues como era acusado

del delito de peculado, ofreció la pericial en materia contable, la instructora las desechó por

los siguientes motivos:

' IA j uicio de la sección instructora. no es pertinente admitir las probanzas antes
enlistadas, toda vez que las mismas no resu ltan aptas ni idóneas para determinar
la procedencia o improcedencia de la remoción del fuero constituci onal que en
el caso concreto se viene analizando, precisamente, por no ser pertinentes para
dicho fin... el objeto probato rio del procedimiento en comento no estriba en
demost rar la culpabilidad, responublUdad o 'nocencfa del servidor públito
denunciado, sino que se centra en la validez de la pretensión punitiva para
que la misma pueda hacerse efecti va por parte de la autoridad
investigadora. de delitos ante el órgano de la j ur'ísdleei én....-tcs

La Sección Instructora de la LVIII Legislatura, con el razonamiento anterior y el

dcsechamiento de diversas probanzas, transgredió el articulo 25 de la LFRSP, por los

siguientes razonamientos:

a) El artículo 25, en su primer párrafo, establece la siguiente obligación para

la instructora: .....practicará todas las diligencias conducentes a establecer

la existencia del delito y la probable responsabilidad del imputado, así

como la subsistencia del fuero constitucional cuya remoción se solicita.,"

b) De dicho artículo se desprende que es obligación de la Sección Instructora

el establecer la existencia del delito.

,... lbidem. p. 166.
lOS Idem.
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c) Acaso la pericial en contabilidad, 00 seria la prueba idónea para

comprobar el cuerpo del delito, en este caso del delito de peculado?

Con ello podemos concluir las terribles violaciones y con eUo errores en que

incurrió la Lvm en los juicios de desafuero que le tocó conocer a la Instructora.

3.2.4.2. AJ>EGATOS Y CIERRE DE INSTRUCCIÓN

Una vez que se han desahogado las pruebas admitidas por los miembros integrantes

del Sección Instructora, dentro de los plazos indicados o en las ampliaciones respectivas de

conformidad con la propia Ley Federal de Responsabilidad de los Servidores Públicos,

mismos que bemos especificado dentro del presente capítulo , se cierra la instrucción y las

partes tienen derecho a emitir sus alegatos, tal y como lo precisa el propio artículo 15 de la

Ley de la materia :

Artículo 15. Terminada la instrucción del procedimiento. se pondrá el expedientea
la vista del denunciante, por un plazo de tres días naturales. y por otros tantos 3 la
del servidor público y sus defensores, a fin de que tomen los 'datos que requieran
para formular alegatos, que deberán presentar por escrito dentro de los seis
días naturales siguientes a la conclusión del segundo plazo mencionado.

De la lectura del citado articulo, así como de su interpretación literal, podrlamos

concluir señalando que el principio de igualdad se encuentra transgredido en dicho numeral

pues cita que las parte podrán formular alegatos "dentro de los seis días naturales

siguientes a la conclusión del segundo plazo mencionado", es decir que el denunciante,

en este caso el Ministerio Público gozará, al menos , de nueve dias naturales posteriores a la

conclusión del plazo que la ley le otorga para revisar el expediente respectivo, mientras que

el servidor público y su defensa, únicamente gozarian de seis días posteriores a la

conclusión del plazo de tres días naturales determinados para revisar el expediente.

Por lo anterior creemos que los seis días para presentar alegatos por las partes,

deben empezar a correr a partir del termino en que tienen acceso al expediente, para que

prepondere, como en todo proceso judicial, la garantía de igualdad entre las partes.
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Transcurrido el tiempo de presentación de alegatos, se hayan presentado o no por

las partes, inicia el plazo para la Instructora emita sus conclusiones al respecto y con ello su

dictamen final ante la presidencia de la Cámara de Diputados , tal y como lo señala el

artículo 16 de la Ley Federal de Responsabilidad de los Servidores Públicos:

Articul o 16. Transcurrido el plazo para la presentación de alegatos, se hayan o no
entregado éstos, la sección instructora fonnulari. sus conclusiones en vista de las
constancias del procedimiento. Paraeste efecto analizará clara y metódicamente la
conducta o 10s hechos imputados y hará las consideraciones jurídicas que procedan
parajustiñcar, en su caso. la conclusión o la continuación del procedimiento.

En dicho dictamen, Jos cuatro diputados integrantes de la sección Instructora

valorarán y determinarán, JURÍDICAMENTE, el contenido dcl expediente respectivo, a

efecto de emitir una resolución de carácter JURíD ICO y no politico, como miembros de la

clase gobernante pretenden señalar.

Por tanto, una vez estudiado el proceso del denominado "JUICIO DE

PROCEDENCIA", podemos determinar, de conformidad a la propia ley de la materia, los

plazos y términos durante cada una de las etapas de dicho proceso, mismas que tratamos de

sintetizar en el siguiente esquema, una vez RADICADO EL PROCESO Ai\lTE LA

SECCIÓN INSTRUCTORA:

ETAPA PROCESAL PLAZO

Notificar al servidor público la radicación Transcurren tres días naturales

El Servidor Público contesta la denuncia Goza de siete dias naturales

Se abre el periodo probatorio Consta de treinta dias naturales

El MP se impone de los autos para alegatos Tres dias naturales

El Servidor Publico se impone de los autos para alegatos Tres días naturales

Plazo de entrega de alegatos de las partes Seis dias naturales

TOTAL Cincuenta y dos días naturales
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Así de conformidad al propio artículo 25, último párrafo, de la Ley Federal de

Responsabilidad dc los Servidores Públicos, la Sección Instructora cuenta con SESENTA

DÍAS HÁBILES para emitir su dictamen , por lo que al realizar una simple operación

aritmética e imaginando que no se presentara algún dia festivo. tenemos que 60 DÍAS

HÁBILES, SON 12 SEMANAS, ES DECIR UN TOTAL DE 84 DÍAS NATURALES,

Y SI A ESTA ÚLTIMA CANTIDAD LE RESTAMOS LOS 52 DÍAS NATURALES

COMPUTADO EN EL CUADRO ANTERIOR PARA EL DESAHO GO DEL

JUICIO DE PROCEDENCIA, TENEMOS QUE LA SECCIÓN INSTRUCTORA

CUENTA CON 32 DÍAS NATURALES, UNA VEZ CONCLUIDO EL PLA7..o PARA

LA PRESENTACIÓN DE ALEGATOS, PARA EMITIR SU DICTAMEN. LO

ANTERIOR, EN EL NORMAL DESARROLLO DEL JUICIO RESPECTIVO, ES

DECIR, SIN QUE EXISTA AMPLIACIÓN DE TÉ RMINOS, SOLICITADO POR

LA SECCIÓN INSTRUCTORA.

3.2.4.3. RESOLUCIÓN

Transcurrido el tiempo de presentación de alegatos, se hayan presentado o no por

las partes, inicia el plazo para la Instructora emita sus conclusiones al respecto y con ello SU

dictamen final ante la presidencia de la Cámara de Diputados. tal y como lo señala el

articulo 16 de la Ley Federal de Responsabilidad dc los Servidores Públicos:

Articulo 16. Transcurrido el plazo pata la presea tacién de alegatos, se hayan O no
entregado éstos, la sección instructora formulará sus conclusiones en vista de las
constancias del procedimiento. Paraeste efecto analizará claray metód.icamente la
conductao los hechos imputados y hará1asconsideraciones jurídicas que procedan
para justificar, en su case. fe conclusión o la continuación del procedimien to.

Como lo indica el articulo transcrito los cuatro miembros de la Sección Instructora

deben analizar clara y metódicamente la conduc ta o los hechos imputados y hará las

consideraciones juridicas que procedan; como podemos apreciar el dictamen debe estar

debidamente fundado y motivado. es dec ir. relacionar los propios hechos con el supuesto

jurídico aplicable al caso concreto, a efecto de determinar si es o no procedente quitar el

fuero al servidor público , presento responsable, y en su caso proceder en su contra.
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Es decir, de conformidad con el artículo 25 de la Ley de Responsabilidades de los

Servidores Públicos, la resolución del juicio de procedencia debe determinar lo siguiente:

A) La existencia del deli to;

B) La probable responsabilidad del imputado; y

C) La subsistencia del fuero constitucional del Servidor Público.

Así de conformidad al propio art ículo citado , es obvio que la resolución de la

Sección Instructora, tiene tres sentidos, y no dos como se pudiera pens ar:

A .- Que ha lugar a proceder;

B.- Que no ha lugar a proceder; y

C,»Declarar que es notoriamente improcedente.

En caso de que la Sección Instructora, así como el Pleno de la Cámara de Diputado

erigido en Jurado de Procedencia, determinen que ha lugar a proceder en contra de un

Servidor Público, úNICA y EXCLUSIVAMENTE PERMITE QUE SEA JUZGADO

POR LOS DELITOS QUE LE FUERON IMPUTADOS Y POR LOS CUALES

CONOCiÓ LA SECCiÓN INSTRUCTORA, PUES DE LO CONTRARIO

PERDERÍA SU RAZÓN DE SER El. FUERO CONSTITUCIONAL, PUDIENDO

SER OB.JETO DE PERSECUCiÓN POLÍTICA, veamos la opinión al respecto de

Elisur Arteaga Nava:

"La resolución por virtud de la cual se prive del fuero al servidorpúblico sólo
permite juzgarlo por los delitos que le fueron imputados y cuya existenci a fue
constatada por la Sección instructora, así como la probable responsabilidad
respecto de los mismos. Ladecisión de la Cámara de que "1Ia lugara proceder'
implica que la procedencia es solamente cm relación con los delitos que la
Cámara tuvo oportunidad de anal izar, pero no por otros, pues de no ser así
pierde sentido la inmunidadrelativa de la que disfruta el funcionario,ya que éste
podríaseracusadoen condiciones objetivasporun delito relativamente menor y
luego ser objeto de una persecución política imputándole delitos másgraves que
pudieran no estarjustificados y de los cuales no tuvo conocimiento el órgano
facultado para decretar el desafuero ....I06

106 Arteaga Nava, Elisur. Derecho Constitucional,p. 745.
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Líneas arriba manifestamos que la Sección Instructora podia también desechar por

notoriamente improcedente la denuncia presentada por el Ministerio Público, cllo con

fundamento en el articulo 25, segundo párrafo, dcl la Ley Federal de la materia:

"Si a juicio de la sección. la imputación fuese notoriamente improcedente. lo hará
saber de inmediato a la Cámara, para que ésta resuelva si se continúa o desecha.
sin perjuicio de reanudarel procedimiento si posteriormente aparecen motivos que
la justifiquen."

De lo anterior se colige que si a juicio de la Sección Instructora no existen

elementos de prueba en la denuncia que permitan considerar la posibilidad de que exista un

delito o de que aparezca como probable la responsabilidad dcl inculpado, procede su

desechamiento. As í, dicha resolución debe ponerse a consideración de la Cámara de

Diputados, para que ésta determine si se continúa con el procedimiento o en definitiva se

desecha, y dicha determinación será votada por la Cámara de Diputados de conformidad

con el articulo 40 de la LFRSP:

Artículo 40. En todo lo no previsto poresta Ley. en las discusiones y votaciones se
observarán , en 10 aplicab le, las reglas que estab lecen la Constitución, la Ley
Orgánica y el Reglamento Interior del CongresoGeneral p3I'3. discusión y votaci ón
de las leyes. En todo caso, las votaciones deberán ser nomina les, para formular,
aprobar o reprobar las con clusiones o dictáme nes de las secciones y pararesolver
incidental o definiti vamente el procedimiento.

Así Y toda vez que de la correcta interpretación de los articulo 13. 14, 15, 25 Y

demás relativos y aplicables de la LFRSP, dicho desechamiento por notoriamente

improcedente, por parte de la Sección Instructora, no es propiamente un dictamen, pues éste

se emite únicamente cuando se ha abierto la instrucción y una vez concluida ésta se dicta

aquélla, por lo que obviamente tampoco la Cámara de Diputado se erige en Jurado de

Procedencia para resolver si ratifica o no el desechamiento respectivo, por lo que es

procedente la aplicación del articulo trascrito, procediendo la Cámara a votar nominalmente

su aprobación o negativa al respecto.

En nuestra historia parlamentaria se han desechado casos por ser notoriamente

improcedentes, tal es el caso que la Sección Instructora de la LVIIl Legislatura, en sesión

del 3 de diciembre de 2002, desechó por improcedentes cinco casos:
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A.- SI/Ol/02 de los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia de Tamaul ipas;

B.- S1/04/02 de diputados del Congreso de Morelos;

c.-S1/06/02 de siete ministros de la Suprema Corte de Justicia;

D.- S1/09/02 del diputado H éctor Sánchez López; y

E.- SI/l0/02 de Andrés Manuel López Obrador, Jefe de Gobierno del D. f.

A este respecto, analicemos el expediente número S1/09/02, formado en contra del

diputado Héctor Sánchez López, a quien se le atribuyó el delito de AMENAZAS, por

diversas expresiones que realizó en una conversaci ón vía telefónica con el presidente de la

Comisión de Derechos Humanos del Estado de Oaxaca en relación a un bloqueo de calles

de la capital de dicha Entidad Federat iva.

Como estudiamos en el primer capítulo del presente trabajo acad émico, de

conformidad con el articulo 61 de la Constitución Política de los Estados Unidos

Mexicanos, los diputados son inviolables por las opiniones que manifiesten el desempeño

de su cargo y por ello no podrán ser reconvenidos. La Sección Instructora consideró que en

caso de prosperar el proceso de desafuero se estaría transgrediendo dicho precepto

constitucional, por lo que desecharon por notoriamente improcedente dicho expediente.

En tal situación es práctieamentc imposible fincar alguna responsabilidad a

diputados por la comisión de delitos como difamación, calumnia, amenazas O injurias, pues

en todos estos casos se desecharla el proceso por la inmunidad con que cuentan dichos

servidores en el ejercicio de sus funciones, situación que desde luego esta en tela de juicio.

3.2.5. RELEVANCIA JURÍDICA DEL DICTAMEN DE LA SECCIÓN

INSTRUCTORA.

Como ha quedado debidamente precisado el dictamen de la Sección Instructora solo

tiene dos vertientes, el señalar que ha lugar a proceder en contra de un servidor público o no

proceder en contra de éste; es decir, el dictamen de la Instructora es precisamente una
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SENTENCIA, por lo que debe contener todos y cada uno de los elementos de la misma

tales como:

RESULTANDO, donde se relatan los hechos de que tuvo conocimiento la sección

instructora, así como los antecedentes procedirncntalcs del caso, como la fecha de

presentación de la solicitud de procedencia y la fecha de constitución de la Sección

Instructora.

CONSIDERANDOS, es el apartado más importante de la resolución, pues en dicho

apartado se contienen los razonamientos lógicos y jurídicos por virtud de los cuales los

integrantes de la Sección Instructora llegar a una determinación.

RESOLUTIVOS, son las conclusiones del asunto, donde se señala con precisión si

ha o no lugar a proceder en contra de determinado servidor público. En el caso de que

hayan determinado proceder en contra, es necesario que la resolución contenga un

resolutivo específico donde se precise que le es removido el fuero al Servidor Público y

otro en el cual se precise su separación del cargo. A efecto de demostrar lo anterior,

analicemos el contenido dc la resolución del desafuero del Senador Jorge Díaz Serrano en

1983:

Primero. Se remueveel fuerode quegoza el ingenieroJorgeDiez Serrano como
senadorde la Repúbljca~ a efecto de que se puedan ejercitar las acciones legales
que correspondan .

Segundo. Se declara que ha lugar a proceder en contra del C. Senador ingeniero
Jorge Diaz Serrano. en los términos de los artículos 74 y 11 de la Constitución
Políticade los estadosUnidosMexicanos.

Tercero. Se separa de su cargode senador de la Repúbliea al C. Ingeniero Jorge
D1az Serrano,

Cuarto. Hágasedel Conocimiento de la,Procuraduria General de la República y
del C. Ingeniero Jorge Díaz Serrano esta resolución.

Quinto. Cúmplase en lo conducente: con lo dispuesto por el articulo 44 de la Ley
Federal de Responsabilidad de los Servidores Públicos .
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Comuníqueseal ingenieroJorge Diaz Serrano, a su defensa y a la Procuraduria
General de la República. 107

Ahora bien. en el caso del diputado perredista RENE JUVENAL BEJARANU

MARTÍNEZ, en fecha 4 de noviembre del año 2004 , el presidente de la Mesa Directiva de

la Cámarade Diputados, el priista Manlio Fabio Beltrones Rivera , confirmó el dictamen de

la Sección Instructora en los siguientes términos:

Primero. Ha lugar a proceder penalmente en contra del diputado con licencia a la
Asamblea dd Distrito Federar de fa nI Legislatura, René Juvenal Bejerano
Marti nez, como consecuencia del procedimiento de declaración de procedencia,
en el que ha quedado acreditada la existencia de los delitos y su probable
responsabilidad en la comisión de los mismos. por las razones expuestasen los
Considerandos SO. 66

• -¡o y~ del dictamen emitido por la Sección Instructcra,

Segcndo.. El ciudadano Rene Juvenal Bejarano Martmez, queda
inmediatamente separado de su cargo como diputado a la Asamb lea del Distrito
Federal de la 111 Legislatura y en consecuencia a disposi ción de las autoridades
competentes paraque actúen con apego y arreglo a la ley .

Tercero. Las determinaciones contenidas en la presente declaratoria. de ninguna
manera prejuzgan respecto a la exis tencia de los delitos y la probable
responsabilidad penal del ciudadano Rene Juvenal Bejarano Marttnez, por lo
que quedan intocadas las facultades legales del Ministerio Público y las
autoridades jurisdiccionales paraque. en ejercicio de sus funciones. realicen las
actuacionesque considerenpertinentes.I01

Nótese que dicha resolución no hace mención especifica de la remoción del fuero

del C. René Bejarano Martínez,pues el resolutivo primero sólo señala que quedó acreditada

la existencia de los delitos y la probable responsabilidad de dicho diputado local, violando

con ello el artícu lo 25 de la Ley Federal de Responsabilidad de los Servidores Públicos ,

más sin en cambio , el segundo resolutivo precisa la separación del probable responsable a

la diputación en la Asamblea Legislati va del Distrito Federal .

En caso de que el dictamen de la Secc ión Instructora determine que no ha lugar a

proceder contra el imputado, se precisará en los resolutivos, tan es el caso que la LVIII

Legislatur a en fecha 22 de abril de 2003 , en los casos seguidos en contra de l diputado local

de Campeche , Carlos Manuel Cambrais López, y los diputados federales de Veracruz,

101 Ibídem . p. 187.
101 Versiónescenográfica de la sesión de la Cámara de Diputados eregida en Jurado de Procedencia. jueves 4
de noviembre de 2004.
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Bonifacio Castillo Cruz y Pedro Manterola Sáinz, únicamente se formul ó un solo

resolutivo:

"No ha lugar a la remoción del fuero constitucional del diputado federal de la
LVlII Legislatura de la H. Cámara de DIputados del Congreso de lo Unión. Pedro
Mantercla Sáínz, por las razones expuestas en los considerandos de es te:
dictamen ...109

Dicha Legislatura, es decir la LVIII, sentó un precedente negativo en la esfera

constitucional mexicana y en específico en el seguimiento dc los juicios de procedencia

resueltos en fecha 22 de abril de 2003, transgrcdiendo la Ley Federal de Responsabilidad

dc los Servidores Públicos, pues para resolver los casos ya expuestos, la presidencia de la

Mesa Directiva de la Cámara no erigió a ésta en Jurado de Procedencia, y los dictámenes se

votaron en forma económica , contraviniendo lo señalado por el artículo 40 de la Ley de

Responsabilidades:

Articulo 40. Entodo lo no previsto por esta Ley. en las discusiones y votaciones
se observarán. en lo aplicable, las reglas que establecen la Constitución, la Ley
Orgánica y el Reglamento Interior del Congreso General para discusión y
votación de las leyes. En todo caso, las votaciones deberán ser nominales, pan.
fonnular, aprobar o reprobar las conclusiones o dictámenes de las secciones y
pararesolverincidental o definitivamente el procedimiento.

Como se hizo notar en el presente trabajo académico el juicio de procedencia era

desconocido por los Diputados en lo general, por lo que sufrieron muchas inconsistencias al

respecto, es por ello que la LVIII Legislatura creyó procedente votar cn fonna económica

dicho dictamen de no procedencia, tal y como lo hacían con los llamados dictámenes

negativos, que desechan una iniciativa de ley y que son elaboradas por comisiones

ordinarias, por ello al considerar que la Sección Instructora era una comis ión más votaron

de esa manera tales asuntos .

Actuando de la manera en que actuaron los legisladores de la LVIII Legislatu ra,

violaron las normas de procedibilidad de la Ley Federal de Responsab ilidad de los

Servidores Públicos, negando así la facultad jurisdiccional con que cuenta dicho Órgano de

Poder y desvalorando el trabajo y la etapa de instrucción realizado por la Sección

'" Ibídem, p. 189.
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Instructora, violentando asimismo el artículo 11I de la Constitución Política Federal que

advierte que para proceder penalmente en contra de determinados funcionarios:

..... la Cámara de Diputados declarará por la mayoría absoluta de sus miembros
presentes ensesión..si hao no lugara proceder contra el inculpado,"

Es deeir el articulo 111 de la Constitución Federal en ningún momento restringe el

hecho de que la Cámara de Diputados se erija en Jurado de Procedencia única y

exclusivamente cuando el dictamen de la Sección Instructora resue lva que ha lugar a

proceder en contra del servidor público en tumo. La Cámara de Diputados debe erigirse en

Jurado de Procedencia, una vez concluida la Instrucción por la Sección Instructora, a efecto

de que concl uya el procedimiento respectivo y señalado en el artículo 26 de la Ley

reglamentaria en cuestión:

Articulo 26. Dada cuenta del dictamen correspondiente, el Presidente de la Cámara
anunciará a éstaque debe erigirse en Jurado de Proceden cia al día sigui ente a la
fecha en que: se hubiese depositado el dictamen) haciéndolo saberal inculpado y a
su defensor. asl como al denunciante, al querellante o al Ministerio Público, en su
caso .

La leyes muy clara al respecto, posterior al depósito del dictamen realizado por la

Sección Instructora, la Cámara de Diputados debe erigirse en Jurado de Procedencia y

notificarlo a las panes en controversia , y al ser dicho procedimiento de carácter puramente

jurisdiccional, no es posible darle el visto netamente legislativo y votarlo como un simple

dictamen negativo formulado por una comisión más .

La Cámara de Diputados, o mejor dicho el presidenle de la misma, pretendió

fundamentar dicha votación económic a, en términos del segundo párrafo del artículo 25 de

la Ley Federal de Responsabilidad dc los Servidores Públicos, es decir confundió el

dic tamen que determinó improcedente el desafuero con el desechamiento del expediente

por ser notoriamente improcedente, artículo que previamente analizamos y que es del tenor

literal siguiente:

"Si a ju icio de la sección, la imputación fuese notoriamente improcedente, 10 hará
saber de inmediato a la Cámara. para que ésa resuelva si se continúa o desecha.
sin perjuicio de reanudar el procedimiento si posteriormente aparecenmotivos que
la j ustifiquen."

11 5
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Como ya lo analizamos, es ilógico dicha analogia propuesta por el presidente de la

Cámara de Diputados de la época, pues el párrafo segundo del artículo 25 es claro al

señalar que al desechar un asunto por ser notoriamente improcedente, la Sección Instruc tora

no ha iniciado el procedimiento aún, es decir, ni siquiera ha notificado al servidor público,

pues el efecto es inhibir la acción de la Instructora y paralizar el desarrollo del

procedimiento jurisdiccional; mientras que en el supuesto juridico que analizamos ya se

notificó al probable responsable, éste contestó, se abrió un periodo probatorio y de alegatos

y se concluyó con un DICTAMEN que determinó improcedente el desafuero, por lo que

obviamente era procedente el supuesto juridico del articulo 26 de la LFRSP, erigiéndose la

Cámara de Diputados en Jurado de Procedencia y votar el dictamen por mayoría absoluta,

acto que violentó , una vez más, nuestro entonces endeble sistema juridico - constitucional.

Asi, evidentemente se viol ó la LFRSP y por ende el derecho del Ministerio Público

que formuló la acusación respecti va, a contro vertir las conclusiones de la Sección

Instructora, tal y como lo establece el propio artículo 26 de la LFRSP, dicha inconformidad

lo hizo valer el Ministerio Público de Veracruz, a través de su titular el Lic. Pericles

Namorado Urrutia, mediante oficio de fecha 22 de abril de 2003, en los siguientes términ os:

DIP. ARM ANDO SAL INAS TORRE
PRESIDENTE DE LA MES A DIRECTIVA
DE L\ H. CÁMARA DE DIPUTADOS
PRESENTE .

Señor Presidente:

El Ministerio Público del Estado de Veracruz, a mi cargo, ha tenido
conocimiento de que la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión se
propone resolver acerca de dictámenes recaídos en los procedimientos
instaurados por la Sección Instru ctora, iniciados con motivo de averiguacion es
previas abiertas en el Estado de Veracruz contra dos diputados de esta Cámara,
sin cumplir con formalidades constitucionales )' legales insoslayables. Esto es,
sin erigirse en jurado de procedencia para determinar, como señala la
Constitución, si ha O no lugara procedercontra los inculpados y sin haber dado
vista. al Ministerio Público del Estado de Veracruz, como lo ordena el An.. 26 de
la Ley Federal de Respo nsabilidades de los Servidores Públicos .

Le hago llega r esta comunicación para manifestar. en nombre de la
representación social ·..eracruzana, mi más absoluto rechazo a este proceder
violatorío de la Constitución y de la ley, solicitándole que recti fique el
procedimiento y permi ta al Ministerio Público verecruzanc hacer 'Valer el
derecho que tim e ante el Pleno de la H. Cámara de Diputados. Si pese a esta
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solicitud, fundada en el artículo 111 de la Constitución Generalde la república y
26 de l. Ley Federal dc Responsabilidades de los Servidores Públicos, l.
Presidencia a su cargo se empeñare en actuar fuera de los causes legales, la
Procuraduria Generalde Justicia del Estado de Veracruz deja constancia de que
en t érminos constitucionales si se confirmara, aun mediante esta violación
procesal, el contenido de os dictámenes y no se declara la procedencia como
jurídicamente corresponde, la mencionada resolución no puede prejuzgar sobre
los fundamentos de la imputación. como lo dispone la propia Constitución y
queda a salvo el derecho del Ministerio Púb1ico veracruzano para proceder
conforme a la ley en los términos de la legislación ordinaria, una vez concluido
el ejercicio de los cargos de los diputados !rujClOS a este prc ced ímíentc .!"

Al analizar las omisiones y vio laciones en que incurrió la LVIIf Legislatura del

Congreso de la Unión, queda claro que al concluir la instrucción respectiva, la Sección

Instructora emitirá su dictamen y el Presidente de la Mesa Directiva de la Cámara de

Diputado, debe declarar erigido a la Cámara de Diputados en Jurado de Procedencia, tal y

como lo hizo don ManIio Fabio Beltrones Rivera respecto al ju icio de procedencia de Rene

Juvenal Bejarano Mart inez, en la LIX Legislatura, en sesión del 4 de noviembre de 2004 :

"La Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión, con fundamento
en lo estab lecido por los articules 74 frac ción V y 111 de l. Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, así como en el artículo 27 de la Ley Federal de
Respon sabilidades de los Servidores Públicos , se erige hoy 4 de noviembre de
2004, en juradode procedencia paraconocer del dictamen emitido por la Sección
Instructora, relativoal procedimiento de dcclamción de procedencia que solicita el
fiscal central de investi gación para asuntos especiales, de la Procuraduría General
de Justicia del Distrito Federal. en contradel ciudadano René Juvenal Bejarano
Martinez, diputado con licencia a la Asamblea Legislativa, del Distrito Federal.
TerceraLegislatura."'111

3.2.5.1. MOMENTO DE ERECCIÓN EN JURADO DE PROCEDENCIA

Para el ex senador Eduardo Andrade Sánchez, el momento de erección en Jurado de

Procedencia por parte de la Cámara de Diputados es un asunto de controversia, pues el

articulo 26 de la LFRSP, es muy vago y da lugar a diversas inconsistencias legales, pero

para entrar al análisis de dicbo artículo analicemos el contenido del mismo:

Artículo 26. Dad. cuenta del dictamen correspondi ente, el Presidente de 1. Cámara
anunciará a ésta que debe erigirse en Jurada de Procedencia al día siguiente a la
fecha en que se hubiese depositado el dictamen, haciéndolo saberal inculpado ya

110 Ibidem, pp. 192 Y 193
1\1 Versión estenográfica. sesión 4 de noviembre de 2004.
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su defensor. así como al denunciante. al querellante o al Ministerio Público.en su
caso.

Del contenido del artículo anterior se entiende que es la propia Sección Instructora

quien debe hacer del conocimiento a la presidencia de la Cámara de Diputados de la

existencia y conclusión del dictamen emitido por esa primera Autoridad. y una vez

realizado lo anterior la propia presidencia realizará los pasos necesarios para que la Cámara

se constituya en el multicitado jurado.

La controversia, según Andrade Sánchcz, consiste en que el texto reglamentario

señala que "debe erigirse en Jurado de Procedencia al día siguiente a la fecha en que se

hubiese depositado el dictamen", es decir podemos entender ello en dos tiempos diferentes:

el primero, una vez que el presidente dc la Cámara anuncie a ésta que debe erigirse como

Jurado de Procedencia; la segunda hipótesis, es cuando el multicitado jurado se erige como

tal. Es decir, con ello se interpreta que en la primera hipótesis el legislador pretendió que al

día siguiente dc que la Sección Instructora de cuenta a! presidente de la Cámara con el

dictamen respecto, se debe erigir el Jurado y en esa misma sesión resolver , mientras que la

segunda hipótesis alude a que al siguiente día que el Presidente de la Cámara conozca el

dictamen señalará la fecha exacta en la que la Cámara se erigirá como Jurado de

Procedencia, es decir emite una convocatoria.

La lógica juridica indica que la segunda hipótesis es la correcta, pues de

conformidad al artículo 26 de la LFRSP. es necesario notificar al Ministerio Público y a!

inculpado, por lo que dícha notificación personal lleva su tiempo (mismo que no ha

quedado especificado), por lo que es obvio que al día síguiente de que la sección Instructora

de cuenta al presidente de la Cántara, éste señale el día en que la Cámara se erigirá como

Jurado de Procedencia para resolver en definitiva el proceso.

Así, en el caso del diputado Rene Bejarano Martincz, el presidente de la Cámara

tuvo el dictamen de la Instructora el día 27 de octubre de 2004, a! día siguiente, el 28 de

octubre emitió un Acuerdo Parlamentario que fue publicado en el Diario Oficia! de la

Federación el I de noviembre de 2004, donde se cita para el 4 de noviembre de 2004 para
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que se erija en Jurado de Procedencia la Cámara de Diputados. La notificación respectiva a

las partes se llevó a cabo el propio día 27 de octubre de 2004, a cargo de la Notario Público

81 del Distrito Federal, Licenciada Maria Guadalupe Ordóñez Ch ávez, acompañ ada del

Licenciado Francisco Javier Hemández Rodríguez, Director de lo Contencioso de la

Cámara de Diputados, quienes notificaron a Rene Juvenal Bejarano Martinez, por estrados

fuera de la oficina del Presidente de la Mesa Directi va de la Cámara de Diputados, siendo

las 20:40 horas del día indicado ya las 22:35 horas de ese dia se notificó al Licenciado Juan

Guillermo Ramos Espinosa, Fiscal Central de investigaciones para Asuntos Especiales de

la Procuraduria General de Justicia del Distrito Federal , quedando debidamente notificados

las partes en el conflicto.

Confirma el hecho cierto de que no se puede erigir la Cámara de Diputados en

Jurado de Procedencia, sin que previamente sean notificadas las partes, el artículo 38 de la

LFRSP, que expresa:

Artículo 38. Las Cámaras no podrán erigirse en órgano de acusación o Jurado de
Sentencia. sin que antes se compruebe fehacientemente que el servidor público, su
defensor. el denunciante o el querellante y en su caso el Ministerio público han
sido debidamente citados.

Como se evidencia, la Cámara de Diputados al ejercitar acciones jurisdíccionales,

tiene que cuidar los requisitos procedímentales de todo proceso judicial, tal es el caso de las

notificaciones personales para que tanto el servidor público como el Ministerio Público

acusante acudan a la sesión y manifiesten lo que a su derecho corresponda.

Otro artículo que confirma la hipótesis antes mencionada, es la lectura del articulo

27 de la LFRSP, que precisa:

Artículo 27. El día designado, previa declaración al Presidente de la Cámara,
ésta conoceráen Asamblea del dictamen que la sección le presente y actuará en los
mismos términos previstos porel artículo 20 en materia dejuicio político.

El articulo anterior señala "el día designado. previa declaración del Presidente de la

Cámara", es decir, se entiende que éste, al día siguiente de que reciba el díctamen señalará

el día en que la Cámara se erigirá en Jurado de Procedencia. Otro elemento que confirma lo

sostenido en el presente numeral , es la posibilidad real de que el día en que la Sección
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Instructora entregue el dictamen respectivo puede ser cuando la Cámara no se encuentre en

sesiones, por lo que haria imposible que al día siguiente se erigiera en Jurado de

Procedencia, lo correcto seria, en su caso, solicitar un periodo extraordinario para erigirse

en dicho Órgano Jurisdiccional.

3.2.5.2. INATACABILIDAD DE LAS RESOLUCIONES Y AAIPARO CONTRA

ACTOS DE LA SECCiÓN L"lSTRUCTORA.

El artículo II I de la Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos

establece que las declaraciones y resoluciones de las Cámara. de Diputados y Senadores

son inatacables. Es decir, al señalar la propia Constitución que las resoluciones de la

Cámara son inatacables significa que contra dichas resoluciones no existe impugnación

legal alguna, es decir, no existe recurso, apelación e inclusive juicio de amparo alguno, por

lo que el Poder Judicial de la Federación no tendría conocimiento del asuntos. Tampoco

puede ejercerse acción de inconstitucionalidad pues no es aplicable la fracción Il, del

artículo 105 de la Carta Magna.

Con lo anterior nos encontramos en una grave encrucijada juridica, pues CIl grosso

modo en todas las etapas proccdimentales del desafuero la Cámara de Diputados, a través

de la Sección Instructora, emite resoluciones o declaraciones sobre el mismo, entonces

debemos entender que no son atacables, no obstante ello, al principio de este trabajo

académico señalamos que en el juicio de procedencia existen dos autoridades participantes,

una de ellas lo es la Cámara de Diputados y la otra, la Sección Instructora, entonces el

artículo 111 constitucional únicamente hace mención de las Cámaras, por lo que es obvio

pensar que, las resoluciones de la Instructora sí son recusables, ello quizá, pues ésta es

quien desarrolla el proceso de desafuero y en caso de existir una violación en el

procedimiento es lógica la intervención del Poder Judicial de la Federación.

En si, el artículo 30 de la LFRSP, esclarece un poco el nebuloso ambiente juridico

del artículo III constitucional, pues en su texto establcee:
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Artículo 30. Las declaraciones y resoluciones definitivas de las Cámaras de
Dimnados y Senadores soninatacables.

De dicho numeral especifica que únicamente las resoluciones definitivas son

inatacables, con ello se da sustento jurídico al juez de amparo para proceder a analizar y en

su caso declarar las probables violaciones procedirnentales dentro del proceso de desafuero,

pues el proceso está plagado de diversas resoluciones, tales como la conformación de la

Instructora, la radicación de la acusación, la admisión y en su caso el desechamiento de

pruebas, resoluciones incidentales, etcétera, actos que desde luego están sujetos violación.

Lo anterior, toda vez que dichas declaraciones y/o resoluciones no son definitivas, pucs

como tal debe entenderse la resolución que determina si hao no lugar a proceder en contra

de un servidor público.

Como lo hicimos notar al hacer mención obre la conformación de la Sección

Instructora. al principio del presente capitulo, puede dar lugar a juicio de amparo al no

conformarse como lo precisa la norma de responsabilidades de servidores públicos, ello

derivado de que dicha instrumento protector de garantías tiene el objetivo de proteger la

legalidad y constitucionalidad de todos los procedimientos jurisdiccionales, administrativos

o del trabajo.

Tan es plenamente factible la procedencia del juicio dc amparo en un proceso de

desafuero que en la Lvm Legislatura, en los procesos de desafuero de los dirigentes del

Sindicato de PEMEX, Luis Ricardo Aldana Prieto y Carlos Antonio Romero Descbamps,

interpusieron diversos amparos. El primero de los dirigentes antes citado, promovió amparo

número 132912002, cuyo acto reclamado lo fue "la formaci ón y creación de la denominada

Sección Instructora. sin cumplir con el procedimiento legal para ello, demanda que fue

admitida, por lo que la sección instructora interpuso RECURSO DE QUEJA., en contra de

la admisión de la misma, teniendo como principal argumento la Inatacabilidad de las

resoluciones de la Cámara de Diputados.

Suscitados los acontecimientos jurídicos antes descritos, el PRIMER TRIBUNAL

COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO declaró
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procedente el recurso de queja el 25 DE NOVIEMBRE DE 2002, revocó el auto recurrido y

ordenó desechar la demanda de amparo atendiendo el contenido del articulo 111

constitucional, referente a la lnatacabilidad de las resoluciones de las Cámaras.

No obstante el precedente anterior, y toda vez que el DERECHO es precisamente

un conjunto de normas susceptibles de interpretación, en el juicio de amparo número

133112002, promovido por Carlos Antonio Romero Deschamps, mismo que fue radicado

ante el JUZGADO CUARTO DE DISTRITO EN MATERlA ADMINISTRATlVA,

decidió DESEOlAR LA DEMANDA DE AMPARO PROMOVIDA., en términos del

articulo 145 de la Ley de Amparo, que precisa:

Artículo 145. El juez de distrito examinará unte todo. el escrito de demanda; y si
enc:ontn.n: motivo manifiesto e indudable de Jmprocedcncla, la desechará de
plano, sin suspender el acto ntlamado.

Es decir, la Autoridad Federal desechó de plano la demanda y en consecuencia se

abstuvo de suspender el acto reclamado, al creer procedente el articulo 73, fracción VIII,

cuyo contenido es del tenor siguiente:

Artículo 73.- El juicio deamparo esimprocedente:

VIlI.- Contra 125resoluciones o ded:t.n.c1ones del Congreso Federal o de la$
Cámaras que lo constituyen, de las Legislaturas de los Estados o de sus
respectivas Comisiones o Diputaciones Permanentes, en elección.suspensión o
remoción de funcionarios, en tos casos en que las Constituciones
correspondientes les confieran la facultad de resolver soberana o
discrecionalmente;

Es decir, el Juez Cuarto de Distrito en Materia Administrativa, fundamentó su

resolución, en la fracción VIII, del articulo 73 de la Ley de Amparo, para desechar la

demanda interpuesta, pues de conformidad a dicho artículo el amparo es improcedente

contra las resoluciones de las Cámaras que integran el Congreso Federal .

El quejoso, no conforme con dicha improcedencia interpuso RECURSO DE

REVISÓN, CUYO TRIBUNAL DEL CONOCIMIENTO LO FUE EL DUODÉCIMO

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA, quien resolvió

REVOCAR EL AUTO RECURRIDO, TENIENDO POR ADMINITIDA LA DEMANDA
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INTERPUESTA Y CON ELLO CONCEDIENDO, EN CONSECUENCIA, LA

SUSPENSIÓN DEFINITIVA. situación ésta que acató la Autoridad recurrida, quién otorgó

la suspensión en fecha 14 de marzo de 2003, en los siguientes términos:

••... el inic io del procedimiento para la declaración de procedencia para la remoción
del fuero constitucional Que goza aquí el Quejoso Carlos Antonio Romero
Deschamps ... para el efecto de que, agotado el procedimiento iniciado para la
declaración de procedencia para la remoción del fuero constitucional de que se
agravia el mencionado quejoso, no se dicte la reso lución correspondiente..: ·112

La procedencia de la suspensión otorgada, la fundamentó en el artículo 124 de la

Ley de Amparo, al configurarse los presupuestos establecidos para el otorgamiento de la

misma, asl como en diversas tesis jwisprudenciales que en efecto sustentan que no obstante

que el acto impugnado por el quejoso lo fue la formaci ón y creación de la Sección

Instructora, y dicho acto ya había sido consumado, era necesario paralizar las

consecuencias y efectos del propio acto, pues de lo contrario se causarla daño y perjuicio

irreparable al quejoso:

··...a) La suspensión la solicita la parteQuejosa. b) No se sigue peIjuicio al interés
social e) De no otorgarse la medida suspensiva se consumaría irreparablemente el
daño o perjuicio que pueda ocasionarse al ahora promovente de garantías, y como
lo señala la última parte del articulo J38, de la Ley de Amparo, tomando en
consideración que uno de los actos primarios que impugna el promovente del
amparo. lo constituye la formación y creación de la denominada Sección
Instructora, sin cumplir con el procedimiento legal para ello desacatando las
normas legales, 10 cual constituyemateria de estudio del fondo del asunto."

Octava Época
Instancia: CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN M.....TERIA
ADMINISTRAnvA DEL PRIMER CIRCUITO.
Fuente: Semanario Judicialde la Federación
Tomo: XlII , Junio de 1994
Página: 676

SUSPENSION DEFINITIVA. ACTOS CONSUMADOS, CASO EN QUE
PROCEDE CONTRA LOS EFECTOS DE LOS. Si existe una resolución
favorable a un particular; y con posterioridad la autoridad administrativa la
revoca mediante un decreto, debe concederse la suspensión provisional, así
Como la definitiva. si fueron solicitadas en cuanto a los efectos y consecuencias
legales de este acto {que no hayan sido consumados}, pues no obstante que
reviste la característica de consumado, son los efectos los que deben ser
paralizados ya que le puedencausarperjuicio, en tanto se resuelve el fondo del
juicio de amparo.

111 Andrade Sánchez, Eduardo. Op. CiL, p. 202.
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CUARTO TRffiUNAL COLEGIADO EN MATERI A ADl\.UNlSTRA TIYA
DEL PRIMER CIRCUITO.

Incidente en revisión 544194. Guillermo Zamudio Villanueva. 13 de abril de
1994. Unanimidad de votos. Ponente: Hilarlo Bárcenas Chávez. Secretario:
Francisco Alonso Femández Barajas.

Séptima Época
Instancia: SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA
.~DMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCU ITO.
Fuente: Semanario Judicial de la Federación
Tomo: 4 Sexta Parte
Página : 79

SUSPENSION DE LAS CONSECUENCIAS O DEFECTOS DE L ACTO
RECLAMAD O. Cuando ya se ejecutó el acto reclamado, si sus consec uencias
o efec tos no tienen el carácter de consumados ni de negativos. procede decretar
Ia suspensión definitiva contra tales consecuencias o efectos, siempre que,
además. concurran los requisitos señaladospor la fraccién 1del artículo SS de la
Ley de Amparo.

SEGUNDO TRffiUNAL COLEGIADO EN l\.IATERIA ADM INISTRAT IVA
DEL PRIMER CIRCUITO.

Incidente de suspensión R. A. 98168 (antes 1159/67). Comisariado Ejidal de
Tamán y sus Barrios, Mun icipio de Ta mazuncbal e, S. L. P. 16 de abril de 1969.
Mayorí a de dos votos. Disidente: Juan Gómez Diaz. Ponente: Jesús Toral
Moreno.

Véase Semanario Judicial de la Federación: Quinta Epoca, Tomo XXXVI .
pagina 1636.

Séptima Época
Instanc ia: TERCER TRIB UNAL COLEGIADO EN l\.IATERIA
ADMINISTRAm 'A DEL PRIMER CIRCUITO.
Fuente: Semanario Judicial de la Federación
Tomo: 121-126 Sexta Parte
Página: 199

SUSPENSION DE LAS CONSECUENCIAS DEL ACTO RECLAIIlADO.
NO VIOLA LO ESTABLECIDO EN EL ARTICULO 124, FRACCION U,
DE LA LEY DE AMPARO. Si la suspensión defin itiva decretada por el Juez
de Distrito no versa sobre la aplicación de los preceptos legales de la Ley
Federal de Protección al Consumidor, cuyo artículo primero establece que sus
disposiciones son de ordenPÚblico e interés social, aplicación que tuvolugaren
la resolución combatida en el jui cio constitucional, sino que s610 versa sobre las
consecuencias y efectos de la propia resolución, la medida decretada por el a
qua no viola lo establecido por el articul o 124, fracción IL de la Ley
Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 Constírucionales, ya queal concederse
la suspensión respecto de dichos actos no se está impidiendo la aplicación
directa de los aludidos preceptos legales.
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TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA
DEL PRIMER CIRCUITO.

Incidente de suspensión en 1"C\-1SI0fl 1189/78. Embotelladora Mexicana de
Tampico, S. de R.L. de C.V. 18 de enero de 1979. Unanimidad de votos .
Ponente: Sergio Hugo Chapit.al Gutiérree. Secretario: Alejandro Garza Ruiz.

Séptima Epoca. Se xta Parte:

Volúmenes 115-120 . página 165. Incidente en el amparo en revisión 876178.
Refrescos del Bajío . S.A. de C.V. 8 de octubre de 1978. Unanimidad de votos .
Ponente : Angel Suárez Torres . Secretario: Pedro Esteban Penago s López .

NolJI; En el Informe de 1979. la tesis aparece bajo el rubro ' SUSPENS10 N DE
LAS CONS ECUENCIAS DEL ACTO RECLAMADO. ARTIC ULO 124.
FRACCION 11. DE LA LEY DE AMPARO.".'"

Como podemos apreciar los Ce. Magistrados que integran el Duodécimo Tribunal

Colegiado de Circuito en Materia Administrativa, acertadamente determinó admitir la

demanda instaurada por el Líder petrolero, al considerar que únicamente las resoluciones

definitivas de las Cámaras son inatacables; asimismo la Autoridad de Distrito,

acertadamente consideró que al ser un procedimiento dc orden público cl procedimiento

tenia que continuar en el desahogo dc todas y cada una de las etapas, excepto el hecho de

emitir la resolución respectiva, es decir, resolver el fondo del asunto. AsI se concluye que

el proceso de desafuero puede ser revisado por el Poder Judicial de la Federación, hasta en

tanto no haya una resolución definitiva de la Cámara.

Mención en especial merece el criterio del JUEZ CUARTO DE DISTRITO DE

AMPARO EN MATERIA PENAL EN EL DISTRITO FEDERAL, quien al conocer del

expediente número 179212002, promovido por Luis Ricardo Aldana Prieto, quien otorgó la

suspensión definitiva en los siguientes términos:

",.le autoridad responsable Cámara. de Diputados del Congreso de los estados
Unidos Mexicanos se abstenga de pronunciar la resolución definitiva
correspondiente, hasta en unto sea notificada de la resolución que recaiga en el
juicio constitucional.'·u"

El juzgador, en la sentencia interlocutoria y específicamente en el considerando

segundo señala:

'" Ibídem, pp. 203 Y204
114. Ibídem, 205
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Aun cuando es cierto que el procedimiento para la declaración de desafuero de
que se duele el quejoso, es de orden PÚblico y por lo mismo su continuación no
puede suspenderse; empero, los efectos y cons ecu encias de dicho procedimiento
si son suspendibles, pues resulta incontrovertible que la culminación de éste
implicarla la irrep arabilidad de las violaciones que en aquél pudieron haberse
cometido.

Ciertamente. debe destacarse que de no concederse la suspensión, en cuanto a
los efectos y consecuencias del procedimiento de referencia, se: insiste. podría
traer como consecuencia que las violaciones que pudieran cometerse durante la
tramitación del procedimiento administrativo seguido en forma de juicio.
qued aran irreparablemente consumadas con el dietado de la resolución definiti va
que ponga fin al mismo. de resultar contrario a 10s intereses de1 quejoso y de
este modo, el juicio de amparo quedaría sin materia, haciendo nugatoria la
protección constitucional que a través de este medio encuentra todo gobernado
para inconfonnarse con tales violaciones.

En efecto, si bien es cieno que en el caso que nos ocupa, el procedimiento de
desafuero seguido en contra del amparista ya se inici ó, y considerando que dicho
procedimiento prin cipia con la admisión de la solicitud que fonnuló el agente
del Ministerio Público de la Federación responsable, y culmina con el dictado de
la resolución correspondiente que determine o no la subsistencia del fuero.
resulta claro que la consecuencia y efectos de lado procedimiento trátese
judicial, administrativo o administrativo en fonna de juicio, como en el caso que
acontece. necesariamente es la resoluci ón que pon e fin al mismo. en el que se
dictamine si ha lugar a no a proceder sobre la subsistencia del fuero
constitucional, porque esa determinación aún no se ha emitido; además el
dictado de este tipo de resoluciones no es de naturaleza negati va. pues implica
un actuar positivo.l"

Más adelante considera:

...con la finalidad de conservar la materia del amparo hast a la temrinación del
juicio... se concede la suspensión definitiva respecto de los aludidos efectos y
consecuencias a fin de que agotado el procedimiento iniciado para la declaración
de procedencia para la remoción del fuero constitucional de que goza el aquí
amparista Luis Ricardo Aldana Prieto , la autoridad responsable Cámara de
Diputados del Congreso de los Estados Unidos Mexicanos se abstenga de
pronunciar la resolución definitiva correspondiente hasta en tanto sea notificada de
la resolución que recaiga en el juicio constitucional. Estasuspensión surte efectos
desde este momento)' hasta en tanto se notifiquen las autoridades responsables el
auto que declare ejecutoriada la sentencia que recaiga en el cuaderno principal del
que derivan estos cuadernos incidentales.l l

ti

Tanto para la Cámara de Diputados como para el líder petrolero Aldana Prieto, la

resolución iocidental anterior era muy confusa, y en virtud de que la Autoridad Camaral

pretendla resolver el procedimiento instaurado contra el Senador Aldana Prieto, es decir

erigirse en Jurado de Procedencia y votar el dictamen correspondiente, Aldana Prieto

" ' Ibídem, 206.
116 lbidem, 207 .
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solicitó que el Juzgado Cuarto de Distrito en Materia Penal, precisara 105 efectos de la

Resolución Suspensiva, quien después de transcribir los articulos 25, 26 Y27 de la Ley de

Responsabilidades señaló:

De los dispositivos que se transcriben se advierte que una vez que la Sección
Instructora emite dictamen respecto a que se debe preceder penaJmente en
contra del inculpado. entregará el dictamen a la Cámara. y el presidente de ésta.
anunciará 3 la misma que se debe erigir en Jurado de Procedencia al día
siguiente a la fecha en que se hubiere depositado el dictamen; de lo cual se pone
en evidencia que la etapa resolutiva del referido procedimiento para la
declaración de procedencia inicia cuando se deposi ta ante la Cárnan de
Diputados el dictamen emitidoporla Sección Instructora.

De lo expuesto se arriba a la convicción de que los efectos de la suspensión
concedida por este tribunal de ampare, consisten en que una vez que la Qimara
de Diputados reciba el dictamen de la Sección Instructora, el presidente do la
misma,se abstenga de convocara ésta (a) quese erijaen Jurado de Procedencia
Y. por lo tanto. que no se dicte la resolución correspondiente, hasta que se le
notifique :r:e la sentencia. que recaiga a. eme juicio constitucional causo
ejecutoria. ' 1

El presidente de [a Mesa Directiva dc la Cámara de Diputados acató la disposición

emitida por el Juzgado Cuarto de Distrito en Materia Penal, es decir, se abstuvo de

convocar a la erección del Jurado de Procedencia. No obstante el otorgamiento de .la

Suspensión Definitiva antes referida por parte de la Autoridad Federal de referencia, en el

último periodo Ordinario de Sesiones de [a LVIII Legislatura, en abril de 2003, le fue

notificada a la Sección Instructora que el amparo de referencia se había sobreseído, con lo

cual variaba en mucho los razonamientos esgrimidos por la autoridad del conocimiento,

pues consideró que la confonnación de la sección Instructora, era una de las resoluciones

de carácter definitivo, de que hace referencia el articulo I I I de la Constitución y el artículo

73, fracción vm, de la Ley de Amparo.

Con ello se confirma una vez más que el tema del juicio de procedencia es poco

conocido, que existen contradicciones entre una misma autoridad al momento de emitir una

resolución al respecto, con lo que queda comprobado que debe ser un tema discutido para

una probable reforma constitucional al respecto.

117 Idem.
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CAPÍTULO 4.
DERECHO COMPARADO EN MATERIA DE .JUICIO DE

PROCEDENCIA.

4.1. EN EL ÁMBITO INTERNACIONAL

El presente trabajo académico contempla un análisis sobre el JUICIO DE

PROCEDENCIA, regulado en los diferentes Estado-Naci6n, a través de sus respectivas

Constituciones Políticas, ello a efecto de poder consolidar la propuesta que se vierte en éste

proyecto de tesis, esto es, la conformaci ón de un Órgano, que supliría a la actual Sección

Instructora, constituido por miembros del Poder Legislativo y del Poder Judicial de la

Federación, a efecto de comprobar la existencia del delito y la probable responsabilidad del

inculpado.

Para ello, decidimos estudiar el sistema constitucional de paises europeos de primer

mundo como son Alemania y Francia (país éste que dio pauta a la realización del presente

trabajo), así como nuestro vecino país del norte, Estados Unidos de América, quien con su

Impeachment, de origen inglés, revolucionó el sistema de responsabilidades oficiales y

sirvió de base para la conformación de nuestra Ley Federal de Responsabilidad de los

Servidores Públicos. Finalmente analizamos el caso chileno, país que causó gran

expectación en el tema, pues el desafuero del ex dictador Augusto Pinochet fue objeto de

diversas controversias en el ámbito legal.

Es necesario precisar que el objetivo del presente trabajo académico es la

realización de un análisis integro del sistema de responsabilidades de los servidores

públicos y en específico la responsabilidad que deriva de las acciones y/o omisiones de

conductas delictivas, por lo que para cumplir con dicho fin y en consecuencia realizar una

propuesta académica para el mejor desarrollo de la institución en estudio es preciso realizar

un análisis comparativo con diferentes Estados Nación con el único fin de conocer, a través

de sus respectivas Cartas Magnas, la forma, términos, autoridades competentes y

consecuencias que derivan de la comisión de delitos por parte de servidores públicos de

prímer nivel.
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Para tratar de hacer un estudio minucioso sobre el tema decidimos abarcar el

sistema de responsabilidades penales, en todos y cada uno de los países quc se analizan, cn

puntos específicos y que permitan simplificar el estudio que se propone, mismos que son:

SUJETOS SOBRE LOS QUE RECAE EL JUICIO, con lo cual se pretende determinar

sobre que funcionarios públicos se puede hacer efectiva la responsabilidad penal derivada

de actos de éstos; MOTIVOS DE PROCEDENCIA, para determinar, de ser posible, por

que delitos puede ser procesado un servidor público de alto nivel; AUTORIDADES

COMPETENTES, con el fin de determinar si el desahogo de un sistema similar al juicio de

procedencia, se realiza en otros Estados, ya sea a través de la participación de ambas

Cámaras, una autoridad independicnte o el propio Poder Judicial; SANCIONES, a efecto de

determinar si es un común denominador la separación del cargo y en su caso inhabilitación

de cualquier otra función pública; FACULTAD PARA INICIAR EL PROCEDIMIENTO,

punto medular para saber si es facultad del pueblo, única y exclusivamente, solicitar se

proceda en contra de sus gobernantes o determinar si es alguna otra autoridad la competente

para iniciar el proceso y EL FUERO COMO INMUNIDAD, concepto que analizamos en el

primer capitulo del presente trabajo académico con la aportación del Maestro Ignacio

Burgoa Orihuela .

4.1.1.CONSTITUCIÓN DE ALEMANIA1I8

4.1.1.1. SUJETOS SOBRE LOS QUE RECAE EL .JUICIO. Primeramente

analicemos a que funcionarios públicos es a quienes se les puede juzgar por la comisión de

delitos, para ello analicemos los numerales Z, 3 y 4, del artículo 46, de la Carta Magna

Alemana:

2. los diputados podrán su acusados o detenidos por acción castigada por una
pena, solo con el consentimiento previo de la Dieta Federal. a menos que hayan
sido detenidos al peJw:tnll dicha acción o durante el dia siguiente.

3.Se requerirá, asimismo. autorizadón de la Dieta Federal para cualquier otra
restricción de la libertad personar de un diputado o para la iocoaccióo de
procedimiento contra él, con arreglo a lo dispuesto por el artículo J8.

I lll www.juridicas.unam.mx!navjuslgoblde.htm
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4.Se dejará en suspens~ si lo exige la Dicta Federal, lodo procedimiento penal y
toda aetuaeíéu en virtud del articulo 18 contra UD Diputado. así como toda
detención o restricción de otra clase de su libertadpersonal .

Asimismo y toda vez que el referido artículo hace mención del artículo 18, es

preciso conocer el contenido de éste último:

Articulo 18. Quien abuse de l. libertad de opinión, en especial de la de prensa,
de la enseñanza, de la reunión. de la de asociación, del secreto de la
correspondencia, del correo y del telégrafo, de la propiedad n del derecho de
asilo para combatir el orden fundamental demcliberal se hace indigno de estos
derechos fundamentales. El Tribunal Constitucional Federal decidin\ sobre
la prl"adán de los mismos )' su aleance,

Una vez conocidos el contenido de los artículos anteriores, podemos obtener las

siguientes conclusiones:

A) La Dieta Federal, lo que para México seria la Cámara de Diputados,

mediante su consentimiento autorizaré a la Autoridad respectiva, que el

Diputado en referencia sea acusado o detenido por la comisión de un delito.

B) Obviamente, el consentimiento a que hace referencia el inciso anterior, se

definirá en el seno de la propia Dieta Federal.

C) En caso de flagrancia el Diputado podrá ser detenido y procesado sin

consentimiento previo de la Dieta Federal.

D) Creemos que en el caso de los Diputados, la declaración de procedencia sólo

pasa por la Diela Federal, por lo que a! hacer referencia a! artículo 18,

significa que la propia Dieta es quien decidirá sobre la privación de los

derechos del probable responsable.

E) La Dieta Federa! tiene la facultad de suspender un proceso pena! en contra

de un Diputado, a efecto de que aquella determine sobre los derechos que le

serán privados al Diputado en tumo.
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La Constitución Alemana prevé el supuesto de acusar al Presidente de la República,

en los términos del articulo 60 Constitucional, párrafo 1, en el que intervendrá ya sea la

Dieta Federal o el Consejo Federal, en su calidad de órgano acusador, y el Tribunal

Constitucional Federal, como órgano de sentencia:

"La Dieta Federal o el Consejo Federal podrá acu sar al Presidente de 1:1
República ante el Tribunal ConstitUC'ional Fed eral por vloladón delibenda
de la l~v Fundamental o de cualqu ier otra le,- Federal. La moción de
enjuiciamientodeberá ser depositadapor unacuarta parte, como mínimo. de los
miembros de la Dieta Federal o de una cuarta parte de Jos vetes del Consejo
federal. y la resolu ción de enjuiciamiento requerirá una mayoría de dos tercios
de los miembros de la Dieta Federal o de dos tercios de los votos del Consejo
Federal. La acusación será mantenida por un comisionado de la C ámara
acusadora. ...

Al tener como base, que en nuestro sistema constitucional, procede el juicio de

procedencia, procede en contra de Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación

(articulo 111 constitucional), tratamos de encontrar una similitud, la cual hallamos en el

párrafo 2, del articulo 91 de la Constitución Germana:

"Cuando un juez federal cometa, en su cargo o fueradel mismo. uoa Infracción
tODtn '05 principiO! de 1:1. Ley Fundamental o tontn el orden
constitucio",,' de algún Estado. podrá el Tribunal Constitucional Federal
ordenar, por mayoría de dos tercios de SUS miembros y a instancia de la Dieta
Federal, que dicho juez sea trasladado a 00'0 puesto o bienjubilado. En caso de
infracción deliberada se podrá ordenar la destitución."

Del artículo anterior, se colige que es el mismo procedimiento que se determinó en

el artículo 60 constitucional, antes transcrito, pero analicemos que en ambos casos, no hace

referencia a algún delito, sino a violaciones o infracciones a Ley Fundamental, es decir, que

dicha figura se asemeja más a nuestro juicio politico que al juicio de procedencia, pues en

éste, el objeto principal es la comisión de UD delito.

4.1.1.2. MOTIVOS DE PROCEDENCIA. Del propio Articulo 46, párrafos 2, 3 Y

4, se desprende que la autoriza ción para proceder en contra de un Diputado y a cargo de la

Dieta Federal, es única y exclusivamente cuando los miembros de la Dieta hayan incurrido

en la comisión de un delito. pues inclusive, si se les descubre en flagrancia, el propio

artículado precisa que no es necesario la declaración de procedencia por parte de la Dieta.
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2.Los diputados podri.u ser acusados o detenldes por acción castigada por
una pena. solo con el consentimiento previo de la Dieta Federaj,~
que hayan sidodetenidos al perpetrar dicha ~1;iq~t.9_durante..el día siguiente.

3.Se requerirá" asimismo. autorización de la Dieta Federal para caalquier
otra restricción de la libertad personal de un diputado o para la
Ineeacel én de procedimiento contra él. con arreglo a lo dispuesto por el
articulo J8.

4.Se dejará en suspenso, si lo exige la Dieta Federal, todo procedimiento
penel y toda actuación en virtud del art ículo 18 contra un Diputado, así
como toda detención o restricci ón de otra clase de su libe rtad pe rsonal.

Asimismo, Ycomo se explicó en el punto que antecede, el proceder en contra del

Presidente y de los Jueces Federales alemanes, es por la violación deliberada de la Ley

Fundamental, y no de un delito, acto que desde luego simula más a nuestro juicio político

que al juicio de procedencia, objeto de nuestro estudio.

Un aspecto relevante del articulo antes trascrito, y en general de la Constitución

Alemana, resulta ser el hecho que a diferencia de otras Constituciones, incluyendo la

mexicana, no hace especial pronunciamiento en relación al delito de TRAICIÓN A LA

PATRIA, delito que fue la punta de lanza para crear la figura del desafuero o del

denominado Impeachment inglés. El ordenamiento alemán señala única y exclusivamente

que los diputados serán "castigados" legalmente por la comisión de algún delito, figura ésta

que debe estar tipificada en un ordenamiento legal específico.

4.1.1.3. AUTORIDADES COMPETENTES.- El procedimiento alemán y el

nacional, es mucho muy parecido, pues es uniinstancial, es decir, la Dieta Federal, los

Diputados, son quienes determinan la procedencia de que el inculpado o probable

responsable sea juzgado por la autoridad jurisdiccional competente, pues así lo determina el

articulo 60, en sus párrafos 2, 3 Y 4, los cuales reproduzco e inserto como si a la letra

estuviesen a efecto de evitar repeticiones inútiles.

En cuanto al proceso en contra de los Jueces Federales y el Presidente de la

República, por violación a la Ley Federal, el proceso es biinstancia1, pues en él participan

tanto la Diela Federal o el Consejo Federal, en el caso del Presidente, quienes serán el
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órgano acusador, y el Tribunal Constitucional Federal, quien será el Órgano de Sentencia

Para tener un mayor conocimiento de dicha autoridades. veamos como están conformadas.

Primeramente, se señala que el artículo 51 de la Constitución Alemana hace

referencia sobre la constitución y funciones del Consejo Federal:

Articulo SI. El Consejo Federal se compone de miembros de los Gobiernos
regionales, nombrados y depuestos por el Gobierno respectivo. Dichos
miembros podrán ser representados por otros componentes del Gobierno
correspondiente.

Todo Estado tendrá, como mínimo, tres votos; 10$ Estados con más de dos
millones de habitantes tendrán cuatro votos y los que cuenten con más de
seis millones de habitantes, sels vetos.
Cada Estadopodráenviar tantosmiembroscomo votos tenga. Los votos de un
Estado sólo se podrán emitir en bloque y por Jos miembros presentes o sus
representantes.

El Consejo Federal, se asemeja, en nuestro País, a la Cámara de Senadores, pues

como es bien sabido en nuestro sistema constitucional se eligen tres Senadores por Entidad

Federativa, y treinta y dos más por representación proporcional, para dar un gran total de

!28 Senadores. La diferencia esencial es que en México, los Senadores son electos por los

ciudadanos, mientras que en Alemania son depuestos por el gobierno "estatal".

Por lo que respecta a la figura del llamado Tribunal Constitucional Federal, cl

artículo 94 de la Constitución Alemana hace referencia a la conformación de esta

!nstitución, en los siguientes términos:

"Articulo 94. El Tribunal Constitucional Federal estará compuesto de
.Jueces Federales y otros miembros. Los. miembros del Tribunal
Constitucional Federal serán elegidos por mitades por la Dieta Federal y el
Consejo Federal. No podrán, sin embargo, pertenecer a la Dicta Federal, al
Consejo Federal, al Gobierno Federal ni a órganos equivalentes de Estado
alguno."

Así, como podemos apreciar de la simple lectura del artículo anterior, el Tribunal

Constitucional Federal alemán, se compone tanto de miembros elegidos, en igual

proporción, por la Dieta Federal, Diputados, asi como por el Consejo Federal, "Senadores",

así como por Jueces Federales, es decir dicho cuerpo colegiado lo integran tanto miembros

del Poder Legislativo como miembros del Poder Judicial, institución que desde luego es la
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encargada de resolver en defini tiva la situación jurídica del diputado inculpado de algún

crimen, y de calificar las violaciones a las lcyes federales por parte del Presidente de la

República.

Finalmente, y toda vez que en nuestro país existe una autoridad más que interviene

en el juicio de procedencia, autoridad esta denominada Sección Instructora , y quien se

encarga del análisis e investigación sobre la probable responsabilidad del diputado presunto

responsable, encontramos en el articulo 44 de la Carta Magna Alemana, una figura similar:

"'1. La Dieta Federal tendrá derecho. y si 10 pide una cuarta parte de sus
componentes obligación, de designar una Comisión tic l Dvestigad ón, que
reunirá ea sesión pública 135 pTUeb::u necesarias, si bien se podrá prescindir
de la publicidad.
"2. Pan la obtcncion de la pruebas se aplicaran, por aO:llopa las Dormas
del Enjuiciamiento criminal. sin perjuicio del secreta de la correspondencia,
del correo y de los telégrafos.
"J. Los tribunales }' las autoridades 3dministrat-h'as estarán obligadas a
prestar asistencia Judldal y eJecutiva.
"4, Los acuerdos de las Camhianes de Invesrlgacíén estarán exentos de tod a
rnisión judicial, si bien los tribuna les serán libres en la apreciació n y
enjuiciamiento de los hechos que hayan dado origen a la investigación:'

La denominada COMISIÓN DE INVESTIGACIÓN, es un órgano equivalente a

la Sección Instructora, en nuestro actual sistema legal, puesto que sin que exista artículo

expreso que haga mención a quc dicha comisión será auxiliar y órgano de investigación de

la Dieta Federal en el caso de que alguno de sus miembros haya cometido algún delito , y

con el único efecto de emitir una resolución que será votada por la Dieta Federal, para que

ésta tome su decisión final, es decir, separar o no al servidor público para que éste responda

y realice su defensa sobre los delitos que le hayan sido imputados, ante un Juez penal; esto

se concluye de la lectura del articulo anterior, en base a 10siguien te:

A) La Comisión de Investigación, reunirá las pruebas necesarias, ante la Dieta

Federal , para quc ésta torne una decisión final con respecto a la probable

responsabilidad del Diputado inculpado.

B) La Comisión Investigadora, reunirá y admitirá las pruebas ofrecidas por las

partes dc conformidad a las reglas del "cnjuiciamiento criminal" . Que caso
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tendría aplicar por analogía la legislación penal, si no se está determinando

y/o juzgando sobre la comisión de algún delito.

C) El propio articulado en su párrafo tercero precisa que los Tribunales y

autoridades administrativas están "obligadas a prestar asistencia judicial y

ejecutiva». Es decir, tal y como lo analizamos en el capítulo tercero de esta

obra, nuestra Sección Instructora, es una autoridad pues obliga a que otras

autoridades del ámbito administrativo y j udicial, que le auxilien en su

labores, situación ésta que OCUlTe, de igual forma, con la Comisión de

Investigación alemana.

D) El alcance de las resoluciones por parte de las Cámaras, en nuestro país, no

están sujetas a revisión, pero como ya lo analizamos en el capítulo anterior,

lo son única y exclusivamente las resoluciones finales, y como tal

concluimos quc las resoluciones de la Instructora no entraban en dicho

supuesto j uridico. En el caso de la Comisión de Investigación alemana, la

propia constitución señala que sus acuerdos "estarán exentos de toda

revisión judicial", lo que hace suponer que si dicha Comisión, una vez

agotada su etapa de investigación, precisa que el diputado es responsable de

la comisión de un delito, tal resolución es inapelable. Este hecho, nos hace

pensar que en caso de que los diputados así lo convengan, por acuerdo de

cuarta parte de los componentes de la Dieta Federal, la Comisión

Investigadora es quien resuelva en definitiva si ha o no lugar a proceder en

contra de los diputados en cuestión.

No obstante lo antes expuesto, queda en una interrogante si la Dieta Federal en

pleno es quien otorgará "el consentimiento" para que los diputados, presuntos responsables,

sean juzgados por el Juez Penal, o como lo precisamos en el inciso anterior, la Comisión de

Investigación sea quien resuelva en definitiva, a petición de una cuarta parte de la Dieta

Federal. No obstante, quizá, lo más obvio es que la Comisión investigue y la Dieta Federal

resuelva, en términos del articulo 42 de la Carta Magna Germana;
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"La Dieta Federal, deliberad en público. si bien podrá acordarse de Que la
sesión se celebre a puerta cerrada por mayoría de dos tercios. a instanciade una
décima parte de sus miembroso del GobiernoFederal. Se resolverá en sesión no
publica sobre dicha propuesta.

Para los acuerdos de la Dieta Federal se requier e I:a mayoria de los votos
emitidos, si la presente Ley Fundamental no dispooe otra cosa. El reglamento
podrá, sin embargo, admitirexcepciones paralas elecciones que haya de realizar
la propia Dieta."

Es decir, por la mayoria de votos emitidos, la Dieta Federal puede resolver si ha o

no lugar a proceder penalmente en contra de un Diputado.

4.1.1.4. LAS SANCIONES.- Si bien es cierto nuestra materia de estudio es el juicio

de procedencia, y en específico en el presente capítulo, las similitudes que tiene dicha

figura juridico-política en los diferentes sistemas legales de los diversos Estado-Nación, es

preciso aclarar que es muy complicado encontrar única y exclusivamente en las

Constituciones Políticas respectivas, la forma de regulación de tal figura.

Así. en el presente punto referente a las sanciones, en el caso de los delitos

cometidos por Diputados, de la lectura del artículo 46 de la Constitución Teutona, se

desprende que para ser acusados O detenidos, se necesita el consentimiento de 111 Diere

Federal, lo que hace entendible, en consecuencia, quc la sanción por dicha "declaración de

procedencia", lo es el separarlo de su encargo en tanto no se resuelva su situación juridica,

dictada por el propio juez penal.

lnclusive, y en el mismo sentido que la Constituci6n de los Estados Unidos de

América, la Dieta Federal, puede quitar la calidad de miembro a diversos diputados, por la

comisión de faltas, situación que no influye directamente en el castigo a diputados por

delitos, pero que sienta precedente en cuanto a las sanciones por conductas de diputados,

siendo por demás curioso que en dicha dcterminación ha lugar a promover recurso ante el

Tribunal Constitucional Federal:

"Artículo 41. Corresponde a la Dieta Federal el examen de regularidad de las
actas. La Dieta podrá asimismo decidir si un diputado ha perdido su condición
de miembro.
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Contra la resolución de la Dieta Federal se dará recurso ante el Tribunal
Constitucional Federal ."

Por lo que hace a la sanción en cuanto al Presidente de la República (artículo 61) ya

los jueces federales (artículo 91l, proceso que como ya indicamos anteriormente se asemeja

mucho más a nuestro actual j uicio politico que al juicio de procedencia, toda vez que lo que

se sanciona, en ambos casos, es la VIOLACIÓN DELIBERADA DE LA LEY.

FUNDAt'\-IENTAL O DE CUALQIDER OTRA LEY FEDERAL, es, para el primer

servidor público. la declaración de PRlVAOÓN DEL CARGO. Y en su caso la

declaración de INCAPACIDAD PARA EL EJERCICIO DEL CARGO DE

PRESIDENTE.

Por cuanto hace a los jueces federales. la consecuencia o sanción lo es EL

TRASLADO A OTRO PUESTO, LA JUBILACIÓN O EN SU CASO LA

DESTITUCIÓN.

Dicha sanciones. se asemejan a las contempladas en el juicio político, pues en

ambos casos la privación o destitución del cargo es definitivo; mientras que en el ju icio dc

procedencia la separación del cargo es momentánea. pues si el juez penal determina la

inocencia del servidor público, éste podrá reincorporarse a su puesto público.

4.1.1.5. FACULTAD PARA INICIAR EL PROCEDlMIENTO.- Este punto es

muy importante, ya que define con toda precisión la autoridad competente para iniciar las

investigaciones sobre la comisión de un delito por parte de alguno de los miembros de la

Dieta Federal.

Del análisis íntegro de la Constitución PoHtica de Alemania no se desprende ningún

artículo que faculte a los ciudadanos o a una figura equivalente al Ministerio Público. como

es el caso de nuestro país, a realizar la denuncia correspondiente ante la Dieta Federal, no

obstante de la lectura del artículo 46, párrafos 2 y 3, podemos bacer algunas indagaciones a

manera de conclusión:
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f.Lcs diputados podrán ser acusados o detenidos por acción easttgada por
una pella. solo con el consentimiento prevíe de Ja Dieta Federal. !l....ID.mQ.S.

®e haYan sido detenidos al perpetrar dicha acción o durante el día siguiente.

3.Se requerirá, asimismo, autorización de la Dieta Federal para cualquier
otra restricción de la libertad personal de un diputado o para la
incoacdón de procedimiento control él, con arreglo a lo dispuesto por el
artículo 18.

Así del contenido del artículo anteriormente expuesto, se puede concluir que

en caso del flagrancia cualquier persona puede detener a un servidor público a efecto

de que sea sancionado por las leyes penales del pais germano, es decir, presupone que

cualquier ciudadano alemán puede iniciar el proceso que nos ocupa, sin embargo, éste

deberá gestionarse a través de la autoridad legal competente, es decir, la figura similar

al Ministerio Público en nuestro país.

4.1.1.6. FUERO COMO INMUNIDAD.- Como lo analizamos al determinar las

diferentes acepciones del concepto de fuero, el fuero como inmunidad, establecido en el

artículo 61 de la Carta Magna Mexicana, y referente a que son inviolables las opiniones que

los miembros del Congreso manifiesten en el ejercicio de sus cargos y jamás serán

reconvenidos por ello; se encuentra también considerado en el artículo 46, párrafo 1, de la

Constitución Teutona:

Los diputados no podrán en ningún momento ser perseguidos judicial o
administrativamente ni de otra manera fuera de la Dicta Federal por su voto o
manifestaciones en el seno de ésta o de alguna de sus comisiones, si bien no se
aplicará esta nonna a Jas injurias calumniosas.

Inclusive, los Diputados tienen un Derecho mayor, como lo es el de no testificar

sobre hechos que le hayan sido confiados, de conformidad con el artículo 47 constitucional:

"Los diputados tendrán derecho a negarse a dar testimonio sobre personas que les
hayan confiado ciertos hechos en consideración a su calidad de tales o a quines
ellas como tales diputados se los hayan confiado. así como sobre los hechos
mismos . En la medida en que sea aplicable este derecho de negativa a testificar,
será ilícita toda incautacián de documentos."
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4.1.2. CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA REPÚBLICA DE FRANCIA'"

4.1.2.1. SUJETOS SOBRE LOS QUE RECAE EL JUICIO.- La Constitución

Francesa es un ordenamiento jurídico fundamental pionero e innovador para la

conformación y redacción de las diversas Constituciones Politicas de la Época

Contemporánea, y por ello revolucionaria en mucho aspectos.

En cuanto a la responsabilidad de los funcionarios públicos por la comisión de algún

delito, la Constitución en comento establece dos formas diversas de proceder en contra de

dichos funcionarios públicos, según sea el caso, es decir, si el servidor público es miembro

del Parlamento o si es miembro del Gobierno.

Para entender con precisión este ámbito, es necesario conceptuar o conocer quienes

integran el Parlamento y quienes el Gobierno, para ello nos remitirnos al artículo 24 y al

artículo 20, respectivamente, cuyo contenido es el siguiente:

Articulo 24.- El Parlamento comprende la Asamblea Necionaly el Senado .
Los Diputados de la Asamblea Nacional serán elegidos por sufragio directo .
El Senado será elegido por sufragio indirecto . Aseguranlla representación de las
colectividades territoriales de la República. Los franceses establecidos fuera de
Francia estarán representados por el Senado."

"Articul o 20. El Gobierno determina y dirige 'la política de la Nación.
Disponede 105 serviciosadministración y de la. Fuerza Armada.
Es responsable ante el Parlamento en las condiciones y con arreglo a los
procedimientos señaladosen tos artículos 49 y SO,"

Así, el artículo 26 precisa la farota en que procederá en contra de un miembro del

Parlamento (diputados y senadores); y el artículo título X denominado "DE LA

RESPONSABIUDAD PENAL DE LOS MIEMBROS DEL GOBIERNO", artículos

68-1, 68-2 Y 68-3, hace lo propio con los miembros del Gobierno, entendiéndose a éstos

como a todos los ministros de Estado.

4.1.2.2. MOTIVOS DE PROCEDENClA.- Como ya lo vimos en el numeral

anterior, la dcclaración de procedencia, tanto para miembros del Parlamento como del

119 www.juridicas.unam.mxInavjuslgoblfr.htm
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Gobierno, procede porque alguno de los fimcionarios públicos antes referidos haya

incurrido en la comisión de algún delito, debidamente tipificado en la legislación penal

respectiva.

Por lo que hace a los miembros.del Parlamento, lo anterior, se encuentra precisado y

fundamentado en el segundo párrafo del articulo 26 constitucional francés:

"Ningún miembro del Parlamento puede ser objeto. en materia criminal o
correccional. de un arresto o de cualquier otramedidaprivativa o restrictiva de
libertad sin la autorización no es solicitadaen caso de crimen flagrante delito o
de condena definitiva."

Asi, por lo que hace a los miembros del Gobierno , el fimdamento legal lo es el

primer párrafo del artículo 68-1, de la Constitución Francesa:

"Los miembros del Gobierno serán penalmente responsables de los actos
realizados en el ejerciciode sus funcionesy calificados de crimeneso delitos en
el momento en que fueren cometidos.'

Situación especial, lo es el del Presidente de la República, quien, al igual que en el

caso de nuestro sistema constitucional mexicano, úuica y exclusivamente será juzgado por

el delito de ALTA TRAICIÓN, es decir, se sigue con la misma línea y razón de ser de este

tipo de proceso, es decir castigar la traición en la que suele incurrir parte de la clase

gobernante; en éste caso la autoridad acusadora serán las dos asambleas (diputados y

senadores) y quien emitirá la resolución final, será la Alta Corte de Justicia:

"ARTicULO 68. El Presidente dc la República no será responsable de los actos
realizados en el ejercicio de sus funciones sino en el caso de alta traición. No
podrá ser acusado sino por las dos asambleas estatuyendo un voto idéntico en
votación pública y por la mayoría absoluta de los miembros que las compongan;
será juzgado por la Alta Corte de Justicia ."

Finalmente y a efecto de que el lector, tenga un panorama amplio sobre el Órgano

que Juzga al Presidente de la República Francesa, lo analizaremos en el punto siguiente,

4.1.2.3. AUTORIDADES COMPETENTES.- Para dar contestación al presente

numeral, es preciso distinguir los tres tipos de procedimientos contra diferentes servidores

públicos, todos para combatir un mismo objetivo, castigar la conducta delictuosa de los

respectivos servidores:
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A). Por lo que hace al Presidente de la República, únicamente puede ser acusado por

el delito de ALTA TRAICIÓN, Yel órgano que fungirá como acusador, será el Parlamento

en su conjunto, es decir, la Asamblea Nacional y los Senadores, quienes votarán, para ello,

con mayoría absoluta en cada una de dichas cámaras. La resolución será emitida por la

denominada Alta Corte de Justicia, que se encuentra conformada por Diputados y por

Senadores, de conformidad con el artículo 67 Constitucional:

"ARTIc ULO 67.- Se instituye una Aha Corte de justicia.
Se compondrá de miembros elegidos, en su seno y en igual número, por la
Asamblea Nacional y por el Senado. después de: cadarenovación totalo parcial
de dichas asambleas .
Elegirá $U Presidente entre sus propios miembros.
Una ley orgánica fijará la composición de: la Alta Corte. las reglas de su
funcionamiento. así como el procedimiento aplicable ante ella."

B). En lo que respecta a los miembros del Gobierno (ministros) serán juzgados por

la denominada Corte de Justicia de la República (articulo 68-1), compuesta por miembros

del poder legislativo y judicial (artículo 68-2), con lo cual, al ser juzgado por miembros del

Parlamento, ya no necesita previa autorización de éste para ser juzgado , dicho Órgano

Legislativo-Judicial se compone por:

ARrtCULO 68-2. La Corte de Ju<litia de Ja RepúbUca consta de q uince
jueces, doce parlamentarios elegidos de su seDO y en iEua) número por la
Asamblea Nadonal y por d Seuatlo después de: cada. renova ci ón total o parcial
de dichas asambleas y tres m.:lg.istndos Jueces de la Cort e de eaJa.dón~ de los
cuales uno pres ide 12Certe de JUltld2 de 1:1, República .

C). Finalmente, en el caso de qu~ miembros del Parlamento, ya sean diputados o

senadores, incurran en la comisión de algún delito, será la propia asamblea interesada, es

decir la de diputados o senadores, según sea la función del probable responsable, quien de

la autorización al juez de la causa para proceder contra éste, ello de conformidad con el

articulo 26, párrafo segundo, de la Carta Magna Gala:

Ningún miembro del P3rlamento puede ser objeto. en materia criminal o
correccional. de un arresto o de cualquier otra medida privativa o res trictiva de
libertad sin la autorización no es solicitada en C8$O de crimen flagran te
delit o o de condena deIiDitl,... .
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No obstante quc dicho párrafo no es claro, pues omite señalar con precisión que se

requiere la autorización de la asamblea respectiva, para proceder penalrnente contra

determinado diputado o senador, dicha hipótesis sc confirma, cuando la propia

Constitución, en el mismo artículo 26, párrafo cuarto, de la Ley Fundamental Francesa

señala que la Asamblea respectiva puede solicitar , reunida de pleno derecho, se suspenda

alguna medida privativa o restrictiva de la libertad , durante el periodo de sesión:

La prisión, las medidas: privativas o restrictivas de libertado el procesamiento de
un miembro del Parl amento se suspenderá durante el periodo de 12sestén SI
así lo pide la asamblea a la que pertenezca,

La asamblea Interesada se reúne de pleno derecho para las sesiones
suplemenrarías para permitir,. si fuere el caso, la aplie:adón del párrafo
anterionnente mencionado....

Como podemos concluir, dependiendo del servidor público de quien se presumen

haya incurrido en la comisión de algún delito, es la autoridad que conocerá del caso, siendo

desde una perspectiva muy particular, lo más idóneo que sea un cuerpo legislativo judicial,

quien juzgue al servidor público, pues para ello, sc requieren conocimiento jurídicos q::e

quizá, el 'único cuerpo que lo puede aplicar es el Poder Judicial, dicha tesis se sustentará en

el capitulo siguiente.

4.1.2.4. LAS SANCIONES.- De conformidad al artículo 26 de la Constitución

Francesa, se concluye que la sanción principal es la separación del cargo a efecto de que el

servidor público respectivo responda ante la autoridad penal competente por la comisión u

omisión de una conducta delictiva, situación que como podemos conclu ir con el análisis

íntegro del presente trabajo académico, es una constante en el sistema de responsabilidades

de los funcionarios públicos,

4.1.2.5. FACULTAD PARA INICIAR EL PROCEDIMIENTO.- En México,

quien da inicio al procedimiento de desafuero lo es cualquier persona que haya sido objeto

de algún delito por parte de determinado servidor público, asi como el Ministerio Público,

querella esta última que es la más recurrida en nuestro país .
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No obstante ello, en el sistema francés, a pesar de ser tres diferentes supuestos de

responsabilidad, tal y como ya 10 indicamos, única y exclusivamente en 10 referen te a la

responsabilidad de los miembros del Gobierno, en su segundo párrafo del artículo 68-2 de

la Constitución en comento, precisa la facultad ciudadana de querellarse en contra de algún

miembro de esta clase gobernante:

Toda persona que se considere agravtada por un crimen o un delito
cometido por un miembro del Gob ierno en ejercicio de 5U S funciones pued e
presentar una denuncia a tra,..és de una comi sión de reeurscs.

Una vez formulada la denuncia por parte del ciudadano agraviado a través de una

Comisión de Recursos, ésta tiene dos caminos a seguir. uno, clasifica el proceso o, b) la

transmite al Procurador General de la Corte, es decir, la remite a una especie de Ministerio

Público para que éste realice la investigación relativa, tal y como lo precisa el art iculo antes

citado:

Dicha comisión ordena ya sea la clasificación del proceso o su transmisión al
procurador General de la Corte de casación bajo sometimiento de la Cene de
Justicia dela República.

El procurador general de la Corte de Casación asimismo puede someter de oficio
a la corte de justi cia de la república bajo la opinión conforme de la comisión de
recursos.

4.1.2.6. FUERO COMO INl\fUNIDAD.- Tal y como 10 hemos venido

discut iendo, el fuero como inmunidad, concepción del maestro Burgoa Orihuela, es una

constante en las Constituciones que hemos venido analizando en el presente capitulo, y

desde luego en la Francesa, pilar de las Legislaciones Contemporáneas, no podria faltar, tal

y como se cita en el primer párrafo del artículo 26:

"Artículo 26. Ningún miembro del Parlamento podrá ser procesado,
perseguido, detenido, preso o juzgado por opiniones o votos que se baya
emítldo en el ejercicio de sus funcion es. "

4.1.2.7. NOTA PARA EL ANECDOTARIO.- Es import ante resaltar que el Título

X, denominado como "DE LA RESPONSABILIDAD PENAL DE L OS l\n EMB ROS

DEL GOBIERNO", es un capítulo recien te en la Constitución Francesa ya que fue

incorporado por Ley constitucional No. 93-952 de fecha 27 de j ulio de 1993. Es preciso

señalar que antes de ser agregado dicho título, el artículo 68 era el que regul aba la comis ión
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de delitos tanto del Presidente como de los miembros del Gobierno, en los siguientes

términos:

Articulo 68. El Presidente de la República no será responsable de los actos
realizados en ejercicio de sus funcio nes sino en caso de alta traición y no podrá
ser aCUS3.do más que por las dos Cámaras, que deberán pronunciarsepodráser
acusado más que por las dos Cámaras, que deberán pronunciarse por acuerdo
idéntico en votac ié n pública y por mayoría abso luta de los miembros que las
compongan. SeráJuzgado en estecaso por el AltoTribunal de Justicia.

Los miembros del Gobierno serán penalmente responsables de los actos
rcalindas en ejercicio de sus funciones y calificados como crimen o deUto
en el mom ento en que le cometan. Les será aplicable el procedimiento antc:s
Indicado, y asimismo a sus cóm plices en caso de conspiración contra la
seguridad del Estado. En Jos casos previ stos en el presente párrafo, el Tribunal
Supremo estará vinculado por la definición de los crtrnenes y del itos, así como
por la determinació n de las penas tal como una y otra resulten de las leyes
penales vigentes en el momento de corneterse los hechos .

Como podemos apreciar, la primera parte del artleulo 68, anterior a la reforma del

27 de julio de 1993, ha quedado prácticamente igual, es decir , el Presidente únicamente

puede ser j uzgado por el delito de alta traición, y la acusación la realizarán ambas Cámaras

por una mayoria absoluta en cada una de ellas. Al respecto, la única diferencia que

encontramos al respecto. lo es el hecho de que la autoridad sancionadora tiene diferente

acepción, es decir, en el escrito anterior a la reforma se establece que el Juzgador 10será el

Alto Tribunal de Justiciª, mientras que en la actualidad, o en el texto reciente, lo eS la

Alta Corte de Justicia.

La diferencia sustancial entre el texto actual y el anterior a la reforma de 1993, es lo

referente al procedimiento que se deberá substanciar en caso de que algún miembro del

gobierno sean quien realice alguna acción, típica, antijurldica y culpable, pues en el texto

anterior a la reforma del año 19 93, se desprend e claramen te que para proceder en contra de

algún ministro de gobierno, era necesario que las dos Cámaras (diputados y senadores) 10

acusaran por el voto de una mayoría abso luta, y quien resolveria la responsabilidad penal

del inculpado seria el Alto Tribunal de Justicia.

Por lo que respecta a la actual nonnatividad aplicable, como ya sostuvimos con

anterioridad, de la lectura del TÍTULO X, se desprend e que para proceder penalmente en

contra de un miembros del gobierno, no es necesario solici tar autorización o "j uicio de
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procedencia", ante alguna de las Cámaras que conforman el· Parlamento Francés, por el

hecho cierto de que quien lo juzgará será un Órgano constituido por miembros del

Parlamento y del Poder Judicial francés, es decir, por parte de la Corte de Justicia de la

Repúblic a, institución de sentencia que surgió a la vida jurídica con la reforma del 27 de

julio de 1993.

Estas diferencias substanciales, son las que motivan la conformaci ón del presente

trabajo académico, puesto que demuestra la viabilidad de la conformación de un cuerpo

colegiado constituido por el poder Legislat ivo y Judicial , para poder resolver una situación

que hasta la fecha es eminentemente, en nuestro país , una argucia política disfrazada de

legalidad, como lo es el juicio de procedencia.

4.1.3. CONSTITUCiÓN DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA, 1787'10

Es difieil encontrar autores mexicanos que se encarguen de analizar el denominado

Impeachment norteamericano, no obstante tratadistas como el Doctor Andrade Sánchez,

asi como Eréndira Salgado Ledesma, hacen referencia en sus respectivas obras, aqui

citadas, de la Obra del Maestro Raoul Berger, tituJado "lmpeachmenl. The Constutional

Problems . ". de quien nos basaremos para real izar el análisis sobre la Constitución Politica

de los Estados Unidos dc América.

Primeramente es preciso señalar que el Impeachment es una figura antiquísima,

quizá tan antigua como el propio Parlamento Ingles, asimismo los tratadistas mexicanos

precisan que el Impeachment, en sus inicios por ahí del siglo XII y XlII, servía para castigar

la denominada TRAICIÓN por parte de los servidores de la Corona, el procedimiento

consistía en que la Cámara de los Comunes formulaba acusación por dicho delito ante la

Cámara de los Lores , situación que se asemeja a lo que hoy en dia conocemos como Juício

Político . No obstante la semejanza anterior, en relacíón al juicio político , la figura del

imp eachmeni es el antecedente inmediato a la figura que a través del presente trabajo

académico analizamos, esto es el DESAFUERO, ello toda vez.que el impeachment es un

120 www.constitution.orglconlusa-span.htm
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requisito de procedibilidad, ya que los tribunales estaban imposibilitados de juzgar al

servidor, hasta el momento en quc el Parlamento emitiera la declaración respectiva.

Inclusive, el Licenciado en Derecho Andrade Sánchez, cjemplifica la imposibilidad

de juzgar por parte de los tribunales, en relación a un servidor de la Corona, cuando hace

referencia al Estatuto de Traiciones de 1352, emitido por Eduardo 111, el cual contenia una

serie de acciones las cuales eran consideradas como TRAICIÓN, sin embargo, en caso de

que el servidor incurriera en una conducta diversa a las ya establecidas, cl Rcy el

Parlamento analizarían dicha conducta y determinaria si ésta la incluirian en cl decálogo de

traiciones, mientras tanto los jueces se abstendrian de fallar el asunto:

.... Eduardo In expidió el Estatuto de Traiciones en 1352 , en el cual se contenía
un listado de acciones que constituirían traición, como hacer la guerr.J. control el
rey. alentar contra su vida o unirse a sus enemigos. A esta temprana forma de
tipificación se añadia una previsión conocid a como salvo, en la que se indicaba
que en virtud de que podrían darse casos susceptibles de considerarse como
traición en el futuro que no podían ser previstos en ese momen to. cualquier otra
conducta no contenida en el E::¡:tatuto tendría que ser puesta por los jueces a. la
considerac ión del rey y su Parlamento para que ahí se resol viera si debía o no
considerarse como traición. Entretanto los jueces deberían abstenerse de: fallarel
asunto...11 l

Así concluimos que la figura juridica del imp eachment fue creada a la vida juridica

con el único fin de juzgar el delito de traición, figura que poco a poco fue ampliando su

esfera de competencia, así como de las personas o servidores quc se les podía juzgar a

través de dicha figura, incluyendo a los propios ministros del rey.

Dejando un poco de lado el aspecto histórico de la figura del IMPEACHMENT,

analicemos como se encuentra regulada dicha figura en la actual y antiqnisima Constitución

Norteamericana de 1787, docwnento que obtuvimos traducido al español. 122

Haremos un análisis, sobre los principales aspectos de ambas figuras:

4.1.3.1. SUJETOS SOBRE LOS QUE RECAE EL JUICIO. Primeramente

analicemos a que funcionarios públicos es a quienes se les puede juzgar a través del

'" Andrade, Op. Cit ., p. 51
rzr Página Web : www.georgetown.edulpdbalConstilutionslUSA/usa1787.hlml.
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impeachment, para ello analicemos el artículo dos, cuarta sección, de la Carta Magna dc

nuestro vecino del norte:

El Presiden te, d Vicepresidente Jo' todos los (uncionarios efvíles de los
Estados Unidos serán separados de sus puestos al ser- acusados ~. deelarades
culpables de traición, coheche u otro'i delitos )' faltas gnYe5.

Del articulo antes transcrito concluimos que los servidores públicos que pueden ser

sujetos de impeachment son el Presidente, el Vicepresidente y los funcionarios civiles de

los Estados Unidos; las primeras dos figuras son evidentemenle claras, no obstante es

confuso en lo referenle a "los funcionarios chiles", es muy válido hacemos la pregunta

sobre qué funcionarios abarca dicha concepción, ello toda vez que la propia Constitución

no aclara dicha acepción, por ello es que nos remitimos a las concepciones de los tratadistas

estadounidenses que señalan :

.....De acuerdo con la mterpretecíón juridica aceptada. a los miembros del
gabinete presidencial formado por los secretarios de Estado }' otros altos
fuucfan aríes ~; 3 Jos j ueces federales, incl uyendo 3 los ministros de la Corte
Suprema de los Esta dos Unidos..·11J

Es decir, la Constitución Política de los Estados Unidos, asi como la doctrina

norteamericano, no adnúten que se tramite Impeachm ent en contra de los legisladores, es

decir Diputados y Senadores, inclusive el propio Senado sent ó precedente al detemúnar en

fecha 14 de enero de 1799, absolver al senador WilIiam Blount del proceso de

impeaclunent, al razonar que los legisladores no están incluidos en los denominados

"funcionarios civiles",

No obstante la restricción anterior, las conductas de los legisladores se encuentran

restringidas, pues los Congresistas pueden ser expulsados de las respectivas Cámaras, en

los t érminos que las mismas lo determinen, elJo de conformidad con el articulo uno, sección

quinta, párrafn segundo:

2.- Cada Cámar.l puede elaborar su reglamento interior. e2];tig:a.r a sus
mie mbros cuando se cooduuao. Indebidamente y expul5'8.r\osde su seno ron
el ase ntim iento de las dos terreras partes.

m Lomask, Milton, en el articule IMPEACHMENT de Gro lier Interactíve Producls;
htrp:/igi.grolier.comlpresidents'ea/sidelimpeach.html. Citadopor Andrade Séncb ez , Eduardo. "El desafuero
en el sistema constitucional mexicano", p. 44 .
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Así. el Senado, en fecha 8 de julio de 1797, resolvió expulsar al Seoador Blount de

la Cámara, hecho que también influyó en la resolución del Senado en el sentido de resolver

improcedente el Impeachment en contra del Senador.

De lo anterior concluimos que existe una diferencia entre el impeachment

norteamericano y el juicio de procedencia de nuestro país, pues en Estados Unidos no es

procedente el impeachment en contra de Diputados y Senadores, mientras que en nuestro

país, el juicio de procedencia procede en contra de los integrantes del Congreso de la

Unión, así como a los funcionarios públicos que se enuncian en el articulo I11 de la

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

4.1.3.2 . MOTIVOS DE PROCEDENCIA. Del propio Artículo 2, cuarta sección,

podemos inferir otro aspecto fundamental para el estudio del impeachment, como lo es las

causas por las cuales procede esta figura jurídica:

El Presidente, el Vicepnsideote y todos los ruaciooarios civiles de los
Estados Unidos serán separados de sus puestos al ser acusados y declarados
culpables de traición, echeebe u otros deutos ). faltas graves .

Fiel a la procedencia y razón de ser del impeachment inglés , es procedente por la

acción de traición, cohecho y otros delitos y faltas graves. Lógicamente para conocer en

que consisten dichos tipos legales debemos de analizar la propia Constitución de los

Estados Unidos de América, así como diversas leyes federales . Así, tenernos que el articulo

tres constitucional, en su tercera sección, tipifica dicho delito:

La traición contra los Estados Unidos sólo consisliri en hacer la guerra ca su
contra o en unirse a sus enemigo$., impartiéndoles ayuda y protección. A
ninguna. persona se le condenará por traición si no es sobre la base de la
declaración de los testigos que hayan presenciado el mismo acto perpetrado
abiertamente o. de W1a confesión en sesión publica de un tribunal.

La tipificación del delito de traición es clara, consiste en hacer la guerra en contra de

la Unión Americana; que un individuo se una al enemigo de Estados Unidos impart iéndoles

ayuda y protección.
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El delito de cohecho, fue tipificado en un estatuto emitido en 1790, pero dicha

tipificación habla única y exclusivamente cuando dicho ilícito es cometido por jueces, por

lo que a la letra no es aplicable al Presidente y vicepresidente de nuestro vecino del norte,

entendiendo que el cohecho es:

"Al que por si o por jnterpésita persona, solicite o recibaindebidamente para si
o para otro. dineroo cualquier otra dádiva, o acepte una promesa, para hacer o
dejarde: haceralgorelacionado con sus funciones."

Así, llegamos al conflicto que dicho artículo trae inmerso (uno más), en el sistema

legal norteamericano que significa o a qué se refiere la constitución cuando hace mención

de "otros delitos y faltas graves".

Para aclarar cl cuestionamiento anterior el Doctor en Ciencia Polltica y Licenciado

en Derecho, Eduardo Andrade Sánchez, sugiere leer y analizar las palabras originales de la

traducción: "other high crimes, and misdemianors ", Misdemianors, en el sistema

anglosajón significa un delito menor, una infracción de menor gravedad. Es decir, si ea

correcta la interpretación del doctor Eduardo Andrade, es factible que el impeachment sea

aplicado no únicamente por delitos, cuya tipificación sea determinada, sino también por

meras infracciones. De ser acertada la hipótesis antes planteada, es lógico que no sería

aplicable la máxima penal "nullum crimen sine lege", pues por infracciones seria también

procedente la figura juridica estudiada.

El maestro Raoul Berger sostiene, que existen otras muchas conductas no delictivas,

que pueden dar lugar al impeachment, pues para ello es menester atender los razonamientos

vertidos en la Convención de Ratificaci ónde Virginia donde George Madison, planteó que

debería acusarse al Presidentc si éste:

"estuviera conectado de cualquier manera sospechosa con alguna persona y
hubiera motivos para creerque se propone protegerla. También señaló que si el
presidente cometiera algo tan atroz como convocar solamente a los senadores
para considerar UD tratado debería ser acusado mediante impcachment por esa
falta (misdemeanor). Francis Corbin y Henry Pendleton consideraban que el
impartir un "mal consejo" por parte de los ministros podía dar lugar al
impeachment... el general CC. Pimckney, en l. Convención Ratificatoria de
Carolina del Sur, dijo que seria susceptible de impeachmeat "aquel que se
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comporte mal o traicione la confianzapública". Un abusode confianzaporparte
del Presidente.dijo Edward Rutledgedarla lugar al impeachment...124

Al respecto el propio Raoul Berger, precisa la intención de Madison de ampliar los

supuestos para que proceda el impeachment:

··.. .la traición como la define 13 Constitución no alcanzará a cubrir muchas
gravesy peligrosascfenses., los intentos de subvertir la Constitución puedenno
constituir una traición como ha sido definida... es de la más alta necesidad
ampliarla facultad del impeachmenL..12J

Así el Doctor Andrade Sánchez considera, una vez analizadas las inquietudes de

Madison, que la frase "otros delitos y faltas graves" debe ser interpretado en el sentido de

acciones que supongan un ejercicio indebido o excesivo del poder aunque no aparezca en la

legislación tipificada como delitos.126

Dentro de las teorías que el maestro Berger señala para entender las denominadas

misdemeanor (infracciones), es necesario conocer la naturaleza del impeachment, y al saber

que ésta, es un proceso político más que criminal, considera el maestro, que es lógico que

no únicamente se ciña a los tipos delictivos plasmados en la ley, sino también a diversas

conductas que deterioren el cargo que ostentan. Inclusive. el doctor Berger, considera que

la propia Constitución estadounidense hace referencia a dicha distinción en el propio

articulo uno, sección 3, párrafo 7, que expresa:

"en los casos de responsabilidades oficiales. el alcance de la sentencia no irá
más allá de la destitución del cargo y la inhabilitación para ocupary disfrutar
cualquierempleo honorífico, de confianzao remunerado, de los EstadosUnidos;
pero el individuo condenado quedará sujeto. no obstante, a que se le acuse.
enjukie,juzgue y castiguecon arreglo a derecho,"

En dicho artículo exísten dos vertientcs a saber: a) por un lado, el articulo cita dos

momentos diferentes, el primero consistente en la tramitación del impeachment, y por otro

el j uicio penal. una vez concluido el primer trámite. y b) la sanción del impeachment

consiste única y exclusivamente en la destitución del cargo o inhabilitación, es decir, no

tiene una consecuencia por la concusión de algún delito. como lo es la privación de la

'" Berger; Raoul , Op. Ci t., nota 26. p. 94 . Citado por Andrade Sánc hez, Eduard o. Op. Cu, pág. 51
'" Ibidem, p. SI
". Andrade Sánche:z, Eduardo . Op. Cit., p. 52
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libertad o la pena dc muert e, Estas dos situaciones confirman, según el doctor Berger, que

el impeachmenl no cs 1lll juicio penal.

Por otro lado y a efecto dc corroborar la tesis sustentada por Berger, cita el articulo

tres, segunda sección, de la Constitución de Estados Unidos, cuyo contenido es el siguiente:

"2.· Todos los delitos utá" iU7.gados por medio de un jurado excepto en los
usos de acusadón oor responsabilidad~ oficiales. y eljuicio de que se habla
tendrá lugar en el Estado en que el delito se haya cometido;pero cuando no se
haya cometido dentro de los limites de ningún Estado, el juicio se celebraráen el
lugaro lugares que el Congresohayadispuestopormedio de unaIey,"

El articulo anterior, a la interpretación del Doctor Berger, cita la tesis de que los

Senadores son los encargados de resolver sobre la existencia de un delito y sobre la

responsabilidad del inculpado, pues señala que todos los delitos serán juzgados por un

jurado, excepto los cometidos por responsabilidad oficial.

Con ello concluimos quc en el sistema constitucional norteamericano, el

imp eachment procede por dos figuras evidentemente penal es como lo son la traición y el

cohecho, así como un sin fin de "delitos y faltas graves", que no tienen una tipificación

específica y de la cual puede tener un objeto más politico que juridico dicha figura jurídica,

acto que desde luego tiene semejanza con nuestro actual juicio político.

En nuestro pais, el Presidente de la República, única y exclusivamente podrá ser

acusado (en un sistema biinstancial, actuando como órgano acusador la Cámara de

Diputados y como órgano de sentencia. la Cámara de Senadores), por traición a la patria y

los delitos graves del orden común. El primer tipo se especifica en el articulo 123 del

Código Penal Federal, relativo al Título Primero denominado " DEU TOS CONTRA LA

SEGURIDAD DE LA NACIÓN.", Ylos segundos, en cada 11110 de los Código sustantivos

de las Entidades Federativas. Es decir, en nuestro país, el juicio de procedencia, se inicia,

cuando los servidores a que hace referencia el 111 de la Constitución Polltica de los

Estados Unidos Mexicanos, comete un delito, entendiendo a éste, corno lo precisa el

artículo 7 del Código Penal Federal:

"Articulo JO. Delito es el acto u omisiónque sancionan las leyes penales."
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4.1.3.3. AUTORIDADES COMPETENTES.- El procedimiento entre el

impeachment y el juicio de procedencia, es diferente, en virtud de que el primero es

biinstancial, es decir, los Diputados se erigen en órgano acusador yel Senador en órgano de

sentencia; mientras que en nuestro pais el juicio de procedencia se consuma en la Cámara

de Diputados.

Al respecto, el articulo uno, sección segunda, de la Constitución Política de los

Estados Unidos, precisa que la Cámara de Representantes, es la única facultada para

declarar si ha lugar a proceder en contra de algún servidor:

5.- La Cámara de Represeataates elegirásu presidente y demás funcionarios y
será la única. bcultada para declarar que hay lugar a proceder en los casos
de respoesabütdades oñclales,

Asimismo, el articulo uno, tercera sección, precisa algunos requisitos que debe

cumplir el Senado al emitir su resolución, tal como lo es que para condenar al servidor,

deben votar dos tercios de los miembros presentes, y en caso de juzgar al presidente, debe

presidir el Senado el presidente del Tribunal Supremo:

6.- El Senado poseerá derecho exclusivo de juzgar sobre todas las
aeusac lenes por responsabilidades oficiales. Cuando se reúna con este objeto.
sus miembros deberán prestar un juramento o protesta. Cuando se juzgue al
Presidente de los E. U., deberá presidir el del Tribunal Supremo. Y a nlneu.a
persona se le condenará si no concur re el voto de dos tercios de los
miembros presentes.

En México, después del dictamen que elabore la Sección Instructora, dicho proyecto

pasará a votación de la Cámara de Diputados erigida en Jurado de Procedencia, quien

determinará por el voto de mayoría absoluta de sus miembros presentes en sesión, si ha

o no lugar a proceder en contra del inculpado.

En el caso del Presidente de la República, la Cámara de Diputados procederá a la

acusación respectiva ante la Cámara de Senadores, previa decla ración de la mayoría

absoluta del número de los miembros presentes en sesión de aquella Cámara, La

Cámara de Senadores erigida en jurado de sentencia dictará la sentencia por las dos

terceras partes de los miembros presentes en sesión.
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-1.1.3.4.LAS SANCIONES.- El articulo uno, tercera sección, párrafo séptimo, de la

Constitución de los Estados Unidos de América, precisa que la sanción por el impeachment

lo es la destitución del cargo yen su caso la inhabilitación para ocupar cargo público:

7.- En los casosde respons.abllldades ofidales, el alcance de la sentencia no
Irá más allá de la destitudcln del cargo y la Inhabllltadón para ocnpar ¡­
disfrutar cualquier empleo hoDOrffico., de confianza o remunerado" de los
Estados UnIdos; pero el individuo condenado quedad sujeto, no obstante, a que
se le acuse. enjuicie. juzguey castiguecon arreglo a derecho.

En el ámbito de sanciones, el impeachment se asemeja más al juicio político, pues

tiene las mismas sanciones, es decir la destitución del cargo y la inhabilitación, tal y como

lo señala el articulo 110, párrafo tercero, de la Carta Magna:

- Las saodones renslstlráo en la destltnclón del s<nldor público y en su
InhabiUtadón para desempelar fundona. empleos. c.araot o comisiones de
cualquier oaturaleza en el servido público,"

Es decir, existe una mayor similitud entre el impeachment y el juicio político.

No obstante lo anterior, si bien es cierto, existe una similitud entre el impeachment y

el juicio de procedencia, en cuanto a la sanción, que en efecto es la pérdida del cargo

público, lo cierto es que la primera figura lo es de carácter definitivo, mientras que en la

segunda, la figura mexicana, la pérdida definitiva está sujeta a la resolución del juez de la

causa, pues si en ésta se determina que el servidor público es inocente, éste regresa al

puesto del cual fue retirado para rendir cuentas ante el juzgador penal respectivo, según el

articulo 111 de nuestra Carta Magna:

El efecto de la declaración de que ha lugar a proceder contra el inculpado será
separarlo de su encargo en tanto est é sujeto a proceso penal. Si éste culmina en
sentencia absolutoria el inculpado podrá reasumir su función. Si la sentencia
fuese condenatoria y se trata de W1 delito cometido dunnte el ejercicio de su
encargo, no se concederá al reo la graciadel indulto.

Asimismo. otra de las similitudes entre el impeachment y el juicio de procedencia,

es que los tribunales competentes resolverán sobre el delito por el cual fue inculpado el

servidor público.
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4.1.3.5. FACULTAD PARA INICIAR EL PROCEDIMIENTO.- La

Constituc ión de los Estados Unidos de América, no determina dicho supuesto, no obstante

los ejemplos que han ocurrido en nuestro vecino del norte, dan paso a establecer dicha

incógnita.

El Doctor Andrade Sánchez, precisa que en los dos impeachmetü más recientes, el

órgano que da inicio al proceso ha sido difere~te :

"En el caso del procedimiento hincado en 1974 contra el presidente Richard
Nixcn fue el propio COMtTÉ JUDICIAL DE LA CÁMARA DE
REPRESENTANTES el que inició las investigaciones. En 1998, el
impeachment dirigido contra el presidente William Clinton tuvo su origen en
una investigación conducida por UN FISCAL ESPECIAL
INDEPENDIENTE.,,' rI

Es decir, en Estados Unidos, al no encontrarse regulada dicha situación , da lugar a

que el órgano que da inicio al proceso respectivo no esté determinado y pueda ser diverso

en cada situac ión, no obstante ello, lo más correcto es que un Órgano de la propia Cámara

de Diputados sea quien lo inicie, pues la función de dicha cámara es la de acusar al servidor

respecti vo.

En nuestro país, el artículo 109 de nuestra Constitución, da la facultad a la

ciudadanía de iniciar la denuncia ante la Cámara de Diputados, no obstante, como ya lo

estudiamos en el capítulo anterior, lo idóneo y procedente es mediante el Ministerio

Público, por las manifestaciones ahí vertidas.

"Cualquier d udadaoo. bajo su más estricta responsabilidad y mediante la
prestación de elementos de prueba, podrá formular denuncia ante la Cámara
de Dlputadcs del Conereso de la Voióo respecto de las conduelas a que se
refiereel presente artículo:'

4.1.3.6. FUERO COMO INMUNIDAD.- Como lo analizamos al determinar las

diferentes acepciones del concepto de fuero, el fuero como inmunidad, establecido en el

articulo 61 de la Carta Magna Mexicana y referente a que son inviolables las opiniones que

los miembros del Congreso manifiesten en el ejercicio de sus cargos y jamás serán

'" Andrade, Op. Cit., p. 59
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reconvenido s por ello; se encuentra también considerado en el artículo uno, sexta sección,

de la Carta Magna de Estados Unidos de América :

"Los senadores y representantes ... gozarán del privilegio de no ser arrestados
durante el tiempo que asistan a las sesio nes de sus respectivas Cámaras. así
como al ir a ellas o regresar de las mism as, ':i no podrán ser objeto en ningún
otro sirio de inquisición alguna con motivo de cualquier discus ión o debate en
una de las Cámaras."

4.1.4. CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA REPÚBLICA DE CIDLE128

La Constitución Política de la República de Chile sin lugar a dudas representa, para

el terna que nos ocupa, un oasis de análisis y estudio , ello desde luego derivado del enorme

seguimiento que tuvo para la vida política internacional el juicio de desafuero seguido en

contra del ex mandatario, y hasta antes del desafuero, senador vital icio, Augusto Pinoche!.

Sin lugar a dudas , el caso citado en el párrafo inmediato anterior, fue un motivo más

para la decisión de analizar el lema del desafuero en nuestro país. No obstante el

seguimiento que diversos noticieros reali zaron sobre la nota, quedan muchas incógnitas en

la mente del hoy sustentante, respecto a la legalidad del procedimiento y, por ende, en

cuanto a su fundamento legal, para ello trataremos de aclarar dichas lagunas, al dividir el

tema en los siguientes puntos :

4.1.4.1. SUJETOS SOBRE LOS QUE RECAE EL JUICIO.- La Constitución

Chilena, precisa en el capitulo referente a la Cámara de Diputados, y específicamente en su

articulo 48, numeral 2, los servidores públicos que están sujetos a un "juicio" en el seno

Carnaral para autorizar sea sujeto a proceso ante un juez penal :

ARTÍCULO ~8.-Son atribuciones exclusiv.... de la Cámara de Diputados:

2.- Declarar si han o no lugar las acusaciones que no menos de diez ni más
de veinte de sus miembros formulen en centra de alguna de las siguientes
personas:

a) Del Presidente de la República, por actos de su administración que
hayan comprometido gra"lrmentlr el honor o la seguridad de la
Nación, o infringido abiertamente la Constitución Olas leyes . Esta

I lS www.juridicas.una.mxInavjus/goblcl.htm
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acusación podrá interponerse mientras el Presidente esté en funciones y
en los seis meses siguientes a su expiración en el cargo. Durante este
último tiempo no podrá ausentarse de la República sin acuerdo de la
Cámara.

b) De los Ministros de Estado, por haber comprometido gravemente
t'I honor o la seguridad de la Nación. por infrinvr la Constitución o
las leyes o haber dejado éstas sin ejecucíéu , y por 105 deUtos de
traldóo, contusl6n. malversaciÓn de fondos públicos y soborDos;

e) De los magistrados de los tribunal.. superiores d. ¡.mida y del
ContraJor Ceneral de la República, por notable abandono de sus
deberes;

d) De los generales o almirantes de las instituciones pertenectentes a
las Fuerzas de la Defensa N:u:iomll, por h2lber comprometido
gravemente el honor o 13seguridad de la Nación.

e) De los c.rDeraJes o almirantes de las InstltudoDai pertenecientes a
las Fuerzas de la Defensa Nacional. por haber comprometido
gravemente el honor o la seguridad de 12 Nadón. y

o De los Intendentes y gobcraadora. por Infracción de b
Constitución v por 1Mdelitos de traldón. sediciÓn, malversación de
fondos pÚblicos y concusión.

La acusadón se tramitará en conformidad a la lq' orgánica constitudoO.1
rdad"a al Coogrt:So,

Las acusaciones referidas en las letras b), e), d) y e) podnín interponerse
mientr2S el afectado esté en (unciones o en los ees meses siguientes a ~;

expiraci ón en su. c:arxo, Interpuesta la acusación. el afectado no podrá ausentarse
del país sin permiso de la Cámara y no podrá hacerlo en caso alguno si la
acusación ya estuviese aprobada por ella.

Para declarar que ha lugar a acusación en contra del Presidente de la República
se necesitará el voto de la mayoría de los diputados en ejercicio.

En los demás casos se requerirá el de la mayoría de los diputados presentes y el
acusado quedará suspendido en sus [unciones desde el momento en que la
Cámara dedare que ha lugar la acusación.. L3 suspensión cesará si el
Senado desestimare la acus:K16n o si DO se:pronunciare dentro de lo, treinta
días d&uientes.

De la lectura y comprensión del artículo anterior, y si lo comparamos con nuestro

"juicio de procedencia" y "juicio pol ítico", podemos entender, según mi apreciación, que el

régimen constitucional chileno simplifica, en un mismo proceso, tanto la responsabilidad

política como la responsabilidad por la comisión de delitos de diferentes servidores

públicos de primer nivel .
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Lo anterior se corrobora si leemos los motivos por los cuales la Cámara de

Diputados determinará si ha o no lugar a las acusaciones formuladas contra diversos

funcionarios públicos; así podemos diferenciar dos vertientes muy claras: a) existen

funcionarios que son sancionados por delitos plenamente tipificados en el código penal

chileno , y b) existen funcionarios públicos que son sancionados por cometer diversas

acciones, que por no estar tipificadas en el código sustantivo respectivo, no configuran

delito alguno.

Así, únicamente tenemos que los funcionarios públicos que serán acusados por la

comisión de algún delito son:

FUNCIONARIO

\. - Ministros de Estado

2.- Intendentes y gobernadores

DELITOS

Traición, concusión, malversación de foodos públicos

ysobomo.

Traición, sedición, malversaci ón dc fondos públicos y

soborno.

Por lo que hace a Jos restantes funcionarios públicos que hace referencia el artículo

48, serán acusados por las siguientes conductas:

FUNCIONARIOS

1.- Presidente de la República

2.- Ministros de Estado

CONDUCTAS

Actos de su administración que hayan comprometido

gravemente el honor o la seguridad de la Nación , o

infringido abiertamenle la Constitución o las leyes,

Haber comprometido gravemente el honor o la

seguridad de la Nación, por infringir la Constitución o

las leyes o haber dejado estas sin ejecución.
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3.- De los magistrados de

los Tribunales Superiores

de Justicia y del Contralor

General de la República.

4.- Intendentes y

Gobernadores.

Notable abandono de sus deberes.

Por infracción de la Constitución.

Una vez determinados los funcionarios públicos contra los que procede un proceso

ante el propio Parlamento, se concluye que a diferencia de nuestro país, en Chile ni los

Diputados ni los Senadores están sujetos a un sistema de responsabilidades penales ante sus

iguales, pues quien determina o autoriza previamente la acusación es un Tribunal de

Alzada, tal y como lo veremos en el numeral SIETE del presente subtítulo. Así, en nuestro

país, el Presidente de la República, únicamente es procesado por el delito de Traición a la

Patria y por delitos graves del orden común, mientras que en Chile, el titular de la primera

magistratura no es expresamente sancionado por la comisión de algún delito, sino por

conductas no tipificadas.

4.1.4.2. MOTIVOS DE PROCEDENCIA.- Como ya Jo vimos en el numeral

anterior, el proceso ante alguna de las Cámaras que conforman el poder legislativo chileno,

y de confonnidad con el artIculo 48 constitucional, las conductas y los delitos por los cuales

da lugar a hincar proceso en contra de servidores públicos; se describen en la tabla que

precisa en el punto anterior y que se reproduce como si a la letra estuviese para evitar

repeticiones inútiles.

Así, únicamente tenemos que los funcionarios públicos que serán acusados por la

comisión de algún delito son los Ministros de Estado; los intendentes y gobernadores y por

conductas no tipificadas como delito el Presidente de la República, Ministros de Estado,

Magistr:ados de los Tribunales Superiores de Justicia y del Contralor General de la

República, así como intendentes y gobernadores, de conformidad al artículo 48 de la
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Constitución Sudamericana, especificada en el punto que antecede y que a efecto de evitar

repeticiones inútiles se inserta y reproduce como si a la letra estuviese.

Afirma el hecho de que los funcionarins públicos citados en el artículo 4S

const itucional , no únicamente son sancionados por delitos, el contenido del párrafo

segundo, del numeral 1, del articulo 49, de la Constitución Politica en estudio , cuya

redacción es del tenor siguiente:

El Senado resolverácomojurado y se limitará a declarar si el acusado es o no
culpable de l delito, in(rattión o abuse de peder que se le imputa.

Es decir, el Senado determinará si alguno de los funcionarios citados en el artículo

48 de la Carta Magna Chilena, incurrió en algún delito, obviamente de los propios

enumerados en nuestra tabla anterior, o en alguna infracción.

Para comprender mejor la diferencia entre delito e infracción, nos remitimos a los

conocimi entos del Doctor Luis Humberto Delgadillo Gutiérrez, quien precisa:

"la teoría cualitativa señala que entre ambas figuras existen diferenci as
esenciales. puesto que el delito se produce cuando el heehe ilícito atenta
dtreetameete contra los derec:hM subjetivos de Jos ciudadanos, al violar
principios morales o de Derecho Natural que la nonna j urídica protege.
produciendo un daño o manifestando la intención del producido, 3 diferenci a de
la infracción. 1:0 la que el hecho ilícito lesiona la actividad que la
adminístucl6n realiza a (."·OT de JOl gobuoados, por Jo que, al perturbar
su buen funcionamiento lesfona indirrd amentc los Intereses
partleulares." 119

Es decir, el delito viola derechos subjetivos, tales como la vi da o la propiedad,

mientras que la infracc ión lesiona la actividad de la administración pública sin lesionar

directamente un derecho subjetivo , como por ejemplo el no traer cngnrnado o verificación,

que son mecanismos puestos por la cIase gobernante en su administración.

No obstante ello, el Doctor Delgadillo, coincide plenamente con la teoría legislativa,

en relación a las infracciones y delitos :

" . Delgadillo Gutiérrez, Luis Humberto. Op. Cít., p. 330.
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"_tenemos la teoria legislativa, la cual considera que la diferencia está en la
apreciación del legislador quien , por razones circunstanciales y de necesidades
sociales, delimita el campo de la infracción y lo separa del delito con base en
decisiones de política criminal, por lo que. ser:i necesario consultar la
lepslad60 en cada caso, para determinar si un l1ídto queda comprendido
en las infncclones o en los delit05 ."lJO

Así, no obstante que la doctrina indica que la infracción es W1a falta menor a W1

delito, de conformidad al Doctor Delgadillo es preci so tomar en consideración la

legislación vigente para determinar cual es una y cual es otro. Sin embargo, queda

perfectamente definido el hecho cierto de que diversos funcionarios públicos no

únicamente serán sancionados por la comis ión de una conducta típica, antijurídica y

culpable.

En cuanto al lapso de tiempo durante el cual serán acusados los servidores públicos

en cita, en propio articulo 48 constitucional resuelve esta incógnita, pues por lo que hace al

Presidente de la Repúblic a, éste podrá ser acusado duran te el tiempo de su mandato y

durante seis meses después de concluido su periodo . lapso éste último en el cual no podrá

ausentarse de la Repúbl ica sin acuerdo de la Cámara.

Finalmente, por In que respecta a los restantes funcionarios en cita, la acusación se

hará durante sus funciones y hasta tres meses después de concluido su periodo:

Las acusaciones referidas en las letras b), e), d) y e) podrim imerpenerse
mientras el afectado esté en funciones o en los tres meses siguientes a la
expiración en su cargo. Interpuesta la acusación. el afectado no podrá ausentarse
del país sin permiso de la Cámara Y no podrá hacerlo en caso alguno si la
acusación ya estuviesezprobada porella,

Finalmente, mención especial resulta el proceso que enfrentan los j ueces chilenos,

pues dicho proceso no está plenamente detenninado en la Carta Magna del país

Sudamericano de estudio si no que remite a la ley especial, no obstante ello, también

responderán por sus actividades delictuosas, ello de conformidad con el articulo 76

constitucional:

~ATtícul0 76. Los jueces SDn persenalmente responsables por 105 delitos de
cohecho, f:lfta de observancia en materia substancial de las Ieyes que rqJao

'" IDEM.
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el procedimiento, denegación y torcida administración de justicia y, en
general. de toda prevaricación en que Incurran en el desempeño de sus.
funciones .

Tratándose de los miembros de la Corte Suprema, la ley detennioari. los
casos y modo de hacer efectiva esta responsabilidad."

Asimismo los jueces y magistrados gozan de fuero, pues no podrán ser procesados

penalmente sino por la comisión de delito flagrante, tal y como lo dctennina el artículo 78

constitucional:

"Articulo 78. LGs magistrados de los h1bunale.... superiores de lost1da, los
fiscales judiciales y los jueces letrados Que integran el Poder Judicial. DO

podrán ser aprehendidos sin orden del tribunal competente, salvo el caso de
crimen o sImple delito flagrante y sólo pan ponerlos Inmedlat2mente a
disposición del tribunal que debe conocer del asunto en confonnldad :a la
ley:'

4.1.4.3. AUTORIDADES COMPETENTES.- Las autoridades competentes, de

conformidad a la Constitución Política de Chile , son dos, la Cámara de Diputados, quien

fungirá como órgano acusador, y la Cámara de Senadores quien fungirá como órgano de

sentencia.

En cuanto a las facultades de la Cámara de Diputados con respecto al proceso de

responsabilidades penales, el artículo 48 del ordenamiento multicitado, precisa que dicha

cámara determinará si ha lugar o no las acusaciones en contra de diversos funcionarios

públicos, mismos que ya han quedado debidamente especificados. Dicha determinación se

realizará por el voto de los Diputados, en el caso del Presidente, para declarar que ha lugar

a la acusación, es necesario el voto de la mayoría de los Diputados en ejercicio, mientras

que para los demás funcionarios, bastará la mayoría de los Diputados presentes:

Para declarar que ha lugar a acusación en contra del Presidente de la República
se necesitará el voto de la mayoría de los diputados en ejercicio.

En los demáscasos se requerirá el de lamayoria de los diputados presentes y el
acusado quedará suspendido en sus fundones desde el momento en que la
Cámara declare que ha lugar la acusación. La suspensión cesará ¡j el
Senado desestiman la acusación o si no se pronunciare dentro de los treinta
días siluieotes.

La Cámara de Senadores, como Órgano de sentencia, será el encargado de declarar

si el acusado es o no culpable de la comisión de un delito, infracción o abuso de poder:
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Articulo 49 .- Son atribuciones exclusivas del Senado :

1.-Conocer de las acusaciones que la Cámara de Diputados enlabie con arregle
31 articulo anterior.

El Senado resolverá como Jurado y se limitará a dcc:Ianr si el acasaclo es o
no culpable del delito, infracción o abuso de poder que se le imputa.

La declaración de culpabilidad deberá ser pronunciada por los dos tercios de los
senadores en ejerciciocuando se trate de una acusación en contra del Presidente
de la República, y por la mayoría de los senadores en ejercicio en los demás
casos.

Por la declanlción de culpabi lidad queda el acusado destituido de su cargo, y no
podrá desempeñar ninguna función pública, sea o no de elección popular. por el
término de cinco años.

El funcionario deelanKlo culpable seré j uzgado de ocuenIo a 1.. Ieyeo por el
tribun.al competente. bullo pan> la aplicación de la pena señal ada al delito , si lo
hubiere, cuanto para hacer efec tiva la responsa bilidad civi l por los dallos y
perjuicios causados al Estadoo a particulares.

Como ya señalamos con anterioridad, el proceso chileno, en cuanto a forma, se

parece más a nuestro juicio político, pues ambas cámaras tendrán ingerencia en la decisión

final de proceder o no penalmente en contra del servidor público presuntamente

responsable.

4.1.4.4. LAS SANClONES.- En este rubro ambas legislaciones, la mexicana y la

chilena, coinciden plenamente. pues se tiene bien definido que la única sanción que le

deviene a la declaración de procedencia es la suspensión en la fimciones por parte del

funcionario público en cuestión:

En los demás casos se requerirá el de la rnayoria de los diputados presentes y el
acusado quedará 5mpendido en sus funcioDK desde el momeoto ca que la
Cám3T3 deda", que h.a lugar la acusadólL La suspensión cesará si el
Senado desestimare la atusadóa o si no se pronundare dentro de lo! treinta
días siguJentts.

Si bien es cierto que en ambos casos (México y Chile), la suspensión de actividades

del fimcionario (en caso de México, separaci6n del cargo) procede cuando la Cámara de

Diputados declara que ha lugar a proceder contra el servidor público. también existen

diferencias en ese sentido; en nuestro proceso de declaración de procedencia los Diputados

yen especifico la Sección Instructora, resuelven sobre la existencia del delito y la probable
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responsabilidad del imputado, así como la subsistencia del fuero constitucional, mientras

que en Chile los Diputados se limitan a declarar que ha lugar a la acusación, y es a partir de

ah! cuando existe suspensión de actividades, acto que quizá equivaldría a que en México,

en el auto de radicación , se aplicase como medida suspensional, la separación del cargo.

Ello toda vez que el Senado es quien determinará si el inculpado el CULPABLE, situación

ésta que debe ser resuelta por el Juez de la causa y no por el Senado, pues qué CASO

TIENE SER .JUZGADO POR UN JUEZ PENAL COMPETENTE, COMO LO

INDICA EL ARTÍCULO 49 CONSTITUCIONAL DE CHILE, SI EL SENADO,

PREVIAMENTE, YA HA DECLARADO CULPABLE AL FUNCIONARIO

PÚBLICO EN CUESTIÓN.

El funcionario declarado culpable será j uzgado de acuerdo a las leyes por el
tribunal competen te, tanto para la aplicación de la pena señalada al delito. si lo
hubiere, cuanto para hacer efectiva la responsabilidad civil por los daños y
peljuicios causados al Estado o a particulares.

Una situación perfectamente aplicable en el caso mexicano con el objetivo de hacer

sumario la declaración de procedencia, es el hecho que en Chile, la suspensión de

actividades concluye, además de que el Senado desestime la acusación, porque la "Cámara

Alta", no se pronunciare dentro del término de treinta dias.

4.1.4.5. FACULTAD PARA INICIAR EL PROCEDIMIENTO,- En México,

quien da inicio al procedimiento de desafuero lo es cualquier persona que haya sido objeto

de algún delito por parte de determinado servidor público, así como el Ministerio Público,

querella esta última que es la másrecurrida en nuestro país .

En el caso chileno , de conformidad con el articulo 48 constitucional, el encargado

de formular la acusación serán entre 10 Y20 diputados :

2.- Declarar si han o no lu::u las acusadones que no menos de diez ni más
de veinte de $US miembros formulen en contra de aleuna de las sicwentes
personas:

Es decir, que la acusación será realizada por una doceava parte del Cuerpo

Legislativo, pues de conformidad al articulo 43 constitucional chileno, la Cámara e

Diputados la conforman 120 miembros.
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No obstante 10 anterior, la legislación chilena de igual forma permite que los

ciudadanos puedan querellarse en contra de acciones u omisiones cometidas única y

exclusivamente por los Ministros de Estado, dicha acusación será calificada por el propio

Senado, y se encuentra fundado en el numeral 2., del articulo 49 constitw:ional:

Articulo 49.- Son atribuciones exclusivas del Senedcc

2.- Decidir si ha o no Jugar la admisiónde las accionesjudiciales que cualquier
personapretenda iniciar en contra de algún Ministro de Estado, con motivo de
los peJjuicios que pueda beber sufrido injustamente por acto de este en el
dcsempdlo de su cargo;

4.1.4.6. FUERO COMO INMUNIDAD.- De la misma forma en que se ha venido

corroborando en el presente capítulo, todas y cada una de las Constituciones estudiadas

tienen como denominador común el hecho que en sus Ordenamiento Legal principal, se

hace mención específica del denominado fuero como inmunidad, es decir de la

inviolabilidad de sus opiniones, la Constitución Chilena no es la excepción, y en su artículo

58, primer párrafo, especifica:

"Artículo 58. Los diputados y senadores sólo son inviotables por las opiniones
que !113rrifiestcn y los votos que emitan en el dcscmpcl\o ele sus cargos. en
sesionesde salao de comisión."

4,1.4.7, PROCESO DE DECLARACIÓN CONTRA DIPUTADOS Y

SENADORES. El proceso en contra de diputados y seoadores, presuntos responsables de

la comisión de algún delito, dista mucho del proceso de desafuero en México, pues en

nuestro pals tanto diputados como senadores, primeramente, serán sujetos a un proceso ante

la Cámara de Diputados, la cual determinará si ha o no lugar a proceder penalmente en

contra de dichos servidores públicos.

En Chile, el proceso es diferente, tanto diputados como senadores podrán ser

procesados penalmente y por ende, si el delito lo amerita, privados de la libertad, si Y 5.610

si el Tribunal de Alzada declara haber lugar a la fonnaci6n de la causa, tal y como lo

precisan los párrafos segundo y tercero del articulo 58 constitucional:
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"NiD~n diputado o senador, desde el día de su elección o designación, o
desde el de su incorporación.~ el caso puede.ser procesado O privado de
su libertad. .a1vo el ..so de delito n_enante .1 el Tribunal de Alzad. de l.
jurisdicción respeetív.... en pleno. no autoriza previamente la acusación
declarando haber lugar a la formación dc causa. De esta resolución podrá
apelarse para (sic) ante la Corte Suprema.

En caso de ser arrestado algún diput21do O senador por delito Oagnote,. será
puesto IllD1ediatamentea dJ.posidon del Tribunal de Alzada respecth'n, con
la ínformaci én sumaria correspondiente. El Tribu nal procederá. entonces,
confonne a lo dispuesto en el inciso anterior:"

Como Usted amable lector podrá percatarse, en la Constitución Chilena únicamente

ha lugar a proceder penalmente en contra de diputados' y senadores, cuando éstos hayan

sido descubiertos en flagrancia cometiendo algún delito , En este caso el Tribunal

respectivo, previo a la acusación respectiva, determinará si ha lugar o no a la formación de

la causa,

A muchos de nosotros nos causará problemas el entender a que se refiere el escrito

constitucional al señalar "haber lugar a la formac ión de causa" . El sustentante pretendiendo

Qolarar dicha duda haciendo una comparación con el sistema penal mexicano, así, en

nuestro país, los jueces detemúnan este hecho, en el auto de radicación, pues en éste

señalan la causa, es decir, el número de expediente del asunto. Así dicho auto de

radicación, única y exclusivamente se emite cuando el Ministerio Público, encargado de la

investigación de la comisión del delito y la presunta responsabilidad del inculpado, emite

auto de consignación (con o sin detenido) ante el juzgado en tumo y en su defecto, ante el

juez del partido judicial correspondiente.

Así, en WUl opinión particular y pensando en voz alta, si es posible, considero que

para que el juez penal determine si ha lugar o no a la formaci ón de la causa debe tomar en

cuenta la opinión del Ministerio Público , figura que se encuentra regulada en el articule SO

A de la Carta Magna Chilena:

"Un organismo autónomo, jerarquizado, con el nombre de Ministeño Público,
diñgirá en forma exclusiva la investigación de los hechos constitutivos de delito ,
los que determinen la participación punible y los que acrediten la inocencia del
imputado y, en su caso. ejerced la acción penalpúblicaen la fonna previstapor
la ley. De igualmanera, te corresponderá la adopciónde medidasparaproteger a
las víctimas y a los testigos. En caso alguno podrá ejercer funciones
jurisdiccionales."
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No obstante que hay que recordar que única y exclusivamente se pude finear

proceso en eontra de diputados y senadores por la comisión de delitos en flagrancia, es por

ello que el propio artieulo 58, de la Constitución chilena, haee mención a "informac i ón

sumaria" pues obviamente al ser flagrante, se presupone la existencia de los elementos del

tipo.

Finalmente, se precisa que la misma sanción es aplicable para estos servidores

públicos, pues ésta consistirá en la suspensión de su cargo, ello de conformidad al artículo

58, párrafo cuarto, de la Constitución en estudio:

Desde el momento en que se declare, por resolución firme, haber lugar a
fonnación de causa. queda el diputado o senador acusado suspendido de su
cargo y sujeto aljuez competente.

Finalmente y a efecto de que el lector tenga una visión más amplia sobre la

integración del Senado en Chile, se transcribe el articulo 45 Constitucional:

Articulo45.- El Senado se compone de miembros: elegidos en votaciéa directa por
circunscripciones senatoriales, en consideración a las trece regiones del país. Cada
región constituirá una circimscripciée, excepto seis de ellas que serán divididas,
cada una, en dos circunscripcionespor la ley orgánica constiUlCional respectiva. A
cada circunscripción com:spande elegir dos Senadores...

El Senado estará integrado también por.

a.- Los ex Presidenes de la República que hayan desempeñado el cargo durante
seis años en forma continua,salvo que hubiese tenido lugar10previstoen el inciso
tercero del número 10 del articulo 49 de es la Consútución. Estos Senadores lo
serán por derecho propio y con carácter vitalicio, sin pajuicio de que les sean
aplicables las jncompanbifidades, incapacidades y causales de cesación en el cargo
contempladas en los articulas 55, 56 Y57 de esta Constitueién.

b.- Dos ex Ministres de la Corte Suprema, elegidos por ésta en votaciones
sucesivas. que hayandescmpaiado el cargo a lo menos por dos años continuos.

c.- Un ex Contralor General de la República, que ha)'a desempeñado el cargo a lo
menos por dosaños continuos, elegido también por la Corte Suprema.

d.· Un ex. Comandante en Jefe el Ejército. uno de la Armada, otro de la Fuerza
Aérea, y un ex General Director de Carabineros que hayan desempeñado el cargoa
lo menos por dos años, elegidos por Consejo de Seguridod.
e.. Un ex rector de universidad estatal o reconocida por el Estado. que haya
desempeñado el cargo por un periodo no inferior a dos años continuos, designado
por el Presidente de l. República. y
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f.- Un ex Ministro de Estado, que haya ejercido el cargo por más de dos años
continuos. en periodos presidencial es anteriores a aquel en el cual se realiza el
nombram iento. designado también por el Presidente de la República.

Como el lector podrá percatarse la principal diferenc ia que estriba entre el régimen

chileno y el mexicano , consiste principalmente en que los Diputados y Senadores

Sudamericanos, única y exclusivamente podrán ser sujetos a DECLo\RACIÓN DE

CULPABILIDAD, por la comisión de delitos flagrantes , situación que dista mucho de

nuestro sistema constitucional en materia de responsabilidades, pues éstos podrán ser

sujetos a juicio de procedencia por la comis ión de toda acción u omisión que tenga el

carácter de delito.
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CAPÍTULOs.

PROPUESTA SOBRE LA PARTICIPACIÓN DE MIEMBROS DEL

PODER JUDICIAL EN EL JUICIO DE PROCEDENCIA.

El objetivo del presente trabajo académico es encontrar la "formula correcta" para

despejar las nubes que envuelven el tema del j uicio de procedencia, es decir, devolverle, si

es que alguna vez lo tuvo , el sentido jurídico a dicho proceso, y hacer de dicha institución,

un órgano confiable, un órgano que fortalezca el sistema constitucional mexicano y con e110

el incipiente ambiente democrático en el que nos encontramos inmersos.

Los Estados-Nación, de acuerdo a la teoría de la división de poderes, se basan en

una división de facultades entre tres Órganos Estatales para el correcto funcionamiento del

país, es decir, se basan en un sistema de pesosy contrapesos para buscar el equilibrio ideal

Y fortalecer al Estado y a los miembros que conforman el mismo, situación ésta que sería

imposible sin la colaboración entre poderes.

Partiendo precisamente de esta colaboración de poderes es que se da forma a la

presente propuesta académica en relación a la conformación de un cuerpo denominado

"TRIBUNAL DE PROCEDENCIA", conformado por miembros del Poder Legislativo,

tanto diputados como senadores, y por miembros del Poder Judicial de la Federación, a

efecto de poder determinar si ha lugar o no a proceder penalmente en contra de

detenninado servidor público, por la presunta comisión de un delito.

La figura que propongo es una figura que trae consigo un sin número de

discusiones, particularmente por la intervención del poder judicial de la federación en el

desahogo de dicho proceso, Y en la incógnita o contradicción de que sean Ministros de la

Suprema Corte de Justicia de la Nación (como parte del órgano jurídico propuesto) quienes

determinen si hao no lugar a proceder penalmente en contra de algún funcionario público,

puesto que en caso de que se apruebe el primer supuesto indicado, quien lo juzgaría sería

un Juez de Distrito en materia Penal, y quizá en la teoría de la jerarquización, dicha

propuesta seria inviable.
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Por otra parte, con la constitución dcl TRIBUNAl, DE PROCEDENCIA, se

eliminaría la figura del Jurado de Procedencia (Cámara de Diputados erigida en dicho

Jurado), con lo cual se eliminaría el sesgo político, pues ésta figura, que en la actualidad es

quien "resuelve" si ha o no lugar a proceder en contra del servidor público, pues

independientemente del sentido que tome el dictamen de la Sección Instructora. quienes

votan dicho dictamen son los diputados erigidos en Jurado de Procedencia. siendo realistas

votan por intereses partidistas y no valorando las pruebas aportadas por las parles, así como

por la fundamentación y motivación que sea integrada en el propio dictamen.

No obstante las controversias anteriores. los pros y contras de dicha propuesta se

analizarán a lo largo del presente capítulo, con el objetivo de dejar un precedente en el

análisis de la figura del juicio de procedencia y la necesidad de que el poder judicial de la

federación intervenga en el proceso de estudio.

5.1. VENTAJAS Y DESVENTAJAS DE QUE EL JUICIO DE PROCEDENCIA SEA

CONOCIDO, DESAHOGADO Y RESUELTO POR LA cÁMARA DE

DIPUTADOS.

Quizá el título del presente oumeral es incorrecto, pues como lo precisamos en el

capítulo 3 del presente trabajo de tesis, existen dos autoridades partieipes durante el juicio

de procedencia. la primera es la denominada Sección Instructora integrada por cuatro

diputados y que es la autoridad que se encarga de radicar la solicitud de procedencia

propuesta por el Ministerio Público, y determinar primeramente si la desecha "por ser

notoriamente improcedente" o entra al estudio de fondo del asunto, escuchando las

situaciones de hecho y de derecho expuestas por las partes, allegándose de las pruebas

necesarias para comprobar la existencia del cuerpo del delito y la probable responsabilidad

del inculpado, para que una vez resueltas dichas incógnitas determinar si es o no procedente

quitar el fuero al servidor público en cuestión.

La segunda antoridad conocedora del juicio de procedencia lo es el pleno de la

Cámara de Diputados quien se erige en Jurado de Procedencia y será la encargada. de
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resolver en última instancia. si ha o no lugar a proceder en contra del servidor público

acusado de incurrir en la comisión de algún delito.

Así , Ytoda vez que la Cámara de Diputados no se encarga de conocer y desahogar

el proceso, sino que es una autoridad diversa que si bien es cierto es constituida en el seno

de la Cámara de Diputados, tiene la facultad de dictar, ordenar y cjccular, por lo que

estaríamos hablando de dos autoridades, diferentes, que conocen sobre un mismo asunto en

específico.

Una vez aclarado lo anterior, entremos al conflicto antiquisimo sobre las ventajas y

desventajas que implica quc un procedimiento de carácter nctamente jurídico, sea resuelto

por el poder legislativo encargado de la creación de leyes, como ya se infirió en el tercer

capitulo del presente trabajo académico, al ser un proceso relativamente nuevo en cuanto a

su aplicación, la LVIIILegislatura, incurrió en diversos errores u omisiones, como cI hecho

de no saber como debía ser la constitución de la Sección Instructora, o más aún que el

presidente de la Cámara de Diputados haya omitido declarar a la Cámara de Diputados en

Juradode Procedencia.

La anterior problemática refleja el confl icto que desata el iniciar un juicio de

procedencia en contra de determinado funcionario y máxime si en la historia legislativa del

país son muy pocos los casos resueltos sobre el tema. Sin embargo y haciendo efectivo el

adagio de que echando a perder se aprende, la LIX Legislatura aprendió de los errores de

sus antecesores y en los dos asuntos más recientes, el caso del ex asambleísta con licencia

RENE JUVENAL BEJARANO MARTÍNF..z y el jefe de gobierno del Distrito Federal,

ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR, Y ha actuado COnfo~e a derecho y sin

impugnación alguna por alguna de las partes en conflicto, es decir, el servidor público y/o

el Ministerio Público.

No obstante lo anterior, los tratadistas, las partes en el conflicto y la sociedad en

general, han discutido arduamente en las ventajas y sobre todo las desventajas que

representa el juicio de procedencia como competencia del Poder Legislativo, por lo eual
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decidimos analizar dichas controversias al considerar la importancia de las mismas y

resaltar los aspectos más trascendentes.

5.1.1. DESVENTAJAS DE LA INTERVENCIÓN DEL PODER LEGISLATIVO EN

EL JUICIO DE PROCEDENCIA.

5.1.1.1. NATURALEZA DEL PROCESO Y VOTACIÓN, Como se indicó en el

primer capítulo del presente trabajo académico, el juicio de procedencia, es un proceso de

naturaleza meramente jurídica, ello derivado de que se regula a través de un procedimiento

debidamente precisado y detallado en la Ley Federal de Responsabilidad de los Servidores

Públicos, donde primeramente existe una solicitud de desafuero por parte, generalmente,

del Ministerio Público, radicando dicha solicitud ante la Sección Insuuctora de la Cámara

de Diputados Federal , quien la admite o la desecha, iniciando con ello la etapa de

Instrucción y concluyendo con una resolución inapelable.

Al ser un proceso jurídico y ser decidido o resuelto por los propios diputados, éstos,

quienes son los encargados, en éste caso, de aplicar exactamente la letra de la ley, deben

tener conocimientos jurídicos para poder razonar los hechos que dan lugar a la tramitación

de dicho proceso constitucional, así como los medios probatorios ofrecidos por las partes

(Ministerio Público y el servidor público) y poder determinar si ha o no lugar a "desaforar"

al servidor PÚblico en cuestión.

Si bien es cierto, la Cámara de Diputados se conforma de quinientos diputados de

entre los cuales existen o pueden existir licenciados en derecho, también es cierto que un

Diputado Federal puede ser UD comerciante, una actriz o un deportista (boxeador), como ha

ocurrido en innumerables ocasiones, y quienes al igual que UD profesionista de la carrera de

Derecho, pueden formar parte de la Sección Instructora, quien es la autoridad encargada de

conocer, desahogar y resolver la solicitud de procedencia promovida por el Ministerio

Público, con lo cual DOS podríamos preguntar. sin menospreciar los oficios o actividades

que desempeñan diversos diputados., ¿es posible que un diputado que carece de

conocimientos de Derecho pueda resolver si ha o no lugar a proceder en contra de un
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servidor público? Alguien podría contestar que los diputados tienen asesores jurídicos que

Jos podrían orientar, o más aún que la propia Cámara de Diputados, al momento de

determinar los posibles integrantes de la Sección Instructora, vista la función y facultades

de ésta, ponga un candado e indique que los candidatos a integrar dicha autoridad

legislativa lo serán única y exclusivamente licenciados en derecho o abogados postulantes y

seria correcta dicha postura, y además jurídicamente adecuada.

Pero nos encontramos con un problema mayor, quizá el dictamen emitido por la

Sección Instructora sea emitido por conocedores del Derecho, que el dictamen este

plenamente apegado a derecho siguiendo el principio de rrullum crimen sine tipo, pero

dicho dictamen tiene que ser votado por la Cámara de Diputados., que en la mayoría de los

casos se ciñen por lineas partidistas y no valoran la existencia del cuerpo del delito y la

probable responsabilidad del inculpado.

El presente problema si bien es cierto más que jurídico, es un problema de

formación y de carácter subjetivo, no implica que no se pretenda eliminar, a través de la

profesionalización de los miembros integrantes de la Cámara de Diputados.

5.1.1.2. ELEMENTOS A CONSIDERAR PARA LA RESOLUCIÓN. De

conformidad al articulo 25 de la Ley Federal de Responsabilidad de los Servidores

Públicos. la Sección Instructora debe de comprobar los elementos fundamentales para

poder determinar si ha o no lugar a "desaforar" a un servidor público, esto es, deben de

comprobar la existencia del delito y la probable responsabilidad del imputado, elementos'

penales que deben ser comprendidos plenamente para quien pretenda votar a favor o en

contra de la resolución dictada por la Sección Instructora,

Para acreditar lo anterior, debemos de saber cuando existe el cuerpo del delito, para

lo cual nos remitimos a los conocimientos de Guillermo Colín Sánchez, quien indica:

~_.existe ceerpo del delito cuando hay tipicidad de la conducla o hecho. de
acuerdo con el cootenido de cada tipo, de tal manera que del CU"'J'O del delito
corresponderá. atendiendo a la situacióo concreta: a) a10 meramente objetivo; b) a
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lo objetivo y nonnati>o; el a \o objcti>O, normetívo y subjetivo; d) a lo objeti>o y
subjetivo.YOJ}'

Inclusive el propio Código Federal dc Procedimientos Penales precisa el concepto

de euerpo del delito en los siguientes ténninos:

" Por cuerpo del delito se entiende el conjumo de los elementos objetivos o
externos que constituym la materialidad del hecho que l. ley señale como delito,
asi como Jos normativos . en el caso de que la descripción tfpica Jorequieran

Finalmente la probable responsabilidad del inculpado. queda acreditada cuando en

el expediente obren datos para acreditar la probable culpabilidad y que no haya a favor del

inculpado alguna causa de licitud. tal Ycomo lo advierte el artículo 168del Código Federal

de Procedimientos Penales:

"La probable responsabilidad del indiciado se tendrá por aaedilada aJaDdo. de los
medios probatorios existentes, se deduzca su patticipación en el delito, la comisión
dolosa o culposa del mismo y no exista aaeditada a Iilvor del indiciado alguna
causa de licitud o alguna exeluyente de culpabilidad.·

Ahora bien, es necesario advertir diferentes conceptos jurídicos que en algunas

ocasiones son utilizados como sinónimos y que en realidad no lo son, como lo es el caso de

la INTEGRACIÓN Y LA COMPROBACIÓN DEL CUERPO DEL DELITO,

conceptos que aclara el propio Colín Sánchez:

"La inlcgnoc:ióa del eaerpo del delito, .. una activicbd, en principio, a carzo
del a¡:ente del Miuisttrio Páblico, durante la averiguaciÓD previa y tiene su
fundamento en imperativosde carácter legaI." 1n

Mientras que:

"La comprobación del cuerpo del delito. implica una actividad racioDD~

eeeststeete en determinar si la conducta o hecho, se adecua a la hip6tcsa de la
nnrma penal que establece el tlpn."Ul

Así tenemos que la integraci ón del cuerpo del delito la rea1iza el Ministerio Público

en la averiguación previa; mientras que la comprobación del euerpo del delito la realiza el

juez, de conformidad con el articulo 19 constitucional, durante las etapas de instrucción y

juicio,

\), Colút Sáncbez, Guillenno. Op. Cit., p.379
In !bidem. p. 3&0.
1» ldem.
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Con ello tenemos quc cuando el artículo 25 de la LFRSP precisa que la sección

instructora practicará todas las diligencias conducentes a establecer la existencia dcl delito .

tenemos que dicha autoridad actúa como juez. pues dicha existencia no es otra cosa que la

comprobación de la existencia del cuerpo del delito, de lo cual deriva el problema principal,

pues dicho artículo cstaria violentando la Constitución Pol ítica, y específicamente el

artículo 19, pues como ya se expresó, el Juez Penal es el único encargado de comprobar el

cuerpo del del ito, Yno así la sección instructora..

Otro conflicto, principalmente por no diferenciar integración de la comprobación

del cuerpo del delito, la encontramos en el hecho de que diversos autores consideran que el

proceso de desafuero, es únicamente un requisito administrativo, pues al integrar la

averiguación el Minísterio Público, de conformidad al articulo 168 del Código Federal de

Procedimientos Penales, acreditará los elementos del tipo penal y la probable

responsabilidad del inculpado, mismos extremos que debe estudiar la sección instructora,

por lo que en automático debe aprobarse la procedencia en contra del servidor público en

tumo, tal y como equivocadamente lo precisa el Doctor Alberto del Castillo del Valle:

"Nótese, pues, como el IIltíc:uIo 2S de la Ley Federal de Responsabilidad de los
Servidores Públicos, establece que la sección instructora de la Cáman de
Diputados deben. tener por probados los elementos del cuerpo del delito (del
delito, dice la Ley) y de la probable responsabilidad del indiciado. Iodo lo cual
deviene del hecho de que patlI poder eicn:itanc acción F es preciso que el
Ministerio Público tenga por acreditados esos eteeeetos,"

Dicha interpretación representa un conflicto en relación con la facultad que tienen

los Diputados de desahogar el juicio de procedencia, toda vez quc los tratadistas, y en

especifico el Doctor Del Castillo, ven ésta facultad como mero requisito de trámite pues

consideran que una vez que el órgano autónomo encargado de la investigación de los

delitos, es decir. el Ministerio Público, integra la averiguación y solicita ante la Cámara de

Diputados la declaración de procedencia, es porque va a consignar la averiguación ante el

Juez Penal en rumo, es decir. que a su consideración se encuentran acreditados tanto el

cuerpo del delito como la probable responsabilidad del inculpado, por lo que los

,>4 Del Castillo del Valle, AIbetto. Aspectos Juridiros del juicio tk tfnafuuo contra Andrés López Obrador
Ediciones JuridicasAlma, S. A.deC. V,p. 16.
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legisladores únicamente votan el sentido o el pliego de consignación emitido por el -Órgano

Social .

La consideración anterior, desestima en todo el proceso de desafuero, y en si la

institución misma del juicio de procedencia, teniendo en tela de juicio el criterio del

legislador .

5.1.1.3. FUNCIÓN POLÍTlCA.- Si bien es cierto que las dos autoridades que

intervienen en el juicio de procedencia, sección instructora y el pleno de la Cámara de

Diputados, se encuentran conformados por diversos militantes de los partidos políticos.

mismos que constituyen un colo de poder amplísimo en nuestro pais y que en si determinan

la agenda política del país, también es cierto que dichas autoridades 'jurisdiccionales", no

son del todo confiables pues se mueven por líneas partidistas y no con independencia.

También es cieno que las autoridades competentes en dicho proceso tienen W1D

naturaleza mixta de una jurisdicción política, pero de carácter técnico, ya que la propia

doctrina lo ha determinado con toda precisión. lo POLíTICO Y LO JURISDICCIONAL

NO SON EXCLUYENTES ENTRE sí, pues la trascendencia politica de las cuestiones

directamente constitucionales no significa que no puedan ceñirse a criterios jurldicos y

procesos jurisdiccionales.

Inclusive la línea entre lo político y lo jurisdiccional es muy tenue, por lo cual se

incrementa el grado de desconfianza al ser un órgano eminentemente político, por estar

confonnado por "animales políticos", quien sea cl encargado de determinar si ha o no lugar

a proceder penalmente en contra de un servidor público, inclusive los propios juristas tienen

desconfianza en ello, pues el propio Alberto del Castillo del Valle, solicitó a los diputados

miembros dc la LIX legislatura lo siguiente:

"Ahora bien. c:onfonne a la ConstituciÓD Federal. 8 la Cámara de Dipubldos
cornspoDde conocer dd juicio de d.... l\Iero, adoando en d cumplimiento de
esta tarea con estricto apego a Deredlo y no atendiendo los maadatol de la
política o de sus respectivos partides poIrt1cos o intereses mezquiDos, seaD
estos de amistad o de Indole polldca. Por tanto. en la resolución de estas
Instancias legislativas de corte jurisdiccional. los legisladores no pueden apartarse
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de los lineamientos dcl Derecho. sino que, por cl contrario, dichos servidores
públicos deberán resolver considerando los lineamientos y mandatos legales .•.~'"

De la solicitud anterior. realizada por un reconocido jurista, es evidente lo invisible

de la línea que divide lo político de lo jurídico, los intereses partidistas del respeto a las

instituciones, pues en un verdadero Estado de Derecho, donde las instituciones son el

cimiento de éste, no existe cabida a la desconfianza, al temor de la emisión de un dictamen

o una "resolución" que no se encuentre debidamentc fundada y motivada, con un

razonamiento lógico-juridico que no trasgreda las garantías individuales de seguridad

juridica y de libertad, máxime si ésta: resolución no puede ser recurrida por el servidor

público imputarlo.

En el más reciente proceso de desafuero que cimbró no solamente las instituciones

del pafs sino el tejido Constitucional del país, es decir el expediente número SII03/04

seguido en contra del Licenciado Andrés Manuel López Obrador, Jefe de Gobierno del

Distrito Federal, se puso de manifiesto , en su máximo esplendor, el aspecto polftico &1

juicio de procedencia, pues en dicho proceso DO se discutía tanto si los cuatro miembros de

la Sección Instructora podrfan emitir una resolución que juzgare la conducta del funcionario

público, sino se discutía úNICA y EXCLUSIVAMENTE LA OPORTUNIDAD

POLÍTICA DE PRIVAR A ÉSTE DEL FUERO, AFECTANDO LA FUNCIÓN

PÚBUCA DEL SERVIDOR POR EL HECHO MISMO DE LA SEPARACIÓN Y

SUS CONSECUENCIAS A POSTERIOR!.

La discusión sobre el aspecto político del juicio dc procedencia tuvo su auge en el

caso del Licenciado Andrés Manuel López Obrador, sin embargo hay que recordar que en

el caso del asambleísta con licencia, Renc Juvenal Bejarano Martínez, se tuvo, al juicio de

procedencia, como una institución sólida del Estado demócrata mexicano, situación que dio

un giro de 180 grados en el primero de los casos citados, en virtud de una serie de

inconsistencias en la integración de la averiguación previa por parte del Ministerio Público

Federal , mismas que analizaremos, con un sentido meramente jurídico, a continuación las

tres principales inconsisteocias en el caso :

13) lli~ p. 35.
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5.1.1.3.1. INCONSISTENCIAS JURÍDICAS EN EL CASO ANDRES

MANUEL LÓPEZ OBRADOR (CRÓNICAS AGÓNICAS DE UNA

AVERIGUACIÓN DESTINADA AL FRACASO DESDE SU GESTACIÓN)

5.1.1.3.1.1. EXISTENCIA DEL TIPO SIN PENA ESPECÍFICA.

(CONTRAVERSiÓN AL PRINCIPIO DE LEGALIDAD).

En la actualidad y en el caso más reciente sobre el estudio, análisis y desahogo del

juicio de procedencia en contra del Jefe dc Gobierno del Distrito Federal, Lic. Andrés

Manuel López Obrador, se evidenciaron muchos errores en la integración de la

Averiguación Previa número 1339/FESPLEI2001, lo que hizo dudar en la independencia y

autonomia de la Procuraduría General de la República y con ello, de la figura del JUICIO

DE PROCEDENCIA, institución que fue puesta en tela de juicio por la sociedad civil,

centrándose la discusión si dicho proceso lo fuc de carácter jurídico o únicamente un

pretexto para acabar con las aspiraciones políticas de algún individuo, en éste caso del Jefe

de Gobierno del Distñto Federal.

Las discusiones en torno al tema., desde luego desataron controversia, inclusive en

los diversos centros de estodio de nivel superior se realizaron diversas conferencias, mesas

redondas de análisis y debate sobre el terna, con el único objetivo de delimitar el aspecto

político del jurídico, sin embargo, como el propio constitucionalista E1isur Arteaga Nava.,

emulando a Aristóteles, dicha situación pudo no llevarse a cabo, pues un abogado es

humano, y el ser humano es un animal polltico por naturaleza.136

Sin embargo, nuestro trabajo académico se centra única y exclusivamente en el

ámbito jurídico, específicamente en dos materias primordiales como lo son el derecho

constitucional y el derecho penal, por lo que en base a dichos aspectos trataremos de

evidenciar los errores u omisiones en que incurrió el Ministerio Púhlico, en el asunto

1>6 El abogado por la Escuela Libre de Derecho, participó en la Conferencia denominada " Lé pez Obrador.
CasoEl Encino.". debate que tuvo verilicativo en lasInstalaciones de la Universidad Iberoamericana, durante
el mes de octubre del aIio 2004.
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especifico del juicio de procedencia seguido en contra del Licenciado en Ciencias Políticas,

Andrés Manuel LópezObrador,

Uno de los debates de fundo sobre el asunto, es el respeto a los principios de

seguridad juridica y legalidad contemplados en los artículos 14 y 16 constitucionales.

Dichos artículos, así como la doctñna en materia penal hanreconocido de forma indudable

el principio, multicitado a lo largo de poco más de un año en que se desahogó el juicio que

nos ocupa. de nu/lum crimen, nulla poena sine lege; es decir la discusión se centra en

determinar si la omisión en que incurrió el Jefe dc Gobiemo es UD delito, y si desde luego

dicha omisión trae aparejada una sanción, o sea, la discusión es un principio básico que

estudiamos cuando ingresarnos a la carrera de Derecho, para toda hipótesis jurídica debe

recaer una consecuencia jurídica, sin embargo en las distintas teorías sobre el cuerpo del

delito. algunos tratadistas consideran que la pena no puede ser parte del cuerpo del delito ,

sino que es una consecuencia de aquél, situación que desde luego ya analizamos en el

primer capítulo del presente trabajo académico.

Por ello, primeramente analizaremos el sustento legal en que se basó el Ministerio

Público Federal para consignar ante el Juez Penal. previo a la solicitud de declaración de

procedencia, el expediente multicitado, aún con las discusiones ya advertidas en el sentido

de que la violación a una suspensión no trae aparejada sanción alguna por lo que seria

irrelevante dicha omisión. Por ello, es que a continuación se trascribe dicho fundamento, es

decir, el Ministerio Público fundó su solicitud en la contradicción de tesis 19197 emitida por

la Segunda Sala de la Suprema Corte dc Justicia de la Nación, misma que es del tenor

siguiente:

Now:naÉpoca
1t1SllUlCia: Primela Sala
Fuente: Apéndice2000
Tomo: Tomo 11, Penal, Jurisprudencia SON
Tesis: 37
Página: 28

APUCAOÓN EXACTA DE LA LEY PENAL, GARANTiA DE LA. EN
RELAOÓN AL DELITO DE VlOLAOÓN A LA SUSPENSIÓN.- El
artículo 206 de la Ley de Amparo, al eslablecerel tipo del delito de desobediencia
al auto de suspensión debidamcnú: notificado Y hacer l. remisión, para efectos de
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sanción, al de abuso de autoridad previsto por el artículo 2 15 de l Código Penal
Federal, no es violatorio de la garantfa de exacta aplicaeión de la ley en
materia pen al, ya que los principios nnUum crimen sine Iege y nulla pueoa
sillClege, en que descansa dicha garant ía, se rer....n a que D O lteeho que no esté
tipificado en la ley como delito, DO puede conducir a la imposición de tilla

pena. porqne a todo bocho relacionado en la ley como cldilo debe: preverse
e. presamen te la pena que le corresponda, en C3SO de $U comisión. Tales
princi pios son respetados en los preceptos mencionados, al describir, el primero de
ellos. el tipo penal respoctivo, y el segundo, en los párrafos penúltimo y último. la
sanción que ha de eplicarse a quien real ice la conducta tipificada. Así, la
imposición por anaIogla de una pena, que implica tambi én por analogía la
aplicación de una norma que contiene una determinada sanción,. a UD caso que no
cm expresamente castigado por ésta, que es lo que proscribe el párnlfo tercero del
artlallo 14 constitucional, no se surte en las normas impugnadas.

Novena Época :

Connadiceión de tesi s 19/97 .-Entre las susten tad as por los Tribunales Colegiados
Primero y Segundo del Décimo Segundo Circuito.-22 de octubre de 1997.-Cinco
voros-Poeente : Humberto RomáD Palecios.-Secretario: Anton io Espinoza Range!.

Semanario Judicial de la Fed<ración Y su Gaceta, Tomo VI. diciembre de 1997,
página217 , Primera Sala tesis laJJ. 46/97; véase la ej ecutoria en la página 2 18 de
diehotomo.

Sin embargo. dicha contradicción de tesis, despertó múltiples discusiones por sus

antecedentes y el criterio utilizado por los Ministros de la Corte.

Para unificar criterios, debemos de conocer cual fue el sentido en que razonaron

tanto el Primer como el Segundo Tribunal Colegiado del Duodécimo Circuito en Materia

Penal, resoluciones que decidió resolver la Corte en los términos de la Contradicción

transcrita con anterioridad.

El Primer Tribunal Colegiado al resolver el recurso de revisión 119195, sustentó el

criterio de que no era acertado lo considerado por el Juez de Amparo, referente a que la

orden de aprehensión señalada como acto reclamado era violatoria del principio de

legalidad consagrado en el articulo 14, párrafo tercero , de la Constitución Política de los

Estados Unidos Mexicanos, porque no se aplicó pena por anaIogia, pues el artículo 206 de

la Ley de Amparo fija tanto el delito de violación a la suspensión como los límites de la

pena para imponerse, remite a la sanción correspondiente al ilícito de abuso de autoridad,

previsto en el artículo 215 del Código Penal Federal, la cual es privativa de la libertad;

concluyendo que el ilicito de desobediencia del auto de suspensión sí tiene expresamente

179

Neevia docConverter 5.1



señalada pena privativa de la libertad, misma que se encuentra contemplada en el artículo

215 del Código Penal Federal, ello en base al principio de indubio pro reo:

" .•. de ahí que no pueda decirse que .no exista penalidad aplicable al delito
atribuido al quejoso como lo sostuvo el Juez Federal, ni que no se pueda
determinar cuál sanción le resulta aplicable. pues, en todo caso, al existir dos
penalidades especificas debe aplicarse a( seruenciado (a que le sea más fovorabl..
por lo que ante ese onIen de ideas. no estuvo en lo correcto el Juez del amparo al
coreideeer que la orden de aprehensión señalada como acto reclamado era
violatoria del principio de legalidad contemplado en el urtículo 14, párrafu tercero,
de la Constitución Polllica de los Estados Unidos Mexicanos, porque no se aplica
pena por analogia. ..~m

En otra perspectiva, el Segundo Tribunal Colegiado del Duodécimo Circuito, al

resolver el recurso de revisión 117/95. sostuvo que el delito de violación a la suspensión no

tiene una pena específica aplicable, pues el artículo 215 del Código Penal Federal, articulo

que contiene la supuesta penalidad que deberá ser aplicada al sujeto que incurra en el tipo

descrito en el artículo 206 dc la Ley de Amparo, por lo que al aplicar cualquiera de las dos

sanciones indicadas en el primer artículo citado, se estaría aplicando en materia penal una

sanción por analogía, lo que estaria transgrediendo el principio de legalidad previsto en el

artículo 14, párrafo tercero, de la Constitución Polltica de los Estados Unidos Mexicanos:

"El articulo 14 constiblClonaL en su tercer pérraíc, renlÍte a tnIvés del término
'delito' al concepto leg¡oI contenido en las leyes y el artlculo .,. del Código Penal
Federal dispone 'Delito es todo acto u omisión que sancionan las leyes penales...',
por lo que a fin de que un acto positivo u omisión constituya un deliro, es
inclispcnoablc que exista una disposición 1egaJ que esIlIblczca una pena para su
autor y que esta disposición reúna además las canocterlstlcas de claridad
euctil1ld y umisióp; de modo que se illfrin¡<: d artIeuIo 14 eoastlludoual
~ndo se pntellde aplicar 'ID.. pea_ qae DO haya sido establecida ea los
b!rDIinos para nDa <'OIIdncfa determinadJI o si en las propia5 eondldon.. se
libra nRa nnten de agrebensión. y DO .olamente cuando la ley omita desulblr
aquella mDducta...~1

Inclusive, el Segundo Tribunal Colegiado, funda su resolución en el siguiente

criterio jurisprudencial:

NovenaÉpoca
.lDstancia: Pleno
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta
Tomo: 1. Mayo de J995
Tesis : P.1X!95

lJ7 GOIl7Alez de la Vega, Rene . López ObradO{; Caso el Encino., p. 77.
ll'lbidem. p. 81.
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Página: 82

EXACTA APLlCACION DE LA LEY EN MATERIA I'ENAL, GARANTIA
DE. SU CONTENIDO Y ALCANCE ABARCA TAMBlEN A LA LEY
MISMA. La iDterprdacióu del tercer pálTllfu del artículo 14 eonstilDci<lnal.
que prevé como garantía la exacta aplicación de la ley en maleria penal, ltO se
circunscribe a los meros actos de aplicadÓII. SiDO que abara tambiéo a b
propia ley que se aplica, la que debe estar ....r_ de bII forma. que los
ténninos mediante los <uales especifique los e1emeutos rapedivos sellD daros,
precisos Y esaetcs. La autoridad legísJaIiva no pacde sustraerse al deber de
consignar en las leyes penales que expida, expresiones y conceptos claros. precisos
y exactos, al prever las penas y describir las conductas que scñaIen como típicas,
incluyendo todos sus elementos, caracterísrícas, condiciones" términos y plazos,
cuandoello sea necesarioparaevitarconfusionesen su aplicación o demérito en la
defensa del procesado. Por tanto, la ley que carezca de tales requisitos de certeza,
resulta violaíoria de la garantía indicada prevista en el artículo 14 de la
COIlSlltución General de la República.

Amparo directo en revisión 670193. Reynaldo Alvaro PérezTijerina. 16de marzo
de 1995. Mayoria de siete votos . Ponente: Juan Dlaz Romero. Secretario: Jorge
Carenzo Rívas.

El Tn1>unaJ Pleno en su sesión privada celebrada el quince de mayo en ClU"SO, por
Wlanimidad de ocho votos de los señores Ministros Sergio salvador Aguírre
Anguiano, Mariano Azuela Gllilrón, Juvenlino V. castro Y castro, Juan DIaZ
Romero, Genam David Góngora Pimentel, J.",¿ de Jesús Gudillo Pelayo,
Humbc..rto Román Palacios Y Oiga Maria Sáuchez Cordero; aprobó.con el número
1Xf95 (9a.) la tesis que antecede. México, Distrito Federal, a quince de mayo de
mil novecientosnoventay ctreo.

Véase: Semanario Judicial de la Federación y su Gacela, Novena Época, Tomo VI,
diciembre de 1997, página 217 , tesis por contradicción Ia.lJ . 46197 de rubro
"APLICACIÓN EXACTA DE LA LEY PENAL, GARANTíA DE LA. EN
RELACIÓN AL DELIID DE VIOLACIÓN A LA SUSPENSIÓN.".

Con dicho sustento legal, ésteTribunal Colegiado funda su resolución, precisando

que el legislador debe crear las leyes en forma precisa, clara y exacta, y si dichos elementos

no se encuentran consignados en la ley, el juzgador, en materia penal, DO debe interpretar la

voluntad legislativa:

~E1 principio de legalidad exige. como ya se vio, que sea el legislador quien
consigne en forma precisa, clara y exacta tanto la conducta tfpica como l. sanción,
por lo que si alguno de estos elementos está de ese modo contenido en la ley, como
en la especie acontece, no cabe que se Interprete una volunred legislativa que no
existe en la fonna constitucionalmente requerida, y menos que, ante la
imposibilidad de una interpretación, se acuda al principio in dubio pro reo para
suplir la omisión, pues con el argumento de que en caso de duda debe estarse a lo
más favorable al acusado, no habrla omisión, laguna o defecto que no pretendiera
el juzgador subsanar, Uegándose así a la destrucción del principio de legalidad,
toda vez que , por aquel medio, la precisión de la sanción, Y de cualquier otro
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ejemento, vendria finalmente a quedar ya no en manos del legislador, sino del
propioj~ador,en cuuavención al artIculo 14 de la Constitución FcdetaI."09

Una vez analizados los argumentos de los Tribunales Colegiados que dieron origen

a la Contradicción de tesis en estudio y conocer el criterio que sostuvo la Suprema Corte de

Justicia al respecto, es claro que la Primera Sala de la Corte consideró que en el artículo

206 de la Ley de Amparo se encuentra en tipo penal, mientras que en el articulo 215 del

Código Penal Federal se encuentra la sanción a la hipótesis, y que en consecuencia no es

aplicable la ANALOGÍA para la aplicación de la consecuencia. en virtud del siguiente

criterio:

"...Ia imposició. por analogia de UDa pea impli<2, tambi&> por aualogia, la
aprlCadón de una norma qae coatiene UDa dete:nnillada saDcióD pala!". UD

caso que '0 está expresamente castigado por ésta. EsIa imposici6n y aplicación
por analogía es la que prosuibe la g¡u;mtla de exacta aplicación de la ley penal. ya
que la pena que se pretendiera impooer al bechu no peuedc en la ley, DO ten<IrA una
existencia legal "",vía, violáadose con ello .1 principio nulhen poeoa. nulJum
delictum sine lege."'I.&O

Así el sustento que llevó a la Corte 8 determinar que no se contravenía el principio

de legalidad contemplado en el artículo 14 Constitucional, en el delito de violación 8 la

suspensión, se basa en el hecho cierto de que el tipo esta contemplado en el artículo 206 de

la Ley de Amparo Y la sanción en el articulo 215 del Código Penal Federal, sin que ello

implique que la conducta del delito de desobediencia a la suspensión debe de encuadrar en

alguna de las referidas hipótesis del Código Sustantivo,

Sin embargo, en una opinión particular, dicha contradicción de tesis atenta con el

contenido constitucional y en específico ataca el principio de legalidad establecido en el

artículo 14 de la Carta Magna, cuyo contenido en su parte medular precisa:

" En los juicios de orden criminal queda prohibido imponer, por simple anaJogla y
aún por mayorla de razón, pena alguna que no esté doe.-m. por uua ley
exaetamCll\e aplicableal delito de que se trata."

Como se puede apreciar del contenido del articulado anterior, la Carta Magna

precisa que no se podrá aplicar una pena que no esté decretada por una ley exactamente

aplicable al caso concreto. En este sentido, si bien es cierto que el tipo penal se encuentra

,,. Ibidem, p. 80.
'''' Ibidem, P. 84-85.
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descrito en el artículo 206 de la Ley de Amparo, y la sanción, se "precisa" en elartículo

215 del Código Penal Federal, también es cierto que éste último artículo contempla dos

sanciones

Cometen el delito de abuso de autoridad los servidores púb licos que incurran en
alguna de las conductas siguientes:

l. Cuando pano impedir la ejecución de una ley, decreto o n:g1amcnto, el cobro de
un impuesto o el cumplimiento de una resolución judicial, pida auxilio a la fuerza
públicao la emplee con ese objeto;

11. Cuando ejerciendo sus funciones o con motivo de ellas hiciere violencia a \IDa
persona sin causa legitima o la vejare o la insultare;

JI!. Cuando indebidamente retarde o niegue a los partieu1aRs la pecteccién o
servicio que tenga obligación de otorgarles o impida la JlI'CSC'II8Ción o el CUI>O de
unasolicitud;

IV. Cuando estando CIICllIgado de adminislnlr justicia, bajo cualquier pretexto,
aunque sea el de obscuridad o silencio de la ley, se niegue injustificadamente a
despachar un negoc io pendiente ante él, dentro de los términos establecidos por la
ley;

v. Cuando e l encargado de una fuerza pública, requerida legalmente por una
autoridad compeIente para que le preste auxilio, se niegue indebidamente a
dárselo;

VI. Cuando estando encargado de cualquier CSlablccimicnto destinado a la
ejecución de las sanciones privativas de libertad , de instituciones de mIdaptación
social o de custodia y rehabilitación de menores y de reclusorios preventivos o
administmivos que, sin los requisitos legales, reciba como presa, detenida,
am:slada o interna a una perscna o la mantenga privada de su libertad, sin dar
parte del becbo a la autoridad correspondiente; niegue que cotá detenida, si lo
estuviere; o no cwnpla la orden de libertad girada por la autoridad competente;

VII. Cuando teniendo conocimiento de una privación ilegal de la Iíbertad DO la
deauacíase inmediatamente a la autoridad competente o 00 la haga cesar, también
inmediatamente. si esto estuviere en susatribuciones;

VIJI. Cuando baga que se le entreguen fondos, valorcs u otn cosa que no se le
haya confiado a ti y se los apropie o disponga de elles indebidamente;

IX. Cuando; con cualquier pretexto, obtenga de un subalterno parIc de los sueldos
de éste, dádivasuotro servicio;

X. Cuando en el ejercicio de sus funciones o con morivo de ellas, otorgue empIco,
cargo o comisión públicos, o contratos de prestación de servicios profcsiooalcs o
memmtiles o de cualquier otra natmaIe2a, que sean remunerados, a sabiendas de
que no se prestará el servicie pano el que se les nombró, o DO se cumplirá el
contnltD otorgado;
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XI. Cuando autorice o contnlte a quien se cncuartrc inbabilibtdo por n:solución
firme de autoñdad competente para dcsempellar UD empleo, cargo O comisión en el
servicio público, siempre que \o haga con conocimiento detal situación; y

Xll Cuando 0Ic:gUe tuIllquicr idcuti ficación en que se acredite como servidor
público a cualquier persona que realmente DO dcsempcíle el emplee, cargo O

comisión a que se baga referencia en dicha idcntificación .

AI que cometa el delito de abuso de autoridad en Jos táminas previstos por las
fracciones I a V y X a XII, se le impondrá de no • ocho alio5 de prisi6o, de
d ocuenta basta tresdeutos dial malta )' destitucióa e Inhabilitación de aao a
ocbo aftas para dCSUlpeftar otro empleo, cargo o comisió. públicos. Jgual
sanpón se impondrá a laspersonas que acepten los nombnunientos, conlnltaciones
O Identificaciones a que se refieren las fracciones X a XII.

Al que cometa el delito de abuso de autoridad en los términos previstos por las
fTaccioncs VI a IX, se le impondrá de dos a nueve dos de prisióD. de setenta
basta eoatroei..tos dlas mulla )' destitución e iahabilibleión de dos • Bneve
aAos para desempeilar otro empleo, eargo o eomisióB póblicos.

Esdecir, no se está siguiendo el contenido Integro del párrafo tercero del artículo 14

constitucional, puesen la especie.,no se está aplicando exactamente la ley al caso concreto,

puesel articulo 206 de la Ley dc Amparo no especifica cual de las dos punibilidades será la

aplicable, situación que el Licenciado Rodolfo Félix Cárdenas, explica el motivo:

u _.bay que considerar, primero que este artfculo 21 S, en su origen, _culo 213, en
el ailo de 1931 cuando surgió el Código Penal para el Dístritc Federal en Mnteria
de Fuero Comlln y para toda la República en Materia de Fuero Federal que
entooees Cf8 aplicable, contemplaba tul sólo una pena(de seis meses a seis años
de prisión )' multa de vein1iciD<:o mil pesos Y destituciÓD del empleado); situación
que perduró hasta la refurma penal del aiIo de 19&4 en la cual este articulo 213
pasó a confunnar el hoy artfculo 21 S, que contiene doce fracciones, describiendo
distintas conductas, habiéndose previsto en el mismo distintas penas. en concreto
dos. que son aplicables segúnla liDcción de que se trate,••

n
'"

Del anterior criterio nos podemos dar cuenta que mientras el Código Penal Federal

fue reformado, la Ley de Amparo no se adecuó a dicho código sustantivo, asimismo, otra

hipótesis podria ser que a los legisladores se les olvidó adecuar el caso concreto, es decir,

e&tahlecer en el propio artículo 215 del Código Penal Federal, cual sería la sanción en caso

de desobediencia de la suspensión dictada por Autoridad Federal.

CoD la anterior exposición de ideas, es que se pretende acreditar que la omisión

cometida por elIefe de Gobierno, carece de pena, por 10 que jurídicamente no debió baIx:r

141 Ibidem, p. 17
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sido consignado, y el Ministerio Público haberse desistido de ejercitar la acción penal por

dichas razones (situación que a final de cuentas tuvo que aceptar)

5.1.1.3.1.2. EL MINISTERIO PÚBLICO ACUSA AL JEFE DE GOBIERNO

DE INCURRIR EN UN DELITO DE "COMISIÓN POR OMISIÓN"

Un segundo punto por el cual las instituciones inmiscuidas en el juicio de

procedencia estuvieron en tela de juicio, fue el hecho de que al momento de que el

Ministerio Público realizó la solicitud de procedencia ante la Cámara de Diputados. en su

apartado "B" denominado "Conducta típica", arguye que al Licenciado López Obrador se

le atribuye un delito de "comisión por omisión".

Para acreditar el error en que incurrió el Ministerio Público, es preciso saber el

contenido del artículo 7" del Código Penal Federal. que define dicho concepto:

"Delito es el acto u omisión que sancionao lasleyes penales.

ED tos delitos de nsaltado _Ieriallllmbiéa será .1ribuibIc el nsulllldo tipico
producido.t que omita impedirlo. si _I...la el deber jllridico de evitarlo.

En estos casos se considerará que el resultado es consecuencia de Ulltl condudJ!
omisiva, mando se determine que el que omite impedirlo tenia el deber de
adllar para elJo, derivado de lIDa ley, de UD roDtrato o de su DroPio aduar
preeedente__"

Las razones por las cuales el Ministerio Público consideró que el Jefe de Gobierno

había cometido un delito de comisión por omisión era porque le imputaban la calidad de

garante por ser autoridad responsable, y que por dicha calidad de garante tenía la

obUgación de obedecer el mandato, asl como también de actuar argumentando,

inclusive, que debió lltilizar el oso de la fuerza pública.

Sin embargo como nos podemos percatar de la propia lectura del artículo 7" del

Código Penal Federal antes trascrito, para que una persona tenga calidad de garante,

primeramente debió habercometido un delito de "comisión por omisión", sin embargo para
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realizardicho supuesto jurídico debe existir, previamente, un delito de resultado material,

situación que en la especie no se actualiza.

De la propia lectura del artículo 206 de .Ia Ley de Amparo, artículo que describe el

tipo penal que nos ocupa, inferimos que dicho delito no tiene resultado matcñal:

"'Articulo 206. La. Autoridad responsable que!!2 obedeza UB BUto de Sll5pellSión

debidaDlfllte aOOlicado, será saneionada en los términos que sellala el Código
Penal aplicable eu materia federal para el delito de abuso de auIoridad,por cuanto
a la desobediencia eometida; independientemente de cualquier otro delito en que
mCUlllLn

El bien jurídicamente protegido de la norma al tipificar dicha conducta lo es

precisamente la seguridad jurídica de la propia resolución interlocutoria, es decir, se cuida,

a través de la tipificación de dicho delito, que se cumpla la interlocutoria..

Así tenemos que el delito de desobediencia a un auto de suspensión se realiza por

una omisión simple, pues al cometer dicho ilícito no se produce un resultado material, por

lo que obviamente jamás puede realizarse un delito de comisión por omisión, máxime si no

se cumplen ninguna de los tres elementos queconforman la misma:

.....eI tipo de comisión por omisiónexige cuando IDCDOS tres requisitos que hay que
cumplir. UDO de ellos es que se dé la situación tlpica más la calidad de garante, otro
es que haya una ausencia de cooduaa detmninada más la producción de WI

resultado, y el tercero seria la capacidad de n:alimeión más la posibilidad de evitar
el resultadO."I"l

Inclusive, el Ministerio Público para tratar de fundar ~'U dicho, es decir que el

Licenciado López Obrador incurri ó en un delito de ' comisión por omiSión. pretende

acreditar que existi6 un resultado material, traducido en daños y perjuicios causados al

quejoso:

"_ .la conduela del indiciado es t1pica por DO evirar que se causaran dail... y
oerjuicios de dificil rep!!radóu a la parte qqeiOS!!. Por ello en términos del
articulo 7, pánafo segundo, del Código Penal Federal, el resultado típico le es
atribuible, ya que tenia el deber jurldico de evi1arlo,.J""" Jo cual incluso debió
hacer uso de la facultad de emplear la fuena pública.~I

'<12 !bid=. p. 27
.., L6pez Obrador, Andn!s Manuel. Conlra el Desafuero. MI d!!ftnsa ;uridlca~ p. 109.
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Al analizar las inconsistencias de la solicitud de procedencia realizada por el

Ministerio Público, los abogados de Andrés Manuel López Obrador hicieron valer dicha

situación en los alegatos presentados ante la Sección Instructora en fecha 18 de febrero de

2005, en los siguientes términos:

- ...De tal argumento 0C1UT'C que la conducta penaImcntt relevante DO lo seria el no
obcdcccr, sino la de no C\-it3r e' ncsuItado, lo cuoJ se trad uce en una intcgracióo del
tipo penal y, por eansiguicnte, en una víolacíén a la garantla de cxaclll aplicación
de la ley penal; pues el supuesto delito en comento no puede entcndcfse como el
resultado lIIlIteñaI, al qucdcr dcbidamcnlc estabjeeidc que es de mera conducta.
porque no requiere en su inIegTaCiÓD la necesaria producci6n de un resultado
material, sl, eemc lo aswne el propio agente ministcriaJ. el bien jurldicamente
tutelado es el respeto y obediencia a las determinaciones de un. auloridod
judiciaL"I...

Inclusive en éste sentido, la Sección Instructora de la LIX Legislatura tomó en

consideraci ón los alegatos formulados en este sentido, y en su dictamen resuelve de la

siguiente forma:

"Es fundado en parte. este motivo de inconformidad que hace valer el semdor
público imputado, pero rcsulla inopcnuuc, tocIa vez que ~ra este ó'1:8no
cnl<giado, la conducla tfplca realizada por el Jere de Gobierno dd Distrito
Federal, ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR, es por omlsl6g r no de
<omisióo por omisjóR como lo scilaló en su solicitud de Decllll'llciÓD ele
Procedencia el Agente del Ministerio Público de la Federación.

"Consideramos que la conduaa realizada por el Jefe de Gobierno del Distrito
FedenI, amsistió en omitir ooIenar de manen cblra y contundente al Director
General de Servicios Metropolitanos, Sociedad Anónima ele CApital Variable,
empresa eocargada de ejecumr los trebejos de apertura de vialidades en las moas
expropiadas a la quejosa. que pIII'lIliDra dichas obras y se abstuviera de bloquear Y
cancelar los accesos al predio "El Encino" y no eoo<:n:tatse únk:amente a informar
por conduclo del Director Generalde servícíos Legales, ele la Coosejeria Juridica
del Distrito Federal, sobre el sentido del auto por el que se concedió la suspensión
definitiva y se informara sobre el cumplimiento dado a dicho mandamiento
judicial, acción que al DO ser bocha elemaneta d........ma- como requería el caso,
ya que no se tr.llaba de un lISUOID menor. 5Ó1o demostró que se preu:ndia dar l.
aparienciaeleque se daba cumplimientoa la medida cautelar.

Tampoco puede aJegar el servidor público, que '06 infunnes que <=1>í. sobre el
particuIBr, eran en el sentido de que se estaba respelaJ1do la suspensión, pues DO

fue úoicmoente un requerimiento el que le hizo el juzgador para que le ac:redilaIa
sobre el cumplimiellto dado a la intaiocutoñ.. sino que fueron cuatro autos
dictados el treinta de agosto, veinriséis de septiembre y quince de octubn: de dos
mil uno y veintinueve de enero de dos \OJl dos. en el mismo sentido, lo que
demuestra que no habla voluntad de realmente dar cabaJ cumplimiento a la orden
de suspender el acto reclamado."'"

·.... ldem.
'''"Diario Oficial de la Federaci én" , viernes S de abñI de 2005. Cuarta Sección. p. 93.
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Como se puede concluir de la lectura anterior, la Sección Instructora acepta que el

Jefe de Gobierno no incurrió en delito de comisión por omisión u "omisión impropia", por

no haberse realizado un resultado material, por lo que lo considera una "omisión simple",

sin embargo, más adelante precisa lo contrario, que pese a ser una omisión simple, provoca

un resultado material traducido en daños y perjuicios:

" Resulta in_da la afinnación de que el ilícito. estudio es de mera c;ondueta,
pues el delito previsto en el utfeulo 206 de '" Ley de Amparo, 8dmite ser
format como de raultad<>, y en el presente caso, como ya se seIlaló al realizar el
análisis de la existencia del delito, es de resultado. ya que con su conducta
omisiva, al no ordenar la paralización de Jos trebejce ro 1as zonas expropiada> que
servían de acceso al predio de la quejo<a y ordenar se abstuvietan de bloquear y
cancelar los mismos, éstos conlÍDuaron ej~ oc:uioa8odo COD esa
cooducta omisi... da1Ios y ""rjoldos de dirlCil reparación para la parte
quejosa.'"

Como corolario podernos concluir que en el mundo del deber juridico las cosas no

pueden ser y no ser a la vez. Por una parte tenemos que la Secc ión Instructora precisa que

el delito del servidor público no es de comisión impropia por no ser de resultado material y

enseguida dice lo contrario, situación que deja en total estado de indefensión a cualquier

servi dor público en dichas circunstancias y poniendo en entredicho la honorabilidad e

imparcialidad de los miembros de dicho cuerpo colegiado.

5.1.1.3.1.3. EL MINISTERIO PÚBLiCO SOLICITA AL JUEZ PENAL EN

TURNO GIRE UNA ORDEN DE COMPARECENCIA, CUANDO LO CORRECTO

ERA SOLICITAR UNA ORDEN DE PRESENTACIÓN. (Resolud6D dictada por d

Juez Duodécimo de Distrito de Procesos Penales Federales en el Distrito Federal.

ca_ 3412005, de fecha 22 de abril de 2005.)

Este punto es de gran importancia para la credibilidad de instituciones de nuestro

país, pues en tm Estado de Derecho la autonomía e independencia de éstas debe respetarse,

sin embargo el Juicio de Procedencia en Contra del Jefe de Gobierno del Distrito Federal

denotó lo lianqueable de las Institucioues del país, y en especial del Ministerio Público.
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Primeramente y pensando en voz alta me pregunto: si el Ministerio Público formuló

ante la Cámara de Diputados una solicitud de procedencia en contra del Jefe de Gobierno

del Distrito Federal, fue precisamente porque la conducta "omisiva" del Licenciado López

Obrador era propia y reunía los requisitos jurídicos indispensables para EJERCrrAR LA

ACCIÓN PENAL correspondiente. entonces por qué si la Cámara de Diputados resolvió

"proceder penalmente en contra del Jefe de Gobierno", en fecha siete de abril, es hasta el

veintiuno de abril del presente año cuando ejercita acciónpenal.

Ya en situaciones jurídicas, al consignar la averiguación ante el Juez competente, el

Ministeño Público solicitó se girara una orden de comparecencia en términos del

artículo 135, segundo párrafo y 157 del Código Federal de Procedimientos Penales,

resolviendo en consecuencia el C. Juez Duodécimo de Distrito de Procesos Penales

Federales en el Distrito Federal, Licenciado Juan José Olvera Lépez, negar dicha solicitud

aclarando que lo juridicamente procedente era que el Ministerio Público solicitara una

unten de presentación:

"No ha lugar a librarla (la mal llamada orden de rompal ecalCia). Es as! porque
acceder a tal petición implica que este juzgador reconoce y avala que el fiscal
federal consignante tiene fiu:ultades para disponer de la h1>ertad de lDl inculpado
que duraolC la averiguación previa no estuvo materiabnenre detenido ni tampoco
esIUYo a su dispo3ición por lo que a su libertad personal se refiere,"

Devuélvase el expediente al fiscal eonsign.antc: y. por eonsecueocia, trans6crase a
favor de éste el billete de depósito que exhibió como garaotia de la libertad del
indiciadoLópez Obrador."

Para entender dicha resolución es preciso hacer un recuento al procedimiento penal,

de donde se desprende que el Ministerio Público podrá consignar la averiguación previa

bajo tres supuestos:

a) Con detenido, donde el M"misterio Público (en lo subsecuente MP) deja al

inculpado a disposición del Juez Penal ya sea en una prisión preventiva o de salud.

b) Sin detenido, donde el MP podrá solicitar orden de aprehensión o de

ro parecencia, aclar.mdo que ésta última es procedente si la punibilidad consiste en pena

alternativa o DO tiene pena deprisión; y

189

Neevia docConverter 5.1



e) En libertad cauciona), en este caso el MP podrá solicitar orden de

presmtJICión. l46

Ahora veamos en que artículos fundó el MP la solicitud de girar orden de

comparecencia en contra del Licenciado López Obrador:

"(Articulo 135, párrafo segundo, CFPP) El Ministerio Pú_ dispondrá
la libertad del inculpado, en los supuesros y cumpliendo con los requisitos
establecidos por el articulo 399 para los jueces, sin petjuicio de solicitar su arraigo
en caso necesario. El Ministerio Público Djará la caucióa suficiente para
ganotiz:u que el detesido DO se 'USlrae" a la acclóa de la jasUcia, ni al pago
de la reparaC'ióll de los dalos y perjuicios que pudieraJl: serie exigidos.
Tralándose de delitos cometidos con motivo del trlin.>ito de vehículos, no se
concederá este beneficio al inculpado que bubiese incurrido en el deliJo de
abandono de personas o se encuenln: en estado de ebriedad o bajo el inDujo de
estupefacientes, psicotrópicos o de cualquier oea sustancia que produzca efectos
similares. Cuando el deUto mereeea peoa allem.ativa o no privativa de
llbertad, se dispondrá la libertad .in oecesidad de caoción y sin petjuicio de
pedir el arraigo correspondiente.

"(Aniculo 157 CFPP)En Joscasos a que se refiereel segundo párrafo del articulo
135, y en todos aquellos en que el delito no dé lugar a detención, a pedimeuto del
Millisterlo PlIblico se lib rá ordeo de compareceocla en coatra del inculpado
pan que riada su. deda ci6IlI prepa ...toria, ~iempre que exista.. datos que
aerediten el cuerpo del delito y la probable respuasabilidad del inculpado.

El Ministerio Público Federal tergiversó la normatividad aplicable, pues la orden de

comparecencia tiene su origen cuando una persona es detenida en flagrancia o urgencia, y

una vez puesta a disposición del MP, éste: debe determinar si la conducta encuadra en algún

delito, y si encuadra pero no tiene pena privativa o si es alternativa, la autoridad social debe

dejarlo en libertad sin garantía alguna, y al momento de consignar se solicita la orden de

comparecencia, Asimismo, procede la orden de comparecencia cuando el inculpado no

estuvo materialmente detenido durante In averiguación previn y el delito por el que se

ejerce acción penalestá sancionado con pena diversa a la prisión o con pena alternativa.

'46 El artlcu\o 135 del Código Federal de Procedimientos Penales, en su tercer párrafo, indica : ~cuando el
Ministerio Público deje libre al indiciado. lo prevendráa fin de que compare2Ca cuantas veces sea necesario
para la práctica de diligencias de averiguaci60 previa, Y. roacloida ésta, ante el Juez a quien se consigne.
quien onIcnari. su prc;cntaci6n y si no compare:ee sin causa jusla y comprobada. ordenarásu aprebensión.
mandando hacer efectiva la gamma otolgada."
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Por otro lado procede solicitar orden de presentación cuando una persona es

detenida en flagrancia o urgencia debiendo ser remitido al MP quien determinará si su

detención fue justificada; si lo fue, podrá. ordenar la retención y continuar con la

averiguación mientras el inculpado permanece detenido a su disposición y bajo su

responsabilidad. si el delito permite caución. la misma le será otorgada al momento mismo

de la radicación. devolviéndole la capacidad diambulatoria de inmediato.

Las consecuencias en una o en otra orden son diferentes, por una parte tenemos que

la orden de comparecencia se libra para que el inculpado sea llevado ante el juzgador en

cualquier día y hora que no dependerá del juzgador sino de cuando sea localizable; se le

busca y no se le entere; la búsqueda es a cargo de la Agencia Federal de Investigaciones y

puede realizarse en cualquier lugar, por lo que evidentemente, en cierto sentido, se ve

afectada su libertad.

En la orden de presentación, en cambio, el inculpado es citado por el juzgador para

que asista en día y bora fijados por el propio juez, realizando dicha notificación en el

domicilio del inculpado a través del actuario adscrito al Juzgado, por lo que evidentemente

no se ve afectada su libertad.

En el asunto del Licenciado Andrés Manuel López Obrador, durante la averiguación

previa, siempre estuvo en libertad y no se había librado una orden de aprehensión o

reaprehensión previa ordenada por el juez, por lo que el MP no puede, jurídicamente

hablando, otorgar la libertad caucional a una persona que materialmente jamás ha sido

privado de su libertad o haya librado en su contra una orden de detención por urgencia, por

lo que evidentemente no procede la orden de comparecencia, sino la de presentación.

Finalrnente el Juzgado Federal de Procedimientos Penales consideró que el asunto

debió consignarse sin detenido y por ende, el juzgador proveer sobre la orden de

aprehensión. sin embargo considera que al hacerlo se pronunciarla sobre una medida de

precautoria más gravosa a la solicitada por el Ministerio Público:
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"Y es más gravoso. ..por lo que se reñere a la situacióopersonal del destinaIario. la
orden de Presentación no afi:eta su libertad, mientras que la orden de aprehensión
si; y por lo que concierne a otros derechos, la orden de Presentación no afeeta sus
derecho. o prerrogativas de ciudadano, DÚentras que, por disposición
constituciooal y legal (artículos 38, fracción V Constitucional y 162.3 del Código
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales), taJes derechos o
prerrogativas se suspenden desde que se dicta la orden de aprehensión."

Estas son los tres elementos que a DÚ parecer pusieron en entredicho a las

instituciones Federales y en jaque a la estabilidad política y legal del país.

5.1.2. VENTAJAS DE LA INTERVENCIÓN DEL PODER LEGISLATIVO

EN EL JUICIO DE PROCEDENCIA.

5.1.2.1. LEGALIDAD Y LEGITIMIDAD. A efecto de poder comprender en que

consiste dicha ventaja., es indispensable conocer el significado de dicho conceptos,

primeramente tenemos que legitinúdad proviene del vocablo "legitimo" que a su vez.
deriva del latín legitimus (a., um) . El adjetivo legitimus, en el lenguaje común. significa

"conforme a las reglas", en el ámbito jurídico significa "confonne a derechon l47 Así

tenemos que la palabra legitimación, significa con arreglo a derecho, lo jurídicamente

establecido, fundamentado jurídicameute.

El concepto de legalidad en muchas ocasiones ha sido confundido con el de

legitinúdad, ya que como advertimos anteriormente legitimidad significa conforme a

derecho, que también es la acepción genérica del concepto de legalidad, sin embargo la

diferencia estriba., esencialmente, en que la legitimidad sugiere la búsqueda de un

fundamento, mientras que la legalidad se refiere a la observancia de las normas que otorgan

facultades.

Recientemente se ha discutido mucho sobre las diferencias esenciales que existen

entre dichos conceptos, prevaleciendo el hecho de que legalidad, consiste en que

determinada conducta este apegada a la normatividad aplicable; mientras que legitimidad se

refiere a que determinado hecho o persona se encuentre jurídicamente reconocido.

.... Diccionario Jurtdico Mexicano, Op. Ca. T.m, p. 1941.
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Con las consignas anteriores podemos abordar la ventaja que dichos preceptos

representan para el juicio de procedencia como hasta la fecha es desahogado.

Por un lado tenemos que, a! hablar de la teoría de la División de Poderes,

entendimos que los tres poderes de la Federación: el poder ejecutivo, el legislativo y el

judicial, han sido dotados de facultades JlOT el constituyente y con ello son órganos

autónomos el uno -delotro, situación que no significa que no puedan colaborar entre sí para

lograr el buen funcionamiento del "Estado de bienestar". derivado de dicho objetivo, las

facultades encomendadas a cada uno de los poderes federales fueron clasificados por los

tratadistas en facultades formales y facultades materiales, siendo las primeras aquellas que

por su propia naturaleza le competían al poder facultado, es decir, al legislativo le

corresponde legislar, al ejecutivo le compete ejecutar las leyes y al poder judicial le

compete la aplicación de la ley al caso concreto. Por lo que hace a las facultades materiales,

son aquellas que si bien es cierto no van conformes a la naturaleza del poder facultado, éste

legalmente lo aplica, ejemplo de ello es la facultad reglamentaria del Presidente o el juicio

de procedencia seguido ante la Cámara de Diputados.

El juicio de procedencia es una institución que se encuentra conformada legal y

legítimamente en nuestro sistema constitucional, legalmente porque se encuentra regulado

su procedimiento con pleno apego a derecho, es decir, se encuentra regulado por el artículo

III constitueional y por la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, es

decir su regulación está confonne a derecho.

Mientras que la legitimidad consiste en la observancia de las normas y máximas que

regulanel poder público (los conllictos entre el Estado y los particulares), traduciéndose en

el aspecto relevante para juzgar los casos de discrecionalidad y oportunidad de la acción

politica y del incumplimiento, el cual genera la responsabilidad del servidor público.

Asi tenemos que el juicio de procedencia se encuentra legalmente establecido,

puesto que dicho proceso es un SISTEMA DE CONTROL JUDICIAL DE LA
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ADMINISTRACIÓN, es decir, dicha institución jurídica fue creada para sancionar y

poner freno a las conductas delictivas en que incurriesen los miembros de la administración

pública, solicitando primeramente la autorización de la Cámara de Diputados, para

posteriormente consignar que el Juez en tumo determine si se encuentra debidamente

integrado el cuerpo del delito y la probable responsabilidad del inculpado.

Por el oleo lado, el juicio de procedencia como facultad de la Cámara de Diputados,

es una institución legítima, pues jurídicamente se encuentra reconocida, es decir, en

términos generalizados es aceptable que la Cámara de Diputados, quien ostenta la

representación polftica de la sociedad, sea la autoridad que determine, tomando en

consideración el aspecto jurídico y desde luego el aspecto político (a la fecha el aspecto

más relevante), si ha lugar a proceder pena1mente, o no, en contra de algún fimcionario

público que haya sido acusado de la comisión de alguna conducta delictiva.

5.1.2.2. LA FACULTAD PROTEGE LA AUTONOMÍA E INDEPENClA DEL

PODER LEGISLATIVO, El sistema de pesos y contrapesos del que hablaba

Montesquicu, hoy en dia se traduce en que los tres poderes de la federación tienen

facultades y atribuciones debidamente especificadas, que obviamente los hacen

independientes y autónomos de los otros poderes, sin embargo esto no significa que

abusarán de sus facultades transgrediendo el marco normativo e invadiendo atribuciones

que no le compelen.

Las facultades se dividen entre los diferentes órganos estatales a efecto deobtener el

bien común parala sociedad. Son precisamente las facultades y atribuciones conferidas las

que hacen autónomo e independiente a UD poder, en este caso, al Legislativo.

El Constituyente. al incluir la figura del "desafuero" en nuestra Carta Magna,

evidentemente pensó en la autonomía e indepcndeocia del Poder Legislativo, pues como

hemos analizado al revisar los antecedentes del juicio de procedencia, esta figura se creó

como UD escudo para proteger a los servidores públicos del revanchismo y desestimación

de los rivales políticos.
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No obstante lo anterior. la figura del desafuero se creó, además, para impedir que un

cuerpo colegiado como el Congreso de la Unión u hoy en día la Cámara de Representantes

del Distrito Federal, se viese mennada en cuanto a la concurrencia de sus miembros en las

diferentes sesiones, es decir, el desafuero funge como un candado para el órgano

jurisdiccional. quien sin el consentimiento u .autorización de la Cámara de Diputados DO

puede ejercitar acción penal en contra de determinado servidor público. Con ello queda

evidenciado, que en pleno ejercicio de SUS facultades y del carácter aulóoomo e

independiente de la Cámara de Diputados, no se debeproceder penalmeote en contra de un

servidor PÚblico sin la autorización de ésta, inclusive, el abrir un proceso penal en contra de

un servidor con fuero, tipifica un delito cometido contra la administración de justicia y que

tiene su fundamento en el artículo 225, fracción XIX, del Código Pena! Federal:

Artículo 225. SaD detitos eoeIra la ""_istradóD de ¡astida. cometidos por
servidores públicos los siguiattes:

XIX. Abrir UD proceso peaaI COlltra 118 senldor p6b1ieo, C08 r.- siD
babéndo retirado éste previa_ste, conforme. lo dispuesto por la ley;

Con lo anterior concluimos que el juicio de procedencia, como facultad de la

Cámara de Diputados, es un elemento más que COITObora la autonomía e independencia del

Poder Legislativo con respecto al poder ejecutivo y judicial. situación ésta que inclusive se

oonfirma con el siguiente criterio jwisprudenciaJ, que fue resultado del proceso de

desafuero seguido en contra del Licenciado Carlos A. Madraza por la XXXIX Legislatura,

por lo que el fundamento legal invocado es distinto a! actual :

QuintaÉpoca
Instancia; Primera Sala
Fuente:: Semanario Judicial de la Fak:rllción
Tomo: LXXXYIl
Página: 1881

FUERO CONSTITUCIONAL. El articulo 109 de la Coustilucióo Federal.
determina en lo coodua:nte: "Si el delito (materia de la incriminación) fuere
común, la Cámar:I. de Oiput>do<, eñgida en Gran Jurado, declarará por mayorla
absoluta de votos del número total de miembros que la fonnao, si ha,o no, lugar a
proceder contra el acusado ._ En caso afinnativo. el acusado queda. por el mismo
hecho, separado de su encargo y sujeto desde luego a la acción de los tribunales
ccenmes, etcétera,". Como se advierte, el Constituyente rodeó a los miembros del
Poder Legislativo de una inmuoidad que conocida entre nosotros como fuero
collSlituciooal. sólo es en esencia, la ¡oell og¡lIiva iDdi.pe'''sable para la el<isIencia
de las ínstítuciones que salvaguarda. otorgando a quienes la disliulan, la l8cuItad
de no comparecer ante cuaJquieno jurisdicción extnIiIa, sin previa declaración del
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propio cuerpo, de que ha lugar a proceder ronlfa el acusado. emi1idapor mayoña
absoluta de votos de número Iotal de sus miembros. La Dorma eoostitlorioltal
citadoo. se iDforma ....03 Decesidad política: la de impedir que la mambla
!IaI privada de sos miembros por iDterwenciUo de UDa jurisdicdó.. ext.nIña, !iD
partidpaci6a, eoasentbaienlo, .uloriració. o eoatn>l, al meoos de la propia
asamblea. Es decir. el fuero lieDde • proleger la IDdepolIdeIIria Y ••_Ia
de uu Poder freate • los otros Poderes del Estado y lejos de revestir de
impuuidood a quien lo disfruta, condldou Iaa 1610 la iutern a cióu de oIru
juriodicdollcs, a la salisfacci6D de dd.rmiDados presupuestos, ""Y3 aa_tia
las obliga a no enjuiciar a ua miembro fuado.ario d. la CAma....iD el
consentimiento de la .....blea. Sic:ndo el fuero, como mncriormente se dijo, una
prmogativa esencial para la subsistencia misma del cuerpo. en cuya 8"'"3"lla ha
.ido establecida, los sujetos particulares que \o integran, I'C5UItan bellcfieiados,
pero no porque se toneeda a cada uno de ellos particularmente ninguna nacIa.se
benefician por parle y como consecuencia del beneficio común. Es decir. de la
proI&eión directa del interés público de que el órgano colegiado sea inviolable.. se
beocfician sus componentes durante el término de su función. disfrutando de un
derecbo reflejo. o sea. de un especffico y particular beneficio que ccn toda
propiedad puede ser considerado como UD interés jurídicamente protegido. No
siendo el fuero. por lo tanto. un propio y verdadero dcn:cho subjetivo. del que
puede dispooc:r libremeDte qul<sl lo disliu1a, lI'SU!ta elaro que los miemboos del
Coogreso no pueden renuneiarlo, si DO es rehusado formar parle del parlamento.
porque no se tral1 de UD privilegio olorgado a su persona. sino de una prmogativa
parlomentaria, de orden público. y laI particularidad priva de efectos jurldicos a
cualqulerB renuncia que alguno de los Ieglsladorcs hiciera de su fuero, para
someterse a una jurisdicción extralla porque establccido para proteger la
independencia y autonomia del Poder Legislativo en SIl' ñmcioncs, se proyecta tan
sólo en sus componentes, invistiéndolos de la facultadde no comparecer ante Dlrll
jurlsd1cct6n, entre tamo el <XglIDismo de que forman parte, DO declare, en los
términos y con las fonnaIidadcs que establece el articulo 109 d<l la Constitución
Federal, que existiendo los actos delietuosos que se imputllllal acusado. ha lugar a
proceder en SU contra, satisfilciéndosc, de este modo. la ineludible condici6D
previa de puoibilidad y procedibilidad. No siendo, en consecuencia, reDlmciable el
fuero O prerrogativa meaos aún puede acepIlIrSC que se suspenda o concluya por
licencia. De acuerdo con la doctrina y oormas positi-. la licencia es una simple
llIItOriza<:iÓD que cada amara otorga a sus micmbroa, para que puedao estar
eusenes de las sesiones sin inctnir en la sanci6a establecida por el ortfcuIo 63 de
la Constitución, y aún cuando significa una suspc:nsi6D en el ejercicio del cargo. no
implica por sn naturaleza temporal. la pérdida de Jos derechos, directos o
indirectos, inbcrcntes al mismo, razón por la que seria absurdo prctcoder que tal
permiso deroga o "",le una prcvcoci60 <:ODSlitucional expresa, salisfáciéndose en
su virtud, las exigencias de (onna rcqoeridas como indispensables para que la
jurisdicción represiva pueda1ldUar. No obsta <si contrario, la cansidcraciÓD de que.
entre nosolros, sustituyaxlo al titular conlIa el suplente al dcsempeiIo de la
funci6n, porque en esto se complcmcma la i qac:sullaci6n 0lDIpda a ac¡ua y 50

ftmeI6n supletoria no es sino el cjcrck:io del propio mandato, prolongado en 50

per.iOII8, para ejercerlo en defecto del titular y corno exprcsi60 sobcraDa de sus
eleetcees. Tampoca tiene relevancia el hecho de que el suplente en ejercicio 'Y el
propietario con liceocia, disftulcn simoltlinCllDlCDtC de la piUI~ pon¡oe la
Constituci6D la otorga DO en razón del nÚlDCrO de los componentes del Coogrcso,
sinn para garanti2ar la independencia del Poder Legis1alivo freJJtc a los otros
Poderes de la Unión, asegurando asila integridad del téglmen fcdenlJ de gobiuno
que la propia Com1itución adopIa. No priv&ndo la liccncia al \egisbldor. del fuero
que lo protege, como integnmtc del Poder a que pertenece, se llega a la flH7ma
conclusi60 de que tal prerrogativa sólo concluye por mucrIt; por renuncia del
cargo, por el transcurso del lénnino durante el cual debe e.i= la funci6D o
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porque el interesado DO se presente a rendir la prote:lIa dW1UJle el ténnino de
treinta dlas que señala el articulo 63 de la Constitución Federal, en la especie. No
habiéndose extinguido la relación funcional que liga al reo con el órgano
constitucional a que pertenece por concurrir alguna de las acusas señaladas, ni
habiendo declarado la Cámara de Diputado., en los ténninos del articulo 109 de la
propia Constitución que ha lugar de proceder en su contra. resulta evidente que
sigue siendo diputado, no obstante la licencia que le fue otorgada, y en estas
condiciones !lO puede ser válidamente enjuiciado por la jurisdieeión federal.
poo<egido como está por la~n implícita en su investidura y que por
constituir un alnOuto del Poder Legislativo. no puede serle dcsamoeida, sin
agravio del propio cuerpo, en su integridad. Siendo las normas procesales de
aeatmniento ineludtble para lodos los sujetos del proceso. inclusive el Juez, éste
debe eonfonnar a las mismas su eonducIa, cerciorándose previamente si se han
observado los requisitos pertinentes de la Constitución y desarrollo del proceso, en
fonna de que su inobservan<:ia, no constituya un impedimento para la eficacia de
su función decisorie, Es decir, la lIU10ridad judicial está obligada Icgalmenlc a ser
Juez de su propia competencia, y sólo en el caso de que considere que la Ley le
eonfiere atribuciones para conocer del negocio sometido a so jurisdicción. puede
proceder válidamente al desarrollo de su actividad. TJ2duciéndose el fuero en el
establecimiento por la Constitución de una competencia limeional o por IlIZÓD de
grado, en favor de la Cámara de Diputados frente a la jurisdiecióo de los
tribunales, es indudable que éstos no pueden CJ!iuiciar a un miembro del
parlamento mien_ éste no declare que ha lugar a proceder en su contra. Por
tanto, la autoridad judicial no podo jwfdicamente procesar al quejoso en ausencia
de aquella deelaratoria de la Cámara beeba con las fonnalidades eseneialeo d.l
proc:edirnieoto establecido en la nonna constitucional citada.

Amparo penal en revisión 3447/45. Modrazo Carlos A. 28 de febrero de 1946.
Mayoria de euattn votos. Disidente, Jooé Rebolledo. La publicación no menclOll!!
el nombredel ponente.

5.1.2.3. EL SERVIDOR PúBLICO ES JUZGADO POR LOS

REPRESENTANTES DEL PUEBW. Un sistema democrático implica mucho más que

la simple elección popular de los titulares de los órganos estatales. sin embargo es el primer

pasopara entrar al wnbral de la democracia.

El hecho de que el pueblo elija por mayoría a sus representanIes se conoce como

"representaci ón política", es decir, es la institución que legitima el poder, puesto que éste

no puede ser qereido por los servidores públicos, si no es ejercido primariamente por los

gobernados, inclusive García Pelayo precisa las características de dicha representación

polltica:

~••.La representación en su sentido genuino se distingue ... en ClI3Il\O que: 1) la
esencia de la representación polflíca no COIISiste solamente en actuar en nombre de
otro, sino sobre todo, en dar presencia a un ser DO opcnmte-.;2) aunque la
representación pueda desarrollarse con arreglo a una orden¡lCión de competencias,
no necesita encerrarse en el limitt: preciso de una de ellas, es decir, de un ámbito
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de derechos Y de derechos delimi1ado con pn:cisión y objetividad, sino que, más
bien. la genuina funciÓDde la representaci6n poUtica es hacer posibk: y legitimar
ese orden de competencias: as1pues, la representaci ón, aun desarrollándose por la
vía de las competencias, las trasciende; 3) ._ la representaciÓD DO necesita serlo
(revocable) y normalmente no lo es; 4) la repr=ntacilln prccüa de "legitimidad",
de una justificación que no fsta dentro del orden juridico positivo, sino en la idea
que inspira este orden o en principio a ti subyacenles, o en unas aeeucias situadas
más allá del orden jurídico positivo y en virtud de las cuaJes éste cobra validez.~
~ .

La teoría constitucional, previniendo el vínculo jurídico y pol ítico que debe de

existir entre los gobernantes y gobernados. ha concluido y ha sido aceptado, que la Cámara

de Diputados se ostente como un órgano de representación popular, al desempeñar la

función pública que le ha sido encargada a dicha Cámara, en especial la de legislar, donde

se encuentran representados todos los sectores de la población del Estado-Nación.

As! al tener en consideración este tema doctrinario de representación política, es

fácil concluir que el servidor público imputado, al ser juzgado por la facultad jurisdiccional

de la Cámara de DipuiDdos. es juzgado por el pueblo, quien. en el mundo del "deber ser",

elegirá lo jurídicamente aplicable al caso concreto. Así, al encontrarnos situados en un

Estado de Derecho donde tanto los gobernantes como los gobernados serán sancionados por

los delitos cometidos. es dogmáticamente correcto que los gobernantes sean castigados por

los propios electores, en este caso, a través de la Cámara de Diputados.

5.2. VENTAJAS Y DESVENTAJAS SOBRE LA INTEGRACiÓN DEL

DENOMINADO "TRIBUNAL DE PROCEDENCIA".

La propuesta sobre la conformación del denominado '7RIBUNAL DE

PROCEDENCIA", se basa fundamentalmente en las propuestas sobre la conformación del

Tribunal Constitucional en nuestro País, así como las diversas movilizaciones de resistencia

pacifica en tomo al tema del desafuero del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, donde se

denotó el hartazgo de la sociedad democrática al ser solamente un cliente del mercado

poIitico monopolizado por los partidos políticos. La realidad histórica nos indica que el

aspecto polftico crea y transforma la democracia. pues de lo contrario se correría el riesgo

... Gan:fa Pelayo, citado por Burgo;¡ Oiihuela, l8nacio, Op. Cit.., p. 67~.
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de ingobemabilidad en un país donde las instituciones aún no encuentran un arraigo firme y

continuo.

Con las movilizaciones de resistencia pacifica, la sociedad civil cimbró las

instituciones del país y puso en tela de juicio el Estado de Derecho, recordando con ello al

pulitúlogo Lefort, quien precisa que dichos actos son esenciales para entender el verdadero

concepto de democracia y no ver a ésta como un sinónimo de votaciones "transparentes":

La imica fonna de gobierno que expresa la separación de lo simbólico y lo real, y
enlaza coa un concepto del poder del cual nadie , oi el príncipe ni un pequel\o
número, puede adueñarse. Su superioridad consiste eo que la so<:iedad debe pooer
a prueba de nuevo eadJI iAstitud6n. AIJIdoode se perfila uo espaeio vaclo no
hay oingún enlace posible entre el Poder, el Del'ftho y el conocimiento,
ninguna expresión lija posible de su rund_enlo. El ser social está fuero de la
vista o, mejor dicho. se deja ver como un planteamiento de la euesrí én que es
imposible de cerrar (cosa que lcsIimonian los ioacabables debates ideológicos).
Los iJltirnos puntos de apoyo de la certeza quedan disueltos al tiempo que smge
unaouevasensibilidad hacia lo descooocido de la hi!loria, hacia las posibilidades
de la humanidad en toda su diversidad.~I"

Derivado de la prueba que la sociedad e inclusive las propias partes en el juicio de

procedencia realizaron a dicha institución de control constitucional, quedó demostrado que

dicha institución debe ser renovada pues se fue desmoronando, tanto la institución como la

confiabilidad radicada en la Cámara de Diputados, en la medida en que fue avanzando el

desahogo del proceso, dejando en claro que la democracia no es concebida como algo

cerrado y definido de una vez y para siempre, sino que es un proyecto abierto a un futuro

siempre incierto y conflictivo, basada en los principios de igual dad, libertad Y solidaridad

civil.

En dichas manifestaciones encontramos el verdadero sentido de la sociedad civil,

cimiento sine qua non de la democracia,. en la cual los derechos de libertad y comunicación

política se encuentran anclados en la conciencia pública de todos y cada uno de los

ciudadanos. La sociedad civil logra transformar las instituciones de un país, creando y

modificando la democracia, logrando, en última instancia, institucionalizar la diferencia

"'WMetapolitica", revista trimestral de teorfa Yciencia de la polilica, vol. 1, núm. 4. OCbJbrediciembre, t997.
p.544.
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entre Estado y sociedad. La sociedad civil vive en la incipiente democracia mexicana y

tiene la siguiente obligación:

"La obligación mutua de todos los miembros de la sociedad civ il de aear WJa

esfera pública en la que puedan manifestar todas sus opini"""" y plantear sus
exigencias, incluye por lo tanto la obligación de posibilitar a todos también la
participación efectiva en las discusiones y conflictos en el espacio público . "La
política social", en tanto que expresión de la solidaridad civil tiende
COnsecuentemente a capacitar y facultar poUticamenle a Jos ciudadanos
necesitados de ayuda.En consecuencia, su problema, ya sea pobreza. paro o falta
de vivienda. no habrá que administrarlo de un modo bwomitico como un caso
aislado necesitado de asistenela, sino que,a causa de su amenaza o ya tácticamente
acaecida exclllSión de la esfera pública, habría que teltllltinIrIo y soluciooarlo en
tanto que hace peligrar Ja libertad pública. En este sentido, la cuestión social es
parte integrante de la cuestión demOCTática.~""

5~1. VENTAJAS EN TORNO A LA CONFORMACIÓN DEL "TRIBUNAL

DE PROCEDENCIA"

5~1. COLABORACiÓN DE PODERES.- Para mucbos politólogos y

constitucionalistas, el fundamento de la democracia es la separación de poderes. El poder

lleva en sí mismo la semilla de su degeneración, por ello si no se limita se convierte en

despótico. De ahí la conveniencia de que se ejerza a través de diferentes Órganos de

Estado.

Sin embargo el principio de la división de poderes entendido como el

establecimiento de mecanismos constitucionales operativos que evitan el abuso del poder.

dividiendo para SlI ejercicio, al asegurar -la libertad de los ciudadanos, no implica la

inexistencia de colabornción entre las instituciones y S\!Íetos que detentan poder y tampoco

significa una absurda y arbitraria división de trabajo. Al contrario en un régimen

presidencial la separación de poderes requiere la colaboración de éstos en la realización de

las diversas funciones del Estado, El poder es indivisible y procede del pueblo, proclamaba

Rousseau; pero el ejercicio del mismo es necesario que recaiga en órganos distintos.

"" Ibídem, P.546.
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Ninguna labor podrá llegar a ser fructífera y duradera sin la armonía y colaboración

de los poderes estatales. Dicha colaboración requiere una unidad de ideales y comunidad de

valores fundamentales, relativos a la satisfacción de las necesidades de la sociedad

nacional.

En efecto, frente a la clásica teoría de la división de poderes, se levanta el postulado

de la necesaria coordinación de funciones, que llevado a la realidad práctica de la nueva

realidad polltica mexicana, habrá de ser condición no sólo dc la estabilidad gubernamental,

sino de su eficacia

La trascendencia de la coordinación, colaboración y solidaridad de los poderes de la

Unión, significa que todos ellos deben de tomar responsabilidad igual ante la sociedad

mexicana, sin olvidar que el dCSllITOlIo del país es tarea que incumbe por igual al Poder

Ejecutivo, Legislativo y Judicial , cualquiera que sean sus atribuciones. Representando en

conjunto, todas las facultades del poder público. el tradicional principio de separación de

poderes no debe destruir la concepción integral dc la función de gobierno. Por ello, les

corresponde proveer a la satisfacción de las necesidades de la nación, instancia en la que

radica esencial y originariamente la soberanía. En este espíritu de colaboración es como

debe entenderse la revitalización del principio de la separación de poderes dentro de la

Reforma del Estado.

Las instituciones políticas experimentan transformeclones al compás de la evolución

de la sociedad en que se encuentran insertas. Esto es así en virtud de que las necesidades de

la sociedad exige adaptaciones e innovaciones institucionales para que aquellas sean

atendidas pronta y eficazmente.

Así, la propuesta que se vierte a través del presente capítulo tiene por objeto el

respetar la teoría de la división de poderes, agregando un elemento indispensable para la

erección de un estado democrático como el nuestro en una institución y no en mera

tentativa quimérica, la cooperación entre poderes.
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Derivado de los diferentes movimientos sociales (resistencia pacifica ciudadana)

que tuvieron verificativo con motivo del Juicio de Procedencia consumado en contra del

Jefe de Gobierno del Distrito Federal, la sociedad civil denotó, a los qjos de nuestra

democracia y del mundo entero, que las iastituciones que intervienen en el juicio de

procedencia deben ser innovadas para beneficio y seguridad de la sociedad mexicana así

como para la consolidación de la insipiente democracia que vive el país.

En base a ello, que mejor innovación que teniendo como base el sistema tradicional

de separación de poderes con una colaboración entre estos con el único objetivo de obtener

el bien común de la sociedad. Es evidente que existiendo colaboración entre poderes las

instituciones que sirvan de base para dicha consolidación serán confiables tanto para el

gobierno como para la misma sociedad.

Como ya se ha indicada la constitución del denominado Tribunal de Procedencia es

el detonante o precursor de una institución que busque que los poderes de la Unión

colaboren entre sí. Dicho Tribunal, como se ha indicado en líneas subsecuentes, eslará

integrado por cinco miembros del Senado, cinco miembros de la Cámara de Diputado Ytres

Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

El multicitado cuerpo colegiado, aún a pesar de estar integrado por miembros del

Poder Legislativo y del Poder Judicial, gozaría de plena autonomía e independencia para

cjcrceísus facultades.

Sin embargo no escapa del conocimiento ·de esta parte sustentante, que dicho

TribunaI debe de estar acorde a la propia Constitución Federal y muy en especial al articulo

14, párrafo segundo que precisa:

~Nadie podrá ser privado de l. vida. de la líberted o de sus propiedades,
posesiones O derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales
previamente establecidos, en el que se cumplan las furmalidades esenciales del
procedimiento y eonforme a las leyes exped idas con anterioridad al hecho. "

Para que dicha Institución sea acorde al texto constitucional es indispensable

realizar diversas reformas tanto al texto constitucional como a la norma reglamentaria, es
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decir, a la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, situación esta que

se tratará en el último subtítulo del presente capitulo.

5.2.1.2. CONCLUSIÓN DE .LA CONTROVERSIA RELATIVA A LA

NATURALEZA POLtnCA DEL JUICIO DE PROCEDENCIA: Cuando Thomas

Hobbes y Juan Jacobo Rosseau hacían referencia al pacto social que deblan de celebrar, en

su conjunto, los miembros de la sociedad, cediendo la soberanía y otorgándola a favor de la

conformación del Estado, quien pugnaría por la obtención del bien común de ese gran

Leviatán. A partir de ese momento surgió la gran idea de la conformación de un Estado

cuyo funcionamiento radicará esencialmente en el sistema de responsabilidades, donde el

gobernado al ceder la soberanía a Iavor del Estado, en ese mismo momento el gobernado se

sometía a la nonnatividad emitida por el Estado a efecto de la correcta convivencia entre

los individuos, sin embargo dicho sometimiento también compete a la clase gobernante,

quien es la encargada del correcto funcionamiento del Leviatán, Y en caso de

incwnplimiento, obviamente, será sancionado conforme a las normas previamente

establecidas.

Precisamente Y tal como lo analizamos en el capitulo de antecedentes del fuero , ésta

figura nació a la vida juridica para juzgar a la clase gobernante que incurriera,

esencialmente, en el delito de traición a la patria, así como con el objetivo de proteger la

función pública y el embate injustificado de los adversarios políticos, tal Ycomo lo advierte

atinadamente León Duguit:

~_este privilegio (fuero) se halla ampliamente jllStificado por la necesidad de
garantizar la independencia del parIamcuto, de sUSlraCr a sus miembros a la
especiede chanlajc, de coacción mcral queel gobierno, quedispnnc de la acción y
de la fuerza públicas, pudiera ejercet' scbre ellos y a las maquinaciones de los
perriculares que, cjcn:i1ando el Derecho de la citación directa, podrúw entorpecer
la acción parlamentaria. suscitando cuestiones a los dipullldos de quienes crcycnm
tener motivos. paraeqjuiciarlos.."U J

Esta discusión (sobre el aspecto político del juicio de procedencia), tuvo mayor auge

durante el desahogo del proceso de desafuero seguido en contra del Jefe de Gobierno del

Distrito Federal, Licenciado Andrés Manuel López Obrador, y máxime al ser publicados

'" Ci1ado por Lópcz Obnldor, Andn!s Manuel Contrq el desafiteco mi defensa jurídíco , p. 19.
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los alegatos presentados por el propio servidor público ante la Sección Instructora de la LIX

Legislatura. donde advierte el temor político de sus rivales con rumbo a las elecciones

Federales del año 2006, tal Ycomo lo'advierte en el libro titulado "Contra el desafuero, mi

defensa jurídica":

"Bn suma, si bien, de acuerdo con la Ley Federal de Responsabilidades de los
Servidores Pl1b1icos. l. Sección Instruclora debe practicar todas las diligencias
conducentes a establecer l. existencia del delito y la probable responsabilidad del
imputado, debe también y sobre lodo verUJ<ar que DO se lrale de UIIlI
asedJanza vulgar para destituirme como Jefe de Gobiemo cid DirtriIo
Federnl y, sobre todo, para impedir que, Uegado el CllSO, pudiera participar en l.
contienda electonll por la sucesión presidencial. En el caso concreto, la asechan",
de que be sido víctima es práeticamente de dominio público."'"

La sociedad civil. tal Y como se demostró con las movilizaciones sociales de

resistencia pacifica convocadas por el Partido de la Revolución Democrática, percibió que

si bien es cierto el proceso se ciñó conforme a los procedimientos legales previamente

establecidos, también lo es que lo calificaron como una revancha política dirigida y

encabezada por el Gobierno Federal y en contra del Jefe de Gobierno del Distrito Federal,

en virtud, principalmente, de los acuerdos a que llegaron las cúpulas panistas y prisitas para

orientar el voto de lasfracciones en tomo al dictamen emitido por la Sección Instructora, es

decir, como lo analizamos en un primer momento quien tiene la última palabra en relación

al desafuero no es un cuerpo colegiado y jurídico, sino lo es la Cámara de Diputados

erigida en Jurado de Procedencia, pero que en última instancia no se emiten los votos

tomando en consideración las pruebas ofrecidas por las partes. y en su caso comprobar si

han quedado acreditados los requisitos procedimentales para la decisión de desaforar a un

servidor público, sino que los representantes del pueblo siguen la linea trazada por los

dirigentes partidistas.

A efecto de evitar, que en los subsecuentes casos de procedencia, la legitimidad y

legalidad del proceso se encuentre viciada por dichos elementos, es que a través del

presente trabajo de tesis se propone la confonnación del denominado "TRIBUNAL DE

PROCEDENCIA", que estarfa conformado por cinco diputados, por cinco senadores y por

tres ministms de la Corte, es decir, cinco representantes de la sociedad, cinco representantes

1S2Ibidem. p, 20.
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del pacto federal y tres integrantes del Poder Judicial de la Federación. autoridad que sería

la única encargada del conocimiento, estudio, análisis y resolución del denominado juicio

de procedencia

Cabe aclarar que el Órgano que se propone introducir en el marco constitucional

mexicano para la resolución de procedencia en contra de algún servidor PÚblico de los

denominados "servidores de primera jerarquía", por parte de las autoridades

jurisdiccionales, por tener como objetivo primordial la resolución de un procedimiento de

carácter constitucional, es lógica y juridicamente procedente que sea resuelto en

colaboración por los Poderes de la Federación. quienes en conjunto son los encargados de

buscar el bien común de la sociedad y mantener la gobemabilidad del Estado a través del

respeto y apego a la normalividad aplicable al caso concreto.

5.2.1.3. CONTAR CON UN CUERPO COLEGIADO EN EL QUE IMPERE

EL ASPECTO JURíDICO SOBRE EL POLÍTICO. Obviamente a efecto eliminar el

sesgo político que se le ha atribuido al juicio de procedencia. es indispensable, agregar un

candado en la Ley Reglamentaria, así como en la Ley Orgánica del Congreso , en el cual se

debe establecer algunos requisitos para ser integrante del Tribunal de Procedencia

Aquí nos encontramos con algunos conflictos de fondo para determinar el principal

requisito que deben de cubro los diputados y senadores que aspiren a integrar el Tribunal

de Procedencia, primemmentc se nos ocurrió que dichos servidores públicos contaran con

determinado tiempo o antigüedad en el desempeño de la abogacía. es decir, ser abogado

postulante. La antigüedad se podría considerar dc entre cinco y diez años, que es el común

denominador para la integración de Tribunales, tanto en América Latina como en Europa,

específicamente en Francia. máxime si consideramos que de conformidad al artículo 55

constitucional, uno de los requisitos para ser diputado es tener veintiún años cumplidos el

día de la elección y el artículo 58 constitucioual precisa que los senadores deberán tener

veinticinco años al día de la elección. y considerando que un estudiante de derecho termina

su carrera a los veintidós años más uno para realizar tesis, estañamos hablando que a los

vientres años empezaría la vida como abogado postulante de un ciudadano que podría
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llegar a ser miembro integrante del Congreso de la Unión. por lo que consideramos que un

diputado o senador cubrirla dicho requisito entre los veintiocho y treinta y tres años de

edad, dependiendo de la antigüedad solicitada como requisito en el <;jcrciciode la carrera.

Tómese en consideración que la primera hipótesis que estamos tomando en

consideración es el requisito de ser abogado postulante, es decir, que durante determinado

periodo se encuentre envuelto en el mundo del litigio, y por ende no únicamente tener el

título de licenc iado en derecho, que es la segunda opción que nosotros consideramos y que

más adelante analizaremos, que si bien es cieno acredita fehac ientemente tener

conocimientos j urídicos no corrobora que se haya desempeñado el litigio dumnte 5 o 10

años, con lo cual carecería de elementos jurídicos y sobre todo la actualización de las

normas aplicables al caso concreto, como seria la ley de responsabilidad de los servidores

públicos, y sobre todo, deb ido a su dinámica, el código penal federal.

Para muestra, analicemos el cflrriculum "itatlSJ de los miembros integrantes de la

Sección Instructora de la LIX Legislatura, misma que se encuentra integrada por dos

integrantes del partido revolucionario insti tucional (PRI), uno del partido acción nacional

(PAN) y uno del partido de la revolución democr.ítica (pRD):

HORACIO DUARTE OLIVARES (PRESIDENTE)
Maestría en "Derecho Procesal Constitucional" por la
Universidad Panamericana (en proceso).

Licenciado en perecno, Universidad Nac ional Autónoma de
F<1él<ico.

Curso de Espec ializa ción "Procedencia del amparo directo",
UNAM. Curso de Especialización "Las refon nas
Constitucio na les de 1992", UNAM. Dip lo mado en "Dere cho
Civil", Universidad de Es tudios de Postgrado en Derecho.
Dip lomado en "Gobierno y Potttice« Públicas ' , Universidad
tb eroem ericens. Diplomado en "Comunicación Social y
Gobierno' , Instituto Nacional de Adminis tra ción Pública.
Diplomado en "Ingeni arla Financiera Gubernamental'",
Universidad Iberoamericana. A ctualmente cursa la Maestria en
"Derecho Procesal Con stitucionet", Universidad Panam ericana .

Miembro activo del Partido i'Ael<it:ano de los Trabajadores
(1987). Miembro fundador del Partido ,'-fel<icano So cialista, en el
Municioio de Texcoco, Fu ndador del PRD en Texcaco en (198 91.

, 5] www.oddhcu.gob.mx
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Secretnric de Asunto s Juventtes de l ,oRD (1989). Presidente ae )
Comité Ejecutivo Municipal del PRD en Te"co cc (1991-1993).
Consejero Estal:>1 del PRO en e l éstado de Mp.x ico (1992).
Comisionado de i PRD en te la Comisión Dls trite t Electoral de !
XXí!f Dis trito , en el proceso elec toral de renoveclon de l
Gobernador del Estado (1993}.

Noveno Regidor de! Ayuntó:nlen!o de Texcoco (1991-1991).

No proporcionó informac ión.

Profeso r de le m at eria "Proces os Electorales" en ¡ti Universidad
Aurónoma da! . Es tad o de ¡'~dxico. Campus Texcoco.
Co nferencista en diversos f oros y ciudades del pais con tem as
ratectoneaoe al Muni!:ipafismo.

'{ i: P EC A GOl)!' ' EZ BR·'\() l.·F.CRETA R; A)
Licenciatura en Derecno por le Escuela Ubre de Derech o.

!...iconciada en Derec tv: po ."ie Escuela Lib re de Derecho.

Curs os Espe cializados en Ing,'és, Adminis traci ón. Derecho
Fis cal. Derecha Civil y Mercantil y Derech o Notarial.

Ne proporcionó in form ación.

No proporcton o intormecion.

j,Jotari a Tit u lar en la Notaria No. 32 de Tli'lnepantJa (hoy Notene
No. 74), co n res idencia en Neuc etpen de Jusrer , Es tado d~

'\1~xico (a partir de 1979). Magis trada de! Consej o de la
Jucüc et urs de l éstado d e ': ;'2xic o y del Tribunal Superior de
Justicie del m ismo (199 5). Direc to ra Genere ! de l ins titut o
U s-yiq l1ense de J;¡ Mujer (2001-2003).

Pasante ;;m a l Área Civi l en C;¡spac,'¡o p erticuisr. aboae de ae la
Notorio 129 de: Olstrtto Federa.'. Cetedrétice en 15 Escuela
Nacional de Estua"ios Profesionales Acatlán de ía Un ;varsidad
Nscione) Autó noma de 'Jéxico. Maestra de ! Cerso de
Asplrantes que imparte el Co leg io do; Noterio», t.'ft;est re del
Dip lom ado de üerecbo r~egistra l en /0 Un iversidad Autónoma
de l Estado da ;;J,éxi co. Maestra Gn lo Universidad dat Nuevo
Mun do. Conte rencis ts en el Co legio de NCt3riOS, In stituto de
Jnves Ugaciones Juridic es, insti t uta efe Capaci tació n }'
Especia lización Jutiicie), Un iversldet: del Vafie d e {-¡f ax /c c .
Universidad del Tepeyac. Universidad da cueuttttsn y otras.
De legada de /a Asociación Nee ie rrs ! de l Noterituit» en el Es tado
d e M~xico. Presid enta del CO[Eg':~ de Notarios de l Estado de
Méx !co. vtceorestoema d e la Aso cieclón Nec io nel del
Nctsrled o.

FRANCISCO CUAUHTÉMOC FRiAS CASTRO (INTEGRANTE)
Doctor en oerecnc , UNA ,·A.

Licen ciado en Derecho p or la Universidad Autón oma de Sineto«
(1S67-1973).

Doctorado en Derecho Social un la UNA ;:¡1{1979) .

Ft.ilitante activo de l PRI (desde 7968). Comisionado Pclitlco del

207

Neevia docConverter 5.1



?RI. Presidente de Cambio- XXI. Fundación Sin ote e A. C.' (1992].
Presidente del Ccmité Directivo Es tatal del PRI en Sinafoa
(1998-1989). Cons ejero Pclitico Necionai dd PRI (199E).
Presidente de la Fundación Cotosio Sinaioa A.C. (2C02-2003).

Diputado Local da la LVI Leg is la tura de! Congres o de Sin aloa
(1998-2001).

Directo r Gen era l de In afec tabllidad Ágricofa, Ganaciera y
Agropecuaria de la Secre taria de la Reforma Agrcr ia (1978­
1980). Coordinador de Asesores de ¡él Cco rdinación General de
Delgacio rles, Secrerarla de Desa rro ll o Urb ano y Eco/09 1a (1984­
1985). Coordinador de Asesores de' SUbsecretario d e As unto s
Agrarios da la Secretaria de la Rafo rma Agraria (1986.1 988).
Secretario de Educación Púb li ca y Cultura del Gobiern o del
Es tado de Sinaloa (1990· 1992). Sec re tario General de Gobierno
del Estado de Slna/o a (199 3-1 998) . en tre o tros.

M;,estro en le Esc uela de De."Gcho y Cienc ias Sactetes ce la
UNAM (1979). Maes rro e n la Diviston de Estudies de Pos tgrad o
de la Univers idad Autónoma de Ttexcete (1984). Ractor de la
Universidad de Occidente en Sina/ca (HtaS· 1990). Consejero del
Insti tuto de Administ ración Publica de Sina/o" (19 91-1998),
entre otro$..

ALVARO ELlAS LOREDO (INTEGRANTE)
Licenciatura en Derecho en la Universidad Autónoma d~ San
Luis Potosí.

Lic enciado en Derecho , Univs rs ided Auténom$ c:~ San Luis
Potas! (1968-1972).

Seminario de Derecho Procesal, Ins tituto de Ciencias
Educativas de la UASLP (1982). XIV Seminario de An¿Jisis
Económico en el C01is~lo Coordinador Empr esarial y Centro de
Estuóios Económ ícos del Secto r Pcivado (1979). Seminario da
Negociación Poüt ic«, Grup o Paríam entario PA N (2000).
Diplo mado en Derechos Huma nos en la Com isión Nac ional d e
Derec hos Humanos (1995).

Militante del PA N (de sde 1970). Presidente del Comit é Directivo
Es ta tal (197 5-1 981) . Miembro del Comit é Direc ti vo Es ta tal (1994­
2000). Rep rese nta nt e del PAN ente el Consejo Esta ta l Electoral.
"",lam bro d el Comité Ejecutivo Nacional (19 73· 1975). Consejero
Nacional (1975-1986 y 1997·2000). Can didato a DiputadO L oca!
da rep resen tación proporciona l (1984 J' 1S94). Candidato a
Dip utaáo Federa l por el principio de rep resentecio n
proporc ion al (1979). Canc!ída to a Diputado Federa l por el
principio de mayoría ",iativa (1973 y 1991). Precandidato a
Gob ernador del Estad o d e Sen Luís Potosi (19 92). Precandid ato
a Go bern ado r del Es tad :> (19g7). Precandíd ato al Senado de la
República (2000). Cepecitedor Nacional d el PAN, entre otros.

Diputado Fede ral de Representación Proporciona ! a la LI
Legislatura (19 79-1982). Dip uteao de Represen tac ión
Proporcional a la LI Legislatura de l Es tado de San Luis Po tosi
(1984- 1987) . Dip uta do de Represen tación Propoporcional d e is
L/V Legislatura de l Es tado de Sen t.u!« Potosí (19 93-199 7).
Oiautado Federal oor el Dis trito 02 de San Luis Poto si. con
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Cabecera en Soledad de Greciano Sancll ez, a la LV/f Legislatura
(1997-2000).

No proporcionó intormecion.

Docente el1 la Facultad de oerecno de la UASLP (1977 a ia
fecha). en la Facultad de Contaduría y Admi nisúación de Ja
UASLP (1993) y en la Esc uela de Enfermería de ts Cruz Roja
Incorporada a la UNAM (1973-1990). Pro rnovente de fa
Orga nización Campes ina de San Luís Pc tosi (199B). Forma
parte de; Comité Nacional que pro mueve el Mo\/imi ento
Nacional Camp esino P0'- el Camblo (200!J).

De las curriculas anteriores concluimos que de los cuatro integrantes de la sección

instructora de la LIX Legislatura, todos cuentan con título de licenciado en derecho, más

sin embargo, únicamente la Licenciada Rebeca Godfnez Bravo, quien es secretaria de 16

Sección Instructora, se desempeñó como pasante de la carrera y al ser Notario Público, se

mantiene actualizada en el ámbito jurídico. Sin embargo, tanto el Licenciado Duarte

Olivares como Álvaro Ellas Loredo y Francisco Cuauhtémoc Frías Castro, tienen una vida

netamente política, es decir, incursionando tanto en la administración pública (en todos los

niveles de gobierno), como en el desempeño y cargo político de sus respectivos partidos.

Es decir, los otrora integrantes de la comisión jurisdiccional, regulada por el articulo

40, punto 5, de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,

cuentan con una antigüedad mayor de diez años con respecto a la expedición de su título

profesional, sin embargo, se han desempeñado en diversos cargos ajenos a la aplicabilidad

de la nonnatividad penal, misma que se aplica supletoñamente a la Ley Federal de

Responsabilidad de los Servidores Públicos, factor que evidentemente pone de manifiesto

el temor de la sociedad con respecto al aspecto político que rodea la resolución o el

dictamen de la Sección Instructora

Como se ha advertido en múltiples ocasiones, el hecho de que los integrantes del

tribunal propuesto para conocer del juicio de procedencia, cumplan con el requisito de tener

una antigüedad de diez años COD título de licenciado en derecho DO significa que tengan un

amplio conocimiento de la normativjdad aplicable en un tiempo y un espacio determinado.

209

Neevia docConverter 5.1



Ya en un alarde de ideas sobre el tema, quizá podría ser homologado, el ser

miembro del Congreso de la Unión, con el actual Servicio Profesional de Carrera, programa

que tuvo vigencia a partir del 7 de octubre de 2003, y que determina la realización de

concurso de aptitudes para ocupar las plazas de Director General, Director General adjunto,

director dc área. subdirector de área. jefe de departamento y enlace, dentro de la

administración pública. En sí dicha propuesta tendría como objetivo la profesionalizaeión

de los miembros del Congreso de la Unión, situación que desde luego daría lugar a la

realizaeión de un nuevo tema de tesis, situación que desde luego esta fuera de nuestro

alcance por el momento.

Consideramos que dicha propuesta, consistente en que los diputados y senadores

tengan determinada antigüedad como abogados litigantes es la más adecuada, ello toda vez

que derivado de la experiencia que otorga cIlitignr ante los diversos Tribunales del país, es

mucho mayor y con cimientos firmes para integrar el cuerpo colegiado que tendrá la

decisión, trascendental. de declarar si ha o no lugar a proceder penaImente en contra de

determinado servidor público.

La segunda opción que se propone, es que los diputados y senadores que aspiren a

integrar el Tribunal de Procedencia, tengan una antigüedad mínima de diez años con título

pr::f:::;im:a! de licenciado en derecho. Dicho requisito, se adecuaría al contenido del artículo

95 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, referente a que para ser

electo Ministro es necesario tener cuando menos diez años de antigüedad con título

profesional de licenciado en derecho, ello. toda vez que al integrar un cuerpo colegiado

tanto por diputados como senadores y por ministros de la Suprema Corte de Justicia de la

Nación, deberá de imperar el requisito de éstos últimos por ser los encargados de juzgar los

medios de control constitucional.

Espreciso aclarar que desde nuestro particular punto de vistaesta formula careceria

de fundamento práctico, pues como ya se expuso en un primer momento, el hecho de contar

con titulo de licenciado en derecho expedido por institución o autoridad legalmente

fucultada para elJo, acredita que dicho individuo tiene conocimientos básicos del derecho,
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pero la aplicabilidad del mismo necesita de un continuo conocimiento y actualización

situación que probablemente no se adecue a muchos de los integrantes del Congreso de la

Unión que cuentan con el título antes aludido, sin tener práctica en cuanto al litigio de la

carrera.

No obstante lo anterior, es decir el hecho de considerar que es prácticamente viable

la primera propuesta realizada y consistente en ostentarse con determinada antigüedad en el

litigio , pues dicho supuesto encierra el requisito del título de licenciado en derecho y el

conocimiento y actualizaci ón de las normas jurídicas aplicables, es claro que si estamos

hablando de la conformaci ón de un cuerpo juridico encargado de determinar si ha o no

lugar a proceder penalmente en contra de determinado servidor público, es necesario

también respetar las reglas de integración de nuestro máximo órgano jurisdiccional, es

decir, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por lo que, por los motivos expresados

anteriormente, es viable la segunda opci ón, toda vez que estaría conforme con el articulo

95, frocci60 m, constitucional que precisa como requisito para ser electo Ministro de la

Suprema Corte de Justicia de la Nación tener como mínimo una antigüedad de diez afias

con título profesional de licenciado en derecho, situación que se normará en la propia Ley

Orgánica del Congreso General de los Estados Unión Mexicanos, y específicamente en los

artículos 40. punto 5, y artículo 101, de la Ley Orgánica del Congreso General de los

Estados Unidos Mexicanos, numerales que hablan especificamente de la Integración de la

Comisión Jurisdiccional, y que son del contenido siguiente:

ArtIculo 4ll. 5. la COlIlisión JutisdiccioDal se integr=I por IBI mínimo de 12
diputados y UD máximo de 16, a efecto de que entre ellos se designen a los que
habrán de conformar, cuando asl se requiera, la seee íén instructora encargada de
las funciones a que se refiere la ley reglamentaria del Titulo Cuano de la
ConstituciÓD en materia de responsabilidades de los servidores públicos.

ArtIculo 101. La Com isiÓD Jurisdiccional se integrará por tul mlnimo de 8
Senadores y un máximo de 12, con la finalidad de que entre ellos sédesigne a los
que habn\o de conformar, cuando asl se requiera, la sección de enjlÚciamicntD
encargada de las fimcioncs a que se refiere la Ley Federal de Responsabilidades de
Jos Sctvidorcs Públicos; en d icha sección deberán estar representados los grupos
parlamentarios.

Obviamente, en virtud de la propuesta que estamos manejando, el articulo 101, seria

modificado, pues la intención de integrar el Tribunal de Procedencia, tanto con diputados,
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senadores y ministros de la Suprema Corte de la Nación, es que dicho órgano constitucional

y jurisdiccional, desahogue tanto el juieio de procedencia como el juicio político, situación

ésta última que podría ser analizada en otro trabajo de investigación.

5.2.2. DFSVENTAJAS EN TORNO A LA CONFORMACIÓN DEL

"TRIBUNAL DE PROCEDENCIA"

5.2.2.1. PROBLEMA DE JERARQmZACIÓN (LA SUPREMA CORTE DE

JUSTICIA COMO JUF..z y PARTE). El presente inciso quizá tendría una desventaja de

origen como lo es el hecho de que dicha propuesta carezca, desde el origen, de legitimación

ante la sociedad, pues nos encontramos con el grave problema de que muchos teóricos,

estudiantes de derecho y miembros de la sociedad civil, podrían cuestionar la razón de ser

del juicio de procedencia desahogado por el denominado Tribunal de Procedencia,

propuesto por el suscrito. y conformado por miembros de ambas Cámaras del Congreso de

la Unión y por Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Como lo estudiamos en el segundo capitulo del presente trabajo académico, el juicio

de procedencia consiste en un requisito de procedibilidad., entendido de otra forma es el

"permiso" que otorgan los miembros de la ''Cámara Baja" para que determinado

"funcionario de primer nivel" sea sujeto ajuicio penal ante los Tribunales establecidos para

ello .

Con esa base, legítimamente nos podríamos preguntar los siguiente: acaso la

propuesta que hoy sostengo ¿no depone la razón de ser del juicio de procedencia? ¿Qué

objeto tendrla que el juicio de procedencia sea desahogado en primera instancia por

miembros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y con posterioridad un juez, en la

escala jerárquica jurisdiccional de menor trascendencia que un Ministro, determinará si fue

correctamente integrada la averiguación previa y en consecuencia deberá resolver sobre el

cuerpo del delito Y la probable responsabilidad del inculpado? Los ministros ¿podrian ser

juez y parte en el proceso de desafuero? Sí ya fue juzgado por integrantes de la Suprema

Corte de Justicia de la Nación que caso tiene que el presunto responsable en su calidad de
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servidor público. seajuzgado de nueva cuenta por unjuez penal? ¿Se estaría violentando el

principio de que nadie puede ser juzgado dos veces por el mismo delito? Estas y otras

preguntas podrían poner en tela de juicio la procedencia y viabilidad juridica de la

propuesta que ostento a través del presente trabajo académico.

Si bien es cierto que la propuesta puede ser objeto de réplicas. también lo es que el

objetivo del presente trabajo es la creación de una Institución Juridica que cumpla con un

requisito indispensable para la consolidación dc la democracia y del pacto federal, estamos

hablando de una coordinación y colaboración entre poderes. y que mejor institución que el

juicio de procedencia que se ha visto envuelto en cuestiones sin respuesta e inclusive se ha

dudado dc los beneficios que trae aparejada dicha institución juridica al ser utilizada

únicamente con fines pollticos para que diverso funcionario no lome parte de tal o cual

procedimienlo electoral.

La interrogante principal y objeto del presente nwneral se hace consistir en

determinar si es juridicamente posible que un Ministro determine si ha o no lugar a

proceder penalmente en contra de determinado servidor público y con posterioridad que un

juez penal resuelvaen definitiva si es culpablc o no el indiciado. Es preciso destacar, que

como lo es en la actualidad, tanto el Tribunal de Procedencia y por ende, los Ministros de la

Corte junto con los integrantes del Congreso de la Unión. deben determinar si ha o no lugar

a proceder en contra de un servidor público, valorando, primeramente, la existencia del

cuerpo del delito y, en segundo lugar, la probable responsabilidad del inculpado, elementos

éstos que de igual manera deben ser valorados, estudiados y acreditados ante y a través del

juez penal.

Considero que los Ministros que integrarian en su momento el Tribunal de

Procedencia no serian Juez y parte en juicio de procedencia, pues materialmente

:!:::::;rrJ;,;;.-'.an si ha O DO lugar a proceder en contra de determinado servidor público, y el

expediente, en la primera hipótesis, pasaría directamente ante un juez de lo penal, quien

actúa con pleno apego a los principios que rigen al Poder Judicial en su coníunto, esto es,

con autonomía, independencia, imparcialidad y profesionalismo, principios que encaminan
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al juzgador a emitir una resolución, a través del estudio minucioso de las actuaciones

basadaen los medios evidenciatorios ofrecidos por la partes en conflicto.

Al encontramos en el mundo del deber ser, es claro y evidente la procedencia de

dichos valores en el mundo normativo del Derecho y máxime en los juzgadores. El negar la

existencia y aplicabilidad de dichos principios implicaría el desmoronamiento de la

Constitución, de las Instituciones y por ende del Estado de Derecho.

El no creer en los principios de independencia, imparcialidad y profesionalismo

implicaría, en la actual regulación del proceso de estudio, pensar en que la Cámara de

Diputados careccria de dichos valores y por ende se debiera entender que el desahogo del

proceso por medio de la Sección Instructora y la votación por parle de la Cámara de

Diputados erigida en Jurado de Procedencia, son más que un mero trámite administrativo,

pues como ya previamentc el Ministerio Público integró la averiguación acreditando la

existencia del cuerpo del delito y la probable responsabilidad del servidor público

inculpado, órgano social con los conocimientos y facultades necesarias para ello, sería en

vano el estudio a fondo de dicho proceso por la Cámara de Diputados a través de las

di......-.as autoridades facultadas para dicho estudio, desahogo y análisis.

Así, sí bien es cíerto que los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación,

al igual que los Diputados y Senadores que conforman el cuerpo propuesto, emitirán una

resolución en determinado sentido, es decir, declarando si ha o no lugar a proceder contra el

servidor público en su calidad de presunto responsable, en ambos casos dicha sentencia

debe estar debidamente fundada y motivada, a efecto de cumplir con los preceptos del

:....""ticu\o 16constitacionaí,

Ubicándonos en el primer supuesto (que hayan resuelto que ha lugar a proceder

contra el inculpado), el Ministerio Público ejercitará acción~ ante el Juzgado de lo

Penal que en turno corresponda, esto es ante un Juez de Distrito de Procesos Penales

Federales, y no ante la Suprema Corte de Jnsticia de la Nación, por lo que los Ministros no

fungirían ni como parte ni como juzgadores.
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Como parte no fungirian porque la única tarea del Tribunal de Procedencia es

resolver, en base a los medios probatorios ofertados por las partes (Ministerio Público y el

Servidor Público) y en base a la normatividad aplicable, si ha o no lugar a proceder

penalmente en contra de algún servidor público, es decir, con dicha resolución termina su

tarea; mientras que el Ministerio Público es el encargado de sostener la integración de la

averiguación previa ante el Juez Penal competente y ante quien se haya radicado la causa,

por lo que obviamente no interviene el Tribunal de Procedencia, y menos aún los Ministros

que la integran.

El Tribunal de Procedencia. a través de los Ministros de la Suprema Corte de

Justicia de la Nación, no funge con la calidad de juez, pues quien resolverá en definitiva si

es o no culpable del delito que se le imputa al otrora servidor público, será el Juez de

Distrito de Procesos Penales Federales. y no la Suprema Corte de Justicia de la Nación, a

través de los Ministros integrantes del Tribunal propuesto; en caso de inconformarse con

alguna resolución dictada por el juez de Distrito en el proceso penal respectivo, los recursos

procedentes serán resueltos por un Tribunal Unitario de Circuito y no por la Suprema Corte

de Justicia de la Nación, por lo que, se insiste de nueva cuenta en que los Ministros

integrantes de la Institución propuesta se abstendrán de fungir como órgano emisor de

sentencia.

Sin embargo, es factible que en algún momento del procedimiento penal, la

Suprema Corte de Justicia de la Unión, pueda conocer de la causa, tal es el caso de la

facultad de atracción que puede ejercer nuestro Tribunal Constitucional, de conformidad

con el articulo 107, fracción V, último párrafo, que al respecto precisa:

Articulo 107. Todas las coetroversias de que habla el articulo 103 se sujelar;ln a
los procedimientos y funnas del orden juridico que determine la ley, de acuerdo a
las bases siguientes:

V. El emparocontra sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin
al juicio, sea que la violación se cometa dUJ'3Dte el procedimiento O en la sentencia
misma. se promoverá ante el Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda,
conforme a la distribución de competencias que establezca la Ley Orgánica del
Poder Judicial de la FederaciÓII. en los siguientes casos:
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(...)

La Suprema Corte de Justic ia. de oficio o a petición fundada del correspondiente
Tribunal Colegiado de Circu ito, o de l Procurador General de la República. podrá
conocer de los amparos directos que por su interés y trascendencia asi lo ameriten;

Es decir, de dichas bases constitucionales podemos concluir que la Suprema Corte

de Justicia de la Nación, puede conocer de los Juicios de Amparo Directo, cuando ejerza de

oficio su facultad de atracción, cuando el Procurador General de la República o el Tribunal

Colegiado competente solicite al Tribunal Constitucional Mexicano que ejercite su facultad

de atracción, lo anteri or en términos del artieulo 182 de la Ley Reglamentaria de los

articulo 103 y 107 constitucionales, procedimiento que será desahogado en términos del

articulo 185, 186 Ydemás siguientes de la Ley de Amparo.

No resulta absurdo recordar que el juicio de amparo directo procede contra una

sentencia definitiva que ponga fin al proceso y por violaciones de garantías cometidas en

las propias sentencias, laudos o resoluciones, destacando que el numeral 160 indica con

toda precisión que supuesto se considerarán violadas las leyes del procedimiento en materia

penal .

Sin embargo, la propia ley reguladora del proceso de amparo, única situación en la

que podrá conocer la Suprema Corte de Justicia de la Nación, contempla la figura del

IMPEDIMENTO DE LOS MINlSTROS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE
T •
...ANACION, para conocer de determinados amparos por las causas que se enumeran en o::l

articulo 66 de la Ley de Amparo, Yque en especial, la fracción rv, de dicho numeral podría

servir para impedir a los Ministros integrantes del Tribunal de Procedencia, conocer del

amparo promovido por el otrora servidor público objeto del juicio de procedencia,

desahogado en su momento por el Tribunal de Procedencia, y cuyo contenido es el

siguiente:

Articulo 66. No son recusables lo. ministros de la SUpRlDa Corte de Justicia,
los magiSlr8dos de los Tribunales Colegiados de Circuito, los jueces de distrito, ni
las autoridades que CODO".a:aD de los juicios de amparo conforme al artículo 37 ;
pere debcrlin manifestar que están impedidos para conocer de Jos jnldos en
que iDkrvengao CD Jos siguimta a~m;:
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IV. Si hubiesen tenido el carácter de autoridades TCSpOII5Obles en el juicio de
amparo, si hubiesen aconsejado como asesores la resolución reclamada, o si
hubiesen .mitido, en olra iustancla o jurisdicción. la resolución impugnada;

Probablemente. la fracción que cito con anterioridad no sea aplicable plenamente al

caso concreto, sin embargo, es base para insertar una fracción más que puntualmente

establezca que los Ministros que integren el Tribunal de Procedencia estarán impedidos de

conocer sobre el amparo directo promovido por el servidor público enjniciado en primer

instancia por aquellos. fracción que seria del tenor siguiente;

Articulo 66. No son recusables tos ministros de la Sup...,ma Corte de Justicia.
los magistr.ldos de los Tribunales Colegiados de Circuito, los jueces de distrito. ni
las autoridades que conozcan de los juicios de amparo conforme al articulo 37;
pero deberán maolfest.. qoe eslin impedidos para conocer de los jRicios en
que intervengu. ea los sigllieutes casos:

IV. Si hubiesen tenido el ClUlictcr de autoridades responsables en el juicio de
amparo. si hubiesen aconsejado eomo asesores la resolución rc<:1amada, si
hubiesen emitido, en otra inslancia 'o jurisdicción. la resolución impugnada, O si
bubóeoc>l sido iotegraales del Tribunal de Proccdcacla qae CD sa 1D01DCD10

baya dcdantdo prondcr pcoallDClltc en CflDtra del peticionario. de pnolias.

Con la reforma anterior. de igual forma, se estaría eliminando la incertidumbre

juridica hecha valer anteriormente. en el sentido de que los Ministros integrantes del

Tribunal de Procedencia, pudiesen ser juez y parte en el proceso, pues inclusive, los

ministros integrantes de In Sala que conozca del asunto resolverán el amparo interpuesto,

con fundamento en el articulo 69 de la Ley de Amparo:

MArticulo 69.- Cuando lD10 solo de los ministros que inIcgn:n la Sala se manifieste
impedido. los cuatro rcstllntCS caJificanln el impedimento. SI lo admitle la
Sala coatiaoar6 el coDocimiento del negocio con los mioistros restantes .,

No obstante lo anterior, y al detenemos a analizar el concepto de impedimento,

encontramos que Bandelli definía dicha acepción como la circunstancia que fundada en la

ley hace ilícito o nuJo un acto154.

De la acepción anterior podemos concluir que el objetivo de la figura del

impedimento consiste en que el juzgado no tenga ningún interés en el juicio ya sea por

algún parentesco sangulneo o por afinidad con alguna de las partes o que se vea influido

'" Diccionario Juridico Mexicano. Op. CiL Tomo 111, p. 1615.
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por haber emitido alguna resolución al respecto o exista algún lazo sentimental con alguna

de las partes.

En dicha situación, es factible pensar que puesto que los objeto de los procesos, de

procedencia y cl amparo, son diferentes, pues el primero única y exclusivamente emitirá

una resolución que determine si ha o no lugar a proceder penalmente en contra del servidor

público; mientras que el segundo se avocará a valorar las posibles violaciones

procedimentales que hayan existido en la emisión de una resolución definitiva del orden

penal, resultaría innecesario hacer valer el impedimento antes descrito, pues en el segundo

caso, el Ministro resolvería la legalidad de la sentencia emitida y en su caso, resolvería si al

indiciado le fueron violadas alguna o algunas de las leyes procesales enumeradas en el

articulo 160 de la Ley de Amparo.

5.2.2.2. EL PRESIDENTE DE LA SUPREMA CORTE DE .JUSTICIA DE LA

NACiÓN SERÍA QUIEN RESOLVEIÚA EN úLTIMA INSfANClA.

La actual Ley Federalde Responsabilidad de los Servidores Públicos tiene una serie

de omisiones o irregularidades, tal y como 10 denotó el juicio de procedencia seguido en

contra del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, Licenciado Andrés Manuel López

Obrador.

Una de las omisiones principales en el desahogo de dicho proceso de desafuero lo es

precisamente el hecho de que la Ley Reglamentaria de la Materia, expresamente señala que

In Sección Instructora será integrada por cuatro miembros, quien votarán en un sentido o en

otro, es decir, resolviendo si ha o no lugar a proceder penalmente en contra de algún

servidor público, o sea que la Ley Reglamentaria única y exclusivamente hace considera

quc la resolución, en uno u otro sentido, serávotada por unanimidad o por mayoría simple,

sin embargo, existe una laguna jurídica, ¿qué acontecería si se hubiese decretado empate en

cuanto al dictamen?, ¿se desecharía el asunto o como en materia penal, el asunto pasaría a

reserva? ¿se turnaría a la Cámara de Diputados para que dicho Órgano determinara 10 que

pasarlacon dicho expediente?
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A estas preguntas, jurídicamente no se puede emitir respuesta debidamente fundada.

pues la ley tiene una laguna jurídica y dicha situación no ha sido debidamente interpretada

por la Corte. Sin embargo, en una opinión particular, y de confonnidad al artículo 45 de la

Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, que establece que en todas

las cuestiones relativas al procedimiento, no previstas por la ley, se debe estar a lo

precisado en el Código Federal de Procedimientos Penales. por lo que la existir empale,

j:rridicamente significa que el cuerpo del delito y la probable responsabilidad del inculpado

no se encuentran debidamente acreditadas y en dicha situación lo procedente es que se

remita a reserva por falta de elementos, lo que evidentemente implicaría suspender todo

procedimiento, hasta que alguna de las partes en conflicto (el Ministerio Público o el

servidor público) no aporte nuevos elementos que hagan inclinar la decisión en algún

sentido.

En virtud de existir dicha controversia, y tomando como base los diversos estudios

que se han realizado en tomo a la conformación del denominado Tribunal Constitucional,

se propone un numero generalmente impar, para que el Presidente de dicho Órgano, en caso

de empate, tenga el voto de calidad.

Por 10 tanto en concurrencia con dicha idea, al tratarse de una controversia de

carácter constitucional, propongo que sea el Presidente de la Suprema Corte de Justicia

quien se encargue de dirimir el conflicto, es decir, definir en consecuencia si ba o no lug¡sr..

proceder penaJrnente en contra de detenninado servidor público, basándome, además, en su

experiencia jurídica e imparcialidad. .

No obstante la propuesta anterior, también puede encontrar diversas oposiciones, la

principal es el hecho que el Ministro al ser nombrado por el Titular del Ejecutivo Federal,

de la misma forma, podria verse seducido o maniatado por la linea presidencial. Además,

no escapa la controversia relativa a la siguiente cuestión: ¿qué caso tiene que sea juzgado

un servidor público sea juzgado en una primera instancia por miembros de la Suprema
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Corte y posteriormente por un Juzgado Federal de Distrito en materia Penal?, situación que

desde luego analizarnos con anterioridad.

Sin embargo, cabe aclarar, que los Ministros son nombrados en tema por el

Presidente de la República y quien lo designa es el Senado, lo que de nueva cuenta refuerza

1.. col ..boracién de poderes para la obtención de estabilidad y bien común.

A modo de conclusión, consideramos que el voto de calidad lo debe de tener el

Presidente de la Suprema Corte de Justicia, en caso de cmpate, en virtud a su experiencia

juridica, lo que evidentemente dejaría de lado el aspecto político con el cual hasta hoy se

ostenta el juicio de procedencia

5. 3. EL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL Y SU INGERENCIA EN LA

PRESENTE PROPUESfA DE TESIS.

Primeramente despejemos algunas dudas sobre lo que es en realidad el denominado

Tribunal Constitucional, cuál es su naturaleza jurídica, cuáles son sus facultades y qué es lo

qu:: motivó a la creación de dicha Institución Jurídica Asi, una vez que despejemos dichas

incógnitas tendremos los conocimientos necesarios para relacionar dicha figura, con la

propuesta de mi parte para la conformación de una órgano Jurídico Político que desahogue

el juicio de procedencia.

La idea de la conformaci ón de un Tribunal Constitucional cn los Estado Nación, es

sin lugar a dudas una "antigIUl-inIfOl'acWn", que tiene por objcto la resolución de los

conflictos derivados de la aplicación de las normas constitucionales, es decir, única y

exclusivamente se encarga del proceso contencioso constitucional, que se encuentra fuera

de las facultades de los otros poderes públicos, tal y como lo señala el notable

constitucionalista francés Louis Favores:

"sólo debe considerarse como Corte constitucional la jurisdicción erada para
conocer de manera especial y exclusiva del contenc ioso constitucional. situada
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fuera de la jurisdicción ordinaria e independiente tanto de éstacomo de los otros
poderes públic:os.~l"

No obstante que la figura jurídica del denominado Tribunal Constitucional, es

relativamente longeva (La primera mención al respecto lo es en 1948 en Italia, y en 1949,

en la República Federal de Alemania), en la actualidad, en diversos coloquios y

conferencias aún se discute sobre la NATURALEZA JURÍDICA DE DICHA

INSTITUCIÓN, aún cuando la mayoría de los tratadistas al respecto coinciden en el

carácterjurisdiccional del mismo.

Algunos tratadistas Y. si cabe el t érmino, "creadores del Derecho contemporaneo",

como lo es Hans Kelsen y Piero CaJamandrei, consideran que el Tribunal Constitucional,

debe considerarse como UN LEGISLADOR NEGATIVO, es decir un cuerpo colegiado

creador de normas jurídicas, sin embargo el primero de los tratadistas citados explica el

porque se puede excluir dicha acepción:

~... Que en virtud de que la fimción de la jurisdicción constitucional está
absolutamente determinada por la Constitución. por ello dicha función se
asemeja a la de cualquier otro ln"bunal en general, ya que constituye
principaJmeole aplicación del derecho, Y so lamente en una débil medida,
creación del derecho, por esa, dicha función era por tanto venladennnmte
j urisdiccional.~" .

Así, como podemos percatamos, la naturaleza juridica del Tribunal Constitucional,

es variable dependiendo, desde luego, del tratadista, así tenemos que:

Para Francesco Carnelutti y Mauro CappeJleti, "los Tribunales Constitucionales son

organismos jurisdiccionales que poseen la naturaleza de JURISDICCIÓN

VOLUNT~ en virtud de sólo interviene una sola parte en dicho procedimiento (qüCe¡¡

estricto sentido debe considerarse como participante), lo que resulta en cierto modo

'" Favores, Louis. "Los Tn1>unales ConstitucionaJes~ . trad. De V. VilIacampa, Barcelona, Aríel, 1994. Citado
por Hector Fix Zamudio , en Vega Gómez, Juan. "Tribunales y justicia constitucional. Memoria del VII
Congreso Iberoamericano de Derecho Constitucional. Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM.
2002. P. 204.
''''bidem, p. 207.
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contradictorio, pues en ese sentido no podrían considerarse como tribunales en sentido

estricto. ya que en sentido material realizarían actividades administrativas.""7

Inclusive uno de los primeros miembros de los llamados Tribunales

Constitucionales, el jurista italiano Gaetano Azzariti, Presidente de la Corte Constitucional

Italiana en 1956, estimó "que la jurisdicción constitucional y la anulación erga 0= de

los preceptos considerados inconstitucionales por dicho tribuna!, implicaba una función

diversa a la judicial y de todas las demás del Estado , pues a! lado de tres poderes

tradicionales había surgido uno nuevo, el poder de controlo legitimidad constitucional".I SR

Finalmente, a consideración de uno de los pñmeros jueces de la Corte

Constitucional Italiana, Nicola Jaeger, señaló que el Tribunal Constitucional debe

considerarse como "un Órgano constitucional de carácter supremo. titular de soberanía y

continuador de la obra y voluntad del constituyente."IS9

De las anteriores opuuones podernos concluir que si bien es cierto existen

diferencias entre los conceptos anteriores, también es cierto que el cimiento fundamental de

los mismos es que el Tribunal Constitucional es una Institución politico-jurisdicciDDa1 (""

decir que dice el derecho, en relación a! aspecto político de la Constitución Política de cada

país). en los procesos contencioso-constitucional, y que el mismo puede ser considerado

como un Cuarto Poder O como integrante del poder judicial (como es el caso de México),

que interpreta de forma final y definitiva las normas, principios y valores de las Cartas

Magnas de cada Estado Nación.

Una vez quc se ha determinado, si el verdadero sentido de la palabra 10 permite, la

naturaleza juridica del Tribunal Constitucional, es factible saber quienes van a conformar

dicha institución polftico-jurisdiccional. Primeramente es factible hacer saber a nuestro

' 57 Ibídem, p. 20S.

•" Discwso publicado en la Revista Trimestral. dí Diritto e Procedwa civile, Milan 1957, en su articulo­
intitu~"Solla iIIegitimilá coslrituzionale delle legg i", Revista, p. 437-450. Citado por Héctor Fix-Zamudio,
en Ibidem. p. 209. nota 19.
'" Publicado en la Revista TrimestraJe di DiriltDe Proccdura civile, MiIan 1958, p, 372 Y373, Cilado por
Héctor Fix.-Zlllnudio, en idem, oota 20 .
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amable lector que generalmente las legislaciones señalan que dicho órgano será

conformado por 15 (quince elementos), los cuales pueden ser elegidos democráticamente

por el pueblo o, la mayoría de las veces por los propios miembros de los poderes estatales.

Estaúltima referencia, ha sido objeto de diversas críticas, por ejemplo la sustentada por el

jurista y magistrado inglés Lord Devlin, quien señaló:

"ta legislación judicial (judicial Iawmaking) es inaceplable porque carece de
carácter democrático, si se toma en cuenta que los jueces deben ser
independiemes y cuanto más lo son, son menos rosponsables ante los
gobernados y sus representantes,. ...

Así, tenemos Que en el siglo XIX y principios del xx. tanto en los Estados Unidos

de América, asi como en el régimen socialista de la Unión Soviética, el sistema de justicia

imperante del momento consistía en que los jueces debían ser electos popularmente, hecho

que fue segregado en virtud del riesgo que resultaba que los jueces estuvieses afiliados a un

partido y siendo fiel a una ideología imperante en éste órgano polltico.

En la actua1idad, la mayoria de los Estados-Nación han determinado que los jueces

sean eleg idos por miembros de los Poderes Estatales. generalmente una tema propuesta por

el Presidenlc de la República o Jefe de Gobierno y elegida por el Poder Legisl ativo, hecho

que legitima el origen de los organismos jurisdiccionales, tal y como lo precisa el Tratadista

Héctor Fix-Zamudio:

·•. .. la legrtimidad de origen de los orpnism03 jurisdiccionales especializados
en la resolución de los conflictos coostitucionaJes se apoya en los cuidadosos
sistemas de prq>ar.ICión, seleceiéc y nombnmñento, generalmente por los 0lr0S
órganos poIlticos del Estado, Y su legítitnidad de ejercicio se apoya en la
prudencia y sc:osibilidad laD10 jurfdica como polrtica, para realizar una
intapretación constitudonaJ que permita la más adecuada protección de las
normas y de los derechos fundomentales.• ",

Así, finalmente es necesario saber cuáles son las funciones preponderantes del

denominado Tribunal Constitucional, es decir, cuál es su tarea, porque si bien es cierto

sabemos que se encargará de dilucidar Ins conflictos contencioso-constitucionaíes, en eiena

forma carecemos de la materia que resuelve.

'60 ~]udgesand Laws MaIcer", Modem Law Riew, Londres, núm. 39, t976, p. 1-16 . Citado por Héclor Fix­
Zamudio, en Ibídem, p. 216, cita 30 .
161 Fix-Zamudio, Héctor , en Ibidem, p. 218
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Al dar lectura al libro que sirvió de base para la redacci ón del presente sub-capítulo,

"Tribunales y justicia constitucional. Memoria del VII Congreso Iberoamericano de

Derecho Constitucional" y leer los ensayos de Héctor Fix-Zarnudio, Genaro David Góngora

Pimentel y Enrique Uribe Arzate, se concluye que las atribuciones del Tribunal

Constitucional lo constituyen, en esencia. dos puntos:

A. Decidir sobre las controversias entre las facultades y atribuciones de los rliversos

órganos de poder del Estado, así como los de carácter central con los regionales o

federativos . A esta facultad el jurista italiano Mauro Cappelletti la llamó

jurisdicción constitucional orgánica.

B. La protección de los derechos humanos establecidos tanto en el ámbito interno

como los precisados en los tratados internacionales sobre la materia. A tal facultad

el italiano Mauro Cappelletti la denominójurisdicción constitucional de libertad.

A grosso modo las características antes vertidas son los puntos elementales para la

confonnación del denominado y actual Tribunal Constitucional, tema que desde luego

merece especial atención para realizar un esturlio pormenorizado y en consecuencia

contllrmar una tesis sobre el tema

5,3,1. EL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL EN MÉXICO

En el sistema constitucional mexicano y tal como lo hemos afirmado en lineas

anteriores. se infiere un Tribunal Federal Constitucional (sin que sea esa su denominación),

en cuanto a facultades, con respecto de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Órgano

Jur..isdieclonal que a partir de las reformas constitucionales y legales de 1988, se le

concedieron facultades para dirimir conflictos de carácter constitucional, situación que fue

confirmada y "mejorada", con las reformas de 1995, donde ya se considera a la Suprema

Corte de Justicia como un Tribunal Constitucional en sentido material dejando las

cuestiones legislativas ordinarias a los llamados Tribunales Colegiados de Circuito.
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Entre las facultades y atribuciones que la Suprema Corte de Justicia tiene

encomendadas y que materialmente ejecuta como Tribunal Constitucional, las encontramos

en el articulo lOS Constitucional y se refiere a:

A. Dirimir controversias constitucionales (con excepción de las de carácter electoral)

que se susciten entre las partes que conforman la Federación, es decir, tanto

Entidades como poderes.

R. Dirimir las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la

posible contradicción entre una norma de carácter general y la Constitución.

c. Finalmente tiene funciones de control de legalidad (amparo contra leyes), asi como

la facultad de atracción en la materia.

Asimismo , es preciso recordar, para las futuras generaciones que hagan el favor de

leer la presente obra. que antes de las reformas citadas, la Suprema Corte de Justicia de la

Nación se componía de veintidós (22) miembros, y ahora. siguiendo las tendencias

generalizadas sobre los miembros que conforman el Tribunal Constitucional se determinó

que aquél órgano Jurisdiccional se conformam de once (ll) elementos.

Asimismo, y toda vez que como ha quedado debidamente acreditado en el numeral

anterior, el Tribunal Constitucional tiene como objeto resolver los procesos contenciosos

constitucionales, hace obvio que no únicamente corresponde, como proceso contencioso, la

institución de Otero y Rejón, el juicio de amparo, sino que, la justicia constitucional

implica otros ámbitos, tal Ycomo lo precisa cl maestro Fix-Zamudio:

"Desde este punto de vista, el derecho procesal mexicano comprende las ocho
siguientes garantías coostitueionales: a) El j uicio político (articulo 1I 1); b) El
procedimiento de Investigación de la Suprema Corte de Justicia (articulo 97,
párrafos segundo y tercero); e) Las controversias constitucionales (articulo 105,
liución 1); d) el juicio de amparo (articulo 103 Y (07); e) La acción abstracta de
inconstituciona1idad (artículo 105, fracci ón 11); 1) el juicio de protección de los
derechos político electorales (articulo 99, liución IV); h) Los organismo
autónomos proIectores de los derechos humanos, inspirados en el modelo
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CSC3DdinaVO del ombudsman (artículo 102. apartado "B" todos estos preceptos
corresponden a la COllSlitucióoFedctaI.·'"

Sin temor a equivocarme, considero que el maestro Héctor Fix-Zamudio omití" una

garantía contenciosa-constitucional trascendente y el cual es objeto del presente trabajo

académico, el denominado JUICIO DE PROCEDENCIA (ARTÍCULO 111). Aunque

quizá dicho procesode carácter jurisdiccional no 10pasó por alto, ya que al hacer referencia

al juicio político, lo fundamenta equivocadamente en el articulo 1) 1, que hace referencia al

juicio de procedencia, y no en el 110, cuyo artículo regula dicho procesosancionador.

Así Ytoda vez que los procesos señalados con anterioridad, incluyendo desde luego

el Juicio de Procedencia, se aprecia perfectamente que el legislador al hacerlas reformas de

1988 y 1995 a nuestra Carta Magna, siguió los lineamientos de Mauro Cappelletti, pues las

fucultades que le son propias a la Suprema Corte de Justicia constituyen las llamadas

jurisdicción constitucional orgánica y jurisdicción constitucional de libertad.

Así, con fundamento en lo vertido con anterioridad, cabe la posibilidad que tanto el

juicio político como el JUICIO DE PROCEDENCIA (ambos, cuyo conocimiento y

desahogo lo tiene actualmente el poder legislativo), sean desahogados por un ÓJglmO

conformado por miembros del Poder Judicia!, pues estaría de acuerdo con la docttina

imperante en la actualidad. en base a las manifestaciones de hecho y de derecho vertidas en

el presente capítulo, sin embargo la adecuación del TRIBUNAL DE PROCEDENCIA,

como órgano conocedor del juicio político sería motivo de análisis profundo y detenido,

mismo que escapa del contenido del presente lIabajo académico.

Con las reflexiones anteriores podemos percatamos que el denominado TribUMI

Constitucional es una institución jurídica con diferentes matices dependiendo del país en el

cual tenga aplicación, pero encontramos un denominador común consistente en el hecho

cierto de que dicho Órgano de Justicia Constitucional tiene dos fines principales a saber, el

primero consistente en que la clase gobernante tendría un instrumento a través del cual

162 Fix-Zamudio, H6:tor. "Evolución del oontrol constitucional eo México" , Conslituciooalism<>
Iberoamericano del siglo XXI. México, Cámara de Diputados, LVII Legislatura-UNAM, 2000 , p. 105.
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cumpliría y haría cumplir la Constitución, y por el otro lado, apoyaría a los gobernados en

su eterna lucha porque la autoridades respeten y cumplan el marco jurídico constitucional,

El tratadista Enrique Uribe Arzate, en su ensayo intitulado uEI Tribunal

Constitucional en México", precisa las tareas más importantes del Tribunal Constitucional:

1. Interpretación de la Constitución.

2. Defensa de la Supremacía Constitucional.

3. Intervención en la praxispolítica, en materia contencioso-electoral,

4. Precontrol Constitucional durante el proceso legislativo.

5. Control de la constitucionalidad en materia de reforma: reforma constitucional.

tratados internacionales.

6. Control posterior de constitucionalidad. mediante acciones de reparación.

7. Defensa de los derechos humanos. Revisión de resoluciones de otros órganos

sobre acciones para la protección de los derechos de los gobernados,

Como podemos apreciar, las tareas enwneradas por Uribe Arzate, son las facultades

con las que se encuentra investida nuestra actual Suprema Corte de Justicia. inclusive el

propio Ministro dc la Corte, Genero David Góngora Pimentel, precisa que la acmal Corte

de Casación, cumple con los dogmas o directrices que le han sido encuadrados al Tribunal

Constitucional, a sabiendas que aún faltan algunos huecos que llenar.

"Ciertamente. todavía quedan algunas cosas por hacer, pero ellas deben ser
motivo pata fortalecer el papel de Tn1>unal CoostituciooaJ que actualmente tiene
la Corte . Asl debe pensarse en dos cosas.

Por un lado, como hemos dicho antes. en quitarle alguna función de legalidad
que todavía le resta. esto es. la resolución de las conlJ3dieciooes de tesis y los
conflictos de competencia. Pero además, acentuar sus l3cultades mediante, por
ejemplo, el recurso previo de constitucionalidad frente a los tratados
Í1Iternacionales.. Igualmente , se debiera pensar en que cualquier juez pueda
enviar a la Suprema Cone su asunto cuando en él teoga algún problema de
constitucionalidad, con lo que se ganaría mucho, incluido tiempo. La Cone
resolverla y la disposición legal quedaría expulsada del ordenamiento jurídico,
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la ,!UC ya 00 se aplicarla y ya no darla moyo= problemas y posibilidades de
presentar más amparos..l'"

De la opinión anterior podemos concluir señalando que la actual Suprema Corte de

Justicia de la Nación tiene plenas facultades de Tribunal Constitucional derivado de las

reformas Constitucionales que han venido realizando a partir de 1988 y culminando en

1995. no obstante ello. hacen falta algunos otros temas a considerar como lo es otorgar

mayores facultades a los Tribunales Colegiados, pero ciertamente el cambio en In

administración de justicia constitucional ha iniciado y ya no puede retroceder.

Enrique Uribc Arzate, al hacer un estudio serio sobre las posibilidades de la

conformación del Tribunal Constitucional. como un órgano autónomo de los tres poderes

de la Unión, divide en dos las facultades que tendría dicha Institución, por una parte seria

un órgano de precontrol con.vtitucional legislativo. es decir. se encargarla de asesorar al

poder legislativo. encargado de crear las leyes, a efecto de que éste se abstuviese de votar

nonnalI contrarias ftI texto magno. incluyendo desde luego los tratados intc:macionales; por

otro lado. se encargaría de resolver problemas de constitucionalidad. es decir. si alguna ley

o reforma es contraria a la Constitución, se declarará inconstitucional y dicha resolución

tendrá carácter general. es decir, aplicable a toda la ciudadanía

A. El pn:control constitu<:iomllegisJatjvo

Durante el proceso de creac ión de la ley y en el cado de las prepuestas de reforma
constitucional, el Tribunal Constitueional deberá hacerse cargo de dos tipos de
funciones. igualmente importantes;

al Opiniones c:onsultivas. Una exigencia primaria, se lnldue iJá en las eonsultas
que de manera obligatoria deberán ser funnuladas por los órganos encazgados
de la ereación de la ley (lnIIese del poder legisíatívo federal o de las
legislaturas de las entidades léderalivas) para saber si determinado proyecto
legislativo se adeeua al eontenido de la carta magna.

b) Resoluciones con fuerza obligatoria. Estas resoluciones se cmirir6n UlIlI vez
que el Tribunal Constitucional conoaee, ineluso de oficio. de irregularidades
en los procedimientos de creacióo de la ley o de refonna eanstilueiona!; en
este caso , la resoluc lÓII que se emita tendrá el propósito de inhibir al órgano
de mérito para que no continüe coa el procedimiento legis lativo. '"

",. Revista LEX. DIFUSIÓN Y ANÁLISIS. abril de 2005, número liS. Tercera época, año IX, p. 14-15. -LA
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN. COMO ÁRBITRO NACIONAL. A DIEZ AÑOS DE
LA REFORMA CONSTITIJCIONAL.~
... Vega Gómez, Juan. Op. CiL, p. 547.
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Por otro lado. Uribe Arzate, propone que el Tribunal Constitucional regule y dirima

.las controversias constitucionales .que se susciten. es decir, regular los procesos

constitucionales. incluyendo los juicios de responsabilidad, y proponiendo la conformación

de una acción popular para la defensa de los derechos colectivos:

B) El control c:onstituciOlUll orgánico

Para nevar a cabo el control constitucional orgánico, es preciso contarcon las
acciones de reparación viables y de alcances ciertos, a fin de restaurar el orden
constitucional que se vuJncrado con dc1cnninacioncs de los servidores públiros de
primer nivel. Para tal fin, propooernos los siguienks insbumentos:

a) El ju icio de responsabilidad CODSlÍtueional de los servidores públiros.
b) Los recursos de iD<:onstitucionalidad para obt...... la nulidad de las

determinaciones de Jos servidores públicos de primer nivel. A díferencía de
las acciones que tienen la misma denominación y que están incluidas en el
anlcu10 105 de RUC3lra cana magna. las que aqul hemos sciIaIado, tcndnin
como propósito primordial obtener la anuIaci60 de las acci<mcs o
detcnninaciones ordenadas o insttumentadas por los titulares de los órganos
de primer nivel,

e) La acción popular para l. defensa de los derechos colectivos o difusos. Estas
acciones, parecidas a las acciones de clase del sistema nortcam<:ricano o a las
acciones populares previstas en los onIcnamicntos de algunos paises
sudameri canos, podrán intentarse para que los gobernados !",cdao denunciar
ante el Tnbunal Constitucional las irrcguIaridades de los Organos que a su
juicio afecten r de los principios ccnsdteclonales coolCDÍdos en la la
fimdamell1alis.'

Así, en síntesis podemos advertir que el Tribunal Constitucional en México ya está

establecido , y lo está siendo parte integrante del Poder Judicial de la Federación, Ieniendo

como objetivo principal que tanto la clase gobernante como la gobernada respeten la

Constitución; siendo prescindible que miembros del Poder Judicial intervengan en la

resolución sobre responsabilidad de los servidores públicos, aspecto que a la fecha. queda

pendiente en nuestro actual sistema legal.

16> Ibidem, p. 548.
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5.4. PROPUESTA DE REFORMA A LOS ARTíCULOS QUE SE CITAN.

5.4.1 REFORMAS EN LA CONSTITUCIÓN POLíTICA DE LOS ESTADOS

UNIDOS MÉXICANOS.

Primeramente y toda vez que la presente propuesta tiene como base el lograr una

correcta cooperación entre los Poderes de la Unión y primordialmente por cuanto hace al

Poder Legislativo y al Poder Judicial, es indispensable derogar los artículos referentes a la

facultad exclusiva de la Cámara de Diputados con respecto al desahogo del juicio de

procedencia, por lo que se propone derogar la fracción V, del artículo 74 de la Carta

Magna, asl como adicionar la fracción XXX] a al artículo 73, con respecto a la facultad del

Congreso. siendo el texto correspondiente el siguiente:

TEXTO ACTUAL TEXTO PROPUESTO
Artlculo 73 .- El con greso tiene facultad: ArtIcul o 73. El Congreso tiene facultad:

¡¡¡ """" actual no coeera con fracel ónXXXI. XXXL Coooeet", estudiar y resolver, ea
colaboraelÓG con el Poder Judicial de la
Fedeneló... el juicio de procedeac:ia
seguido en conm de los servid ......
polbllcos que bubiesen ¡...,..rrido eo delito
en los finnlnos del artkalo J] I de ala
ConstitvelÓG.

Articulo 74.- Son facultBdes exclusivas de la Articulo 74 .- Son facultades exclusivas de la
Cámara de DiputDdoo: Cámara de Diputados:

V. Declarar si ha o no lugar a proceder V.Derogada
penaJmente contra los servidores públicos que
hubieren incurrido en delito en los tétminos del Conocer de las imputaciones que se bagana los
artlcnIo t I de esta Constitución. <""r página 1I2 servidores PÚblicos a que se refiere el articulo
decsbobra) l t O de esta Constitución y fimgjr camo Órgano

Conocer de las imputaciones que se hag;m a los
de acusaciones en los juicios políticos que
contra éstos se instauren;

servidores PÚblicos a que se refiere el articulo
110 de esta Constitución Y fimgjr cumo ÓIgaoo
de acusaciones en los juicios polJticosque contra
~ se instamen;

Asimismo para que la reforma propuesta sea coherente con el propio texto legal, es

necesario adicionar al párrafo quinto del artículo 94, las facultades que la Suprema Corte de

Justicia de la Nación tendrá en relación al deshago del juicio de procedencia:
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ArtIculo 94:

(quinto párrafo) Es racultad de la Suprema Corte de Justicia de la NacióD
conocer, estudiar y resolver, ea colaboracló. eoo el Congreso de la UftibD, el

juicio de procedencia seguido en contra de los servidores públicos que
hubieseo incurrido en delito en los términos del arllenlo 111 de esta
Coutltucióo..

Una vez conferidas las facultades de conocimiento y desahogo del juicio de

procedencia tanto al Congreso de la Unión como a la Suprema Cone de Justicia de la

Nación, es necesario reformar el artículo I11 Constitucional paza el efecto de que el

Tribunal de Procedencia nazca a la vida constitucional, en dicho numeral aparecerá

especificada la forma en cómo se integrará dicho Órgano Colegiado, asimismo se

especifica con exactitud cuando procede quitar el fuero al servidor y en consecuencia

separarlo de su cargo con motivo de que el Tribunal de Procedencia haya declarado que ha

lugar a proceder en contra dedeterminado servidor público:

TEXTO ACTUAL
Artienlo 111.- Para proceder pena!mente contra
los Di¡>utados y Senadores al Congreso de la
Unión. los Ministros de l. Suprema Corte de
Justicia de la Nación, los MagiSlIados de la Sala
Superior del Tribunal Electoral, los Consejeros
de la Judicatura Federal, los Secretarios de
Despacho, los Jefes de Departamento
Administrativo, los Diputados a la Asamblea
del DIstrito Federal, el Jefe de Gobierno del
Distrito Federal, el Procurador GeDcral de la
República y el Procurador General de Justicia
del DIstrito Federal . así CO!OO el C~
Presidente y los Consejeros Electorales del
Consejo General del Instituto Federal Electoral,
por la comisión de del itos dwante el tiempo de
su encargo, la Cámara de Diputados declararé
por mayorla absolUl3 de sus miembros presentes
en sesión, ,i ha o no lugar a procedercontra el
inculpado.

Si la resolución de la Cámara fuese negativa se
suspenderá lodo procedimieoto ulterior, pero
ello no será obstáculo para que la ímput3eión
por l. comisión del delito continúe su curso
cuando el inculpado haya concluido el ejen:icio
de su encargo, pues la mismano "",juzga los
fundamentes.de la imputación.

Si la Cámara declara que ha lugar a proceder. el
sujeto QUedar.! a disI>Osición de las autoridades

TEXTO PROPUESTO
Articulo 111.- Para proceder penalmente
contra los Diputadosy Secadores al Congreso
de la Unión, los Ministro, de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación, Magistrados
de Circuito y Jaeces de Distrito, los
Magistrados de la Sal. Superior del Tnllunal
Electoral, Magistrados de las Salas
reglonales del TribDII.Il1 Electoral los
Consejeros de la Judicatura Federa\, los
Secrelllrios de Despacho, los Jefes de
Departmnento Administrativo, los Diputados
a la Asamblea del Distrito Federa\, el Jefe de
Gobierno del Distrito Federal. el Proc:unIdor
General de la República y el Procw'ador
General de Justicia del DiSlrito Federal, así
como el Consejero Presidente, los Consejeros
Electorales del Consejo General del Instituto
Federal Electoral y Presidente y visitadores
de Getlenles de la Comisióa Nacíooal de
Dendoos Humanos, por la comisión de
delitos durante el tiempo de su encargo, el
Triba.... de Procedencia decbr8rá por
unanimidad o mayoría de votos. si ha o DO

lugar a proceder contra el inculpado.

El TribDDal de Procedeneb se coDStltulri
por cioco dip8tados, cÍDCO senadons '7 tra
miDistros de la Saprema Corte de Justicia
de la NacI6u. cada UDa de las Cáma....

, QD< conrot1lWl el COOIUCSO de la UDióD
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competentes para que actúen con am:gIo a la
Ley.

Por lo que toca al Presidente de la República.
sólo habrá lugar a acusarlo ante la amara de
Senadores en los ttrminos del artIculo 110. En
este supuesto, la Cámara de Seaadores resolverá
..... ba<a en la legislación peoaI aplK:able.

Pllra poder proceder penalmente por delitos
fuderales conlra los Gobernadores de los
E~.ados, Diputados Locales, Magistrados de 10<
Tn1llma1es Superiores de Justicia de los Estados
y, en su easo 1"" miembros de los Consejos de
las Judicalunls Locales. se seguirá el mismo
procedimiento estabJecido en este artículo, pero
en este supuesto, la decteración de procedencia
sera para el efecto de que se comunique a las
Legislatunu Locales. para que en ejercicio de
sus alJihuciones procedan como eorrcsponda.

Lasdeclaraciones y resoluciones de las Cémaras
de Diputados o Senadores son inatacables.

El c:fccto de la declaración de que ha lugar a
proceder contra el inculpado será separarlo de
su encargo en tanto esté sujeto a proceso penal.
Si éste culmina en sentencia absolutoria el
inculpado podrá reasumir su función. Si la
sentencia fuese condenaIoria Y se trata de UD

delito e<>metIdo durante el ejercicio de su
encargo, no se concederá al reo la gracia del
indulto.

En demandas del orden civil que se entablen
contra cualquier servidor público no se requerirá
declaración de procedencia.

Las sanciones penales se aplicanln de acuen!o
COn lo dispuesto en la legislación penal. y
tra1Ilndose de delitos por cuya comisión el autor
obtenga UD beneficio ecooómico o cause daIIos
o perjuicios palrimoniales. deberán graduarse de
acuerdo con el lucro obtenido y con la
necesidad de satisfacer los daIIos y perjuicios
causados por su conducta ilicita.

Lassanciones económicas no podrán exceder de
tres tullos de los beneficios obtenidos o de los
daños O peljuicios causados.

detenaioariD la rorma ea que seria .
desigDados los miembros que integren el
Tribunal de Procedeacia; los ministros que
iutegmnln el Tribunal de Procedencia
serán los presldeutes de las Salas y el
propio Presidente de la Suprema Corte ele
JusdcIa de la Nación, éste último
úaieammte tMdrá voto de alicbd e. C'a$O

de empate.

Si la resolución del Tribunal de
ProcedeaciSl fuese neg¡diva se suspenderá
todo procedimiento ulterior. pero ello no sera
obstáculo para que la imputación por la
comisión del delito continúe su cuno cuando
el inculpado haya concluido el ejercicio de su
encargo. pues la misma no prejuzg¡o los
fimdamentos de la imputación.

Si el Tribuua. declara que ha lugar a
proceder, el sujeto quedará a disposicióo de
las auloridades competentes para que actúen
con arreglo a la ley, a partir de q_. le sea
IlOIlIkado, penooailHate, la raoIucI6D
emitida por el cuerpo eolegbdo de
Procedencia.

Por lo que loca al Presidente de la República,
sólo habrá lugar a acusarlo aDtc el
TribulUIl de Procedenda, C1laado aate éste
Órgano la amara d. Dipntados formnle
.casación. previa decla~i6111 de la
ID1lY0ris absolula de .... miembros
presetlles en sesión d. dicha Cámara.
después de baber ·.1do sU5laDCiado el
procedimiento n:spedivo y ron audJenc:ia
del Inculpado

Para poder proceder penalmente por delitos
federales contra los Gobernadores de los
Estados, Diputados Locales. Magíslrados de
los Tnbunales SuperioRs de Justi<:ia de los
Estados y. en su caso. los miembros de Jos
Consejos de las Judicaturas Locales, se
seguirá el mismo procedimiento establecido
en este articulo. pero Clt este supuesto, la
declaración de procedencia será para el efecto
de que se comunique a las Legislaturas
Locales, para que en ejercicio de sus
atribuciones procedan como corresponda.

Las declaraciones y resoluciones de las
Cámara de Diputados o Senadores son
inatacables.

El efecto de J. dedaración de que ba 1828r
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Artlculo 112.- No se m¡uerirá dccllU1lCióo de
procedencia de la Cámara de Diputados aJando
alguno de los servidores públicos a que hace
rererencia el pámlfu primero del articulo 1I 1
cometa un delito durante el tiempo en que se
encuentre separado de su encargo.

Si el servidor público ha vuelto a dcsempcilar sus
funciones propias O ha sido nombrado o eJecIo
para desempeiIar otro cargo distinto. pero de los
enumerados por el artlculo 1I 1, se procederá de
acuerdo con lo dispuesto en dicho precepto,

a proceder matrll el iDeulpado será .
separarlo de su eDcargo a partir de que le
sea noliFu:ado, personal ...te, la
resolución ....itida por el Tribunal de
Proccdearia. Si éste culmina en sentencia
abso!uloria el inculpado podrá n:aswnir su
función . Si la sentencia fuese condenatoria y
se trata de un delito cometido durante el
ejercicio de su encargo. no se concederá al
reo la graciadel indulto.

En demandas del orden civil que se entablen
centra cualquier servidor público no se
requerirá declaración de procedencia.

Las sanciones penalesse aplicarán de acuenlo
con lo dispuesto en la legislación penaJ, y
lRlándose de delitos por cuya comisión el
autor obtenga un beneficio económico o
cause daños o perjuicios patrimoniales.
deberán graduarse de acuerdo con el lucro
obleoido y con la necesidad de salisfacer los
daftos y peJjuicios causados por su condueta
illeita.

Las sanciones económicas DO podrin exceder
de tres tantos de los beneficios obtenidos o de
(osdanos o perjuicios causados.

Artkulo 112.- No se requeriré declaración de
procedencia del Tnbunal de Procedencia
cuando alguno de los servidores públicos a
que hace refi:rencia el párraro primen> del
artículo 1II cometa UD delito dutante el
tiempo en que se encuentre separado en su
encargo o baya solicitado licencia.

Si el servidor público ha veelto a dcsc:mpellar
sus funciones propias o ha sido nombrado o
electo para desempdlar otro cargo distinto.
pero de los enumerados por el artículo 111. se
procederá de acuerdo con lo dispuesto en
dicho precepto.

5.4~ REFORMAS Y ADICIONES A LA LEY FEDERAL DE
RESPONSABILIDAD DE LOS SERVIDORES PúBLICOS.

A efecto de no incurrir en omisión alguna, como ocurrió en las Cartas Magnas de

1824,1836 Y 1857, es preciso adecuar el contenido de la Ley Federal de Responsabilidad

de lo. Servidores Públicos al marco constitucional, por lo que evidentemente es üC<:-QW-:lu

incorporar y dotar de facultades al Tribunal de Procedencia propuesto, subsanando las
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omisiones que fueron interpretadas de: diferente forma en el caso del licenciado Andrés

Manuel López Obrador, como lo fue establecer cuando y en qué momento procede la

separación del cargo del funcionario, por lo que es preciso hacer las siguientes reformas a

efecto de suprimirla figurade la sección instructora:

TEXTO ACfUAL
A.rtleulo 25.- Cuando se presente denuncia o
querella por pertlcuíeres o requerimjente del
Ministerio Público am1plidos los requisitos
prn<edimentales respectivos para el ejercicio de
la acción penal, a fin de que pueda procederse
penalmente en contra de algunos de los
servidores públicos a que se refiere el primer
pAnafo del anlculo I I I de la Comtitución
GeoeraJ de la República, se actuará. en lo
pertinente, de acuerdo con el procedimiento
previsto en el capItulo anterior en materia de
juicio polftico anUl la Cámara de Diputados. En
este caso, la Sección Instructora pnu:ticará todas
las diligencias conduc<:ntes a establecer la
existencia del delito y la probable
responsabilidad del imputado, as! como la
subsistencia del fuero constitucional cuya
remoción se solicitL Concluida esta
averiguación, la Sección dictaminará si ha Jugar
A proceder penaImeNe en cecea del inculpado.

Si a juicio de la Sección, la imputación fuese
notoriamente improcedente, lo hará saber de
inmedialO a la CámaIa. para que I!sla resuelva si
se continúa o desecha, sin petjuicio de reanudar
el procedimiento si poste:ríonnentc aparecen
motivos que lo justifiquen.

Para los efectos del primer párrafo de este
articulo, la Sección deberá rendir su dictamen
en un plazo de sesenta días hábiles, salvo que
~~ nea:saño disponer de más tiempo. a
criterio de la Sección. En este caso se
obsenarin las nonnas aeerea de ampliación de
plazos para la recepción de pruebas en el
procedimiento referente a1juicio poUrico.

Artfeoto 26.- Dada cuerna del dictamen
com:spondiente, el Presidente de la Cámara
anunciará a éstaque debeerigirse en Jurado de
Procedencia al ellasiguiente a la fecha en que se
hubiese depositado el dictam.... haciéndolo
saber al inculDado v a su defensor asi como al

TEXTO PROPUESTO
A.rtk:ulo 25. Cuando se presente denuncia o
querella por particulan:s o requerimiento del
M"misterio Público cumplidos los requisitos
prn<edimentales respectlvos para el ejercicio
de la acción penal, a fin de que pueda
procederse penalmente en contra de algunos
de los servidores públicos a que se refiere el
primer párrafo del articulo 111 de la
Constitución General de la República. se
actuará en lo pertinente, de acuenlo coo el
procedímiento previsto en el capitulo anterior
en materia de juicio poIftico ante la Cámara
de Diputados. En este caso, el Tribuual de
ProcedeDda practicani todas las diligencias
conducentes a establecer la existencia del
delito y la probable responsabilidad del
imputado, asi como la subsistencia del fuero
constitucional cuya remoción se solicita.
Concluida esta averiguación. el Tribunal de
ProadCllda dictaminará si ha lugar a
proceder peoalmente en contra del inculpado.

Si a juicio del Tribu"al de ProcedeDda, la
imputación fuesenotoriamc:utc iDIpiocedcute.
deoechaB de in_ialo la soIidtud, sin
peljuicio de reanudar el prn<edimiento si
posteriormente apaI'OCCO motivos que lo
justifiquen.

Para los efectos del primer párrafo dc este
attfculo , el Tribuoal de Proadencia deberá
rendir su dictamen en 1m plazo de 5CSC013
dIas hMJiles. salvo que fuese necesario
disponer de más tiempo. a criterio del
Tribunal En este caso se observarán las
normos acerca de ampliación de plazos para
la recepción de pruebas en el procedimiento
",rerente al juicio politico.

Artlcnlo 26.- (derogado)
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denunciante, áJ querellante o al M"uñsterio
Público, en su caso.

Artfeulo 27.- El dia designado. previa
de<:laraci60 al Presidente de la Cámara, ésta
conocerá en Asamblea del di<:tamen que la
Sección le presente y aetuani en los mismos
lénninos previstos por el artículo 20 CII lDlIICria
de juicio político.

Artfeulo 28.- Si la Cámara de Diputados declara
que ha lugar a proceder contra el inculpado, éste
q!..W"f'Iará inmediatamente separado de su empleo,
cargo o comisión y sujeto a la jurisdicción de los
tribunales competentes. En caso negativo, no
habrá lugar a procedimiento ulterior mientras
subsista el fuero, pero tal de<:laraei60 no será
obstá<:uIo para que el procedimiento continúe su
cuno cuando el servidor público haya concluido
el desempeño de su empleo, cargo o comisión.

Por lo que toca a Gobernadores. Diputados a las
Legislaturas Locales y Magistrados de los
Tnbunales Superiores de Justicia de Jos Estados a
quienes se les hubiere atribuido la comisión de
delitos federales, la declaración de procedencia
que al efecto diete la Cámara de Diputados, se
remitir! a la -LegislatuIa Local respeetM. para
que en ejercicio de sus atribuciones proceda
como c:orresponda y, en su caso. ponga al
inculpado a disposici60 del Ministerio Público
Federal o del Orden Jurisdicciooal respectivo.

Artfeulo 29. Cuando se siga proceso penal a un
servidor público de los mencionados en el
articulo 111 Coostiruciooa!, sin haberse
satisfecho el procedimi<:nlo al que se reílCl"Cll
los artIculos anteriores, la Seemaria de la
misma Cámara o de la Comisión Permanente
librani oficio al Juez o Tribunal que cooozca de
la causa, a fin de que suspenda el procedimiento
en tanto se planlea y resuelve si ha lugar a
proceder.

Articulo 27.- (derogado)

Articulo 28.- Si el Tnbunal de Proeedeneia
declara que ha lugar a proceder contra el
inculpado, éste quedará separado de su
empleo, car'20 o comisión. DU vez
notltleado personalmente de la resolndóD
emitida por aqué], y sujeto a la jurisdicción
de los tribunales competen..... En caso
negativo. no habrá lugar a proeedinIiento
ulterior mientras subsisla el fuero, pero tal
declaraeión no será obstáculo para que el
procedimiento continúe su CU!SQ eoando el
servidor públíco haya concluido el
desempeño de su empleo, cargo o comisión.

Por lo que roca a gobernadores, Diputados a
las Legislaturas Locales y Magistrados de los
Tn"buna1es Superiores de JUSlieia de los
Estados a quienes se les hubiere atribuido la
comisión de delitos fi:derales, la declaración
de proeedetJcia que al efecto diete el Tnbuna!
de Proc:edencía, se remitirá a la Legislatura
LoeaI respectiva, para que en ejercicio de sus
atn1>uciooes proceda como conespootIa y, en
su caso, ponga al inculpado a di<p<>sici60 del
Minismio Público Federal o del Órgano
Jurisdicciooal respectivo.

Artículo 29. Cuando se siga proceso penal a
un servidor público de los mencionados en el
artículo 111 Constitucional, sin haberse
satisfecho el procedimiento al que se refieren
los articuJosanteriores, el propio Tribunal de
Procedencia librará oficio al Juc:z o Tn"buna1
que conozca de l. causa, a fin de que
suspenda el procedimiento en tanto se plantea
y resuelve si ha lugar a proceder.
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5.4.3. REFORMAS Y ADICIONES A LA LEY ORGÁNICA. DEL

CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, ASi COMO

A LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN.

Finalmente, es necesario que se reformen y adicionen algunos preceptos legales,

tanto de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, así como

de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, a efecto de poder determinar la

forma en cómo se podrán elegir a los funcionarios públicos integrantes del Tribunal de

Procedencia, sin embargo, no escapa del conocimiento de esta parte sustentante que la

propuesta realizada a través del presente trabajo académico se refiere única y

exclusivamente al juicio de procedencia, por lo que en ningún momento se está

suprimiendo la figura de la Sección Instructora, para la tramitación del juicio politico,

figura que desde luego se encuentra incluida en cI marco del sistema de responsabilidades

de los servidores públicos, toda vez que para que la figura propuesta, Tribunal de

Procedencia, tenga ingerencia en el juicio político es necesario una serie de estudios

minuciosos, así como un mayor número de modificaciones en el marco legal.

Como lo analizamos en el tercer capitulo de la presente tesis, cada una de las

Cámaras del Congreso de la Unión, tiene una comisión denominada Jurisdiccional,

integrada de entre ocho y dieciséis miembros, dependiendo de la Cámara, de la ,,¡¡¡;J, a;

origen, se elegirían los integrantes de la Sección Instructora (en el caso de la Cámara de

Diputados) encargada del estudio. análisis y resolución del juicio de procedencia, por lo

que las adicciones propuestas son referentes a los articulos 40, punto S, y 101 de la Ley

Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos:

TEXTO ACTUAL TEXTO PROPUESTO
Artlcalo 40. 5. La Comisión Jurisdiccional se Articulo 40. 5. La Comisi6n Jurisdiccional se
integnri por un mlnimo de t2 diputados Y un integrará por un mInimo de 12 diputodos Y UD

máximo de 16. a efi!cto de que enlrc ellos se máximo de 16. a efa:to de que entre ellos se
designen a los que habrán de conformar, cuando designen a los que habrán de confonnar,
asf se requiera, la sección instructora encargada cuando asr se requiera. la sección instructora
de las funciones a que se refiere la ley encargada de las funciones derivadas de la
re&lamcntaria del Titulo Cuano de la tramíla<:ióo de juicio políti<:o; ISimlsmo se
Constitución en maJ.eria de .-..ponsabilidades de elegirillt de entre SBS miembros, a los eínee
los servidores públicos. dlpabldos integralltes del Tribllllal de

Proadeocla, DroccdimieDlos, ambos.. a o..e
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Artk:ulo 101. La Comisión Jurisdiccional se
integrwá por un minimo de 8 Senadores y un
máximo de 12. con la finalidad de que entre ellos
se designe a los que habrán de confonnar, cuando
así se requiera, la sección de enjuiciamiento
encargada de las funciones a que se refiere la Ley
Federal de Responsabilidades de los Servidores
Públicos; en dicha sección deberán estar
representadoslos grupos parlamentarios.

se rellere la ley reglamellbrill del Título .
Cuarto de la Constitución en materia de
respoo""bílidades de los se",idores
pliblicos.

Articulo \O1. La Comisión Jurisdiccional se
intcgrwá por un mínimo de 8 Senadores y un
máximo de 12, con la finali<bd de que entre
ellos se designe a los que habrán de
conformar, cuando ..1se requiera. la sección
de enjuiciamiento encargada de las fimciones
• que se refiere la Ley Federal de
Responsabilidades de los Servidores Públicos
asl como los ciDro intq¡nlntes del Tribunal
de Proeedeuda para el d....bogo del juicio
de prottdedcia; ee dicha sección debtrin
estar representados JosflI1IPOS parlamentarios.

Ahora bien, toda vez que el Tribunal de Procedencia es un órgano que pondera la

colaboración de poderes, es indispensable determinar en la Ley Orgánica del Poder Judicial

Yno únicamente en la Carta Magna. que ministros integrarán dicho CUCIpO Colegiado, por

lo que se adicionaría el articulo 3° bis. as! como la fracción Vll, al articulo 25 y la fracción

XXII, al articulo 14, en los siguientes términos:

ArtIculo 3° Bis.- (quinto párrafo) Es facaltad de la Saprema Corte de
Justicia de La. Nación eoeoeer, estudiar y resolver.. eD colaboración 000 el
COIJ&RSO de la U.1ón., el jllicio de pr0cede8cb seguido ... coo\ra de los
sc",idores pliblicos que habl..... laeurrido oa delito en los tEnDla... del
articolo 111 de esta CoastitaelÓIL

TEXTO ACTUAL TEXTO PROPUESTO
Artleolu 14.- Son atribuciones del presidente de Articulo 14.- Soa atrlbacioDea dol
la Suprema Corte de Justicia: presidente de la Saprema Corte de

Justicia:
1. Representar a la Suprema Con. de Justicia y
llevar su administnlCión; XXlI.- lategrar el Tribunal do

Proeedellda, InstltuckID que tleoe como
11. Tramitar los asuntos de la competencia del ruDcióa primvrclial el resolver el juk:ia de
Pleno de la SlII>rcma Corte de Justicia, v turnar nrocede.cia ......ido en contra de "-ao
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los expedientes entre sus Integrantes para que
formulen los correspondientes proyectos de
resolución.

En .caso de que el presidente estime dudoso o
ttascendettte algún trámite:, designará a un
ministro ponente para que someta un proyecto de
resolución a la consideración de la Suprema
Corte de Justicia. a fin de que esta úhima
determine el trámite: que deba conesponder;

Ill. Autorúar las listas d. lo, asuntos, dirigir los
debates y conservar el orden en las sesiones del
Plenode la Suprema Corte de Justicia;

IV. Firmar las n:soluciones del Pleno de la
Suprema Corte de Justicia, con el ponente y con
el secretario general de acuerdos que dará fe.
Cuando se apruebe una resolución distinta a la del
proyecto o cuando aquélla conlleve
modificaciooes sustanciales a éste, el texto
engrosado se distribuirá entre los ministros. y si
éstos no fonnulan objeciones ea el plazo de cinco
dfas hábiles, se firmará la resolución por las
penonas señaladas en esta fracción;

Y. Despachar la correspondencia de la Suprema
Corte de Justicia. salvo la que es propia de los
presidentes de las Salas;

VI. Dictar las medidas necesarias para el buen
servicio Y disciplina en las oficinas de la Suprema
Corte de Justicia;

VII. Recibir? tramitar Y9 en su caso resolver, las
quejas administrativas que se presenten con
motivo de las faltas que ocurran en el despacho
de los negocios de la competencia del Pleno de la
Suprema Carie de Justicia. de algunade las Salas
o de los órganos administrativos de la Suprema
Corte de Justicia, en ténninos del Titulo Octavo
de esta ley;

VnJ . Legalizar, por sí o por conducto del
secretario general de acuerdos, la firma de los
servidores PÚblicos de la Suprema Corte de
Justicia en los casos en que la ley exija este
n:quisito ;

IX . Conceder licencias a los servidores de la
Suprema Corte de Justicia en los ténninos
previstos en esta ley;

x. Comunicar al Presidente de la Rep ública las
ausencias definitivas de los ministros de la
Suprema. Corte de Justicia, y las t que

de los servido..... públicos citados en el.
a<Ueulo 111 ConstitucinnaL El Presidente
de la Suprema Corte de Justicia de la
Nacl6.... única y exehts lvamente. tendrá
voto de calidad ea caso de:empate.
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deban ser suplida.") mediante su nombramiento, en
términos de la fracción XVlI\ del articulo &9 de
la Constitución Palmea de los Estados Unidos
Mexicanos;

XI. Rendir ante los ministros de la Suprema Corte
de Justicia y los miembros del Consejo de la
Judicatura Federal al finalizar el segundo periodo
de sesiones de cada año, el informe de laboresdel
Poder Judicial de la Federación;

XII . Proponer oportunamente los nombramientos
de aquellos eervidcees PÚblicos que debahacer el
Pleno de la Suprema Cone de Justicia;

XIII. Nombrar a los servidores públicos
encargados de la admínistracién de la Suprema
Corte de Jusríc ía, y acordar Jo .relativo a sus
licencias, remociones.renuncias y vacaciones;

XIV. Expedir el reglamenlo interior y los
acuerdos generales que en maLeria de
edmmistrecién requiera" la Suprema Cone de
Justicia;

xv. Fonnular anualmente el anteproyecto del
presupuesto de egresos de la Suprema Corte de
Justicia, y someterlo a la aprobación de esta
última funcionando en Pleno ;

XVI. Remitir oportunamente al Presidente de la
República los proyectos de presupueslos de
egresos del Poder Judicial de la Federación.a fin
de que se proceda en términos del último párrafo
del articulo 100 de la Constitución Polltica de los
Estados Unidos Mexicanos, as! como admiois\nlr
el presupuesto de la Suprema COIte de Justicia;

XVII . Designar a los ministros para los casos
previstos en los articulos 17 y 18de esta ley;

XVIII. Nombrar al ministro o ministros que
deban proveer los tnimil'es en asuntos
administrativos de carácter urgente durante los
periodos de receso de la Suprema Corte de
Justicia;

XIX. Establecer las disposiciones generales
necesarias para el ingreso, estímulos,
capacitación. ascensos y promociones por
escalafón y remoción del personal administrativo
de la Suprema Corte de Justicia;

XX. Establecer las sanciones a que se refiere la
fracción XVII del articulo 11 de esta ley. siempn:

[que las promociones sc hubieren hecho ante ~L v
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IXXI. Las demás que le confieran las leyes,
o reglamentos interiores y acuerdosgenerales.

Son atribuciones de los presidentes de las Salas: ArtIculo 25.- Son atribuciones de los
Presidentes de las SaJas:

1. Dictar los trámites que procedan en Jos asuntos
de la axnpeteneia de la Sala respectiva, En caso VDL- Inlegrar el Tnoollal de I'roud... da,
de que el presidente de una Sala estimedudoso o iastil1ldón que lieDe como rución
trascendental algún trámite, designará a un primordial el resotrer el juido de
ministropara que someta un proyecto a la misma pn~cedenc:ia seguido en contra de alguno
Sala, a fin de que ésta decida lo que corresponda; de Jos servidores públicos citad"" en d

articulo lIt CoostitucionaL
11. Regular el turno de Jos asuntos entre lo,
ministros que integren la Sala, y autorizar las
listas de los propios asuntos que deban resolverse
en lassesiones:

11/. Dirigir los debates y conservar el orden
durante las sesiones y audiencias;

IV. Finnar las resoluciones de la Sala con el
ponente y con el Secretario de acuerdos que dará
fe. Cuando se apruebe una resolución distinta a la
del proyecto o cuando aquella conlleve
modificaciones sustanciales a éste, se distribuizá
el texto engrosado entre los ministros. y si éstos
no lbnnulan objeciones en el plazo de cinco dJas
hábiles, se fumará la resolución por las personas
senaladas con anterioridad;

V. Despachar la correspondencia oficial de la
Sala;

VI. Promover oportunamente los nombnunientos
<le los servidores públicos y empleados que deba
hacer la Sala, y

VII. Ejerttr las demás atnbuciones que le asigne
esta ley, los reglamentos interiores y los acuerdos
generales de la Suprema Corte de Justicia.

Con las adiciones, modificaciones y derogaciones anteriores consideramos que la

propuesta jurídica entablada y sustentada a través del presente trabajo académico presenta

viabilidad jurldica al realizar una modificación coherente de los textos legales en discusión,

es decir, sin dejar laguna jurldica alguna al respecto.
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No obstante lo anterior, no escapa de nuestro conocimiento que quizá la parte

procedimental pueda ser objeto de discusión por alguno de nuestros lectores. pues en éste

último apartado referente a las reformas propuestas, no se realiza un sub-apartado al

respecto, máxime si nuestro tema de tesis únicamente se refiere al juicio de procedencia y

no al juicio polftico y en la actual Ley Federal de Responsabilidad de los Servidores

Públicos, el CapItulo IV, del Tftulo Segundo, se denomina "DISPOSICIONES COMUNES

PARA LOS CAPÍTULOS II Y ID DEL TÍTULO SEGUNDOn
, es decir, disposiciones

comunes para el juicio polftico y el juicio de procedencia, mismas que al no ser

modificadas incurriríamos en confusión; sin embargo no hay que pasar por alto que el

TRIBUNAL DE PROCEDENCIA, tribunal propuesto por medio del presente trabajo

académico, seria precisamente eso, un tribunal autónomo que contaría con un espacio

material adecuado y por consiguiente el personal administrativo correspondiente para

hacerse cargo de la recepción de "SOU CITUD DE DECLARACIÓN DE

PROCEDENCIAn, realizada por el Ministerio Público, y en su caso iniciar el tramite

respectivo, claro sin olvidar los términos previstos en la propia Ley de Responsabilidades

en comento y analizados en el capitulo 3., de la presente obra. Sin embargo, el articulo 45

de la Ley Rcglamentnria actual apoyaría en mucho a la propuesta en cuestión pues en

cuanto a reglas de procedimiento se aplicaría, supletoriamente, el Código Federal de

Procedimientos Penales.
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CONCLUSIONES

1. La teoría de la División de Poderes es una institución político constitucional que

evoluciona conforme lo hace la propia realidad histórica de cada país. Así tenemos

que si bien es cierto el poder es único e indivisible, lo que se divide son las

facultades y/o funciones que desempeñan tanto el poder Ejecutivo, Legislativo y

Judicial dentro del Estado Nación, por lo que evidentemente dicha teoría ha

evolucionado al punto lBI que diversos órganos de poder ejecutan facultades

materiales que formalmente le corresponderían a diverso Órgano, tal es el caso del

juicio de procedencia.

2. De conformidad al articulo 13 de la Constitución Política de los Estados Unidos

Mexicanos "ninguna persona o corporación puede gozar de fuero", sin embargo la

teoría jurídica asi como la propia práctica legal, reconocen dos tipos de fuero, el

primero de eUos denominado "fuero como inmunidad", que se encuentra

especificado en el artículo 61 de la Carta Magna Federal, consistente en que los

legisladores son inviolables por las opiniones que manifiesten en el desempeño de

su encargo; el segundo es el denominado " fuero de no procesabilida d", regulado

por el artículo 111 constitucional, proceso que tiene como presupuesto para su

seguimiento que algún servidor público de "alta jerarquía" corneta un delito, y sin el

cual el Ministerio Público 00 podrá consignar a alguno de los servidores públicos

que gozan de dicho beneficio, mientras la Cámara de Diputados no otorgue su

consentimiento.

3. El fuero de no procesabilidad es una figura contemplada por el poder consriruyente

para proteger la función de servidor público, más no al individuo que en

determinado momento ostente dicha función.

En lUI inicio la figura que analizamos a lo largo del presente trabajo tenia como

único y exclusivo fin el sancionar, al Presidente de la República o miembros del

Poder Legislativo, por el delito de TRAICIÓN, situación que ha ido evolucionando

242Neevia docConverter 5.1



a grado tal que hoy en día el Ministerio Público puede solicitar a la Cámara de

Diputados la procedencia en contra de alguno de los funcionarios precisados en el

artículo 111 Constitucional o en alguna otra norma secundaria, por la comisión de

cualquier delito, inclusive de los denominados no graves.

La trascendencia y objeto protector del juicio de procedencia ha sido plenamente

reconocido e identificado por nuestra clase gobernante, máxime con el nonato

jurídico traducido en la iniciativa de ley aprobada por la II1 Asamblea Legislativa

del Distrito Federal cuy contenido, en lo genérico, consistió en que tanto el Jefe de
Gobierno del Distrito Federal como los asambleístas, al solicitar licencia y ser

aprobada ésta, inmediatamente perdería el fuero constitucional dcl que goza,

situación que confirma una vez más que el fuero protege la función más no al

individuo.

4. El juicio de procedencia es un elemento indispensable para la consolidación de la

vida democrática de un país, pues qué sería de un Estado donde la población se

encarga de elegir a sus gobernantes mediante elecciones justas y transparentes,

donde la clase gobernante protege a las minorías y respeta los derechos humanos,

pero paradójicamente no se encarga de sancionar las conductas delictivas de sus

integrantes y muy en específico de la clase gobernante, evidentemente nos

encontraríamos en una cuasi-democracia o en una democracia de fachada como

atinadamente lo indicó César Cansino.

La figura del juicio de procedencia nació a la vida jurídica como un medio de

control para evitar los revanchismos políticos y para denotar la independencia y

autonomía de los Poderes de la Unión, sin embargo para cimentar, consolidar y

perpetuar la figura en estudio es indispensable la cooperación entre Poderes, pues la

sociedad civil evolucionó y las instituciones no pueden quedar rezagadas.
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5. El ahora denominado juicio de procedencia, en nuestro país, tuvo su primer

antecedente cuando la Corona Española decidió instaurar en la Nueva España los

llamados JUICIOS DE RESIDENCIA Y VISITA. que tenían por objetivo

primordial investigar las conductas ilegales de los servidores de la Corona, figura

ésta que se vio plasmada en la Constitución de Apatzingán de 1814, sancionando las

causas criminales en que incurrían los miembros del Congreso, del Supremo

Gobierno y del Supremo Tribunal de Justicia.

6. Es un hecho que desde los inicios de la vida independiente de nuestro país, el poder

constituyente se propuso sancionar las conductas delictivas de diversos funcionarios

públicos, creando por ende un proceso jurisdiccional que desde su nacimiento ha

ido evolucionando significativamente. En el augurio de la vida independiente se

plasmó en la Constitución Federal de 1824 un proceso similar al ahora juicio

politico, es decir, una de las Cámaras se erigía como órgano acusador, mientras que

la otra Cámara era el órgano resolutor, el orden de las Cámaras consistía en quién

era el inculpado, pues el presunto inculpado únicamente podía ser acusado por sus

iguales .

7. No obstante la regulación de las conductas delictivas de los servidores del Estado en

las Cartas Magnas Federales (específicamente la de 1824, la de 1836 e inclusive la

de 1857), dicho régimen de responsabilidades fue sencillamente letra muerta, pues

durante un periodo de poco más de cuarenta all.os jamás fue expedida la norma

reglamentaria de las responsabilidadcs oficiales., por lo que podría haber existido la

conducta delictiva de algún servidor público pero faltaba la regulación en cuanto al

procedimiento para, efectivamente, castigar la conducta típica, antijuridica y

culpable en la que habia incurrido aquél. No fue sino hasta el año de 1870 cuando se

expidió la Ley de Responsabilidad de Altos Funcionarios, mediante la cual se

establecieron las normas procedimentales respectivas.

8. La evolución de la sociedad civil evidentemente impacta en la transformación de las

Instituciones, en nuestro país, la Ley Federal de Responsabilidad de los Servidores
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Públicos expedida en 1982, mrsma que sigue vigente hasta nuestros días, fue

producto del caos político, económico y social de la época, donde los niveles de

corrupción por parte de los servidores públicos era incalculable, por lo que se emitió

dicha Ley reglamentaria basada en los principios de eficacia, honradez y legalidad

con que debían desempeñar su cargo tales servidores de la Administración Pública.

9. El juicio de procedencia es una institución que tiene por objetivo que la Cámara de

Diputados "otorgue perntiso" al Ministerio Público para ejercer acción penal en

contra de alguno de los funcionarios citados en el articulo 111 Constitucional,

esencialmente ese es su origen y razón de ser. No obstante lo anterior, y a pesar de

ser una institución normada desde la primera Constitución Politica del país (1814),

es decir, ser una institución longeva, la normatividad procedimental ha sido muy

poco utilizada en nuestro país, por lo que diversas legislaturas de finales del siglo

pasado y principios de éste se han encontrado con dificultades tales como la poca

claridad con que fueron redactadas las diversas normas aplicables al juicio de

procedencia, tales como la Ley Orgánica del Congreso de la Unión de los Estados

Unidos Mexicanos, de la Ley de Responsabilidad de los Servidores Públicos e

inclusive de la propia Constitución de los Estados Unidos Mexicanos.

10. El articulo III Constitucional no contiene a todos los funcionarios públicos que

gozan de fuero como requisito de proeedibilidad, pues diversas normatividadcs,

tales como la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación o la Ley de la

Comisión Nacional de Derechos Humanos, señalan algunas otras funciones que

gozarán de dicho "privilegio",

A nuestra consideración, la Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos,

como Ley Fundamental y Suprema de la Federación debe precisar, en el artículo

111, todas las funciones que gozarán de fuero de no procedíbilidad, pues de 10

contrario las normas secundarias serian consideradas anticonstitucionales y la

interpretación jurídica tendría que ser resuelta por nuestro Máxim~ Tribunal

Constitucional, dejando en estado de indefensión a Magistrados de Circuito, Jueces
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de Distrito, Magistrados del Tribunal Electoral , Presidente y Visitadores Generales

de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, quienes por no estar

especificados en la Carta Magna surgiria la duda si es necesario o no realizar la

solicitud de procedencia ante la Cámara de Diputados.

11. En la actualidad intervienen dos autoridades diferentes en el desahogo del juicio de

procedencia, a saber: por una parte, la Sección Instructora conformada por cuatro

miembros de la Cámara de Diputados, y especificamente integrantes de la Comisión

Jurisdiccional de la propia Cámara, autoridad que se encargará de radicar, estudiar.

escuchar a las partes y resolver con la emisión de un dictamen que únicamente

resolverá si ha o no lugar a proceder penalmente contra el inculpado, sin pasar por

alto que para resolver en cualquiera de ambos sentidos, basarán su resolución en

determinar dos elementos penales como son la existencia del cuerpo del delito y la

probable responsabilidad del inculpado.

La segunda autoridad participante lo es la Cámara de Diputados erigida en Jurado

de Procedencia, quien resolverla por mayoría absoluta, es decir por el 50% más uno

de los miembros presentes, si ratifica o no el dictamen emitido por la Sección

Instructora

12. E! juicio de procedencia es en realidad un proceso jurisdiccioual, pues se encuentra

regulado por la Ley Federal de Responsabilidad de los Servidores Públicos, norma

que en efecto regula el procedimiento, iniciando desde la radicación del expediente,

una ratificación del promovente de la solicitud de procedencia, término para que el

servidor público acusado manifieste lo que a su derecho corresponda en relación a

dicha solicitud, una etapa de ofrecimiento y admisión de pruebas, una etapa de

alegatos y en consecuencia el cierre de instrucción, concluyendo con un dictamen.

Se corrobora la naturaleza juridica del procedimiento con el contenido del articulo

45 de la Ley Federal de Responsabilidad de los Servidores Públicos pues precisa

que en caso de que ésta ley reglamentaria contenga alguna omisión en cuanto a
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procedimiento , se observarán las disposic iones del Código Federal de

Procedimientos Penales, es decir, la Sección Instructora deberá ceñirse por la

nonnatividad aplicable con principios de imparcialidad, coherencia y justicia.

13. El artículo 111 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos precisa

que las declaraciones y resoluciones de las Cámaras de Diputados y Senadores son

inatacables. en el caso del juicio de procedencia se debe entender como tal. la

resolución que determina si ha o no Jugar a proceder en contra de algún servidor

público , por lo que jurídicamente podría ser combatido la formación y creaci ón dc

la Sección Instruc lora, el aula de radicación , alguna notificación personal, al

admisión y/o desechami ento de probanzas, violaciones que desde luego son

procedimentales.

Inclusive. de conformidad con el articulo 30 de la Lcy Federal de Responsabilidad

de los Servidores Públicos. inclusive el propio dictamen emitido por la Sección

Instruclora podría ser combatido, pues en su caso la resolució n definitiva la emite la

propia Cámara de Diputados erigida en Jurado de Procedencia, acto que desde luego

sería incombatible.

14. La Carta Magna Federal, en su artículo 111, párrafo séptimo, precisa que el efecto

de la declaración de que ha lugar a proceder contra el inculpado será separarlo de

su encargo en tanto esté sujeto a proceso penal, mientras que el artículo 28 de la Ley

Federal de Responsabilidad de los Servidores Públicos precisa que una vez que la

Cámara declare que ha lugar a proceder en su contra, en ese mismo instante quedará

separado de su encargo , con lo cual es factible pensar que la norma reglamentaria

seria contraria al texto constitucional, pues ésta precisa que la separación procede

cuando este sujeto a proceso penal situación que se actualiza con el auto de formal

prisión dictado por el juez de la causa.

En virtud de las consideraciones anteriores, y toda vez que las resoluciones

definitivas de las Cámaras, en este caso la de Diputados, son inatacables la
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separación del cargo del servidor público deberá surtir sus efectos al momento

mismo que le sea debidamente notificada la resolución tomada por el Jurado de

Procedenc ia.

15. En el análisis comparativo que realizamos del sistema de responsabilidad penal de

los servidores públicos en diversos Estado Nación, tanto de Europa como dc

América Latina, encontramos que en la mayoría de los casos se sanciona a los

servidores del Estado cuando cometen delitos tales como traición a la patria,

cohecho o comisión de delitos flagrantes.

16. El órgano encargado de determinar la culpabilidad del servidor público siempre será

el Poder Judicial de los respectivos países analizados, sin embargo, el órgano que

determina si ha o no lugar a proceder penalmente contra el inculpado DO es

determinable, pues en algunos casos, como el alemán, existirá un órgano autónomo

encargado de allegarse de las pruebas necesarias (comisión de investigación) y una

vez analizado el asunto será remitido el expediente a la Dieta Federal (diputados)

quienes determinarán si ha o no lugar a proceder contra el inculpado; en algunos

otros países el sistema es bicameral, es decir, una Cámara funge como órgano

acusador y la otra funge como órgano de sentencia; además, existe un tercer

supuesto como lo es el que un órgano conformado por los tres poderes (ejecutivo,

legislativo y judicial) sea cl encargado de determinar la situación del inculpado.

No importa la forma dc delimitar responsabilidades a los funcionarios públicos, si lo

va a fincar una Cámara, ambas o un cuerpo colegiado independiente, 10 importante

de ello es que todos los países, sin excepción, ponen especial énfasis en los delitos
cometidos por los servidores públicos, castigándolos por las acciones u omisiones

delictivas en que hayan incurrido, guardando un perfecto equilibrio de igual entre

gobernantes y gobernado.

17. La propuesta que se realiza a través del presente trabajo académico y consistente en

la conformación del denominado TRIBUNAL DE PROCEDENCIA.
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eminentemente se trata de una figura que refleja la evolución de la teoría de la

división de poderes, entendiendo a ésta no única y exclusivamente como una

división de funciones entre órganos de gobierno sino también como una

colaboración entre poderes para la obtención de un mismo fin como lo es el bien

común.

El tribunal propuesto estaría confonnado por Diputados, Senadores y miembros de

la Suprema Corte de Justicia de la Nación, es decir se conformaría un cuerpo

colegiado con representantes de la sociedad, representantes de la Federación y

juzgadores altamente capacitados, quienes tendrían a su cargo la valoración, estudio,

análisis y resolución de la solicitud de procedencia realizada por el Ministerio

Público .

18. La creación de la confonnación del denominado Tribunal de Procedencia tiene

como primordial objetivo el eliminar el sesgo político que a últimas fechas se le ha

impreso al juicio de procedencia. pues no obstante que el órgano encargado de

emitir un dictamen en tal o cual sentido está conformado por estudiosos del derecho

(integrantes de la Comisión Jurisdiccional de la Cámara de Diputados), también es

cierto que se ciñen por intereses partidistas y no por el aspecto juridico. Sin

embargo, en el supuesto de que se conduzcan con imparcialidad, quienes tienen el

último voto lo son los integrantes de la Cámara de Diputados, que sin estudiar el

asunto de fondo, votan en el sentido que dicte la dirigencia partidista.

Con la figura del Tribunal de Procedencia. cuya resolución seria inapelable,

integrada por estudiosos del derecho, se eliminaría la Sección Instructora así como

..1voto de la Cámara de Diputados erigida en Jurado de Procedencia. erradicando de

manera importante el denominado "voto partidista", pues en caso de empate en la

resolución, el presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación emitiría el

voto definitivo.
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19. Sin lugar a dudas la forma como se resuelve a la fecha el juicio de procedencia

representa la autonomía e independencia de un poder frente a otro , sin embargo, las

instituciones del pais deben de ir acorde con la evolución de la sociedad y si ésta

siendo un factor real de poder de carácter critico y participativo exige una nueva

forma de imparcialidad y aplicación de la ley, es necesario tornar de antaño los

aspectos positivos y las bases para la creación dc instituciones sólidas, imparciales,

transparentes y eficaces.

20. El Tribunal de Procedencia quizá sea una figura quimérica con más votos en contra

que a favor, sin embargo es una innovación prepositiva, fundada y motivada que sin

lugar a dudas podrá ser perfectible, pcro indudablemente pone el dedo en el renglón

para tratar de quitar el sesgo político en dicha figura, basada en cimientos firmes de

colaboración de poderes en aras de lograr la eficacia jurídica con respeto en los

principios de imparcialidad y justicia.

La propuesta quizá sea un nonato de la vida jurídica, pero ¿acaso ha habido una

propuesta por parte de la clase gobernante para despolitizar la figura del juicio de

procedencia? ¿basta únicamente con preponderar el principio de inocencia y respeto

a los derechos políticos para mantener en el mismo tenor y bajo la misma

reglamentación el juicio de procedencia?, hay que ser coherentes pues no se puede

seguir con un proceso que ha quedado demostrado fuc rebasado por nuestra realidad

actual y por nuestro insipiente sistema democrático actual, hay que actualizar la

figura del juicio de procedencia, para lo cual propongo el Tribunal descrito en las

páginas del trabajo que presento, pues lo único cierto es que dicha figura debe ser

transparente, sin que en ella estén en juego intereses politicos y partidistas.
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